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GOBIERNO GENERAL DE LA ISLA DE GUBA 



SECRETARIA GENERAL 



Por el Ministerio de Ultramar se comunica al 
Excmo. Sr. Gobernador general, con fecha 27 de no- 
viembre último, y bajo él número 1384, la Real orden 



siguiente: 



«Excmo. Sr.: — En la imposibilidad material de 
trasladar á V. E. los decretos estableciendo en esa 
Isla el régimen autonómico, el título primero de la 
Constitución y el de adaptación de la ley Electoral 
del año 1890; S. M. el Rey (q. D. g.) y en su nombre 
la Reina Regente del Reino, se ha servido disponer 
que se remitan á V. E. los adjuntos ejemplares de la 
Gaceta de Madrid, para que surtan todos los efectos 
legales, ínterin llegan los traslados correspondientes 
de los citados Reales decretos.— De Real orden lo digo 
á V. E. recomendándole especialmente lo dispuesto 
en el artículo primero de los transitorios, á fin de que 
se constituya el Gobierno interior de la Isla y segui- 
damente los demás servicios.» 

Y acordado por S. E. su cumplimiento con fecha 
de ayer, de su orden se publica en la Gaceta de la 
Habana para general conocimiento. 

Habana, 16 de diciembre de 1897. 

El Secretario general, 

José Congosto. 
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SEÑORA: Al abordar el problema de introducir 
en las islas de Cuba y Puerto Rico la autonomía colo- 
nial, empeño que con el de la pacificación del territo- 
rio cubano constituye los compromisos que el Gobier- 
no tiene contraídos con la Nación, estiman los Ministros 
que las explicaciones detalladas y los comentarios de 
las complejas materias que abraza el proyecto deben 
ceder el paso á la exposición sobria, pero completa, de 
sus caracteres fundamentales, de las esferas de acción 
á que se extiende y de las consecuencias que, á su jui- 
cio, ha de engendrar el régimen que proponen á V. M. 
para la gobernación de las Antillas españolas. 

La crítica y el análisis esclarecerán bien pronto 
cuanto á los detalles se refiera; las ideas esenciales y 
la inspiración del decreto, sólo en este sitio y en este 
momento tienen lugar apropiado. 

Es esto tanto más necesario, cuanto que la prime- 
ra y más esencial condición de éxito en esta clase de 
reformas es la absoluta sinceridad del propósito. Con 
ella ha procedido el Gobierno á estudiar la mejor fór- 
mula de Constitución autonómica para las islas de Cu- 
ba y Puerto Rico, y de que la intención y los resulta- 
dos han marchado de consuno, espera dar en estas 
observaciones demostración acabada. 

Propúsose, ante todo, sentar claramente el princi- 
pio, desenvolverle en toda su integridad y rodearlo de 
todas las garantías de éxito. Porque cuando se trata 
de confiar la dirección de sus negocios á pueblos que 
han llegado á la edad viril, ó no debe hablárseles de 
autonomía, ó es preciso dársela completa, con la con- 
vicción de que se les coloca en el camino del bien, sin 
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limitaciones ó trabas hijas de la desconfianza y del re- 
celo. Ó se fía la defensa de la nacionalidad á la re- 
presión y á la fuerza, ó se entrega al consorcio de los 
afectos y de las tradiciones con los intereses, fortifi- 
cado á medida que se desarrolla por las ventajas de 
un sistema de gobierno que enseñe y evidencie á las 
colonias que bajo ningún otro les sería dado alcanzar 
mayor grado de bienestar , de seguridad y de impor- 
tancia. 

Esto sentado, era condición esencial para lograr 
el propósito, buscar á ese principio una forma prácti- 
ca é inteligible para el pueblo que por él había de go- 
bernarse, y la encontró el Gobierno en el programa 
de aquel partido insular, considerable por el número, 
pero más importante aún por la inteligencia y la cons- 
tancia, cuyas predicciones, desde hace veinte años, 
han familiarizado al país cubano con el espíritu, los 
procedimientos y la trascendencia de la profunda inno- 
vación que están llamados á introducir en su vida po- 
lítica y social. 

Con lo cual ya se afirma que el proyecto no tiene 
nada de teórico, ni es imitación ó copias de otras 
Constituciones coloniales, miradas con razón como 
modelo en la materia, pues aun cuando el Gobierno ha 
tenido muy presentes sus enseñanzas, entiende que las 
instituciones de pueblos que por su historia y por su 
raza difieren tanto del de Cuba, no pueden arraigar 
donde no tienen, ni precedente, ni atmósfera, ni aque- 
lla preparación que nace de la educación y de las 
creencias. 

Planteado así el problema, tratándose de dar una 
Constitución autonómica á un territorio español po- 
blado por raza española y por España civilizado, la 
resolución no era dudosa; la autonomía debía desen- 
volverse dentro de las ideas y con arreglo al progra- 
ma que lleva ese nombre en las Antillas, sin eliminar 
nada de su contenido, sin alterar sobre todo su espíri- 
tu, antes bien, completándolo, armonizándolo, dándole 
mayores garantías de estabilidad, cual corresponde al 
Gobierno de una metrópoli que se siente atraída á im- 
plantarlo por la convicción de sus ventajas, por el an- 
helo de llevar la paz y el sosiego á tan preciados te- 
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fritónos, y por la conciencia de sus responsabilidades, 
no sólo ante la colonia, sino también ante sos propios 
vastísimos intereses que el tiempo ha enlazado y tejido 
en la tupida red de los años. 

Seguro así de la forma que mejor cuadraba á in- 
tento, no era difícil distinguir los tres grandes aspec- 
tos que ofrece el planteamiento de una Constitución 
autonómica. En primer término, los sagrados intere- 
ses de la Metrópoli, que alarmada y desconfiada por 
la conducta de muchos de sus hijos, y herida por la 
ingratitud de aquellos que fian más en el egoismo del 
logrero, que en la afección del hermano, anhela ante 
todo que el cambio á que se halla pronta estreche y 
afirme el lazo de la soberanía, y que en medio de una 
paz bendecida, los intereses de todos sus hijos, que ni 
son opuestos ni contradictorios, aunque á veces sean 
distintos, se armonicen, compenetren y desarrollen por 
el libre acuerdo de todos. 

Después, las aspiraciones, las necesidades, los de- 
seos de las poblaciones coloniales, ansiosas de ser tra- 
tadas como hijas desgraciadas en vez de ser destruidas 
como enemigas, atentas al llamamiento cariñoso y re- 
beldes como españolas á la imposición brutal de la 
fuerza exterminadora, que esperan de su Metrópoli 
una forma que moldee sus iniciativas y un procedi- 
miento que les autorice á gobernar sus intereses. 

Y por último, ese vasto é interesante conjunto de 
las relaciones creadas, de los intereses desarrollados 
en ese largo pasado, que á nadie, y menos á un Go- 
bierno, es lícito desconocer ni olvidar, y cuya conser- 
vación y desarrollo envuelve la realización del desti- 
no de nuestra raza en América y la gloria de la bande- 
ra española en las tierras descubiertas y civilizadas 
por nuestros antepasados. 

A estos tres órdenes de ideas responden las dispo- 
siciones fundamentales del proyecto sometido á la 
aprobación de V. M Al primero, ó sea al punto de 
vista metropolitano, pertenecen las cuestiones de so- 
beranía confiadas á los más elevados organismos de la 
nacionalidad española. La representación y autori- 
dad del Rey, que es la nación misma, el mando de los 
Ejércitos de mar y tierra; la Administración de la jus- 
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ticia, las inteligencias diplomáticas con América; las 
relaciones constantes y benéficas entre la colonia y la 
Metrópoli; la gracia de indulto; la guarda y defensa 
de la Constitución, quedan confiadas al Gobernador 
general, como representante del Rey, y bajo la direc- 
ción del Consejo de Ministros. Nada de laque es 
esencial ha sido olvidado; en nada se disminuye ó 
aminora la autoridad del poder central. 

El aspecto insular se desenvuelve á su vez de ma- 
nera tan completa y acabada como la pudieran imagi- 
nar los más exigentes, en la autonomía central, provin- 
cial y municipal; en la aplicación, sin reserva, equívo- 
co ó doble sentido del sistema parlamentario; en las 
facultades de las Cámaras insulares y en la creación 
de un Gobierno responsable, á cuyo frente y forman 
do el lazo supremo de la nacionalidad, en lo que al 
Poder ejecutivo se refiere, aparece de nuevo el Gober- 
nador general que, de una parte, preside por medio 
de Ministros responsables al desenvolvimiento de la vi- 
da colonial, y de otra la enlaza y relaciona á la vida 
general de la Nación. 

Y aquel tercer aspecto, en el cual viene á resu- 
mirse la historia de las relaciones entre las Antillas y 
la Metrópoli, y dentro del cual habrán de desenvolr 
verse también su comercio, su crédito y su riqueza, 
se define en una serie de disposiciones de carácter per- 
manente, que enlaza los dos Poderes ejecutivos, el in- 
sular y el nacional, y en ocasiones sus Cámaras de 
modo que á cada momento, y en las variadas solicitu- 
des de la vida, se presten mutuo apoyo y se ayuden á 
desenvolver los intereses comunes. 

Y todo este sistema múltiple y complejo, aunque 
no complicado, se sanciona y se hace práctico por una 
serie de garantías, de enlaces, de constantes inteligen- 
cias y de públicas discusiones, que harán imposible, 
en cuanto á los hombres es lícito predecir el porvenir, 
los dilemas sin salida, las diferencias irreductibles, el 
choque entre la colonia y la Metrópoli. 

Punto es éste de tal importancia, que á él hubiera 
subordinado en todo caso el Gobierno todas las demás 
cuestiones, si tal subordinación hubiera sido precisa, 
que ni puede serlo ni habría por qué temerlo desde el 



momento en que las bases del nuevo régimen se afir- 
man sobre la harmonía de los intereses, el escrúpulo* 
so respeto de los derechos y el deseo en la Metrópoli 
de ayudar sin descanso al desarrollo, prosperidad y 
desenvolvimiento pacíficos de sus hermosas Antillas, 
á cuyo sentimiento ha de encontrar en ellas, no lo du- 
da el Gobierno, una leal correspondencia. 

No es esto decir que no ocurran cuestiones, en las 
cuales se confundan las dos esferas de acción, y que- 
pan dudas legítimas acerca de cual es el interés en 
ellas predominante, y nazca, tras de la duda la discu- 
sión, más ó menos apasionada, fin ninguna colonia 
autónoma ha dejado de suceder eso; en ninguna se ha 
dado el caso de que el Poder central esté siempre y 
sistemáticamente de acuerdo con los actos del Poder 
colonial. Larga es la lista de las resoluciones legis- 
lativas del Canadá á que el Gobierno inglés ha puesto 
el veto, y curiosa y por demás interesante la serie de 
resoluciones judiciales que han ido definiendo las di 
versas jurisdicciones de sus Asambleas locales, ya en- 
tre sí, ya con sus Gobernadores, y eso que la gran 
descentralización, los antecedentes de la historia ca- 
nadiense y la libertad comercial simplifican considera- 
blemente las relaciones de ambos países. 

Pero la excelencia del sistema consiste en que, 
cuando semejantes casos ocurran, y más si han de ser 
frecuentes, la ponderación de poderes, tanto dentro de 
la constitución colonial, como en las relaciones con la 
Metrópoli, sea tal, que siempre quepa el remedio, que 
nunca falten términos de inteligencia, y que en ningu- 
na ocasión deje de hallarse un terreno común en el 
cual, ó se armonicen los intereses, ó se resuelvan sus 
antagonismos, ó se inclinen las voluntades ante la de- 
cisión de los Tribunales. 

Si, pues, los derechos que la Constitución recono- 
ce á los ciudadanos fueren violados, ó sus intereses 
dañados por los Ayuntamientos y Diputaciones, que 
son, á su vez, dentro del sistema, complemente auto* 
nomas, los Tribunales de justicia los defenderán y am- 
pararán: si se exceden en sus facultades las Corpora- 
ciones, ó si, por el contrario, el Poder ejecutivo pre- 
tende disminuir lo que la Constitución del Reino ó las 
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disposiciones de este decreto declaran atribuciones 
propias de los Ayuntamientos ó de las Corporaciones 
provinciales, el agraviado tiene recursos que entablar 
ante los Tribunales de la Isla, y en último término ante 
el Supremo, al cual corresponderá dirimir lab compe- 
tencias de jurisdicción entre el Gobernador general 
y el Parlamento colonial, cualquiera que sea el que 
las suscite; que ambos tendrán igual personalidad para 
acudir en queja y para buscar reparación legal á sus 
agravios. 

De este modo, cuantas dificultades nazcan de la 
implantación del sistema ó surjan de su ejercicio, serán 
resueltas por los Tribunales, cuya ha sido, desde la 
antigua Roma hasta la moderna Inglaterra, la fuente 
más progresiva de derecho y el procedimiento más 
flexible para armonizar las crecientes exigencias de la 
vida real y las lentitudes de la legislación. 

De esta manera, la Constitución autonómica que 
el Gobierno propone para las islas de Cuba y Puerto 
Rico, no es exótica, ni copiada, ni imitada; es una or- 
ganización propia, por los españoles antillanos conce- 
bida y predicada, por el partido liberal gustosamente 
inscrita en su programa para que la Nación supiera 
lo que de él podía esperar al recibir el Poder, y que 
se caracteriza por un rasgo que ningún régimen coló 
nial ha ofrecido hasta ahora; el de que las Antillas 
puedan ser completamente autónomas, en el sentido 
más amplio de la palabra, y al propio tiempo tener 
representación y formar parte del Parlamento nacio- 
nal. De suerte que, mientras los representantes del 
pueblo insular gobiernan desde sus Cámaras locales 
los intereses propios y especiales de su país, otros, 
elegidos por el mismo pueblo, asisten y cooperan en 
las Cortes á la formación de las leyes, en cuyo molde 
se forman y se van compenetrando y unificando los 
diferentes elementos de la nacionalidad española. Y 
no es esta pequeña ni escasa ventaja, menos aun mo- 
tivo para extrañeza, como quizás alguno pudiera sen- 
tirla, porque esta presencia de los Diputados antilla- 
nos en las Cortes es un lazo estrechísimo de la nacio- 
nalidad que se levanta sobre todas las unidades que 
en su seno viven, solicitado hoy, como uno de los ma- 



— li- 
vores progresos políticos de nuestros días, por la«s co 
íonias autónomas inglesas, ansiosas de participar den- 
tro de un Parlamento imperial de la suprema función 
de legisladores y directores del gran imperio británico 

Esta forma, pues, característica del sistema que 
España adopta, al par que le da sentido propio, si '¿ni- 
ñea, sino un progreso de los que el tiempo engendra, 
una ventaja que las circunstancias nos deparan, en 
justa compensación de las inmensas tristeza* que nuev 
tra historia colonial registra. 

Reconoce el Gobierno francamente qse para el 
éxito de su obra hubiera sido mejor la pública divi- 
sión en el Parlamento v el análisis de la op\ r .í6n en Ja 
prensa, en la cátedra y en el libro: pero no es c»j};>a 
suya, como no lo fué del anterior Gobierno, si 3a an 
gustia de las círcun-Starcias le cr;":ga á prey,ir>0:r 4e 
tan preciosa garantís. Pero v el part;0 'j;e hoy 
sirve desde el Ge cierno los íntereves ce la Cvror^ y 
del país no vaciló un rr,ccre-:to e*: arrear en v; 4 a 
la iniciativa -el pan:-': c'-ivervacvr. :;; en rotarle *a 
indemnidad zue s-dicrtC celas Ccrtes. fcw c -;.e J^t 
circunstancias a^cciar: cvn Tiys; ;y/tac^v vre C¡er< 
cho tiene á enerar :.ue la * r-t-vl* aerve-*: r//r tv ' v?, 
ducta y que manar-a la aovu^ar.. ^as *>/~te* 

Por esta rszvr. nt tv:/¿ et. ^'/'.''fer 1^ r*->«^v # ^a 
tüidad é irtecna ptr.er rr ~_e c .ata~t.e~'te e-: *-/-*• „' o y 
llevar á la rí;-:rí la* v, ut ■/."jet vue 5*'-* .'-a «-" ;/" 
senté Be creí- cc-c ta -r ..~.a \ *s*~s::¿Z '/,- vv.*- -o * a 
formulase y relaccac/. * *- ( í'.v. '¿v.a * v^v-'** C* 
que pediera natr/r ^.>t*/- /t ei v;. *.v* c-u-'ta < r* v * »«? 
en sus r/r tesela ^ Vue i* e r ^"-ieí * v'.v r í? O **. 
quear en la r^áT.iva tn^ .< va V; vt.*-*^ 't ^ ¿ /w, 
nunca será, terje^v* *•%--• • * *^* w .¿"^v j/v? * .. 
pa de lc*s nccTivre: « r. «ei.ei a/:.*: tyv< </ "* * «• 4 .ov < 
dese:> óe T^u-nuí" 1* ?*•:-*-'. 

Cct eK:t r^ e. V/'.fv, ; u 1 . í.< 'j 4 -.'* * .¿* /< 
era inlivc»eci^' * rtrt v Jt s*. «.v.w-*< * :■ -v - * 

■cienác er I/i/:* "" r'-e-v., <* /„ «• *■. "v:* */.v/" */, 

la íe^Turí. ¿t :i C-vt/:'.:.^ . rr V ' J"^^" . < *', •• 
ofrererí. beriritTTí*rr:.* ,.'t-.í ;:/./.^; < >■ ^ /; - /- 
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pues á su sistema orgánico, á la distribución de sus 
títulos y hasta á su redacción se ha ajustado el Go- 
bierno en cuanto le ha sido posible. Las modificacio- 
nes de los artículos constitucionales son accesorias y 
circunstanciales: las adiciones responden á su espe- 
cialidad y van encaminadas á la eficacia de sus dispo- 
siciones y á la facilidad de su ejecución. 

Seguramente algo quedará por hacer y algo ne- 
cesitará reformarse: ya lo irán mostrando á un tiempo 
la defensa y la censura que de sus disposiciones se 
hagan, y ya se irá aquilatando lo que la una y la otra 
tengan de fundado, permitiendo incorporar lo bueno 
en el proyecto y descartar lo que no responda á sus 
ideas fundamentales cuando llegue el momento de re- 
cibir la sanción de las Cortes. 

Entiéndase, sin embargo, que el Gobierno no re- 
tirará de él, ni consentirá se retire nada de lo que son 
libertades, garantías y privilegios coloniales, porque 
pronto á completar la obra ó á esclarecer las dudas, 
no entiende que al presentarla á la sanción parlamen- 
taria, puedan sufrir disminución las concesiones he- 
chas, ni podría consentirlo si cuenta con la mayoría 
de las Cámaras. 

Pero si con lo dicho queda expuesto cuanto el 
Gobierno estima necesario para explicar las líneas 
generales del decreto, todavía juzga indispensable por 
razones fáciles de comprender, fijar el sentido de los 
artículos que se refieren á la autonomía arancelaria y 
á la deuda que pesa sobre el Tesoro cubano. 

El comercio de exportación de la Península á 
Cuba, que se cifra por unos treinta millones de pesos 
anuales, y que además da lugar á combinaciones de 
importancia para la navegación de altura, ha estado 
sometido hasta ahora á un régimen de excepción in- 
compatible en absoluto con el principio de la autono- 
mía colonial. 

Implica éste la facultad de regular las condicio- 
nes de su comercio de importación y exportación y la 
libre administración de sus Aduanas. Negárselas á 
Cuba ó á Puerto Rico equivaldría á destruir el valor 
de los principios sentados; tratar de falsearlas, sería 
incompatible con la dignidad de la Nación. Lo que al 
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Gobierno toca, después de reconocer el principio en 
toda su integridad, es procurar que la transición se 
haga sin sacudimientos ni perjuicio de los intereses á 
la sombra del antiguo sistema desarrollados, y para 
ello preparar una inteligencia con los Gobiernos anti- 
llanos. 

Porque nunca han negado los defensores más acé- 
rrimos de la autonomía la disposición de aquellos paí- 
ses á reconocer en favor de la^jndustria y del comer- 
cio, genuinamente nacionales, un margen que les ase- 
gurase aquel mercado. 

Asi lo aseguraron siempre sus representantes en 
Cortes, y así continúan asegurándolo todos los parti- 
dos de la isla de Cuba, según manifestaciones que el 
Gobierno tiene por irrecusables. Las quejas prove- 
nían, no de la existencia de derechos diferenciales, si- 
no de su exageración, que impedía á las Antillas ase- 
gurarse los mercados que necesitan para sus ricos y 
abundantes productos, y de la falta de reciprocidad. 
No existiendo, pues, dificultades invencibles, hay de- 
recho á decir que la inteligencia, más que posible, es 
segura; sobre todo, si se tiene en cuenta que la im- 
portación peninsular en Cuba se hace en unos 50 ar- 
tículos entre los 400 que tiene el Arancel, y que de 
aquéllos, muchos, por su carácter especial y por las 
costumbres y gustos de aquellos naturales, no pueden 
jamás temer la concurrencia de sus similares extran- 
jeros. 

No deben, pues, alarmarse los industriales de la 
Península, y con ellos los navieros, ante la afirmación 
de una autonomía que, al modificar las condiciones en 
que se funda el Arancel, no altera los fundamentos 
esenciales de las relaciones económicas entre España 
y las Antillas. Habrá, sin duda, algunas dificultades 
para harmonizar ó compensar las inevitables diferen- 
cias de todo cambio de régimen mercantil; será preci- 
so combinar de alguna manera ambos Aranceles; pero 
ni los intereses cubanos son opuestos á los peninsula- 
res, ni está en el interés de nadie disminuir las rela- 
ciones mercantiles entre los dos países. 

Si, pues, estuviera ya constituido el Gobierno in- 
sular, y si con él hubiera sido posible convenir un sis- 
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tema de relaciones mercantiles, no hubiera tomado 
esta cuestión proporciones que no tiene, ni habría por 
qué presagiar ruinas y desgracias; los hechos impon- 
drían silencio á los suposiciones. A pesar de eso, ha 
creído el Gobierno que para calmar las alarmas debía 
adelantarse á los acontecimientos, y que en vez de 
dejar la resolución de la cuestión al funcionamiento 
natural de la nueva Constitución, convenía fijar desde 
ahora las bases de las futuras relaciones mercantiles. 
Y al hacerlo, y para alejar todo motivo de desconfian- 
za, se ha adelantado á fijar x\n máximum á los dere- 
chos diferenciales que podrán obtener las mercancías 
peninsulares, ofreciendo, como era de equidad, el 
mismo tipo á los productos insulares. 

Fija ya y determinada la base de la inteligencia, 
garantizado el principio de la autonomía, establecida 
de manera incuestionable la igualdad de facultades en 
el procedimiento que ha de seguirse, y conocido el 
espíritu que anima á aquellos insulares, la negocia- 
ción será fácil y sus resultados provechosos á ambas 
partes. 

En cuanto á la deuda que pesa sobre el Tesoro 
cubano, ya directamente, ya por la garantía que ha 
dado al de la Península, y que éste soporta en forma 
análoga, está fuera de duda la justicia de repartirla 
equitativamente cuando la terminación de la guerra 
permita fijar su importe definitivo. 

Ni ha de ser éste tan enorme, así debemos espe- 
rarlo, que represente un gravamen insoportable para 
las energías nacionales, ni la Nación está tan falta de 
medios que. pueda asustarle el porvenir. Un país que 
ha dado en los últimos meses muestras tan gallardas 
de virilidad y de disciplina social; un territorio como 
el de Cuba que. aun en medio de sus convulsiones po- 
líticas y del apenas interrumpido guerrear de treinta 
años, ha producido tan considerable riqueza, aun cul- 
tivando tan sólo una pequeña parte de su feracísimo 
suelo, y que lo ha hecho por sus solas fuerzas; con es- 
casas instituciones de crédito; luchando con los azú- 
cares privilegiados; cerrado el mercado americano á 
sus tabacos elaborados, y transformando al propio 
tiempo en libre el trabajo esclavo, bien puede afron- 
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tar sereno el pago de sus obligaciones é inspirar con- 
fianza á sus acreedores. 

Por eso, á -juicio del Gobierno, importa pensar 
desde ahora, más que en el reparto de la deuda, en el 
modo de satisfacerla, y si fuera posible, de extinguir- 
la, aplicando los procedimientos económicos de nues- 
tra época á las grandes riquezas que el suelo cubano 
asegura á los agricultores y el subsuelo á los mineros, 
y aprovechando las extraordinarias facilidades que al 
comercio universal ofrece la forma insular y la situa- 
ción geográfica de la que no sin razón se ha llamado 
la perla de las Antillas. Sí sobre estas cosas nada 
puede todavía legislarse, conviene tenerlas muy pre- 
sentes y dedicarlas reflexión atenta, ya que á otros, 
que no pueden seguramente ser acusados de visiona- 
rios ni de ilusos, les ha ocurrido aprovechar tanto 
germen de riqueza, no ciertamente en beneficio de Es- 
paña, ni para sostener su soberanía; que cuando ellos 
lo hacen sería insensato no imitar su ejemplo, y no 
convertir en rescate del pasado y en garantía del por- 
venir lo que ha sido tal vez incentivo para la guerra 
y origen en gran parte de los males á cuyo remedio 
acudimos ahora con tanto empeño. 

Fundado en estas consideraciones, el Gobierno 
tiene la honra de someter á la aprobación de V. M. el 
adjunto proyecto de decreto. 

Madrid, 25 de noviembre de 189^ 

SEÑORA: 

A L. R. P. de V. M. 

Práxedes Mateo Sagasta. 
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REAL DECRETO 



De acuerdo con el parecer do Mi Consejo i\v Mi- 
nistros; 

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rkv D. Alton» 
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

TÍTULO PRIMliRO (•) 

Del gobierno y administración de las islas de Cuba 

y Puerto Nico 

Artículo 1.° El gobierno y admlnÍHtnutlún d* la* 
islas de Cuba y Puerto Rico He regirá r?n «(telante ron 
arreglo á las siguientes disposición***, 

(•) NOTA KXPUCA'IIVA, 

Para facilitar la inteligencia de <*%M* dwrt¿to t y *y»*# 
confesiones en el valor legal de lo* término «a él *í»j>I**4>/*, 
deben tenerte presente* la* *%u>*»t*% equiv*l*tt',i*#, 

Poder ejecutivo central , VA U«y v$n tu i on^jo 4* 

Ministro*, 

Parlamento español ,,,. í,a* < ort±* wtn *\ Stxy, 

Cámaras espadólas ......,,.,. \'S < '*r*t¿r+v> y *>\ >> **4^ 

Gobierno central» , ,...,,,,,,, \u </***** } o 4* M,t*,**4** 4*i 

Parlamento <&Umí¿d. ,,,,..,., íj*x &* * '****'+$ '** <*>/* *á ',** • 
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Art. 2.° El Gobierno de cada una de las islas se 
compondrá de un Parlamento insular, dividido en dos 
Cámaras, y de un Gobernador general representante 
de la Metrópoli, que ejercerá en nombre de ésta la 
Autoridad suprema. 

TÍTULO Ji 
¡)c las Camayas insulares. 

Art. Ii.° La t'acuHad de legislar sobre los asun- 
tos coloniales en la forma y en los términos marcados 
por las leyes corresponde á las Cámaras insulares con 
el Gobernador general. 

Art. 4.° La representación insular se compone 
de dos Cuerpos iguales en facultades: la Cámara de 
Representantes y el Consejo de Administración. 

TÍTULO líl 

Del Consejo de Administración. 

Art. 5.° El Consejo se compone de 35 indivi- 
duos, de los cuales 18 s^rán elegidos en la forma indi- 
cada en la ley Electoral, y los otros 17 serán designa- * 
dos por el Rey, y á su nombre por el Gobernador 



Asambleas legislativas colonia- 
les . * El Consejo de Administración 

y la Cámara de Repre- 
sentantes. 

Gobernador general en Consejo El Gobernador general con 

los Secretarios del Des* 
pacho. 

Instrucciones del Gobernador 

general I. as que haya recibido cuan- 
do fué nombrado para el 
cargo. 

Estatuto , . . Disposición colonial de ca- 
rácter legislativo. 

Estatutos coloniales La legislación colonia!. 

Legislación ó leyes generales. La legislación ó leyes del 

keino. 



general, entre los que reúnan las condiciones enume- 
radas en los artículos siguientes. 

Ait. 6.° Para tomar asiento en el Consejo de 
Administración se requiere: ser español; haber cum- 
plido 35 años; haber nacido en la Isla ó llevar en ella 
cuatro años de residencia constante; no estar proce- 
sado criminalmente; hallarse en la plenitud de los 
derechos políticos; no tener sus bienes intervenidos; 
poseer con dos ó más años de antelación una renta 
propia anual de 4000 pesos, y no tener participación 
en contratos con el Gobierno central ó con el de la Isla. 

Los accionistas de las Sociedades anónimas no se 
considerarán contratistas del Gobierno, aún cuando lo 
sean las sociedades á que pertenezcan. 

Art. 7.° Podrán ser elegidos ó designados Con- 
sejeros de Administración los que, además de las con- 
diciones señaladas en el artículo anterior, tengan al- 
guna de las siguientes: 

1. a Ser ó haber sido Senador del Reino, ó tener 
las condiciones que para ejercer dicho cargo señala el 
titulo 3.° de la Constitución. 

2. a Haber desempeñado durante dos años alguno 
de los cargos que á continuación se expresan: 

Presidente ó fiscal de la Audiencia pretorial de la 
Habana; 

Rector de la Universidad de la misma; 

Consejero de Administración del antiguo Consejo 
de este nombre; 

Presidente de la Cámara de Comercio de la capital; 

Presidente de la Sociedad EconóYnica de Amigos 
del País de la Habana; 

Presidente del Círculo de Hacendados. 

Presidente de la Unión de Fabricantes de Tabacos; 

Presidente de la Liga de Comerciantes, Industria- 
les y Agricultores de Cuba 

Decano del Ilustre Colegio de Abogados de la ca- 
pital; 

Alcalde de la Habana; 

Presidente de su Diputación provincial durante 
dos bienios, ó Presidente de una Diputación provincial 
durante tres; 

Deán de cualquiera de los dos Cabildos catedrales. 



— 20 — 

3. a Podrán ser igualmente elegidos ó designados 
los propietarios que figuren en la lista de los 50 mayo- 
res contribuyentes por territorial, ó en la de los 50 
primeros por comercio, profesiones, industrias y artes. 

Art 8.° El nombramiento de los Consejeros que 
Ja Corona designe se hará por decretos especiales, en 
los cuales se expresará siempre el títu'o en que el 
nombramiento se funda. 

Los Consejeros así nombrados ejercerán el cargo 
durante su vida. 

Los Consejeros electivos se renovarán por mitad 
cada cinco años, y en totalidad cuando el Gobernador 
general disuelva el Consejo de Administración. 

Art. 9.° Las condiciones necesarias para ser 
nombrado ó elegido Consejero de Administración po- 
drán variarse por una ley del Reino, á petición ó pro- 
puesta de las Cámaras insulares. 

Art. 10. Los Consejeros de Administración no 
podrán admitir empleo, ascenso que no sea de escala 
cerrada, título ni condecoración mientras estuviesen 
abiertas las sesiones; pero tanto el Gobierno local co- 
mo el central, podrán conferirles dentro de sus res- 
pectivos empleos ó categoiías las comisiones que exija 
el servicio público. 

Exceptúase de lo dispuesto en los párrafos ante- 
riores el cargo de Secretario del Despacho. 

TÍTULO IV 

De la Cámara de Representantes. 

Art. 11. La Cámara de Representantes se com- 
pondrá de los que nombren las Juntas electorales én 
la forma que determina la ley y en la proporción de 
uno por cada 25000 habitantes. 

Art. V¿. Para ser elegido Representante se re- 
quiere ser español, de estado seglar, mayor de edad, 
gozar de todos los derechos civiles, ser nacido en la 
isla de Cuba ó llevar cuatro años de residencia en ella 
y no hallarse procesado criminalmente. 

Art. 13. I os Representantes serán elegido^ por 
cinco años, y podrán ser reelegidos indefinidamente. 



La Cámara insular determinará coa qué clase de 
funciones es incompatible el cargo de Representante y 
los casos de reelección. 

Art. 14. Los Representantes á quienes el Gobier- 
no central ó el local conñeran pensión, emp eo, as- 
censo que no sea de escala cerrada, comisión con 
sueldo, honores ó condecoraciones, cesaran en su car- 
go, sin necesidad de declaración alguna, si dentro de 
los quince días inmediatos á su nombramiento no par- 
ticipan á la Cámara la renuncia de la gracia. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no comprende 
á los Representantes que fueren nombrados Secreta- 
rios del Despacho. 

TÍTULO V 

De la manera de funcionar las Cámaras insulares, 
y de las relaciones entre ambas. 

Art. 15. Las Cámaras se reúnen todos los años. 
Corresponde al Rev, y en su nombre al Gobernador 
general, convocarlas, suspender, cerrar sus sesiones 
y disolver separada ó simultáneamente la Cámara de 
Representantes y el Consejo de Administración, con la 
obligación de convocarlas de nuevo ó de renovarlas 
dentro de tres meses. 

Art. 16. Cada uno de los Cuerpos Colegislado- 
res formará su respectivo reglamento, y examinará, 
así las calidades de los individuos que la componen, 
como la legalidad de su elección. 

Mientras la Cámara de Representantes y el Conse- 
jo de Administración no hayan aprobado su reglamen- 
to, se regirán por el del Congreso de los Diputados ó 
por el del Senado respectivamente. 

Art. 17. Ambas Cámaras nombrarán su Presi- 
dente, Vicepresidentes y Secretarios. 

Art. 18. No podrá estar reunido uno de los dos 
Cuerpos Colegisladores sin que también lo esté el. 
otro. 

Exceptuase el caso en que el Consejo de Adminis- 
tración ejerza funciones judiciales. 

Art. 19. Las Cámaras insulares no pueden deli- 
berar juntas ni en presencia del Gobernador general. 
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Sus sesiones serán públicas, aun cuando eñ los 
casos que exijan reserva podrá cada una celebrar se- 
sión secreta. 

Art. 20. Al Gobernador general, por medio de los 
Secretarios del Despacho corresponde, lo mismo que á 
cada una de las Cámaras, la iniciativa y proposición 
de los Estatutos coloniales 

Art. 21. Los Estatutos coloniales sobre contri- 
buciones y crédito público se presentarán primero á la 
Cámara de Representantes. 

Art. 22. Las resoluciones en cada uno de los 
Cuerpos Colegisladores se toman por pluraridad de 
votos; pero para votar acuerdos de carácter legisláis 
vo se requiere la presencia de la mitad más uno del 
número total de individuos que lo componen. Bastará, 
sin embargo, para deliberar la presencia de la tercera 
parte de los miembros. 

Art. 23. Para que una resolución se entienda 
votada por el Parlamento insular, será preciso que ha- 
ya sido aprobada en iguales términos por la Cámara 
de Representantes y por el Consejo de Administración. 

Art. 24. Los Estatutos coloniales, una vez apro- 
bados en la forma prescrita en el artículo anterior, se 
presentarán al Gobernador general por las Mesas de 
las Cámaras respectivas para su sansión y promul- 
gación. 

Art. 25. Los Consejeros de Administración y 
los individuos de la Cámara de representantes son in- 
violables por sus opiniones y votos en el ejercicia de 
su cargo. 

Art. 26. Los Consejeros de Administración no 
podrán ser procesados ni arrestados sin previa resolu- 
ción del Consejo, sino cuando sean hallados infraganti, 
6 cuando el Consejo no se halle reunido; pero en todo 
caso se dará cuenta á este Cuerpo lo más pronto posi- 
ble para que determine lo que corresponda. Tampoco 
podrán los Representantes ser procesados ni arrestado 
durante las sesiones sin permiso de la Cámara, á no 
ser hallados in fraganti-, pero en este caso y en el de 
ser procesados ó arrestados cuando estuvieren cerra- 
das las Cámaras, se dará cuenta lo más pronto posible 
á la de Representantes para su conocimiento y reso- 
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lución. La Audiencia pretorial de la Habana conocerá 
de las causas criminales contra los Consejeros y Repre- 
sentantes en los casos y en la forma que determinen 
los Estatutos coloniales. 

Art. 27. Las garantías consignadas en el artícu- 
lo anterior no se aplicarán á los casos en que el Con- 
sejero ó Representante se declare autor de artículos, 
libros, folletos ó impresos de cualquier clase en los 
cuales se invite ó provoque á la sedición militar, se 
injurie ó calumnie al Gobernador general .ó se ataque 
á la integridad nacional. 

Art. 28. Las relaciones entre las dos Cámaras 
se regularán, mientras otra cosa no se disponga, por 
la ley de Relaciones entre ambos Cuerpos Colegisla- 
dores de 19 de julio de 1837. 

Art 29. Además de la potestad legislativa colo- 
nial, corresponde á las Cámaras insulares: 

1.° Recibir al Gobernador general el juramento 
de guardar la Constitución y las leyes que garantizan 
la autonomía en la colonia. 

2.° Hacer efectiva la responsabilidad de los Se- 
cretarios del Despacho, los cuales, cuando sean acusa- 
dos por la Cámara de Representantes serán juzgados 
por el Consejo de Administración. 

3.° Dirigirse al Gobierno central por medio del 
Gobernador general para proponerle la derogación ó 
modificación de las leyes del Reino vigentes, para invi- 
tarle á presentar proyectos de ley sobre determinados 
asuntos ó para pedirles resoluciones de carácter eje- 
cutivo en los que interesen á la colonia. 

Art. 30. En todos los casos en que. á juicio, del 
Gobernador general, los intereses nacionales puedan 
ser afectado por los Estatutos coloniales, precederá á 
la presentación de los proyectos de iniciativa minis- 
terial su comunicación al Gobierno central. 

Si el proyecto naciera de la iniciativa parlamen- 
taria, el Gobierno colonial reclamará el aplazamiento 
de la discusión hasta que el Gobierno central haya ma- 
nifestado su juicio. 

En ambos casos, la correspondencia que mediare 
entre los dos Gobiernos se comunicará á las Cámaras 
y se publicará en la Gaceta. 
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Árt. 31. Los conflictos de jurisdicción entre las 
diferentes asambleas municipales, provinciales é insu- 
lar, ó con el Poder ejucutivo, que por su índole no fue- 
ran referidos al Gobierno central, se someterán á los 
Tribunales de Justicia, con arreglo á las disposiciones 
del presente decreto. 

TÍTULO VI 

De las facultades del Parlamento insular. 

Art. 32. Las Cámaras insulares tienen facultad 
para acordar sobre todos aquellos puntos que no hayan 
sido especial y taxativamente reservados á las Cor- 
tes del Reino ó al Gobierno central, según el presente 
decreto ó lo que en adelante se dispusiere, con arreglo 
á lo preceptuado en el artículo 2.° adicional. 

En este sentido, y sin que la enumeración supon- 
ga limitación de sus facultades, les corresponde esta- 
tuir sobre cuantos asuntos y materias incumbeti á los 
Ministerios de Gracia y Justicia, Gobernación, Ha- 
cienda y Fomento, en sus tres aspectos de Obras pú- 
blicas, Instrucción y Agricultura. 

Les corresponde además el conocimiento privati- 
vo de todos aquellos asuntos de índole puramente lo- 
v-al que afecten principalmente al territorio colonial; 
y en este sentido podrán estatuir sobre la organiza- 
ción administrativa, sobre división territorial, provin- 
cial, municipal ó judicial; sobre sanidad marítima y 
terrestre; sobre crédito público, Bancos y sistema 
monetario. 

Estas facultades se entienden sin perjuicio de las 
que sobre las mismas materias cerrespondan, según 
las leyes, al Poder ejecutivo colonial. 

Art. 33. Corresponde igualmente al Parlamento 
insular formarlos reglamentos de aquellas leyes vota- 
das por las Cortes del Reino que expresamente se le 
confien. En este sentido le compete muy especialmen- 
te, y podrá hacerlo desde su primera reunión, estatuir 
sobre el procedimiento electoral, formación del censo, 
calificación de los electores y manera de ejercitar el 
sufragio; pero sin que sus disposiciones puedan afectar 
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al derecho del ciudadano, según le está reconocido pof 
la ley Electoral. 

Art. 34. Aun cuando las leyes relativas á la ad- 
ministración de justicia y de organización de los tri- 
bunales son de carácter general y obligatorias, por 
tanto, para la Colonia, el Parlamento colonial podrá 
con sujeción á ellas dictar las reglas ó proponer al 
Gobierno central las medidas que faciliten el ingreso, 
conservación y ascenso en los tribunales locales de los 
naturales de la Isla, ó de los que en ella ejerzan. la 
profesión de Abogado. 

Al Gobernador general en Consejo corresponden 
las facultades que, respecto al nombramiento de los 
funcionarios, subalternos y auxiliares del orden judi- 
cial y demás asuntos con la administración de justicia 
relacionados, ejerce hoy el Ministro de Ultramar, en 
cuanto á la isla de Cuba se refiere. 

Art. 35. Es la facultad exclusiva del Parlamen- 
to insular la formación del presupuesto local, tanto de 
gastos como de ingresos, y del de ingresos necesario 
para cubrir la parte que á la Isla corresponde en el 
presupuesto nacional. 

Al efecto, el Gobernador general presentará á 
las Cámaras, antes del mes de enero de cada año, el 
presupuesto correspondiente al ejercicio siguiente, di- 
vidido en dos partes: la primera contendrá los ingresos 
necesarios para cubrir los gastos de la soberanía; la 
segunda, los gastos é ingresos propios de la adminis^ 
tración colonial. 

Ninguna de las dos Cámaras podrá pasar á deli- 
berar sobre el presupuesto colonial sin haber votado 
definitivamente la parte referente á los gastos de 
soberanía. 

Art. 36. A las Cortes del Reino corresponde de- 
terminar cuales hayan de considerarse por su natura- 
leza gastos obligatorios inherentes á la soberanía, y 
fijar además cada- tres años su cuantía y los ingresos 
necesarios, para cubrirlos, salvo siempre el derecho 
de las mismas Cortes para alterar esta disposición. 

Ait. 37. La negociación de los tratados de cof 
mercio que afecten á la isla de Cuba, bien se deban á 
la iniciativa del Gobierno insular, bien á del Gobierno 
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Central, se llevará siempre por éste, auxiliado en ara- 
bos casos por Delegados especiales debidamente auto* 
rizados por el Gobierno colonial, cuya conformidad 
con lo convenido se hará constar al presentarlos á las 
Cortes del Reino. 

Estos tratados, si por ellas fueren aprobados, se 
publicarán como leyes del Reino, y como tales regi- 
rán en el territorio insular. 

Art. 38. Los tratados de comercio en cuya nego- 
ciación no hubiere intervenido el Gobierno insular, se 
le "comunicarán en cuanto fueren leyes del Reino, á fin 
de que pueda en un período de tres meses declarar si 
desea ó no adherirse á sus estipulaciones. En caso afir- 
mativo, el Gobernador general lo publicará en la Ga- 
ceta como Estatuto colonial. 

Art. 39. Corresponderá también al Parlamento 
insular, la formación del Arancel y la designación de 
los derechos que hayan de pagar las mercancías, tanto 
á su importación en el territorio insular como á la ex- 
portación del mismo. 

Art. 40. Como transición del régimen actual al 
que ahora se establece, y sin perjuicio de lo que pue- 
dan convenir en su día los dos Gobiernos, las relacio- 
nes mercantiles entre la Península y la isla de Cuba 
se regirán por las siguientes disposiciones: 

1. a Ningún derecho, tenga ó no carácter fiscal, y 
establézcase para la importación ó la exportación, po- 
drá ser diferencial en perjuicio de la producción insu- 
lar ó peninsular. 

2. a Se formará por los dos Gobiernos una lista 
de artículos de procedencia nacional directa, á los cua- 
les se les señalará de común acuerdo, un derecho dife- 
rencial sobre sus similares de procedencia extranjera. 

En otra lista análoga, formada por igual procedi- 
miento, se determinarán los productos de procedencia 
insular directa que habrán de recibir trato privilegia- 
do á su entrada en la Península y el .tipo de los dere- 
chos diferenciales. 

Este derecho diferencial en ningún caso excederá 
para ambas procedencias del 35 por 100. 

Si en la formación de ambas listas y en la fijación 
de los derechos protectores hubiera conformidad entre 
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ios dos Gobiernos, las listas se considerarán definiti- 
vas y se pondrán desde luego en vigor. Si hubiere 
discrepancia se someterá la resolución del punto liti- 
gioso á una comisión de Diputados del Reino, formada 
por iguales partes de cubanos y peninsulares. Esta 
comisión nombrará su Presidente; si sobre su nombra* 
miento no se llegara á un acuerdo^ presidirá el de más 
edad. El Presidente tendrá voto de calidad. 

3. a Las tablas de valoraciones relativas á los ar- 
tículos enumerados en las dos listas mencionadas en el 
número anterior se fijarán de común acuerdo, y se re- 
visarán contradictoriamente cada dos años. Las mo- 
dificaciones que en su vista proceda hacer en los de- 
rechos arancelarios se llevarán desde luego á cabo 
por los respectivos Gobiernos. 

TÍTULO Vil 

« 

Del Gobernador general. 



Art. 41. El Gobierno supremo de la colpaia se 
ejercerá por un Gobernador general, nombrado por 
el Rey, á propuesta del Consejo de Ministros. En ese 
concepto ejercerá como Vicerreal Patrono las faculta- 
des inherentes al patronato de Indias; tendrá el mando 
superior de todas las fuerzas armadas de mar y tierra 
existentes en la Isla; será Delegado de los Ministros 
de Estado, Guerra, Marina y Ultramar; le estarán su- 
bordinadas todas las demás Autoridades de la Isla, y 
será responsable de 1$ conservación del orden y de la 
seguridad de la colonia. 

El Gobernador general antes de hacerse cargo de 
su destino, prestará en manos del Rey el juramento de 
cumplirlo fiel y lealmente. 

Art. 42. El Gobernador general, como represen- 
tante de la Nación, ejercerá por sí, y auxiliado por su 
Secretaria, todas las funciones indicadas en el artículo 
anterior y las que puedan corresponderle como Dele- 
gado directo del Rey en los asuntos de carácter na- 
cional. • ■ * 
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Corresponde al Gobernador general como repre- 
sentante de la Metrópoli: 

1.° Designar libremente los empleados de su Se- 
cretaría. 

2.° Publicar, ejecutar y hacer que se ejecuten 
en la Isla las leyes, decretos, tratados, convenios in- 
ternacionales y demás disposiciones emanadas del Po- 
der legislativo, así como los decretos, Reales órdenes 
y demás disposiciones emanadas del Poder ejecutivo y 
que le fueren comunicadas por los Ministerios de que 
es Delegado. 

Cuando á su juicio y al de sus Secretarios del Des- 
pacho las resoluciones del Gobierno de S. M. pudie- 
ran causar daños á los intereses generales de la Na- 
ción ó á los especiales de la Isla, suspenderá su 
publicación y cumplimiento, dando cuenta de ello y de 
las causas que motiven su resolución al Ministerio 
respectivo. 

3.° Ejercer la gracia de indulto á nombre del 
Rey, dentro de los límites que especialmente se le ha- 
yan señalado en sus instrucciones, y suspender las 
ejecuciones de pena capital cuando la gravedad de las 
circunstancias lo exigiesen, ó la urgencia no diere lu- 
gar á solicitar y obtener de S. M. el indulto, oyendo en 
todo caso el parecer de sus Secretarios del Despacho. 

4.° Suspender las garantías expresadas en los 
artículos 4.°, 5.°, 6.°. y 9.°, y párrafos primero, según- 1 
do y tercero del art. 13 de la Constitución del Estado, 
aplicar la legislación de orden público y tomar cuantas 
medidas crea necesarias para conservar la paz en el 
interior y la seguridad en el exterior del territorio que 
le está confiado, oyendo previamente al Consejo de 
Secretarios. 

5.° Cuidar de que en la colonia se administre 
pronta y cumplidamente la justicia, que se administra- 
rá siempre en nombre del Rey. 

6.° Comunicar directamente sobre negocios de 
política exterior con los Representantes, Agentes di- 
plomáticos y Cónsules de España en América. 

La correspondencia de este género se comunicará 
íntegra y simultáneamente al Ministerio de Estado. 

Art. 43. Corresponde al Gobernador general, co- 
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mo Autoridad superior de la colonia y Jefe de su ad- 
ministración: 

1 .° Cuidar de que sean respetados y amparados 
los derechos, facultades y previlegios reconocidos ó 
que en adelante se reconozcan á la Administración 
colonial. 

2.° Sansionar y publicar los acuerdos del Parla- 
mento insular, los cuales le serán sometidos por el 
Presidente y Secretarios de las Cámaras respectivas. 

Cuando el Gobernador general entienda que un 
acuerdo del Parlamento insular extralimita sus facul- 
tades, atenta á los derechos de los ciudadanos recono- 
cidos en el tit. 1.° de la Constitución, ó á las garantí** s 
que para su ejercicio les han señalado las leyes, ó 
comprometen los intereses de la colonia ó del listado, 
remitirá el acuerdo al Consejo de Ministros del Reino, 
el cual, en un periodo que no excederá de dos meses, 
lo aprobará ó devolverá al Gobernador general, capo* 
niendo los motivos que tenga para oponerse á su san* 
cióny promulgación. El Parlamento insular, en vista 
de estas razones, podrá volver á deliberar sobre H 
asunto y modificarlo, si así lo estima conveniente, sin 
necesidad de proposición especial. 

Si transcurrieran dos meses sin que el Gobierno 
central hubiera manifestado su opinión sobre un 'dctwr< 
do de las Cámaras que le hubiere sido trasmitido por 
el Gobernador general, éste procederá á su %atn\<m y 
promulgación. 

3.° Nombrar, suspender y separar á los r.mf>U"¿' 
dos de la Administración colonial, á propu/rOa á+, U*% 
respectivos Secretarios del Despacho y con %n¡wy*n h 
las leyes. 

4.° Nombrar y aparar librem^iti: U/* '**;** Auno*. 
del Despacho 

Art. 44. Xtnctín mandato d/J '¿ob^ru/ior ¿*t*> 
ral, en sn carácter de f&^revrttant^ y )*-ík <U; Xa </,*s, 
nia, puede llevara á *:*V.to %i no *r*í4 r*rír';i*/Sado x/* 
un Secretario del Ix&pztfM. crzy-T* jy>r ' -^a <oío tsr.'s, 
se hace de él TtspáCj&rjsz. 

Art. 45. La* Secretarla* 4eí ly-w^ss, vx'ac. * ws 

Gracia t fc*?:c:a r (sSr+zuutVx*. 

Hacienda. 
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Instrucción pública. 

Obras públicas y Comunicaciones. 

Agricultura, Industria y Comercio. 

La presidencia corresponderá ai Secretario que 
designe el Gobernador general, el cual podrá también 
nombrar un Presidente sin departamento determinado. 

El aumento ó disminución de las Secretarías del 
Despacho, así como la determinación de los asuntos 
que á cada una correspondan, pertenece al Parlamen- 
to insular. 

Art. 46. Los Secretarios del Despacho pueden 
ser individuos de la Cámara de Representantes ó del 
Consejo de Administración, y tomar parte en las dis- 
cusiones de ambos Cuerpos; pero solo tendrán voto 
en aquel á que pertenezcan. 

Art. 47. Los Secretarios del Despacho serán 
responsables de sus actos ante las Cámaras insulares. 

Art. 48. El Gobernador general no podrá modi- 
car ó revocar sus propias providencias cuando hubie^ 
sen sido confirmadas por el Gobierno, fueren declara- 
torias de derecho, hubieren servido de base á sentencia 
judicial ó contencioso-administrativa, ó versasen so- 
bre su propia competencia. 

Art. 49. El Gobernador general no podrá hacer 
entrega de su cargo al ausentarse de la Isla sin expre- 
so mandato del Gobierno. En casos de ausencia de la 
capital que le impidieran despachar los asuntos ó de 
imposibilidad de ejercerlo, podrá designar la persona 
ó personas que hubieren de sustituirle, si el Gobierno 
no lo hubiese hecho de antemano, ó si en sus instruc- 
ciones no estuviera previsto el modo de hacer las sus- 
titución. 

Art. 50. El Tribunal Supremo conocerá en úni- 
ca instancia de las responsabilidades definidas en el 
Código penal que se imputaren al Gobernador general. 

De las responsabilidades en que incurra conocerá 
el Consejo de Ministros. 

Art. 51. El Gobernador general, á pesar de lo 
dispuesto en los diferentes artículos de este decreto, 
podrá obrar por sí y bajo su responsabilidad, sin au- 
diencia de sus Secretarios del Despacho, en los si- 
guientes casos; 



1." Cuando se trate de la remisión al Gobierno 
de los acuerdos de tas Cámaras insulares, especial- 
mente cuando entienda que en ellos se atenta á los 
derechos garantidos en el titulo l. de la Constitu- 
ción de la Monarquía ó á las garantías que para su 
ejercicio han señalado las leyes. 

2. 11 Cuando haya de ponerse en ejecución la ley 
de orden público, sobre todo sí no hubiere tiempo ó 
manera de consultar al Gobierno central. 

3.° Cuando se trate de la ejecución y cumpli- 
miento de leyes del Reino sancionadas por S. M. y ex- 
tensivas á todo el territorio español ó al de su Go- 
bierno. 

Una ley determinará el procedimiento y los me- 
dios de acción que en estos casos podrá emplear el 
Gobernador general. 

TÍTULO VIII 

Del régimen Municipal y Provincial. 

Art. 52. La organización municipal es obligato- 
ria en todo grupo de población superior á mil habi- 
tantes. 

Los que no lleguen á esa cifra podrán organizar 
los servicios de carácter común por convenios espe- 
ciales. 

Todo municipio legalmente constituido estará fa- 
cultado para estatuir sobre la instrucción pública, las 
vías terrestres, fluviales ó marítimas, la sanidad local, 
los presupuestos municipales, y para nombrar y sepa 
rar libremente sus empleados. 

Art 53. Al frente de cada provincia habrá una 
Diputación, elegida en la forma crue determinen los 
Estatutos coloniales y compuesta de un número de in- 
dividuos proporcional á su población. 

Art. 34. Las Diputaciones provinciales son au- 
tónomas en todo lo referente á la creación y dotación 
de establecimientos de instrucción pública, servicios 
de beneficencia, vías provinciales terrestres, fluviales 
ó marítimas, formación de sus presupuestos y nom- 
bramiento y separación de sus empleados. 
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Art. 55. Tanto los Municipios como las provin- 
cias podrán establecer libremente los ingresos necesa- 
rios para cubrir sus presupuestos, sin otra limitación 
que la de hacerlos compatibles con el sistema tributa- 
rio general de la isla. 

Los recursos del presupuesto provincial serán in- 
dependientes de los del municipal. 

Art. 56, Serán Alcaldes y Tenientes de Alcade 
los Concejales elegidos por los Ayuntamientos. 

Art. 57. Los Alcaldes ejercerán sin limitación 
alguna las funciones activas de la Administración mu- 
nicipal, como ejecutores de los acuerdos de los Ayun- 
tamientos y representantes suyos. 

Art. 58. Tanto los Concejales como los Diputa- 
dos provinciales serán responsables civilmente de los 
daños y perjuicios causados por sus actos. 

Esta responsabilidad será exigible ante los Tribu- 
nales ordinarios. 

Art; 59. Las Diputaciones provinciales nombra- 
rán libremente sus Presidentes. 

Art. 60. Las elecciones de Concejales y Diputa- 
dos provinciales se harán de manera que las minorías 
tengan en ellas su legítima representación. 

Art. 61. La ley Provincial y Municipal vigente 
en Cuba seguirá rigiendo en cuanto no se oponga á las 
disposiciones del presente decreto, mientras el Parla- 
mento colonial no estutuya sobre estas materias. 

Art. 62. Ningún Estatuto colonial podrá privar á 
los Municipios ni á las Diputaciones de las facultades 
reconocidas en los artículos anteriores. 

TÍTULO IX 

De las garantías pava el cumplimiento de lu 
Constitución colonial. 

m 

Art. 63. Todo ciudadano podrá acudirá los Tri- 
bunales cuando entienda que sus derechos han sido 
violados ó sus intereses perjudicados por los acuerdos 
de un Municipio ó de una Diputación provincial. 

El Ministerio fiscal, si á ello fuere requerido por 
los agentes del Poder ejecutivo colonial, perseguirá 
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igualmente ante los Tribunales las infracciones de ley 
ó las extralimitaciones de facultades cometidas por 
los Ayuntamientos y Diputaciones. 

* Art. 64. En los casos á que se refiere el articulo 
anterior, serán Tribunales competentes para las recla- 
maciones contra los Municipios, la Audiencia del te- 
rritorio; y para las reclamaciones contra las Diputacio- 
nes provinciales, la Audiencia pretorial de la Habana. 

Dichos Tribunales, cuando se trate de extralimi- 
tación de facultades de las referidas Corporaciones, re- 
solverán en Tribunal pleno. De las resoluciones de 
las Audiencias territoriales podrá apelarse á la Au- 
diencia pretorial de la Habana, y de las de ésta al 
Tribunal Supremo del Reino. 

Art. 65. Las facultades concedidas en el artícu- 
lo 62 á todo ciudadano se podrán también ejercer co- 
lectivamente por medio de la acción pública, nombran- 
do al efecto apoderado ó representante. 

Art. 66. Sin perjuicio de las facultades que le 
están otorgadas en el título 5.°, el Gobernador gene- 
ral, cuando lo estime conveniente, podrá acudir, en su 
calidad de Jefe del Poder ejecutivo colonial, ante la 
Audiencia pretorial de la Habana, para que ésta diri- 
ma los conflictos de jurisdicción entre el Poder ejecu- 
tivo colonial y sus Cámaras legislativas. 

Art. 67. Si surgiera alguna cuestión de jurisdic- 
ción entre el Parlamento insular y el Gobernador ge- 
neral en su calidad de Representante del Poder central, 
que á petición del primero no fuera sometida al Con- 
sejo de Ministros del Reino, cada una de las dos par- 
tes podrá someterla á la resolución del Tribunal Su- 
premo del Reino, que resolverá en pleno y en una so- 
la instancia. 

Art. 68. Las resoluciones que recaigan en los 
casos previstos en los artículos anteriores se publica- 
rán en la Colección de Estatutos coloniales y forma- 
rán parte de la legislación insular. 

, Art. 69. Todo acuerdo municipal que tenga por 
objeto la contratación de empréstitos ó Deudas munici- 
pales carecerá de fuerza ejecutiva, si no fuere apro- 
bado por la mayoría de los vecinos, cuando así lo 
hubiere pedido la tercera parte de los Concejales. 



— 34 — 

Un Estatuto especial determinará la cuantía del 
empréstito ó de la deuda que, según el número de ve- 
cinos que compongan el Ayuntamiento, será necesaria 
para que tenga lugar el referendum. 

Art. 70. Todas las disposiciones de carácter le- 
gal que emanen del Parlamento colonial ó de los Tri- 
bunales, se compilarán con el nombre de Estatutos 
coloniales en una colección legislativa, cuya formación 
y publicación estará confiada al Gobernador general 
como Jefe del Poder ejecutivo colonial. 

ARTÍCULOS ADICIONALES 

Articulo 1.° Mientras no se hayan publicado en 
debida forma Estatutos coloniales, se entenderán apli- 
cables las leyes del Reino á todos los asuntos reser- 
vados á la competencia del Gobierno insular. 

Art. 2.° Una vez aprobada por las Cortes del 
Reino la presente Constitución para las islas de Cuba 
y Puerto Rico, no podrá modificarse sino en virtud de 
una ley y á petición del Parlamento insular. 

Art. 3.° Las disposiciones del presente decreto 
se aplicarán íntegramente á la isla de Puerto Rico; 
pero á fin de acomodarlas á su población y nomencla- 
tura, se publicarán en decreto especial para dicha Isla. 

Art. 4.° Los contratos referentes á servicios pú- 
blicos comunes á las Antillas y á la Península que 
estén en curso de ejecución continuarán en la forma 
actual hasta su terminación, y se regirán en un todo 
por las condiciones del contrato. 

Sobre los que aun no hubieran empezado á ejecu- 
tarse, pero estuvieran ya convenidos, el Gobernador 
general consultará al Gobierno central ó á las Cáma- 
ras coloniales en su caso, resolviéndose de común 
acuerdo entre» los dos Gobiernos la forma definitiva 
en que hubieren de celebrarse. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS. 

Artículo 1 .° A fin de llevar á cabo con la mayor 
rapidez posible y con la menor interrupción de los ser- 
vicios la transición del sistema actual al que se crea 
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por este decreto, el Gobernador general, cuando crea 
llegado el momento oportuno, previa consulta al Go- 
bierno central, nombrará los Secretarios del Despacho 
á que se refiere el artículo 45, y con ellos conducirá 
el Gobierno interior de la isla de Cuba hasta la cons- 
titución de las Cámaras insulares. Los Secretarios 
nombrados cesarán en sus cargos al prestar el Gober- 
nador general juramento ante las Cámaras insulares, 
procediendo el Gobernador acto continuo á sustituir- 
los con los que á su juicio representen de la manera 
más completa las mayorías de la Cámara Represen- 
tantes y del Consejo de Administración. 

Art. 2.° La manera de hacer frente á los gastos 
que origine la deuda que en la actualidad pesa sobre 
los Tesoros español y cubano, y la que se hubiere con- 
traído hasta la terminación de la guerra, será objeto 
de una ley, en la cual se determinará la parte que 
corresponda á cada uno de los dos Tesoros y los me- 
dios especiales para satisfacer sus intereses y amorti- 
zación y reintegrar, en su caso, el capital. 

Hasta que las Cortes del Reino resuelvan este 
punto, no se alterarán las condiciones con que hayan 
sido contratadas las referidas deudas, ni en el pago de 
los intereses y amortización, ni en las garantías de 
que disfruten, ni en la forma con que hoy se hacen l^s 
pagos. 

Una vez hecha la distribución por las Cortes, 
corresponderá á cada uno de los Tesoros el pago de 
la parte que respectivamente se le haya asignado. 

En ninguna eventualidad dejarán de ser escrupu- 
losamente respetados los compromisos contraídos 
con los acreedores, bajo la fe de la Nación española. 

Dado en Palacio á veinticinco de Noviembre de 
mil ochocientos noventa y siete. 

MARÍA CRISTINA. 

Jsl Presidente del Consejo de Ministros, 
Práxedes Afateo Sagasta, 



SEÑORA: En los momentos en que se da á las 
islas de Cuba y Puerto Rico una Constitución autonó- 
mica, que confía á sus propias iniciativas la dirección 
y el gobierno de los intereses locales, importa sobre- 
manera afirmar la unidad constitucional, como base 
firmísima de la integridad del territorio. 

Aspiración de todos los partidos liberales, satis- 
fecha en principio en el decreto de 2 de abril de 1881, 
no ha llegado, sin embargo, A realizarse en los térmi- 
nos á que tienen derecho los habitantes de las Anti- 
llas, que con frecuencia se quejan y lamentan de 
desigualdades irritantes que por sí solas bastan para 
entorpecer, cuando no para impedir por completo el 
uso de las libertades constitucionales. Estas, en efec- 
to, tal como aparecen en el Código fundamental, son 
declaraciones de derechos y garantías que encuentran 
después su sanción y desenvolvimiento en una serie de 
leyes orgánicas, complementarias de la Constitución, 
como lo dice su mismo artículo 14, al confiar á leyes 
especiales «las reglas que han de asegurar á los espa- 
ñoles el respeto recíproco de los derechos que aquélla 
les reconoce, determinando asimismo la responsabili- 
dad civil y penal á que han de quedar sujetos, según 
los casos, los funcionarios de todas clases que atenten 
á los derechos enumerados en su título I.» 

De suerte que si por disposiciones arbitrarias con- 
tra las cuales no cabe recurso, por penalidades im- 
puestas en los bandos de los Gobernadores generales, 
ó por omisiones de leyes procesales, el ciudadano 
puede ser cohibido, vejado y hasta deportado á terri- 
torios lejanos, no le es posible ejercitar, ni el derecho 
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de hablar, pensar y escribir, ni la libertad de ense- 
ñanza, ni la tolerancia religiosa, ni cabe practicar el 
derecho de reunión y el de asociación. 

Y sin embargo, en su ejercicio regular y tranquilo 
se funda todo el derecho moderno, por lo cual donde 
quiera que se coarte, cesa la igualdad ante la ley, y 
con ésta desaparece la unidad constitucional, y se en- 
gendran aquellos torcidos sentimientos que llevan 
hasta atentar á la integridad del territorio. El lazo 
geográfico con todos los encantos y atractivos que 
ofrece, no puede hacer olvidar aquella otra aspiración 
más profunda y más esencial, como que arranca de la 
misma naturaleza humana. 

Es, pues, acto de buena política, y en todo caso 
acto de rigurosa justicia hacer cuanto esté en manos 
del Gobierno para que la Constitución se aplique des- 
de ahora en toda su integridad en el territorio anti- 
llano, borrando las huellas de la desigualdad, y previ- 
niendo por una revisión completa de la legislación, 
que por confusiones ó errores, pueda haber españoles 
á quienes no alcance la acción protectora de las leyes. 

No es seguramente otro el sentido del artículo 89 
de la Constitución; su previsión al dejar á la elección 
de los Gobiernos el momento y la manera de aplicar 
las leyes á las islas de Cuba y Puerto Rico, más que 
autoriza, impone al Gobierno el deber de publicar este 
decreto en el momento mismo en el cual somete á la 
aprobación de V. M. aquella otra disposición que va 
á dar á nuestros hermanos de las Antillas el derecho 
de gobernarse á sí propios; que no se apreciaría en 
cuanto vale esa medida, si en las regiones del poder 
central dominaran la suspicacia y el recelo, tras de los 
cuales viene la arbitrariedad. Puesto que en la Pe- 
nínsula hemos creído qué todas las funciones guberna- 
mentales eran posibles dentro de la Constitución del 
Estado y con sujeción á las leyes para su desenvolvi- 
miento dictadas; puesto que aquí tampoco nos faltan 
ejemplos de apelaciones á la fuerza; para las cuales, 
sin embargo, consideramos suficiente la ley de Orden 
público, faltaría la lógica, y por consiguiente la auto- 
ridad necesaria para gobernar con prestigio, si no se 
proclamase como primera y significativa parte de la 
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transformación que damos A nuestro régimen colonial 
la unidad constitucional, lazo de unión de todos los 
españoles, dentro del cual el libre gobierno local de 
aquellos preciados territorios restablecerá la confianza 
en la madre patria y será prenda segura de la since- 
ridad con que quiere hacerles amable su soberanía. 

Fundado en estas razones, el Gobierno tiene la 
honra de someter A la aprobación de V. M. el adjunto 
proyecto de decreto. 

Madrid, 25 de noviembre de 1897. 

SEÑORA: 
AL. R. P. de V. M., 
Prdxedcs Mateo Sagasta. 



BEAX DECRETO 



De acuerdo con el parecer de Mi Consejo de Mi- 
nistros, y en virtud de la autorización que concede á 
Mi Gobierno el artículo 89 de la Constitución; 

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey D. Alfon- 
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1.° Los españoles residentes en las An- 
tillas gozarán, en los mismos términos que los resi- 
dentes en la Península, de los derechos consignados 
en el título 1.° de la Constitución de la Monarquía y 
de las garantías con que rodean su ejercicio las leyes 
del Reino. 

A este fin, y con arreglo al artículo 89 de la Cons- 
titución, las leyes complementarias de sus preceptos, 
y en especial la de Enjuiciamiento criminal, la de Or- 
den público, la de Expropiación forzosa, la de Instruc- 
ción pública y las de Imprenta, Reunión y asociación 
y el Código de Justicia militar, regirán en todo su 
vigor en las islas de Cuba y Puerto Rico, de suerte 
que pueda cumplirse en toda su integridad el artículo 
14 de la Constitución. 

Art. 2.° En tiempo de guerra regirá en las An- 
tillas la ley de Orden público con la restricción y en 
los términos establecidos en el articulo 17 de la Cons- 
titución. 

Art. 3.° El Ministerio de Ultramar, oyendo al 
Consejo de Estado, revisará la legislación de las An- 
tillas y los bandos publicados por los Gobernadores 
generales desde la promulgación de la Constitución, y 
publicará después los resultados de esa revisión, á fin 
de que en adelante ni en la gobernación ni en la admi- 
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nistración de justicia en aquellos territorios puedan 
por error ó negligencia invocarse ni aplicarse disposi- 
ciones que estuvieran en contradicción con la letra y 
el espíritu de la Constitución de la Monarquía española. 
Dado en Palacio á veinticinco de noviembre de 
mil ochocientos noventa y siete. 

MARÍA CRISTINA. 

El Presidente del Consejo de Ministros,' 
Práxedes Mateo Sagasta t 



EXPOSICIÓN 



SEÑORA: Complemento del decreto que iguala á 
los españoles en el uso y disfrute de los derechos 
constitucionales y preparación indispensable para la 
organización del Gobierno local en las Antillas es la 
aplicación á aquellos territorios de la ley del Sufragio 
electoral que rige en la Península. 

Para lograrlo, hubiera podido el Gobierno limi- 
tarse á su reproducción pura y simple: pero la dificul- 
tad de hacerlo aparecerá en cuanto se recuerde que 
para mayor garantía del derecho electoral, las Cortes 
del Reino, procediendo con previsión, y en su deseo 
de evitar que por disposiciones reglamentarias, al pa- 
recer sin importancia, se pudiera lesionar derecho que 
tanto valor tiene en- la vida pública, quisieron incluir 
dentro de la ley hasta las últimas y más minuciosas 
disposiciones que regulasen su ejercicio. 

Por eso hay en ella dos clases de disposiciones: 
una que comprende la definición del derecho y la ga- 
rantía de la emisión del voto, y otra que establece las 
condiciones, por decirlo así, preparativas de aquellos 
objetos. De aquí la necesidad de distinguir entre es- 
tas dos partes de la ley. 

La primera tiene indudablemente un carácter que 
sólo cede en importancia á los preceptos constitucio- 
nales, y por tanto, debe, al igual de éstos, ponerse á 
cubierto de los cambios ó modificaciones á que se hajla 
frecuentemente expuesta la legislación. 

De ella sólo toca decir al Gobierno, que puesto 
que la hemos reconocido buena y conveniente para la 
Península, es obligación ineludible extenderla y apli- 
carla á Ultramar. 
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No sucede, sin embargo, lo mismo en lo que se 
refiere al procedimiento. 

En cuanto reviste ese carácter en el ejercicio del 
sufragio, en la formación del Censo, en la manera de 
emitir el voto, en los preliminares de la elección, en la 
formación de los Colegios, hasta en la calificación de 
los electores, hay puntos de vista tan diversos, según 
las tradiciones, la geografía y los componentes de un 
pueblo, que sería más que ilógico, contraproducente, 
encerrar en el molde peninsular el procedimiento elec- 
toral de las Antillas, sobre todo cuando la creación de 
un Gobierno propio y de organismos parlamentarios 
que han de ser la expresión de la voluntad del pueblo 
reclaman se les confíe y entregue la reglamentación 
de cuanto se refiere al ejercicio y garantía del derecho 
electoral. 

Atendiendo á esas valiosas consideraciones, ha 
creído el Gobierno que, después de separar cuanto á 
la definición y reconocimiento del derecho del sufragio 
se refiere de la que pudiera llamarse la Constitución 
de las islas de Cuba y Puerto Rico, á fin de que en 
todo caso pueda modificarse por una ley, debía confiar 
todas las disposiciones reglamentarias, largas en nú- 
mero y complicadas en su desenvolvimiento, al Parla- 
mento insular, seguro de que nadie reúne más condi- 
ciones de acierto para adaptarlas á las costumbres y 
á los caracteres de la población. 

La flexibilidad que así adquiere el procedimiento 
electoral le permitirá sin duda identificarse con las 
condiciones de aquellos habitantes, y hacer práctico y 
fructuoso el ejercicio del sufragio, ya que nadie ha de 
tener más profundo interés en su éxito que los mis- 
mos que por él han de gobernarse. 

Fundado en estas consideraciones, el Gobierno 
tiene la honra de someter á la aprobación de V. M. el 
adjunto proyecto de decreto. 

Madrid, 25 de noviembre de 1897. 

SEÑORA: 

Á L. R. P. de V. M. 
Práxedes Mateo Sa gasta. 



REAL DECRETO 



De acuerdo con el parecer de Mi Consejo de Mi- 
nistros y en virtud de la autorización que concede á 
Mi Gobierno el artículo 89 de la Constitución de la 
Monarquía; 

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey D. Alfon- 
so XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

Artículo 1." Se promulgará y observará en las 
islas de Cuba y Puerto Rico la ley Electoral de 26 de 
junio de 1890, con las modificaciones que para adap- 
tarla á las condiciones de aquellos territorios se han 
introducido en el texto que se publica á continuación 
de este decreto. 

Art. 2-° Por el Ministerio de Ultramar se dicta- 
rán el reglamento y las demás disposiciones necesa- 
rias para la ejecución del presente decreto, del cual el 
Gobierno dará cuenta á las Cortes, 

Dado en Palacio á veinticinco de noviembre de 
mil ochocientos noventa y siete. 



MARÍA CRISTINA. 



PEÍ residente del Conscjo'de Minist 
Práxedes Mateo Sagasta. 



DE LA 

LEY ELECTORAL DE 26 DE JUMO DE 1890 

a las islas de Ouba y Puerto Rico. 



TITULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES PARA LAS ELECCIONES 

CAPÍTULO PRIMERO 
Del Derecho Electoral. 

Articulo 1.° Son electores en las islas de Cuba y 
Puerto Rico todos los españoles varones, mayor'es de 
veinticinco años, que se hallen en el pleno goce de sus 
derechos civiles y sean vecinos de un Municipio, en el 
que cuenten dos años al menos de residencia. 

Las clases é individuos de tropa que sirvan en los 
Ejércitos de mar ó tierra, no podrán emitir su voto 
mientras se hallen en las filas. 

Queda establecida la misma suspensión respecto 
de los que se encuentren en condiciones semejantes 
dentro de otros Cuerpos ó Institutos armados depen- 
dientes del Estado, la Provincia y el Municipio. 

Art. 2.° No pueden ser Electores: 

1.° Los que por sentencia firme hayan sido con- 
denados á las penas de inhabilitación perpetua para 
derechos políticos ó cargos públicos, aunque hubiesen 
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sido indultados, á no haber obtenido antes reabilita- 
ción personal por medio de una ley. 

2.° Los que por sentencia firme hayan sido con- 
denados á pena aflictiva, si no hubieren obtenido reha- 
bilitación dos años, por lo menos, antes de su inscrip- 
ción en el censo. 

3.° Los que, habiendo sido condenados á otras 
penas por sentencia firme, no acreditaren haberlas 
cumplido. 

4.° Los concursados ó quebrados no rehabilitados 
conforme á la ley, y que no acrediten documental- 
mente haber cumplido todas sus obligaciones. 

5.° Los deudores á fondos públicos como segun- 
dos contribuyentes. 

6.° Los que se hallen acogidos en establecimien- 
tos benéficos, ó estén á su instancia autorizados admi- 
nistrativamente para implorar la caridad pública. 

CAPÍTULO II 

Del Censo Electoral. 

Art. 3.° Para ejercer el derecho electoral es in- 
dispensable estar inscrito en el censo electoral, que es 
el registro en donde constan el nombre y los apellidos 
paterno y materno, si los tuvieren, de los ciudadanos 
españoles calificados de electores. 

El censo es permanente, y no será modificado sino 
por virtud de la revisión anual. 

Art. 4.° La formación, revisión, custodia é ins- 
pección del censo estarán á cargo, según las atribucio- 
nes respectivas, de la Junta central establecida por la 
ley de 26 de junio de 1890, de Juntas provinciales y 
de Juntas municipales, que se denominarán del Censo 
electoral. 

Las Juntas provinciales residirán en las capitales 
de cada provincia, y las municipales en cada Munici- 
pio. Todas ellas tendrán carácter permanente. 

Las Juntas provinciales serán presididas por los 
Magistrados de la Audiencia de la respectiva provin- 
cia que designe el Presidente de la territorial á que 
aquélla corresponda, y las municipales por los Jueces 
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• 

de primera instancia, y en su delecto, por los funcio- 
narios públicos que para este objeto elija el Presidente 
de la Audiencia de la provincia. 

£1 número de Vocales de las Juntas provinciales 
será de quince, y se necesitará para deliberar y tomar 
acuerdo la concurrencia de nueve Vocales. 

Son Vocales natos de las Juntas provinciales: 

1.° El Presidente y el Vicepresidente de la Di- 
putación respectiva. 

2.° El ex Presidente más anticuo de la misma 
Diputación, avecindado en la provincia. 

3.® Cuatro contribuyentes elegidos á la suerte 
entre los que paguen la primera cuota por contribu- 
ción territorial y sean vecinos de la provincia. 

4.° Cuatro contribuventes elegidos á la suerte 
entre los que paguen la primera cuota por contribu- 
ción industrial y sean vecinos de la provincia. 

5.° Cuatro vecinos de la misma que acrediten por 
medio de título oficial su capacidad profesional ó aca- 
démica. ~ 

Serán suplentes de los contribuyentes, ocho por 
contribución territorial y otros ocho por contribución 
industrial, avecindados en la provincia, que paguen 
las cuotas mayores; y de los vecinos con titulo oficial, 
los que reúnan las mismas condiciones exigidas á éstos. 
Unos y otros serán elegidos por la suerte. 

Los sorteos de contribuyentes, capacidades y -sus 
suplentes, se verificarán en acto público ante la 
Audiencia de la respectiva provincia por el Presidente 
de la misma. 

Son Vocales natos de las Juntas municipales: 

1.° El AJcalde y el Sindico del Ayuntamiento. 

2.° El Juez y el Fiscal municipal. 

3.° Los ex Alcaldes, vecinos del Ayuntamiento; 

4.° Cuatro mayores contribuyentes por territo- 
rial y cuatro por industrial, también vecinos del Ayun- 
tamiento. 

5.° Cuatro vecinos del mismo que acrediten por 
medio de titulo oficial su capacidad profesional ó aca- 
démica. 

Los contribuyentes y capacidades serán elegidos 
á la suerte por el Presidente de la Junta municipal en 
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sesión pública ante el Ayuntamiento respectivo, en 
la forma dispuesta para las Juntas provinciales. 

En el mismo acto, y de igual modo, serán elegidos 
los suplentes. 

Las Juntas municipales no podrán deliberar ni 
tomar acuerdos sin la concurrencia de doce Vocales, 
por lo menos. 

Serán Secretarios de las Juntas provinciales los 
Secretarios de las Audiencias, y de las municipales 
los Secretarios de los Juzgados de primera instancia, 
y á falta de éstos, los de los municipales. 

Los Secretarios no tendrán voz ni voto, y serán 
auxiliados por los empleados de las respectivas Se- 
cretarías. 

Para todas las sesiones que las Juntas deban cele- 
brar, el Presidente respectivo convocará á los Vocales 
natos y á los suplentes que considere necesarios. Si 
á pesar de ésto no se reuniese número suficiente, la 
sesión se celebrará al día siguiente, previa convocato- 
ria de los suplentes que residan en la capital, y con el 
número de los que asistan. 

CAPÍTULO 111 

De las votaciones. 

Art. 5.° En cada Sección electoral habrá una 
Mesa encargada de presidir la votación, compuesta de 
un Presidente y de los interventores nombrados por 
la Junta del Censo y por los candidatos que, teniendo 
derecho á designarlos, hagan uso del mismo. 

Esta Junta será la provincial cuando se trate de 
elecciones de Diputados á Cortes, de Representantes 
ó de Diputados provinciales, y la municipal cuando 
haya de procederse á la elección de Concejales. 

Art. 0.° En toda convocatoria para elección ge- 
neral ó parcial se señalará un sólo día, que será siem- 
pre domingo para las votaciones. 

La votación se hará simultáneamente en todas las 
Secciones en el día designado, comenzando á las ocho 
en punto de la mañana, y continuando sin interrupción 
hasta las cuatro de la tarde, en que se declarará de- 
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unitivamente cerrada, y comenzará el recuento de 
votos. 

Art. 7.° La votación será secreta por papeletas, 
y se hará en la forma que los reglamentos determinen. 

Art. 8.° No podrá estar á la puerta del Colegio 
electoral en ningún caso la fuerza de instituto armado, 
ni podrá penetrar en él sino por causa de perturbación 
del orden público y requerida por el Presidente. 

TITULO II 

DISPOSICIONES ESPECIALES PARA LAS ELECCIONES 

CAPÍTULO PRIMERO 
De las elecciones de Senadores, 

Art. 9.° Son elegibles para Senadores los espa- 
ñoles que reúnan las condiciones que determina el 
artículo 22 de la Constitución de la Monarquía, siem- 
pre que no estén comprendidos en alguno de los casos 
de incapacidad, ó ' incompatibilidad que establece 
la ley. 

Art. 10. Las elecciones de Senadores se harán 
con arreglo á lo dispuesto en las leyes de 8 de Febre- 
ro de 1877 y 9 de enero de 1879. 

Los Senadores, después de admitidos por el Se- 
nado, representan individual y colectivamente á la 
Nación. 

CAPÍTULO Ií 

De las elecciones de Diputados á Cortes. 

Art. 11. Son elegibles para el cargo de Dipu- 
tados á Cortes todos los españoles varones de estado 
seglar, mayores de veinticinco años, que gocen todos 
los derechos civiles, siempre que no estén compren- 
didos en alguno de los casos de incapacidad ó incom- 
patibilidad que establece la ley. 

Art. 12. Los Diputados á Cortes serán elegidos 
directamente por los electores de los distritos electo- 
rales, con sujeción á esta ley y á los reglamentos; pero 
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después de nombrados y admitidos por el Congreso, 
representan individual y colectivamente á la Nación. 
Art. 13. Son aplicables á los Diputados á Cortes 
por las islas de Cuba y Puerto Rico las disposiciones 
de la ley Electoral de la Península de 26 de junio de 
1890, que se refieren especialmente á la elección y al 
ejercicio del cargo de Diputado á Cortes. Al efecto, 
se insertan los artículos correspondientes, como apén- 
dice de la presente ley, en la forma en que han de ser 
observados en concordancia con ésta. 

CAPÍTULO III 

De las elecciones de Consejeros 

de Administración, 

Representantes, Diputados provinciales y Concejales. 

Art. 14. Pueden ser Consejeros de Administra- 
ción y Representantes los españoles que reúnan las 
condiciones exigidas para estos cargos en la Consti- 
tución de las islas de Cuba y Puerto Rico. 

Art. 15. Pueden ser Diputados provinciales los 
españoles que tengan aptitud para serlo á Cortes y 
sean naturales de la provincia ó lleven cuatro años 
consecutivos de residencia dentro de la misma. 

Art. 16. Pueden ser elegidos Concejales de Ayun- 
tamientos mayores de 100 vecinos los electores que, 
además de llevar cuatro años por lo menos de resi- 
dencia fija en el término municipal, paguen una cuota 
directa de las que comprendan en la localidad los dos 
primeros tercios de las listas de contribuyentes por el 
impuesto territorial y por el de subsidio industrial y 
de comercio; y en los Municipios menores de 1,000 y 
mayores de 400 vecinos, los que satisfagan cuotas 
comprendidas en los primeros cuatro quintos de las 
referidas listas. En los Ayuntamientos que no excedan 
de 400 vecinos, serán elegibles todos los electores. 

Serán además incluidos en el número de los ele- 
gibles todos los que contribuyan con cuota igual á la 
más baja que en cada término municipal corresponda 
pagar para serlo con arreglo al párrafo anterior. 

Los que siendo vecinos paguen alguna cuota de 
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contribución y acrediten por medio de título oficial su 
capacidad profesional ó académica, serán también 
elegibles. 

Igualmente lo serán los que acrediten que sufren 
descuento en los haberes que perciben de fondos gene- 
rales, provinciales ó municipales, siempre que el im- 
porte del descuento se halle comprendido en la propor- 
ción ríiarcada anteriormente para los elegibles en las 
poblaciones de 1,000 y 400 vecinos respectivamente. 

Se estimará la cuota acumulando las que satisfa- 
gan los contribuyentes dentro y fuera del pueblo por 
impuesto directo y por recargos municipales. Para 
computar la contribución á los electores y á los elegi- 
bles, se considerarán bienes propios: respecto de los 
maridos, los de sus mujeres, mientras subsista la so- 
ciedad conyugal; respecto de los padres, los de sus 
hijos que legítimamente administren; respecto de los 
hijos, los suyos propios cuyo usufructo no tuvieren 
por cualquier concepto. 

Art. 17, No podrán ser elegidos para ninguno de 
los cargos á que se refieren los tres artículos anterio- 
res los que se hallen comprendidos en alguno de los 
casos de incapacidad ó incompatibilidad que establez- 
can las leyes respectivas. 

Art. 18. Serán electores para Consejeros de Ad- 
ministración los que determina el artículo 25 de la ley 
Electoral de Senadores de la Península. Las disposi- 
ciones del capítulo. 4.° de dicha ley se aplicarán á la 
formación de las listas de electores y á la elección de 
los Consejeros de Administración, en la forma que de- 
terminen los reglamentos. 

Art. 19. En los distritos en que deba elegirse un 
Representante, un Diputado provincial ó un Concejal, 
cada elector no podrá dar válidamente su voto más 
que á una persona; cuando se elijan más de uno, hasta 
cuatro, tendrá derecho á votar á uno menos del nú- 
mero de los que hayan de elegirse en su respectivo 
distrito; á dos menos si se eligieran más de cuatro, y 
á tres menos si se eligieran más de ocho. 

Las demás disposiciones relativas al procedimien- 
to electoral serán las que se determinen en las leyes 
orgánicas respectivas y en los reglamentos. 
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Titulo m 

DÉ LA SANCIÓN PENAL 

CAPITULO PRIMERO 
De los delitos, 

Art. 20. La falsedad cometida en documentos 
referentes á las disposiciones de esta ley, de cualquie- 
ra de los medios señalados en el artículo 310 del Có- 
digo penal de Cuba y Puerto Rico, constituye delito 
de falsedad en materia electoral, que será castigado 
con las penas establecidas en dicho articulo, ó en el 
siguiente, según el carácter de las personas respon 
sables. 

Igual delito constituirá, y con las mismas penas 
será castigada, cualquiera omisión intencionada en los 
documentos á que se refiere el párrafo anterior, que 
pueda afectar al resultado de la elección. 

Art. 21. Los Tribunales, sin embargo, rebajarán 
en uno ó dos grados las penas, imponiéndolas en el 
que estimen conveniente, según las circunstancias es- 
pecíficas del caso, el escándalo ó alarma que hubieren 
producido, y siempre que no resulte conexidad con 
otros delitos penados por el Código. 

Art. 22. Son documentos oficiales, para los efec- 
tos de esta ley, el censo y sus copias autorizadas, las 
actas, listas, certificaciones y cuantos emanen de per- 
sona á quien la ley encargue su expedición, ya tenga 
por objeto facilitar ó acreditar el ejercicio del derecho 
electoral ó su resultado, ó garantir la regularidad del 
procedimiento. 

Art. 23. Serán castigados con las penas de 
arresto mayor y multa de 500 á 5,000 pesetas, cuando 
las disposiciones generales del Código penal no seña- 
len otra mayor, los funcionarios públicos que, por de- 
jar de cumplir íntegra y estrictamente los deberes im- 
puestos por esta ley ó por las disposiciones que se dic- 
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ten £ara su ejecución, contribuyan á alguno de los 
actos ú omisiones siguientes: 

1 .° A que las listas de electores, ya sean prepa- 
ratorias ó definitivas, no se formen con exactitud, ó 
no estén expuestas al público durante el tiempo y en 
el lugar correspondientes. 

2.° A cualquiera alteración de los días, horas ó 
lugar en que deba celebrarse cualquier acto, ó á que 
su modo de designación pueda inducir á error. 

3.° A manejos fraudulentos en las operaciones 
relacionadas con la formación del Censo, constitución 
de las Juntas y Colegios electorales, votación, acuer- 
dos ó escrutinios y propuestas de candidatos. 

4.° A que no se extiendan con la exactitud y ex- 
presión debidas, ó no se firmen oportunamente y por to- 
dos los que deban hacerlo, ó á que no tengan el curso 
debido las actas ó documentos electorales. 

5.° A cambiar ó alterar la papeleta de votación 
que el elector entregue al ejercitar su derecho, ó á 
ocultarla de la vista del público antes de depositarse* 
en la urna. 

6.° A que se impida ó dificulte á los electores, 
candidatos ó Notarios, 'que examinen por sí la urna 
antes de comenzar la votación, y al hacerse el escru- 
tinio, las papeletas que de ella se extraigan. 

7.° A la anotación intencionadamente inexacta, 
de manera que oscurezca la verdad, de los nombres 
de los votantes en cualquier acto. 

8.° Al recuento inexacto de votos en acuerdos 
referentes á la formación ó rectificación del censo ó á 
operaciones electorales, y & la lectura también inexac- 
ta de papeletas. 

9.° A descubrir el secreto del voto ó de la elec- 
ción con el fin de influir en su resultado. 

10. A que se haga proclamación indebida de 
persona. 

11. A que se falte á la verdad en manifestación 
verbal que deba hacerse en acto electoral, ó que por 
cualquier acción ú omisión se tienda á evitar ó dificul- 
tar el oportuno conocimiento de la verdad electoral. 

12. A suspender, sin causa grave y suficiente, 
cualquier acto electoral. 
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Art. 24. Los particulares que contribuyan direc- 
tamente á la comisión de alguno de los delitos enume 
rados en el artículo anterior, serán castigados con la 
pena de arresto mayor en su grado mínimo, cuando al 
hecho que ejecutaren ó á la omisión en que incurrieren 
no corresponda pena más grave con arreglo al Código 
penal. 

Art. 25. Todo acto, omisión ó manifestación con- 
trarios á esta ley ó á disposiciones de carácter general 
dictadas para su ejecución, que, no comprendido en 
los artículos anteriores, tenga por objeto cohibir ó ejer- 
cer presión sobre los electores para que usen de su de- 
recho ó le abandonen contra su voluntad, constituye 
delito de coacción electoral, y si no estuviere previsto 
y penado en el Código penal con sanción más grave, 
será castigado con la multa de 125 á 2.500 pesetas. 

Art. 26. Cometen además delito de coacción elec- 
toral, aunque no conste ni aparezca la intención de co- 
hibir ó ejercer presión sobre los electores, é incurren 
en la sanción del artículo anterior: 

1.° Las Autoridades civiles, militares ó eclesiás- 
ticas que prevengan ó recomienden á los electores que 
den ó nieguen su voto á persona determinada, y los 
que haciendo uso de medios ó de agentes oficiales, ó 
autorizándose con timbres, sobres, sellos ó membretes 
que puedan tener este carácter, recomienden ó re- 
prueben candidaturas determinadas. 

2.° Los funcionarios públicos que promuevan ó 
cursen expedientes gubernativos de denuncias, multas, 
atrasos de cuentas, propios, montes, pósitos ó cual- 
quier otro ramo de la Administración, desde la con- 
vocatoria hasta que se haya terminado la elección. 

3.° Los funcionarios, desde Ministro de la Corona 
inclusive, que hagan nombramientos, separaciones, 
traslaciones ó suspensiones de empleados, 'agentes ó 
dependientes de cualquier ramo de la Administración 
central, provincial ó municipal, en el período desde la 
convocatoria hasta después de terminado el escru- 
tinio general, siempre que tales actos no estén funda- 
dos en causa legitima y afecten de alguna manera á la 
sección, colegio, distrito, partido judicial ó provincia 
donde se verifique la elección. 
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La causa de la separación, traslación ó suspensión 
se expresará precisamente en la orden, que se publi- 
cará en la Gaceta de Madrid y en las de la Habana ó 
Puerto Rico, si emanase de la Administración central 
y en el Boletín oficial de la provincia respectiva v si fue- 
se dictada por la provincial ó municipal. Omitidas 
estas formalidades, se considera realizada sin causa. 

Se exceptúan de estos requisitos los Reales de- 
cretos ú órdenes relativos á los Gobernadores civiles 
de las provincias y á los Jefes militares. 

Las separaciones, traslaciones ó suspensiones acor- 
dadas y no notificadas á los interesados antes del pe- 
ríodo electoral, no podrá llevarse á cabo durante dicho 
período, sino en los casos y en la forma excepcionales 
definidos en este número. 

Art. 27. Incurrirán tanjbién en las penas señala- 
das en el art. 25, cuando no les fueren aplicables otra, 
más graves, con arreglo á lo dispuesto en el Código 
penal: 

1.° Los que por medio de promesa, dádiva, ó re- 
muneración soliciten directa ó indirectamente, en fa- 
vor ó en contra de cualquier candidato, el .voto de al- 
gún elector. 

2.° Los que exciten á la embriaguez á los elec- 
tores para obtener ó asegurar su adhesión. 

3.° El que vote dos ó más veces en una elección, 
tome nombre ajeno para votar, ó lo haga estando in- 
capacitado ó teniendo suspendido el ejercicio de tal 
derecho. 

4.° .El que á sabiendas consienta sin protesta, pu- 
diendo hacerla, la emisión del voto en los casos del 
número anterior. 

5° El que niegue ó retarde la admisión, curso y 
resolución de las protestas ó reclamaciones de los 
electores, ó no dé resguardo de ellas al que las 
hiciere. 

6.° El que omita los anuncios y pregones de 
notificación que ordene la ley, ó no expida ó no mande 
expedir tan pronto como ésta dispone certificación 
solicitada de actos electorales. 

7.° El que de cualquier otro modo no previsto 
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en esta ley impida ó dificulte que un electoí ejercite 
sus derechos ó cumpla sus deberes. 

8.° El que suscite maliciosamente ó mantenga 
sin motivo racional dudas sobre la identidad de una 
persona ó la entidad de sus derechos. 

Art. 28. Los funcionarios públicos que hagan 
salir de su domicilio ó residencia, ó permanecer fuera 
de ellos, aunque sea con motivo de servicio público, 
á un elector en el día de la elección ó en el que pueda 
y quiera efectuar un acto electoral, ó Jos que le detu- 
viesen, privándole en casos iguales de su libertad, 
además de las penas señaladas repeptivamente en el 
segundo párrafo del art. 210 y en el 221 del Código 
penal, incurrirán en la de inhabilitación absoluta per- 
petua. 

Art. 29. Los que impidan ó dificulten la libre 
entrada y salida de los electores en el lugar en que 
deban ejercer su derecho, su aproximación á las Me- 
sas electorales, la permanencia de Notarios, candida- 
tos ó electores en los lugares en que se realicen los 
actos electorales, de manera que no puedan ni les sea 
fácil ejercitar su oficio ó su derecho y comprobar la 
regularidad de tales actos» incurrirán, siendo funcio- 
narios públicos, en la pena de arresto mayor en su 
grado mínimo y multa de 500 á 2,500 pesetas; y sien- 
do particulares, en la pena de arresto mayor en su 
grado mínimo, á no ser que al hecho estuvieran seña- 
ladas otras penas más graves en el Código penal, en 
cuyo caso se aplicarán éstas. 

Art. 30. Los funcionarios públicos que no en- 
treguen ó que demoren maliciosamente la entrega de 
documentos reclamados por comisionado especial, se- 
rán castigados como reos de delito de desobediencia 
grave á la Autoridad, sin perjuicio de la responsabi- 
lidad disciplinaria en que á la vez incurran. 

Art. 31. Los delitos previstos en el Código pe- 
nal que tengan por objeto la materia electoral, se cas- 
tigarán, cuando no sean aplicables las disposiciones 
especiales de los artículos precedentes con las penas 
que el mismo Código señale, y además con una multa 
de 125 á 1.250 pesetas, en caso de que no correspon- 
diera á aquéllos pena de esta clase. 
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Aft. 32. Serán penas comunes para todos loa 
delitos relacionados directamente con las disposicio- 
nes de esta ley, ya se hallen en ella previstos ó lo 
estén en otra, la de inhabilitación especial temporal á 
perpetua para derecho de sufragio, cuando el culpable 
sea ó tenga el carácter de funcionario público, y la 
de suspensión del mismo derecho cuando sea parti- 
cular. 

En caso de reincidencia por delito de esta espe- 
cie, la inhabilitación correspondiente á los funciona- 
rios será absoluta perpetua, y á los particulares se 
impondrá la inhabilitación absoluta temporal, además 
de las penas correspondientes. 

CAPÍTULO II 
De ios infracciones. 

Art. 33. Toda falta de cumplimiento de las obli- 
gaciones y formalidades que esta ley ó las disposicio- 
nes que se dicten para su ejecución impongan á cuan- 
tas personas intervengan con carácter oficial en las 
operaciones electorales, será corregida con una multa 
de 25 á 1.000 pesetas, en caso de no constituir delito. 

Los funcionarios que por cualquier causa que no 
sea la de absoluta imposibilidad justificada dejen de 
cumplir cualquiera de los servicios que les impone 
esta ley, ó sus reglamentos, incurrirán en la expresa- 
da multa, que decretará la Junta del Censo ante la 
cual debió prestarse el servicio, salvo lo dispuesto 
en el articulo 42. 

En igual responsabilidad incurrirán los Presiden* 
tes de las Juntas provinciales y municipales que, de- 
biendo recibir un documento de los prevenidos en 
cualquiera de las disposiciones de esta ley ó de los 
reglamentos, no disponga bajo su responsabilidad que 
inmediatamente se recoja por comisionado especial á 
costa del que hubiere debido enviarle. 

Los que en tal caso no den conocimiento á la Jun- 
ta central de haber cumplido este deber, serán corre- 
gidos de igual modo. 
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Art. 34. Serán corregidos además como ordena 
el artículo anterior: 

1.° Los concurrentes á los actos electorales que, 
de un modo que no constituya delito, perturben el 
orden ó falten al respeto debido. 

2.° Los que no teniendo derecho de entraren 
los colegios electorales ó en las Juntas de escrutinio, 
no abandonaren el local á la primera intimación del 
Presidente. * 

3.° Los que penetren en un colegio, sección ó 
junta electoral con armas, palos, bastones ó paraguas, 
no siendo Autoridad ó no hallándose impedido física- 
mente. 

4.° Los Notarios que, intentando ejercer su ofi- 
cio, no den conocimiento previo de su propósito al 
que presida el acto. 

5.° Los funcionarios y los particulares por cuya 
causa no reciba quien corresponda, en los plazos se- 
ñalados y de la manera establecida en la ley, alguna 
comunicación, aviso, acta ó documento que deba trans- 
mitirse, sin perjuicio de lo dispuesto en el núm. 4.° del 
artículo 23. 

6.° Los Vocales natos y suplentes de las Juntas 
del Censo que sin justa causa no concurrieren á las 
sesiones para que fueren convocados, sin haberse ex- 
cusado oportunamente. 

Serán causas justas para no concurrir á las se- 
siones: 

1. a La ausencia del lugar en que éstas se cele- 
bren. 

'2. a Atenciones preferentes del servicio público. 

3. a Motivos de salud personal ó de familia, ú. 
ocupaciones privadas inaplazables. 

4. a Aquellas en cuya virtud dejen de asistir á la 
Junta central su Presidente ó sus Vocales. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones comunes d los dos capítulos anteriores. 

Art. 35. Para los efectos de esta ley se reputa- 
rán funcionarios públicos los de nombramientos del 
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Gobierno y los que por razón de sa cargo desempe- 
ñen alguna función relacionada con las elecciones, a/>í 
como los Presidentes y los Vocales de las Jtmta.* átz\ 
Censo electoral y los Presidentes é Interventores de 
las Mesas y Juntas de escrutinio. 

Art. 36. La jurisdicción ordinaria # es la ¿mica 
competente para el conocimiento de los delitos elec- 
torales cnaiqniera qae sea el fuero personal de los 
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que se declare la exención de responsabilidad, ó los 
antecedentes que del mismo resultaran que sean indi- 
cantes de la responsabilidad del Ministro. 

Art. 39. Son aplicables en todo caso las dispo • 
siciones generales y especiales clel Código penal á los 
delitos previstos en esta ley, en cuanto dichas disposi- 
ciones se refieran al concepto de los delitos como con- 
sumados, frustrados y tentativas, á las participaciones 
en ellos de las diversas personas que sean objeto del 
procedimiento, á las circunstancias modificativas de 
la responsabilidad y á la consiguiente graduación y 
aplicación de las penas. 

Art. 40. El Tribunal á quien corresponda la eje- 
cución de las sentencias firmes dispondrá la publica- 
ción de éstas en el Boletín oficial de la provincia en 
que el hecho penado se hubiese cometido, y remitirá 
un ejemplar de este periódico á la Junta central del 
Censo. 

Art. 41. No se dará curso por el Ministerio de 
Ultramar, ni se informará por los Tribunales ni por el 
Consejo ele Estado, solicitud alguna de indulto en cau- 
sa por delitos electorales, sin que conste previamente 
que los solicitantes han cumplido, por lo menos, la mi- 
tad del tiempo de su condena en las penas personales 
y satisfecho la totalidad de las pecunarias y las costas. 
Las Autoridades y los individuos de Corporación, de 
cualquier orden ó jerarquía, que infringiesen esta dis- 
posición, dando lugar á que se ponga á la resolución 
del Rey la solicitud de gracia, incurrirán en la respon- 
sabilidad establecida en el art. 369 del Código penal. 

De toda concesión de indulto dará conocimiento 
el Gobierno á la Junta central del Censo. 

^Art. 42. La corrección de las infracciones corres- 
ponde: 

1.° A los Presidentes del acto ó sesión en que se 
cometan. 

2.° A las Juntas municipales ó provinciales del 
Censo, en las que respectivamente se relacionen con 
los actos de los cuales deban entender dichas Juntas ó 
sus Presidentes. 

Las Juntas municipales no podrán, sin embargo, 
acordar corrección alguna respecto á las superiores 
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pero si entendieren que la provincial ha cometido al- 
guna infracción, lo pondrán inmediatamente en cono- 
cimiento de la Central para la resolución que corres- 
ponda. 

Cuando los Jueces dejen de remitir á las Juntas 
del Censo los documentos necesarios para la formación 
o rectificación de éste, conforme á los reglamentos, lo 
comunicarán al Presidente de la Audiencia territorial 
respectiva, para que imponga la corrección, y darán 
cuenta de ella á la Junta central. 

3.° A la Junta central, las demás. 

La imposición de las multas se hará en resolución 
escrita motivada. Las que se imppngan á virtud de 
lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, ó 
por las Juntas municipales, serán reclamables ante la 
Junta provincial dentro de dos días siguientes á la no- 
tificación, cuya Junta se limitará á confirmar ó revocar 
el acuerdo. 

Las resoluciones revocatorias de la Junta provin- 
cial, como las de ésta en ejercicio de sus facultades 
propias, podrán apelarse en igual término ante la Jun- 
ta central, la cual podrá agravar, disminuir y confir- 
mar ó alzar la multa dentro del limite de sus atribu- 
ciones. 

Art. 43. Los Presidentes de colegio electoral ó 
de Junta de escrutinio, las Juntas municipales y los 
Presidentes de éstas no podrán imponer multa que ex- 
ceda de 100 pesetas. 

Los Presidentes de Junta provincial y estas Juntas 
podrá imponer hasta 500 pesetas. 

La Junta central y su Presidente, hasta 1.000 pe- 
setas. 

Art. 44. El pago de estas multas se hará en un 
papel especial que la Hacienda pública emitirá para el 
caso y entregará á cuenta á las Diputaciones provin- 
ciales, cobrando sobre él un derecho del 20 por 100 de 
su valor. El resto de su importe ingresará en la Caja 
provincial respectiva. 

Si á los seis días de ser firme el acuerdo no se hi- 
ciere efectiva la multa, se exigirá por la vía de apremio. 

En caso de insolvencia del multado, sufrirá éste 
un arresto personal á razón de un día por cada 5 pe- 
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setas de multa, sin que pueda exceder de diez días 
cuando fuere impuesta por la Junta municipal, su Pre- 
sidente ó Presidente de Mesa; de veinte si lo fuere por 
la Junta provincial, su Presidente ó por los de las Jun- 
tas de escrutinio, y de treinta si lo fuere por la Junta 
central ó su Presidente. 

disposiciones transitorias; 

Primera. Dentro de los tres días siguientes á la 
publicación de esta ley en las Gacetas de la Habana y 
Puerto Rico se constituirá en cada una de las capitales 
de las islas una Junta que se denominará Junta insular 
del Censo electoral, compuesta del Gobernador general 
Presidente; de las Salas de gobierno de las Audiencias 
de la Habana y Puerto Rico respectivamente; de diez 
individuos, elegidos por el Gobernador general, entre 
los de mayor significación, para representar en la Jun- 
ta á los partidos políticos de la Isla, y del Secretario de 
Gobierno general, con voz y sin voto este último, que 
desempeñará las funciones de Secretario. Además, el 
Gobernador civil de la Habana formará parte de la 
Junta insular del Censo electoral de la isla de Cuba. 

Las facultades de estas Juntas serán: 

1 . a Inspeccionar y dirigir los servicios que se re- 
fieran á la formación y conservación del Censo. 

2. a Conservar los ejemplares impresos de las lis- 
tas definitivas, copiadas de los Registros provinciales 

3. a Comunicarse, por medio del Presidente, con 
todas las Autoridades y funcionarios públicos. 

4. a Recibir y resolver cuantas quejas se le di- 
rijan. 

5. a Ejercer jurisdicción disciplinaria sobre todas 
las personas que intervengan con carácter oficial en 
las operaciones electorales, imponiendo multas hasta 
la cantidad de 1,000 pesetas, las que, en su caso, exi- 
girán por su orden los Jueces de 1. a instancia. 

6. a Resolver las cuestiones que se susciten en la 
ejecución de esta ley y de su reglamento, adaptando 
lo dispuesto en ambos á las condiciones de las islas, 
para asegurar la independencia V la verdad del voto. 

Además, la Junta insular de Cuba ordenará lo que 
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estime oportuno para que se celebren las elecciones 
en los distritos en que el estado de la insurrección no 
permita formar á su tiempo el Censo electoral, ni ve- 
rificar dichas elecciones con arreglo á lo dispuesto en 
esta ley y los reglamento^. Al efecto, para cada uno 
de los referidos distritos nombrará Delegados, los cua- 
les, en unión de siete mayores contribuyentes por te- 
rritorial é industrial, y siete capacidades, procederán 
á verificar la elección, ateniéndose á las instrucciones 
que la Junta insular les comunique. 

Segunda. En cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 4.° de esta ley, antes del día 26 de diciembre 
próximo, los Presidentes de las Audiencias nombrarán 
los Magistrados que han de presidir las Juntas provin- 
ciales del Censo electoral y los funcionarios que han 
de presidir las municipales en las localidades en que 
no haya Jueces de primera instancia. 

Tercera. Para que á la mayor brevedad puedan 
celebrarse las elecciones, y funcionen los nuevos or- 
ganismos políticos y administrativos en las islas de 
Cuba y Puerto Rico, se procederá del modo siguiente: 

El día 1.° de enero de 1898, á las ocho de la ma- 
ñana, el Presidente de la Junta municipal del Censo 
electoral, nombrado por el de la Audiencia de la pro- 
vincia, procederá, en la Sala de sesiones del Ayunta- 
miento, y en sesión pública, á la constitución de dicha 
Junta municipal, del modo prevenido en el artículo 4.° 
de esta ley. 

Seguidamente, el Alcalde pondrá de manifiesto el 
último empadronamiento, y entregará al Presidente de 
la Junta una lista duplicada, por orden alfabético y 
con numeración correlativa, de todos los vecinos ma- 
yores de veinticinco años que consten en dicho empa- 
dronamiento, que exprese su edad, domicilio y profe- 
sión, y si saben leer y. escribir. Todos los pliegos de 
esta lista estarán firmados por el Alcalde y el Secre- 
tario del Ayuntamiento. 

Acto continuo, el Presidente, bajo su responsabi- 
lidad, hará fijar uno de los dos ejemplares de esta lista 
en el sitio acostumbrado para los edictos y bandos 
municipales, y á la vez hará saber por bando ó por 
pregón que el día 5 del mismo mes de enero, á las ocho 

5 
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de la mañana, se reunirá en sesión pública la Junta 
municipal del Censo en la Sala de sesiones del Ayun- 
tamiento. 

Antes de dicho día 5, los Jueces de 1 . a instancia re- 
mitirán, á los Presidentes de las Juntas municipales del 
Censo respectivas, lista certificada de las resoluciones 
judiciales firmes que afecten á la capacidad electoral 
de los vecinos de cada Ayuntamiento, y los Jueces 
municipales, lista también certificada de los expresa- 
dos vecinos que hubiesen fallecido desde la fecha del 
último empadronamiento quinquenal. 

El día 5 de enero, la Junta municipal se constitui- 
rá en sesión pública en el local y á la hora menciona- 
dos, y el Presidente pondrá sobre la mesa la lista de 
vecinos formada por el Alcalde, el empadronamiento 
último y las certificaciones remitidas por los Jueces. 

La Junta oirá cuantas reclamaciones se hagan so- 
bre inclusiones, exclusiones y rectificaciones. Para 
las reclamaciones de inclusión será bastante acreditar 
con dos testigos, que el individuo cuya inclusión en 
las listas se solicita reúne las condiciones legales para 
ser elector. 

Terminada la sesión pública, seguidamente la Jun- 
ta procederá á la formación de las listas siguientes: 

1. a De todos los vecinos á quienes corresponde 
el derecho electoral, según el empadronamiento. 

2. a De los fallecidos con posterioridad á dicho 
empadronamiento, formada con los datos remitidos 
por los Jueces municipales respectivos. 

3. a De los que se hallen en caso de incapacidad. 

Estas listas se publicarán, como previene el pá- 
rrafo primero de esta disposición, en los tres días si- 
guientes, durante los cuales se podrá apelar á la Junta 
provincial. 

En esta misma sesión, la Junta municipal acorda- 
rá la distribución de los electores del Municipio en 
secciones, si éstos excedieren de 500, asignando á ca- 
da una un número próximamente igual dentro de las 
condiciones de cada localidad. 

Hecho esto, se copiarán por duplicado de la pri- 
mera lista, por orden alfabético, los nombres de los 
electores de cada Municipio, separándolos por seccio- 
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nes, y estas copias constituirán las listas definitivas. 
Una de ellas se remitirá el día 9 de enero, juntamente 
con certificado del acuerdo de la división del Munici- 
pio en secciones, y de las reclamaciones que se hayan 
presentado, á la Junta provincial del Censo, la cual 
dictará las resoluciones que estime oportunas, hará en 
su caso las modificaciones procedentes, y ordenará que 
se impriman las listas de electores en el Boletín de 
la provincia antes del 20 de enero. 

Un ejemplar impreso de la lista correspondiente á 
cada Municipio, autorizada por el Presidente y el Se- 
cretario de la Junta provincial y selladas todas las 
hojas, se remitirá un pliego certificado al respectivo 
Presídeme de la Junta municipal, el cual dará conoci- 
miento á ésta, y hará fijar al público por espacio de 
tres días inmediatos una copia de aquel ejemplar, que 
quedará archivado. De la exactitud completa de la 
copia responderán el Presidente y el Secretario de la 
Junta municipal. 

Ejemplares iguales remitirá también en pliego 
certificado el Presidente de la Junta provincial á las 
Autoridades que determine el reglamento- 
Contra las resoluciones que dicten las Juntas pro- 
vinciales en virtud de esta disposición transitoria, no 
se dará otro recurso que el de queja A la Junta insular. 

El día anterior al señalado para las primeras elec- 
ciones que hayan de verificarse después de la publica- 
ción de esta ley, se reunirán las Juntas municipales 
del Censo y acordarán la inclusión en las listas elec- 
torales de los que la soliciten hasta aquel dfa y acre- 
diten con dos testigos que reúnen las condiciones exi- 
gidas por esta ley para ser elector. 

Los incluidos por virtud de estos acuerdos ó por 
las resoluciones de la Junta insular, ejercerán su dere- 
cho en la sección á que corresponda su domicilio. 

Cuarta. Mientras no se haga una nueva división 
en distritos electorales para Diputados á Cortes en el 
territorio de las islas de Cuba y Puerto Rico, se decla- 
ra subsistente la que rige en la actualidad. 

Las Juntas insulares del Censo electoral harán la 
división del territorio de las islas en distritos y cir- 
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cunscripciones para Ja elección de Representantes, 
con arreglo al Real decreto de esta fecha. 

Madrid, 25 de noviembre de 1897. — Aprobado por 
S. M. — Sagasta. 



Artículos de la ley Electoral de la Península de 
26 de Junio de 1890, en la forma en que han de 
aplicarse con arreglo al artículo 13 DE LA DE 
Cuba y Puerto Rico. 

Art. 4.° Son condiciones indispensables para ser 
admitido como Diputado en el Congreso, las siguientes: 

1. a Reunir las calidades requeridas en el artícu- 
lo 29 de la Constitución, en el día en que se verifique 
la elección en el distrito electoral. 

2. a Haber sido elegido y proclamado electo en 
un distrito electoral, ó en el Congreso, con arreglo á 
las disposiciones de esta ley y á las del reglamento 
del mismo Cuerpo. 

3. a No estar inhabilitado por cualquier motivo 
de incapacidad personal para obtener el cargo en el 
día en que se verifique la elección. 

4. a No estar comprendido en ninguno de los ca- 
sos que establece la ley de incompatibilidades 

Art. 5.° Están incapacitados para ser admitidos 
como Diputados, aunque hubiesen sido válidamente 
elegidos: 

1.° Los que se encuentren comprendidos en al- 
guno de los casos que determina el artículo 2.° de 
esta ley. 

La rehabilitación mencionada en el número 2.° 
del artículo 2.° de esta ley deberá obtenerse para la 
elegibilidad de Diputado dos años antes, por lo menos, 
de su elección. 

2.° Los contratistas de obras ó servicios públicos 
que se costeen con fondos generales, de la provincia ó 
del Municipio; los que de resulta de tales contratas 
tengan pendientes reclamaciones de interés propio 
contra la Administración, v los fiadores v consocios 
de dichos contratistas. Esta incapacidad se entenderá 
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solamente en relación con el distrito ó circunscripción 
en que haga la obra ó servicio público. 

3.° Los que desempeñen ó hayan desempeñado 
un año antes, en el distrito ó circunscripción en que 
la elección se verifique, cualquier empleo, cargo ó 
comisión de nombramiento del Gobierno, ó ejer- 
cido autoridad de elección popular, en cuyo concepto 
se comprenden los Presidentes de las Diputaciones y 
los Diputados que durante el año anterior hubiesen 
desempeñado el cargo de individuo de las Comisiones 
provinciales. 

Se exceptúan los Ministros de la Corona y los fun- 
cionarios de la Administración Central de las islas y 
de la Península. 

Las incapacidades á que se refiere este núm. 3.° 
se limitan á los votos emitidos en el distrito ó en la 
circunscripción, ó adonde alcancen la autoridad ó fun- 
ciones de que haya estado investido el Diputado 
electo. 

Art. 6.° En cualquier tiempo en que un Diputa- 
do se inhabilitare después de admitido en el Congreso 
por alguna de las causas enumeradas en el artículo 
5.°, se declarará su incapacidad y perderá inmediata- 
mente el cargo. 

Art. 7.° Los que estén ya en posesión del cargo 
de Diputado á Cortes no podrán ser admitidos en el 
mismo Congreso por virtud de una elección parcial si 
no lo hubiesen renunciado arites de la convocación del 
distrito para dicha elección parcial. 

Art. 8.° El cargo de Diputado á Cortes es gra- 
tuito y voluntario, y se podrá renunciar antes y des- 
pués de haberlo jurado; pero la renuncia no podrá ser 
admitida sin aprobación previa del acta de la elección 
por elCongreso. 

Art. 22. En los distritos en que deba elegirse un 
Diputado, cada elector no podrá dar válidamente su 
voto más que á una persona; cuando se elijan más de 
uno, hasta cuatro, tendrá derecho 4 votar á uno menos 
del número de los que hayan de elegirse; á dos menos 
si se eligieren más de cuatro, y á tres menos si se eli- 
gieren más de ocho. 

Art. 37. Tendrán derecho á nombrar Interven- 
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tores para las Mesas electorales de las secciones que 
comprendan el distrito ó circunscripción, los candida- 
tos siguientes: 

1.° Los ex-Diputados á Cortes que hayan repre- 
sentado el mismo distrito ú otro cualquiera de la Isla. 

2.° Los que hubiesen luchado en el mismo dis- 
trito en elecciones anteriores y obtenido la quinta par- 
te por lo menos del total de votos emitidos, 

3.° Los ex-Senadores elegidos por la Isla á que 
pertenece el distrito ó circunscripción. 

4.° Los candidatos para Diputados á Cortes pro- 
puestos por medio de cédulas firmadas por electores 
del respectivo distrito ó circunscripción, ó por actas 
notariales con intervención del funcionario competen- 
te, cuyos electores asciendan cuando menos á la vigé- 
sima parte del total de los comprendidos en la lista 
ultimada del distrito ó circunscripción. 

Art. 73. Solamente por acuerdo del Congreso se 
podrá proceder á la elección parcial de Diputado en 
uno ó más distritos, ó por haber quedado vacante su 
representación en las Cortes. 

Art. 1\. Para los distritos que con arreglo á 
esta ley deben elegir tres ó más Diputados, solamente 
se entenderá que hay vacante en su representación en 
las Cortes cuando por cualquier causa faltasen dos por 
lo menos de sus Diputados. 

Art. 75. El Real decreto convocando á los co- 
legios electorales de uno, ó más distritos para elección 
parcial de Diputados á Cortes se publicará en la Ga- 
ceta de Madrid dentro de ocho días, contados desde la 
fecha de la comunicación del acuerdo del Congreso. 
En el mismo Real decreto se señalará el día en que ha 
de hacerse la elección, y no se podrá fijar este día an- 
tes de los veinte ni después de los treinta, contados 
desde la fecha de la convocatoria Simultáneamente 
se publicará el Real decreto en las Gacetas de la Ha- 
bana y de Puerto Rico, según los casos, comunicándose 
al efecto la oportuna orden telegráfica á los respectivos 
Gobernadores generales de una y otra Antilla. 

Art. 76. La elección parcial se hará en el día se- 
ñalado, por los trámites y en la forma prescritos por 
esta ley para las elecciones generales. 
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Art. 77. El Congreso, en uso de la prerrogativa 
que le compete por el art. 34 de la Constitución, exa- 
minará y juzgará de la legalidad de las elecciones por 
los trámites que determine su reglamento, y admitirá 
como Diputados á los que resulten legalmente elegidos 
y proclamados en los distritos, si reúnen la capacidad 
necesaria para ejercer el cargo y no están comprendi- 
dos en las incompatibilidades que declare la ley. 

Art. 78. En los casos de elección empatada, si 
uno solo de los candidatos empatados tuviese aptitud 
legal para ser Diputado, será proclamado y admitido 
desde luego, una vez aprobada la elección. 

También será admitido desde luego y proclamado 
por el Congreso el que resulte legalmente elegido, si 
hubiese en el acta protestas que aparezcan justificadas 
contra la votación del otro ú otros candidatos empa- 
tados. 

A falta de estas diferencias, será proclamado Di- 
putado entre los candidatos empatados: 

1 .° El que hubiere ejercido más veces el cargo. 

2.° El que lo hubiere ejercido más tiempo. 

3.° El mayor en edad. 

Art. 79. Las actas de las Juntas de escrutinio, 
remitidas á la Junta Central en cumplimiento de lo dis- 
puesto en el art. 69, se entregarán por ésta, en cuanto 
lleguen á su poder, en la Secretaría del Congreso, á 
cuya disposición tendrá aquella Junta en todo caso los 
demás documentes referentes á actas electorales. 

Art. 80. Los Diputados, electos ó presuntos, 
proclamados por las Juntas de escrutinio en elecciones 
generales, deberán presentar la credencial respectiva 
dentro de dos meses, á contar desde el día de la reu- 
nión de las Cortes. 

Para los proclamados en elección parcial, el plazo 
se contará desde el día de su proclamación por la Jun- 
ta de escrutinio. 

Se entenderá que renuncia su cargo el que no pre- 
sente la credencial dentro de los términos establecidos 
por este artículo, y en su consecuencia se declarará la 
vacante del distrito ó Colegio correspondiente, des- 
pués de resolver el Congreso sobre la legalidad de la 
elección. 
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Art. 81 . Si un mismo individuo resultase elegido 
por dos ó más distritos á la vez, optará por uno de ellos 
ante el Congreso dentro de los ocho días siguientes á 
la aprobación de la última de sus actas, si entonces es- 
tuviese ya admitido como Diputado, ó de treinta días 
en otro caso. 

A falta de opción expresa en uno ó otro término, 
decidirá la suerte ante el Congreso el distrito que le 
corresponda, y se declarará la vacante con respecto á 
los demás. 

Art. 82. Los electores y los candidatos que hu- 
biesen figurado en una elección, podrán acudir ante el 
Congreso en cualquier tiempo, antes de la aprobación 
del acta respectiva, con las reclamaciones que les con- 
vengan contra la validez ó resultado de la misma elec- 
ción, ó contra la capacidad legal del Diputado electo, 
antes de que éste haya sido admitido. 

Art. 83. Cuando para poder apreciar y juzgar de 
la legalidad de una elección reclamada ante el Congre- 
so se estimase necesario practicar algunas investiga- 
ciones en la localidad de la misma elección, el Pre- 
sidente de la Cámara dará y comunicará directamente 
las órdenes á la Autoridad judicial del territorio á 
quien tenga por conveniente dar comisión al efecto, y 
la Autoridad comisionada se entenderá con el mismo 
Presidente en el desempeño de su encargo, sin nece- 
sidad de intervención del Gobierno. 

Art. 84. Después de aprobada por el Congreso 
una elección y de admitido el Diputado electo por ella, 
no se podrá admitir reclamación alguna ni volver á 
tratar sobre la validez de la misma elección, ni tam- 
poco sobre la aptitud legal del Diputado, á no ser por 
causa de incapacidad posterior á su admisión. 

Madrid, 25 de noviembre de 1897. —Aprobado por 
S. M. — Sagasta* 



REAL DECRETO 



De acuerdo con el parecer de Mi Consejo de Mi- 
nistros: 

En nombre de Mi Augusto Hijo el Rey don Al- 
fonso XIII, y como Reina Regente del Reino, 

Vengo en decretar lo siguiente: 

TÍTULO PRIMERO (*) 

Del gobierno y administración de la isla de 

Puerto Rico. 

Artículo 1.° El gobierno y administración de la 
isla de Puerto Rico se regirá en adelante con arreglo 
á las siguientes disposiciones. 

Art. 2.° El Gobierno de la isla se compondrá de 



(*) NOTA EXPLICATIVA 

Para facilitar la inteligencia de este decreto, y evitar 
contusiones en el valor legal de los términos. en él empleados 
deben tenerse presentes las siguientes equivalencias: 

Poder ejecutivo central. ...... £1 Rey con su Consejo de 

Ministros. 

Parlamento español Las Cortes con el Rey. 

Cámaras españolas. . . .: £1 Congreso y el Senado. 

Gobierno central. £1 Consejo de Ministros del 

Reino. 

Parlamento colonial ...» Las dos Cámaras con él Go- 
bernador general. 
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un Parlamento insular, dividido en dos Cámaras, y de 
un Gobernador general, representante de la Metrópoli, 
que ejercerá en nombre de ésta la Autoridad suprema. 

TÍTULO lí 
De las Cámaras insulares 

Art. 3.° La facultad de legislar sobre los asun- 
tos coloniales en la forma y en los términos marcados 
por las leyes corresponde á las Cámaras insulares con 
el Gobernador general. 

Art. 4.° La representación insular se compone 
de dos Cuerpos iguales en facultades: la Cámara de 
Representantes y el Consejo de Administración. 

TÍTULO III 

Del Consejo de Administración. 

Art. 5.° El Consejo se compone de quince indi- 
viduos, de los cuales ocho serán elegidos en la forma 
indicada en la ley electoral, y los otros siete serán de- 



Cáraai as coloniales £1 Consejo de Administración 

y la Cámara de Repre- 
sentantes. 

Asambleas legislativas colonia- 
les El Consejo de Adminstración 

y la Cámara de Repre- 
sentantes. • 

Gobernador general en Consejo El Gobernador general con 

los Secretarios del Des- 
pacho. 

Instrucciones del Gobernador Las que haya recibido cuan * 

general do fué nombrado para el 

cargo. 

Estatutos , Disposición colonial de ca- 
rácter legislativo. 

Estatutos coloniales La legislación colonial. 

Legislación ó leyes generales. . La legislación ó leyes del 

Reino. 
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signados por el Rey, y ¿\ su nombre por el tíoberna 
dor general» entre los que reúnan las condicionen en ib 
meradas en los artículos siguientes: 

Art. 6.° Para tomar asiento en el Consejo do 
Administración se requiere: ser español; haber cum- 
plido treinta y cinco aflos; haber nacido en la tala ó 
llevar en ella cuatro años de residencia constante; no 
estai- procesado criminalmente; hallarse en la plenitud 
de los derechos políticos; no tener sus biene» interve- 
nidos; poseer con dos ó más años de antelación una 
renta propia anual de 4000 pesos, y no tener participa 
ción en contratos con el Cíobierno central ó con el de 
la isla. 

Los accionistas de las Sociedades anónima* mi *e 
considerarán contratistas del Gobierno, aun cuando lo 
sean las Sociedades á que pertenezcan, 

Art. 7.° Podrán ser elegido» ó deafgnado» Con 
sejeros de Administración los que, adema* de lab iuu 
diciones señaladas en el artículo anterior, tengan ai 
guna de las siguientes: 

1. a Ser ó. haber sido Senador del Keino, ó tener 
las condiciones que para ejercer dicho cargo teñala el 
título 3.° de la Constitución, 

2. a Haber desempeñado durante do* aftot? alguno 
de los cargos que á continuación se e* pregan: 

Presidiente ó Fiscal de la Audiencia territorial d* 
Puerto Rico: 

Director del Instituto de San Juan: 

Consejero de Admínífctr&ctón del arjtijgw/ Ow¿¿>< y? 
de este nombre: 

Presidente de la* Cámara* de Gw;er< w de la < a^- 
taly dePooce: 

Presidente de la Sociedad i^j/f^ff-ik^ -de A«'^v¡? 
del Paás de Puerto kioo; 

Presádeante de la Aw^jl&cíOíí de A&ri^u'tvn-s»; 

D*scafl& ófcü liu^ir-e Cvie£i<y de Atx^aav* o<- i* <*- 
püaúb 

Alcaióe de Síiii Juan J-Ye^íaetite ci< J* J>ipui.a- 
cáún provincial aurame dv* óiefciofc: 

L*títo del C&v~iM Catear*]. 

2.* Podrán fcfcr ig u<á«i^uvt <íieK*dofc £ &t.bi¿',iiád4/fc 
tas propielariofc que ixgureí] e« i«¿ juí>u fce h*£ ^ ma- 
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yores contribuyentes por territorial, ó en la de los 50 
primeros por comercio, profesiones, industria y artes. 

Art. 8.° El nombramiento de los Consejeros que 
la Corona designe se hará por decretos especiales, en 
los cuales se expresará siempre el título en que el 
nombramiento se funda. 

Los Consejeros asi nombrados ejercerán el cargo 
durante su vida. 

Los Consejeros electivos se renovarán por mitad 
cada cinco años, y en totalidad cuando el Gobernador 
general disuelva el Consejo de Administración. 

Art. 9.° Las condiciones necesarias para ser 
nombrado ó elegido Consejero de Administración po- 
drán variarse por una ley del Reino, á petición ó pro- 
puesta de las Cámaras insulares. 

Art. 10. Los Consejeros de Administración no 
podrán admitir empleo, ascenso que no sea de escala 
cerrada, título, ni condecoración mientras estuviesen 
abiertas las sesiones; pero tanto el Gobierno local 
como el central podrán conferirles dentro de sus res- 
pectivos empleos ó categorías las comisiones que exi- 
ja el servicio público. 

Exceptúase de lo dispuesto en los párrafos ante- 
riores el cargo de Secretario del Despacho. 

TÍTULO IV 
» De la Cámara de Representante**;. 

Art. 11. La Cámara de Representantes se com- 
pondrá de los que nombren las Juntas electorales en 
la forma que determina la ley y en la proporción de 
de uno por cada 25.000 habitantes. 

Art. 12. Para ser elegido Representante se 
requiere ser español, de estado seglar, maye* de edad, 
gozar de todos los derechos civiles, ser nacido en la 
isla de Puerto Rico ó llevar cuatro años de residencia 
en ella, y no hallarse procesado criminalmente. 

Art. 13. Los Representantes serán elegidos por 
cinco años, y podrán ser reelegidos indefinidamente. 

La Cámara insular determinará con que clase de 



funciones es incompatible el cargo de Representante 
y los casos de reelección. 

Art. 14. Los Representantes á quienes el Go- 
bierno central 6 el local, confieranpensión, empleo, as- 
censo que no sea de escala cerrada» comisión con suel- 
do, honores ó condecoraciones, cesarán en su cargo, 
sin necesidad de declaración alguna, si dentro de los 
quince días inmediatos á su nombramiento no partici- 
pan á la Cámara la renuncia de la gracia. 

Lo dispuesto, en el párrafo anterior no comprende 
á los Representantes que fueren nombrados Secreta- 
rios del Despacho. 

TÍTULO V 

De la manera de /uncí' 'fiar las Cámara* insulares, 
y de las relaciones entre ambas* 

Art. 15. Las Cámaras se reúnen todos los aros. 
Corresponde al Rey. y en su nombre al Gobernador 
general, convocarlas, suspender, cerrar sus sesiones. 
y disolver separada ó simultáneamente la Cámara de 
Representantes y el Consew de Administración, con 
la obligación de convocarías de nuevo ó de renovar- 
las dentro de tres mese^. 

Art. J*>. Cada uno de los Cuerpos Col^islado- 
res formará su respectivo reglamento, y exanvnara, 
asá las calí dudes de los individuos que ío componen, 
como la legalidad de su elección. 

Mientras la Cámara de Representantes y ei Cotí 
se jo de Administración no hayan aprobado *u regla- 
mento, se redirán por el del Congreso de los diputa- 
dos ó por el del Senado respectivamente. 

Art- 17- Ambas Cámaras nombraran su Presi 
dente. Vicepresidentes y Secretarios. 

Art. 1*. No podra estar reunido uno de '.os oo> 
Cuerpos Col ejnslaaor es sin que también lo esu el otro. 

Exceptúase el caso en que el Const io de Adminis- 
tración ejerza funciones judiciales. 

Art. 19. Las Cámaras insulares no pueden deli- 
berar juntas ni en presencia del Gobernador general. 

Sns sesiones serán públicas, aun cuando en los 
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casos que exijan reserva podrá cada una celebrar se- 
sión secreta. 

Art. 20. Al Gobernador general, por medio de 
los Secretarios del Despacho, corresponde, lo mismo . 
que á cada una de las dos Cámaras, la iniciativa y pro- 
posición de los Estatutos coloniales. 

Art. 21. Los Estatutos coloniales sobre contri- 
buciones y crédito público se presentarán primero á 
la Cámara de Representantes. 

Art. 22. Las resoluciones en cada uno de los dos 
Cuerpos Colegisladores se toman por pluralidad de 
votos; pero para votar acuerdos de carácter legislativo 
se requiere la presencia de la mitad más uno del nú- 
mero total de individuos que lo componen. Bastará, 
sin embargo, para deliberar la presencia de la tercera 
parte de los miembros. 

Art. 23. Para que una resolución se entienda vo- 
tada por el Perlamento insular, será preciso que haya 
sido aprobada en iguales términos por la Cámara de 
Representantes y por el Consejo de Administración. 

Art. 24. Los Estatutos coloniales, una vez apro- 
bados en la forma prescripta en el artículo anterior, 
se presentarán al Gobernador general por las Mesas 
de las Cámaras respectivas para su sanción y promul- 
gación. 

Art. 2ó. Los Consejeros de Administración y los 
individuos de la Cámara de Representantes son invio- 
lables por sus opiniones y votos en el ejercicio de su 
cargo. 

Art. 26. Los Consejeros de Administración no 
podrán ser procesados ni arrestados sin previa re- 
solución del Consejo, sino cuando sean hallados in fra- 
ganti, ó cuando el Consejo no se halle reunido; pero 
en todo caso se dará cuenta á este Cuerpo lo más 
pronto posible para que determine lo que corresponda. 
Tampoco podrán ios Representantes ser procesados, 
ni arrestados durante la sesiones sin permiso de la Cá- . 

mará, á no ser hallados in fraganti\ pero en este caso | 

y en el de ser procesados ó arrestados cuando estu- : 

vieren cerradas las Cámaras, se dará cuenta lo más 
pronto posible á la de Representantes para su cono- 
cimiento y resolución. — La Audiencia territorial de I 



Puerto Rico conorera de Us c¿uñ*& cnmñVAW >nm>m ^ 
los Consejeros v Representáis *n W %\i**v* \ *\^ M 
forma que determinen ios Ksutuuv* ooUwmIo^ 

Art. 27. I^s^rattiascons*£n*d4\ on *M a\ \wwU\ 
anterior no se aplicarán á los C4m\* on *jur ol i^um* 
jero ó Representante se declare <um>r do <nu*uU>v 
libros, folletos ó impresos de cualquier <U\* %w \w* 
cuales se invite ó provoque A lu sodicum mthliti, n%* 
injurie ó calumnie al Gobernador uonoral ♦> no itMt|Mt< 
á la integridad nacional. 

Art. 28. Las relaciones entro Iji* ilon t\UH*u^ 
se regularán, mientras otra cosa no no ill*ptniw<i, pn» 
la ley de Relaciones entre ambón Cuerpo* t oIhuuU 
dores de 19 de JuUo de Í837. 

Art. 29. Además de la potenoul l^^i^l^i tv»i » m 
lonial, corresponde á las Cámara* JumiIim < & 

1.° Recibir al Gobernador Kcwntl v\ }im imim mím 
de guardar la Constitución y las Uy** tjijt» u<imhM<mh 
la autonomía de la colonia, 

2.° Hacer efectiva la r<thpom,i\)iiUiui íU¡ \m% fc>* 
cretaríos del Despacho, Ion cual*'*, i umnio m.uh ,<> t¿ 
sados por la Cámara de Hvprwt*.nniA'¡>, ** um |m/j/i* 
dos por el Consejo da Administran \0u 

3.° Dirigirse aJ Gototrfw orutiaj \>í>\ m^l)** *h i 
Gobernador general para pr</fy/i)¿ $1* \¿ *i¿ toy** i'th n 
modificación de las J'ry*** úk\ í<**hw ví/< ou> \,+>» h> 
\"itarle á presentar pr^'tt^ o- i* y &/*** *U u * »*»,« 
dos asuntos, para p*jQir& r< -sv jy */m r ¿j+ *»tw**.* 
ejecutivo en los qu^ !«•..**>-&*:& í \¿ * //**/*> -» 

Ají.- 30. fcii Vfjocjh *s* • *v./* **u ^wí.íi^w/ 4/ 
Gobernador ^«ae*^aí . ivt iiiv»:? *::»* jj. <«** «v- *. 4, v > /,..*. 
ser afectador por h* ¿¿fuo.uvvt </^i^ • ^*/«>/^ ¿« 
á la presentad yr_ o*: rw «*"<»* *;*;w* <»*■ «*.<.«* .» r « * 
terial «c comnTtí^^i .1 ¿ Vuv**:*^ m !••«,- 

lana, el Gotri*rm vurwiM *«.•,•:**«"•** «• ,-><>,./. ^ ,. ./ 
de la dib'-usíiji. t;««9¿¿ u*^* •• '/^'♦♦/m^v '•.«>.<»,. ., r 
mxniíesiaut st tiu-ft 

J311 atm>tfc *:*§**. u v *".*'rj/</f/V .,-'" -1 «- ~-v«* . . 
entrt ios aifc s¿".ef.?* ** v/hi*^í/* <•** í '" y ^* <-• . 
y st rmr)irzir.€. *n u '**wsf>i 



— 80 — 

diferentes Asambleas municipales, provincial é insu- 
lar, ó con el Poder ejecutivo, que por su índole no 
fueran referidos al Gobierno central, se someterán á 
los Tribunalss de Justicia, con arreglo á las dispo- 
ciones del presente Decreto. 

TÍTULO VI 

De las facultades del Parlamento insular. 

Art. 32. Las Cámaras insulares tienen facultad 
para acordar sobre todos aquellos puntosque no hayan 
sido especial y taxativamente reservados á Jas Cortes 
del Reino ó al Gobierno central, según el presente De- 
creto ó lo que en adelante se dispusiere, con arreglo á 
lo preceptuado en el art. 2.° adicional. 

En este sentido, y sin que la enumeración supon- 
ga limitación de sus facultades, les corresponde esta- 
tuir sobre cuantos asuntos y materias incumben. á los 
Ministerios de Gracia y Justicia, Gobernación, Hacien- 
da y Fomento en sus tres aspectos de Obras públicas, 
Instrucción y Agricultura. 

Les corresponde además el conocimienta privativo 
de todos aquellos asuntos de índole puramente local 
que afecten principalmente al territorio colonial; y en 
este sentido podrán estatuir sobre la organización ad- 
ministrativa; sobre división territorial, provincial, mu- 
nicipal ó judicial: sobre sanidad marítima y terrestre; 
sobre crédito público, bancos y sistema monetario. 

Estas facultades se entienden sin perjuicio de las 
que sobre las mismas materias correspondan, según 
las leyes, al Poder ejecutivo colonial. 

Art. 33. Corresponde igualmente al Parlamento 
insular formar los reglamentos de aquellas leyes vota- 
das por las Cortes del Reino que expresamente se le 
confien. En este sentido le compete muy especialmente, 
y podrá hacerlo desde su primera reunión, estatuir 
sobre el procedimiento electoral, formación del censo, 
calificación de los electores y manera de ejercitar el 
sufragio; pero sin que sus disposiciones puedan afectar 
al derecho del ciudadano, según le está reconocida por 
la ley Electoral, 
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Art. 34. . Aun cuando las leyes relativas á la ad- 
ministración de justicia y de organización de los tri- 
bunales son de carácter general, y obligatorias, por 
tanto, para la Colonia, el Parlamento colonial podrá 
con sujeción á ellas dictar las reglas ó proponer al 
Gobierno central las medidas que faciliten el ingreso, 
conservación y ascenso en los tribunales locales, de 
los naturales de la Isla, ó de los que en ella ejerzan la 
profesión de Abogado. 

Al Gobernador general en Consejo corresponden 
las facultades que, respecto al nombramiento de los 
funcionarios, subalternos y auxiliares del orden judi- 
cial y demás asuntos con la administración de justicia 
relacionados, ejerce hoy el Ministro de Ultramar, en 
cuanto á la isla de Puerto Rico se refiere. 

Art. 35. Es facultad exclusiva del Parlamento 
insular la formación del presupuesto local, tanto de 
gastos como de ingresos, y del de ingresos necesario 
para cubrir la parte que á la isla corresponda en el 
presupuesto nacional. 

Al efecto, el Gobernador general presentará á las 
Cámaras, antes del mes de enero de cada año, el pre- 
supuesto correspondiente al ejercicio siguiente, divi- 
dido en dos partes: la primera contendrá los ingresos 
necesarios para cubrir los gastos de la soberanía; la 
segunda, los gastos é ingresos propios de la adminis- 
tración colonial. 

Ninguna de las dos Cámaras podrá pasar á deli- 
berar sobre el presupuesto colonial, sin haber votado 
definitivamente la parte referente á los gastos de so- 
beranía. 

Art. 36. A las Cortes del Reino corresponde de- 
terminar cuales hayan de considerarse por su natura- 
leza gastos obligatorios inherentes á la soberanía, y 
fijar además cada tres años su cuantía y los ingresos 
necesarios para cubrirlos, salvo siempre el derecho de 
las mismas Cortes para alterar esta disposición. 

Art. 37. La negociación de los tratados de co- 
mercio que afecten á la isla de Puerto Rico, bien se 
deban á la iniciativa del Gobierno insular, bien á la 
del Gobierno central, se llevará siempre por éste, 
auxiliado en ambos casos por delegados especiales 
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debidamente autorizados por el Gobierno colonial, 
cuya conformidad con lo convenido se hará constar al 
presentarlos á las Cortes del Reino. 

Estos tratados, si por ellas fueren aprobados, se 
publicarán como leyes del Reino, y como tales regirán 
en el territorio insular. 

Art. 38. Los tratados de comercio en cuya ne- 
gociación no hubiere intervenido el Gobierno insular, 
se le comunicarán en cuanto fueren leyes del Reino, á 
fin de que pueda en un período de tres meses declarar 
si desea ó no adherirse á sus estipulaciones. En caso 
afirmativo, el Gobernador general lo publicará en la 
Gaceta como Estatuto colonial. 

Art. 39. Corresponderá también al Parlamento 
insular la formación del Arancel y la designación de 
los derechos que hayan de pagar las mercancías, tanto 
á su importación en el territorio insular como á la 
exportación del mismo. 

Art. 40. Como transición del régimen actual al 
que ahora se establece, y sin perjuicio de lo que pue- 
dan convenir en su día los dos Gobiernos, las relacio- 
nes mercantiles entre la Península y la isla de Puerto 
Rico se regirán por las siguientes disposiciones: 

1. a Ningún derecho, tenga ó no carácter fiscal, 
y establézcase para la importación ó la exportación, 
podrá ser diferencial en perjuicio de la producción in- 
sular ó peninsular. 

2. a Se formará por los dos Gobiernos una lista 
de artículos de procedencia nacional directa, á los cua- 
les se les señalará de común acuerdo un derecho dife- 
rencial sobre sus similares de procedencia extranjera. 

En otra lista análoga, formada por igual procedi- 
miento, se determinarán los productos de procedencia 
insular directa que habrán de recibir trato privilegia- 
do á su entrada en la Península y el tipo de los dere- 
chos diferenciales. 

Este derecho diferencial en ningún caso excederá 
para ambas procedencias del treinta y cinco por ciento. 

Si en la formación de ambas listas y en la!fijación 
de los derechos protectores hubiera conformidad en- 
tre los dos Gobiernos, las listas se considerarán defi- 
nitivas y se pondrán desde luego en vigor. Si hubiere 
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discrepancia, se someterá la resolución del punto liti- 
gioso á una comisión de Diputados del Reino, formada 
por iguales partes de puertorriqueños y peninsulares. 
Esta comisión nombrará su Presidente: si sobre su 
nombramiento no se llegara á un acuerdo, presidirá 
el de más edad. El Presidente tendrá voto de calidad. 
3. a Las tablas de valoraciones. relativas á los ar- 
tículos enumerados en las dos listas mencionadas en 
el número anterior se fijarán de común acuerdo, y se 
revisarán contradictoriamente cada dos años. Las 
modificaciones que en su vista proceda hacer en los 
derechos arancelarios se llevarán desde luego á cabo 
por los respectivos Gobiernos. 

TÍTULO VII 

Del Gobernador general. 

Art. 41. El Gobierno supremo de la colonia se 
ejercerá por un Gobernador general, nombrado por el 
Rev, á propuesta del Consejo de Ministros. En este 
concepto ejercerá como Vicerreal Patrono las faculta- 
des inherentes al Patronato de Indias; tendrá el man- 
do superior de todas las fuerzas armada* de mar y 
tierra existentes en la isla; será Delegado de los Mi- 
nisterios de Estado, Guerra, Marina y Ultramar; le 
estarán subordinadas todas las demás Autoridades de 
la isla, y será responsable de la conservación del or- 
den y de la seguridad de la colonia. 

El Gobernador general, antes de hacerse cargo 
de su destino, prestará en manos del Rey el juramen- 
to de cumplirlo fiel y lealmente. 

Art. 42. El Gobernador general, como represen- 
tante de la Xa ció n, ejercerá por sí, y auxiliado por su 
Secretaría, todas las funciones indicadas en el artícu- 
lo anterior y las que puedan corresponderá como De- 
legado directo del Rey en lo^ asuntos de carácter na- 
cional. 

Corresponde al Gobernador general como repre- 
sentante de la Metrópoli: 

1-° Designar libremente los empleados de su 
Secretaría. 
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2.° Publicar, ejecutar y hacer que se ejecuten 
en la isla las leyes, decretos, tratados, convenios in- 
ternacionales y demás disposiciones emanadas del Po- 
der legislativo, así como los decretos, Reales órdenes 
y demás disposiciones emanadas del Poder ejecutivo 
y que le fueren comunicadas por los Ministerios de 
que es Delegado. 

Cuando á su juicio y al de sus Secretarios del 
Despacho las resoluciones del Gobierno de S. M. pu- 
dieran causar daños á los intereses generales de la 
Nación ó á los especiales de la isla, suspenderá su pu- 
blicación y cumplimiento, dando cuenta de ello y de 
las causas que motiven su resolución al Ministerio 
respectivo. 

3.° Ejercer la gracia de indulto á nombre del 
Rey, dentro de los límites que especialmente se le ha- 
yan señalado en sus instrucciones, y suspender las 
ejecuciones de pena capital cuando la gravedad de las 
circunstancias lo exigiesen, ó la urgencia no diere lu- 
gar á solicitar y obtener de S. M. el indulto, oyendo 
en todo caso el parecer de sus Secretarios de Des- 
pacho. 

4.° Suspender las garantías expresadas en los 
artículos 4.°, 5.°, 6.° y 9.°, y párrafos primero, segan- 
do y tercero del artículo 13 de la Constitución del Es- 
tado, aplicar la legislación de orden público y tomar 
cuantas medidas crea necesarias para conservar la 
paz en el interior y la seguridad en el exterior del te- 
rritorio que le está confiado, oyendo previamente al 
Consejo de Secretarios. 

5.° Cuidar de que en la colonia se administre 
pronta y cumplidamente la justicia, que se administra- 
rá siempre en nombre del Rey. 

6.° Comunicar direct¿imente sobre negocios de 
política exterior con los Representantes, Agentes di- 
plomáticos y Cónsules de España en América. 

La correspondencia de este género se comunicará 
íntegra y simultáneamente al Ministerio de Estado. 

Art. 43. Corresponde al Gobernador general, co- 
mo Autoridad superior de la colonia y Jefe de su Ad- 
ministración: 

1.° Cuidar de que sean respetados y amparados 



— 85 — 

los derechos, facultades y privilegios reconocidos ó 
que en adelante se reconozcan á la Administración 
colonial. 

2.° Sancionar y publicar los acuerdos del Parla- 
mento insular, los cuales le serán sometidos por el 
Presidente*y Secretarios de las Cámaras respectivas. 

Cuándo el Gobernador general entienda que un 
acuerdo del Parlamento insular extralimita sus facul- 
tades, atenta á los derechos de los ciudadanos recono- 
cidos en el título 1.° de la Constitución, ó á las garan- 
tías que para su ejercicio les han señalado las leyes, ó 
compromete los intereses de la colonia ó del Estado, 
remitirá el acuerdo al Consejo de Ministros del Reino, 
el cual, en un período que no excederá de dos meses, 
lo aprobará ó devolverá ai Gobernador general, expo- 
niendo los motivos que tenga para oponerse á su san- 
ción y promulgación. El Parlamento insular, en vis- 
ta de estas razones, podrá volver á deliberar sobre el 
asunto y modificarlo, si así lo estima conveniente, sin 
necesidad de proposición especial. 

Si transcurrieran dos meses sin que el Gobierno 
central hubiera manifestado su opinión sobre un acuer- 
do de las Cámaras que le hubiere sido transmitido por 
el Gobernador general, éste procederá á su sanción y 
promulgación. 

3.° Nombrar, suspender y separar á los emplea- 
dos de la Administración colonial, á propuesta de los 
respectivos Secretarios del Despacho y con sujeción á 
las leyes. 

4.° Nombrar y separar libremente los Secreta- 
rios del Despacho. 

Art. 44. Ningún mandato del Gobernador gene- 
ral en sü carácter de Representante y Jefe de la colo- 
nia puede llevarse á efecto si no está refrendado por 
un Secretario del Despacho, quien por este solo hecho 
se hace de él responsable. 

Art. 45. Las Secretarías del Despacho serán 
cinco: 

Gracia y Justicia y Gobernación. 

Hacienda. 

Instrucción pública. 

Obras públicas y Comunicaciones. 
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Agricultura, Industria y Comercio. 

La presidencia corresponderá al. Secretario que 
designe el Gobernador general, el cual podrá también 
nombrar un Presidente sin departamento determinado. 

El aumento ó disminución de las Secretarías del 
Despacho, así como la determinación de los asuntos 
que á cada una correspondan, pertenece al Parlamen- 
to insular. 

Art. 46. Los Secretarios del Despacho pueden 
ser individuos de la Cámara de Representantes ó del 
Consejo de Administración, y tomar parte en las dis- 
cusiones de ambos Cuerpos; pero sólo tendrán voto en 
aquél á que pertenezcan. 

Art. 47. Los Secretarios del Despacho serán res- 
ponsables de sus actos ante las Cámaras insulares. 

Art. 48. El Gobernador general no podrá modi- 
ficar ó revocar sus propias providencias cuando hu- 
biesen sido confirmadas por el Gobierno, fueren decla- 
ratorias de derechos, hubieren servido de base á sen- 
tencia judicial ó contencioso-administrativa, ó versa- 
sen sobre su propia competencia. 

Art. 49. El Gobernador general no podrá hacer 
entrega deNSu cargo al ausentarse de la Isla sin expre- 
so mandato del Gobierno. En casos de ausencia de la 
capital que le impidieran despachar los asuntos ó im- 
posibilidad de ejercerla, podrá designar la persona ó 
personas que hubieran de sustituirle, si el Gobierno 
no lo hubiese hecho de antemano, ó si en sus instruc- 
ciones no estuviera previsto el modo de hacer la sus- 
titución. 

Art. 50. El Tribunal Supremo conocerá en úni- 
ca instancia de las responsabilidades definidas en el 
Código penal que se imputaren alGobernador general. 

l3e las responsabilidades administrativas en que 
incurra conocerá el Consejo de Ministros. 

Art. 51. El Gobernador general, á pesar de lo 
dispuesto en los diferentes artículos de este decreto, 
podrá obrar por sí y bajo su responsabilidad, sin au- 
diencia de sus Secretarios del Despacho, en los si- 
guientes casos: 

1.° Cuando se trate de la remisión al Gobierno 
de los acuerdos de las Cámaras insulares, especial- 



mente cuando entienda que en ellos se atenta á los 
derechos garantidos en el título 1.° de la Constitución 
de la Monarquía ó á las garantías que para su ejercí' 
cío han señalado las leyes. 

2." Cuando haya de ponerse en ejecución la ley 
de orden público, sobre todo si no hubiere tiempo ó 
manera de consultar al Gobierno central. 

3.° Cuando se trate de la ejecución y cumpli- 
miento de leyes del Reino sancionadas por S. M. y ex- 
tensivas a todo el territorio español ó al de su Go- 
bierno. 

Una lev determinara el procedimiento y los me- 
dios de acción que en estos casos podra emplear el 
Gobernador general. • 

TÍTULO VIII 

Del régimen municipal v provincial. 

Art. 52. La organización municipal es obligato- 
ria en todo grupo de población superior a mil habi- 
tantes. 

Los que no lleguen á esa cifra podrán organizar 
los servicios de carácter común por convenios espe- 
ciales. , 

Todo Municipio legalmente constituido estará fa- 
cultado para estatuir sobre la instrucción pública, las 
vías terrestres, fluviales ó marítimas, la sanidad local, 
los presupuestos municipales, y para nombrar y sepa- 
rar libremente sus empleados. 

Art. 53. Al frente de la provincia habrá una 
Diputaciór elegida ' en la forma que determínenlos 
Estatutos coloniales y compuesta del número de indi- 
viduos proporcional á su población. 

Art. 54. La Diputación provincial es autónoma 
en todo lo referente á la creación y dotación de esta- 
blecimientos de instrucción pública, servicios de be- 
neficencia, vías provinciales terrestres, fluviales ó 
marítimas, formación de sus presupuestos y nombra- 
miento y separación de sus empleados. 

Art. 55. Tanto los Municipios como la provincia 
podrán establecer libremente los ingresos necesarios 
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para cubrir sus presupuestos, sin otra limitación que 
la de hacerlos compatibles con el sistema tributario 
general de la Isla. 

Los recursos del presupuesto provincial serán in- 
dependientes de los del municipal. 

Art. 56. Serán Alcaldes y Tenientes de Alcalde 
los Concejales elegidos por los Ayuntamientos. 

Art. 57. Los Alcaldes ejercerán sin limitación 
alguna las Junciones activas de la Administración mu- 
nicipal^ como ejecutores de los acuerdos de los Ayun- 
tamientos y representantes suyos. 

Art. 58. Tanto los Concejales como los Diputa- 
dos provinciales serán responsables civilmente de los 
daños y perjuicicrs causados por sus actos. 

Esta responsabilidad será exigible ante los Tribu- 
nales ordinarios. 

Art. §9. La Diputación provincial nombrará li- 
bremente su Presidente. 

Art. 60. Las elecciones de Concejales y Diputa z 
dos provinciales se harán de manera que las minorías 
tengan en ellas su legítima representación. 

Art. 61. Las leyes provincial y municipal vigen- 
tes en Puerto Rico seguirán rigiendo en cuanto no se 
opongan á las disposiciones del presente decreto y á 
las modificaciones introducidas por la ley Electoral 
mientras el Parlamento colonial no estatuya sobre 
estas materias. 

Art. 62. Ningún estatuto colonial podrá privar 
á los Municipios ni á la Diputación de las facultades 
reconocidas en los artículos anteriores. 

TÍTULO IX 

De las garantías para el cumplimiento 
de la Constitución colonial. 

Art. 63. Todo ciudadano podrá acudir á los 
Tribunales cuando entienda que sus derechos han sido 
violados ó sus intereses perjudicados por los acuerdos 
de un Municipio ó de la Diputación provincial. 

El ministerio fiscal, si á ello fuera requerido por 
los agentes del Poder ejecutivo colonial, perseguirá 
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igualmente ante los Tribunales las infracciones de ley 
ó las extralímitaciones de facultades cometidas por 
los Ayuntamientos y Diputación. 

Art. 64. En los casos á que se refiere el artículo 
anterior, serán Tribunales competentes para las re- 
clamaciones contra los Municipios la Sala de lo civil 
de la Audiencia territorial, y para las reclamaciones 
contra la Diputación provincial, la Audiencia territo- 
rial de Puerto Rico en pleno. 

Cuando se trate de extraliriiitación d« facultades 
de las referidas Corporaciones, resolverá en Tribunal 
pleno la Audiencia territorial. De las resoluciones 
de la Audiencia territorial, podrá apelarse al Tribu- 
nal Supremo del Reino. 

Art. 65. Las facultades concedidas en el artículo 
63 á todo ciudadano 9e podrán también ejercer colec- 
tivamente por medio de la acción pública, nombrando 
al efecto apoderado ó representante. 

Art. 66. Sin perjuicio de las facultades que le 
están otorgadas en el título 5.°, el Gobernador gene- 
ral, cuando lo estime conveniente, podrá avtidir, en su 
calidad de Jefe del Poder ejecutivo colonial, ante la 
Audiencia territorial de Puerto Rico, para que ésta 
dirima los conflictos de jurisdicción entre el Poder eje- 
cutivo colonial y sus Cámaras legislativas. 

Art. 67, Si surgiere alguna cuestión de jurisdic- 
ción entre el Parlamento insular y el Gobernador ge- 
neral en su calidad de Representante del Poder cen- 
tral, que á petición del primero no fuera sometida al 
Consejo de Ministros del Reino, cada una de las dos 
partes podrá someterla á la resolución del Tribunal 
Supremo del Reino, que resolverá en pleno y en una 
sola instancia. 

Art. 68. Las resoluciones que recaigan en los 
casos previstos en los artículos anteriores se publica- 
rán en la Colección de Estatutos coloniales y formarán 
parte de la legislación insular. 

Art. 69. Todo acuerdo municipal que tenga por 
objeto la contratación de empréstitos ó Deudas muni- 
cipales carecerá de fuerza ejecutiva, si no fuere apro- 
bado por la mayoría de los vecinos, cuando así lo 
hubiera pedido 1* tercera parte de los Concejales. 
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Un estatuto especial determinará la cuantía del 
empréstito ó de la deuda que, según el número de ve- 
cinos que compongan el Ayuntamiento, será necesa- 
ria para que tenga lugar el referendum. 

Art. 70. Todas las disposiciones de carácter le- 
gal que emanen del Parlamento colonial ó de los Tri- 
bunales, se compilarán con el nombre de Estatutos 
coloniales en una colección legislativa, cuya forma- 
ción y publicación estará confiada al Gobernador ge- 
neral como Jefe del Poder ejecutivo colonial. 

ARTÍCULOS ADICIONALES 

Articulo 1.° Mientras no se hayan publicado en 
debida forma Estatutos coloniales, se entenderán apli- 
cables las leyes del Reino, á todos los asuntos reser- 
vados á la competencia del Gobierno insular. 

Art. 2.° Una vez aprobadas por las Cortes del 
Reino la presente Constitución para las islas de Cuba 
y Pueto Rico, no podrá modificarse sino en virtud de 
una ley y á petición del Parlamento insular. . 

Art. 3.° Los contratos referentes á servicios pú- 
blicos comunes á las Antillas y á la Península que 
estén en curso de ejecución continuarán en la forma 
actual hasta su terminación, y se regirán en un todo 
por las condiciones del contrato. 

Sobre los que aun no hubieran empezado á ejecu- 
tarse, pero estuvieran ya convenidos, el Gobernador 
general consultará al Gobierno central ó á las Cama-, 
ras coloniales en su caso, resolviéndose de común 
acuerdo entre los dos Gobiernos la forma definitiva en : 
que hubieren de celebrarse. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

1 

Artículo 1.° A fin de llevar á cabo con la mayor, 
rapidez posible y con la menor interrupción de los ser- 
vicios la transición del sistema actual al que se crea 
por este decreto, el Gobernador general, cuando con- 
sidere llegado el momento oportuno, previa consulta 
al Gobierno central, nombrará los Secretarios del 
Despacho á que se refiere el artículo 45, y con ellos 



conducirá el Gobierno interior de la isla de Puerto 
Rico hasta la constitución de las Cámaras insulares. 
Los Secretarios nombrados cesarán en sus cargos al 
prestar el Gobernador general juramento ante las Cá- 
maras insulares, procediendo el Gobernador acto con- 
tinuo á sustituirlos con los que á su juicio representen 
de la manera más completa las mayorías de las Cáma- 
ras de Representantes y del Consejo de Administra- 
ción. 

Art. 2." En el caso de que el Gobierno insular 
deseara destinar á otra clase de obras públicas los 
250.000 pesos que para snbvenciones á ferrocarriles 
de vía estrecha se destinaron en la ley de 24 de agosto 
de 1896, propondría al Gobierno central lo que esti- 
mase oportuno. 

Dado en Palacio á veinticinco de noviembre de 
mil ochocientos noventa y siete. 

MARÍA CRISTINA 

El Presidente del Consejo de Ministros, 
Práxedes Mateo Sagasta. 
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LEGISLACIÓN COMPLEMENTARÍA 
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Además de las leyes de Orden público, 
Imprenta y Reunión y Asociación que aquí 
se insertan, se consideran como complemen- 
tarias de la Constitución las siguientes: 

La de Enjuiciamiento criminal. 

La de Expropiación forzosa. 

La de Instrucción pública. 

La de Extranjería. 

El Código de justicia militar. 
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El Excmo. Sr. Ministro de Ultramar me comunica 
la Real orden que sigue: 

«ExcmQ. Sr.:— S. M. el Rey (q. D. g.) se ha servi- 
do expedir con esta feche* el Real decretó sigílente:— 
A propuesta del Ministro dp Ultramar, de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, Vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo primerp. Los GoberiwíonQíigaMírales 
de las islas de Cuba y Puerto Rico promulgarán en 
las Gacetas oficiales de las provincias de su mando la 
Constitución de la Monarquía. 

Artículo segundo. Lo dispuesto en el artículo 
anterior se entiende sin perjuicio de la observancia y 
cumplimiento de la ley de 13 de febrero de mil ocho- 
cientos ochenta (1), y de las demás especiales que rigen 
en Cuba y Puerto Rico, de conformidad con lo preve- 
nido en el artículo ochenta v nueve de la Constitución. 
— Dado en Palacio á siete de abril de mil ochocientos 
ochenta y uno.— Alfonso.— El Ministro de Ultramar, 
Fernando de León y Castillo. 

Lo que de Real orden lo comunico á V. IJ. para 
su cumplimiento.— Dios gqarde á V. E. muchos aflos. 
—Madrid, 7 de abril de 1881.— León V Castillo.* 

Y para que por todos se cumpla y observe lo man- 
dado por S. M, he dispuesto que se publique en la Ga- 
ceta oficial de la Habana la Constitución de la Mo- 
narquía. 

Habana, 1.° de mayo de 1881. 

Ramón Blanco. 



(1) Esta ley que se cita es la que abolió la esclavitud, en 
la isla de Cuba, creándose el patronato. 



PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS 



Don Alfonso XII, por la gracia de Dios, Rey 
Constitucional de España: 

A todos los que las presentes vieren y entendie- 
ren, sabed: que en unión y de acuerdo con las Cortes 
del Reino actualmente reunidas, hemos venido en de- 
cretar y sancionar la siguiente: 

CONSTITUCIÓN DE LA MONARQUÍA ESPAÑOLA 



TITULO PRIMERO 

DE LOS ESPAÑOLES Y SUS DERECHOS 

Artículo 1.° Son españoles: 

Primero. Las personas nacidas en territorio es- 
pañol. 

Segundo. Los hijos de padre ó madre españoles, 
aunque hayan nacido fuera de España. 

Tercero. Los extranjeros que ljayan obtenido 
carta de naturaleza. 

Cuarto. Los que sin ella hayan ganado vecindad 
en cualquier pueblo de la monarquía. 

La calidad de español se pierde por adquirir na- 
turaleza en país extranjero y por admitir empleo de 
otro Gobierno sin licencia del Rey. 

Art. 2.° Los extranjeros podrán establecerse li- 
bremente en territorio español, ejercer en él su indus- 
tria ó dedicarse á cualquiera profesión, para, cuyo 
desempeño no exijan las leyes títulos de aptitud expe- 
didos por las autoridades españolas. 
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Los que no estuvieren naturalizados no podrán 
ejercer en España cargo alguno que tenga anexa au- 
toridad ó jurisdicción. 

Art. 3.° Todo español está obligado á defender 
la patria con las armas cuando sea llamado por la ley, 
y á contribuir, en proporción de sus haberes, para los 
gastos del Estado, de la Provincia y del Municipio. 

Nadie está obligado á pagar contribución que no 
esté votada por las Cortes ó por las Corporaciones 
legalmente autorizadas para imponerla. 

Art. 4.° Ningún español ni extranjero, podrá ser 
detenido sino en los casos y e,n la forma que las leyes 
prescriban. 

Todo detenido será puesto en libertad ó entregado 
á la autoridad judicial, dentro de las veinte y cuatro 
horas siguientes al acto de la detención. 

Toda detención se dejará sin efecto ó elevará á 
prisión, dentro de las setenta y dos horas de haber si- 
do entregado el detenido al Juez competente. 

La providencia que se dictare se notificará al in- 
teresado dentro del mismo plazo. 

Art. 5° Ningún español podrá ser preso sino en 
virtud de mandamiento del Juez competente. 

El auto en que se haya dictado el mandamiento se 
ratificará ó repondrá, oido el presunto reo, dentro de 
las setenta y dos horas siguientes al acto de la prisión. 

Toda persona detenida ó presa sin las formalida- 
des legales, ó fuera de los casos previstos en la Cons- 
titución y las leyes, será puesta en libertad á petición 
suya ó de cualquier español. La. ley determinará la 
forma de proceder sumariamente en este caso. 

Art. 6.° Nadie podrá entrar en el domicilio de 
un español, ó extranjero residente en España, sin su 
consentimiento, excepto en los casos y en la forma ex- 
presamente previstos en las leyes. 

El registro, de papeles y efectos se verificará siem- 
pre á presencia del interesado ó de un individuo de su 
familia, y en su defecto, de dos testigos vecinos del 
mismo pueblo. 

Art. 7.° No podrá detenerse ni abrirse por la au- 
toridad gubernativa la correspondencia confiada al 
correo. 
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Art. 8.° Todo auto de prisión, de registro de 
morada ó de detención de la correspondericia, Será 
motivado. 

Árt. 9.° Ningún español podrá ser competido á 
mudar de domicilio ó residencia, sino en virtud de 
mandato de Autoridad competente, y en los casos pre- 
vistos por las leyes. 

Art. 10. No se impondrá jamás la pena de confis- 
cación de bienes, y nadie podrá ser privado de su pro- 
piedad sino por autoridad competente y por causa 
justificada de utilidad pública, previa siempre Ja co- 
rrespondiente indemnización. 

Si no precediere este requisito, los Jueces ampa- 
rarán y en su caso reintegrarán en la posesión al ex- 
propiado. 

Art. 11. La Religión Católica, Apostólica, Ro- 
mana, es la del Estado. La Nación se obliga á man- 
tener el culto y sus ministros. 

Nadie sferá molestado en el territorio español por 
sus opiniones religiosas, ni por el ejercicio de Su res- 
pectivo culto, salvo el respeto debido á la moral cris- 
tiana. 

No se permitirán, sin embargo, otras ceremonias 
ni manifestaciones públicas que las de la Religión del 
Kstado. 

Art. 12. Cada cual es libre de elegir su profe- 
sión y de aprenderla como mejor le parezca. 

Todo español podrá fundar y sostener estableci- 
mientos de instrucción ó de educación con arreglo á 
las leyes. 

Al Estado corresponde expedir los títulos profe- 
sionales, y establecer las condiciones de los que pre- 
tendan obtenerlos, y la forma en que han de probar 
su aptitud. 

Una ley especial determinará los deberes de los 
Profesores y las reglas á que ha de someterse la ense- 
ñanza en los Establecimientos de instrucción pública 
costeados por el Estado, las provincias ó los pueblos. 

Art. I.'J. Todo español tiene derecho: 

De emitir libremente sus ideas y opiniones, ya de 
palabra, ya por escrito, valiéndose de la imprenta ó 
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de otro procedimiento semejante, sin sujeción á la cen- 
sura previa. 

De reunirse pacíficamente. 

De asociarse para los fines de la vida humana. 

De dirigir peticiones individual ó colectivamente 
al Rey, á las Cortes y á las autoridades. 

El derecho de petición no podrá ejercerse por 
ninguna clase de fuerza armada. 

Tampoco podrán ejercerlo individualmente los 
que formen parte de una fuerza armada, sino con 
arreglo á las leyes de su instituto, en cuando tenga re- 
lación con éste. 

Art. 14. Las leyes dictarán las reglas oportunas 
para asegurar á los españoles en el respeto recíproco 
de los derechos que este título les reconoce, sin me- 
noscabo de los derechos t de la Nación, ni los atributos 
esenciales del poder público. 

Determinarán asimismo la responsabilidad civil 
y penal á que ha que han de quedar sujetos, según los 
casos, los Jueces, Autoridades y funcionarios de todas 
clases, que atenten á los derechos enumerados en este 
titulo. 

Art. 15. Todos los españoles son admisibles á 
los empleos y cargos públicos, según su mérito y ca- 
pacidad. 

Art. 16. Ningún español puede ser procesado .ni 
sentenciado sino por el Juez ó Tribunal competente, 
en virtud de las leyes anteriores al delito, y en ía fpr- 
mas que. éstas prescriban. 

Art. 17. Las garantías expresadas en los artícu- 
los .4.°, 5.°, 6.° y 9.°, y párrafos 1.°, 2.° y 3.° del 13, 
rio podrán ¿suspendere en toda la Monarquía, ni en 
parte de ella, sino temporalmente y por medio de una 
ley, cuando así lo exija la seguridad del Estado, en 
circunstancias extraordinarias. 

Solo, rio estando reunidas las Cortes y §iendo el 
caso grave y de notoria urgencia, podrá el Gobierno, 
bajo $u responsabilidad, acordar la suspensión de ga- 
rantía á que sé refiere el párrafo anterior, sometiendo 
su acuerdo, á la aprobación de aquéllas lo más pronto 
posible. 

. Perp. en, ningún caso se suspenderán más gara.n- 
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tías que las expresadas en el primer párrafo de este 
artículo. 

Tampoco los Jefes militares ó civiles podrán esta- 
blecer otra penalidad que la prescrita previamente por 
la ley. 

TÍTULO II. 

DE LAS CORTES 

Art. 18. La potestad de hacer las leyes reside 
en las Cortes con el Rey. 

Art. 19. Las Cortes se componen de dos Cuer- 
pos Colegisladores, iguales en facultades: el Senado y 
el Congreso de los Diputados. 

TÍTULO III. 

DEL SENADO 

Art. 20. El Senado se compone: 

Primero. De Secadores por derecho propio. 

Segundo. De Senadores vitalicios nombrados por 
la Corona. 

Tercero. De Senadores elegidos por las Corpo- 
raciones del Estado y mayores contribuyentes en la 
forma que determine la ley. 

El número de los Senadores por derecho propio y 
vitalicios no podrá exceder de 180. 

Este número será el de los Senadores electivos. 

Art. 21. Son Senadores por derecho propio: 

Los hijos del Rey y del sucesor inmediato de la 
Corona, que hayan llegado á la mayor edad. 

Los Grandes de España que lo fueren por sí, que 
no sean subditos de otra Potencia y acrediten tener la 
renta anual de sesenta mil pesetas, procedente de bie- 
nes propios inmuebles, ó de derechos que gocen la 
misma consideración legal. 

Los Capitanes Generales del Ejército y el Almi- 
rante de la Armada. 

El Patriarca de las Indias y los Arzobispos. 
. El Presidente del Consejo de Estado, el del Tri- 
bunal Supremo, el del Tribunal de Cuentas del Reino, 



el del Coaseío Sacremo de la Guerra v el de la Arma- 
da t después de dos años de ejercicio. 

Art, 22- fySIo podrán ser Senadores por nombra- 
miento» del Re)- ó por- elección de ¡as Corporaciones 
del Estaco y mayor*:» coaír inuyemes. ios españok-> 
que pertenezcan -> izaran pariere; ¿do áuu de ia* s¿- 
guíenles ciares: 

Primero* Prenden:- d^ í>r*-.do«/ de* Con^re^ 
de los Diputados- 

Segunda Diputado* que hayan pertenecido á 
tres Congresos diferentes ó cue ha van ejercicio la Di- 
pu tac ion durarle ocho ¡e^is'aiuras. 

Terrero. Ministres de 3a Corona. 

Cuarto- Oní spos . 

Quinto- Grandes de E-paña. 

Sexto, Ten;en:es Generales del Ejército y Vice- 
almirantes de ia Arando ¿'--pues de dos nños de ^u 
nombramiento* 

Séptimo. Embajadores, despeas de do> años dc 
servkio electivo, y Ministros pienipotenJarios des- 
pués de cuatro. 

Octavo. Consejeros de Estado, J~i*cal del mismo 
Cuerpo, y Ministros}' Píscales del Tribunal Supremo 
y del de Cuenta del Reino, Consejeros del Suprema 
de la Guerra y de la Armada y Decano del Tribunal 
de las órdenes militares después de dos años de ojer- 
cício. 

Noveno, Presidentes 6 Directores Je las Rea" es 
Academias Española, de la Historia, de ftellas Artes 
de San Fernando, de- Ciencias exactas, ÍSica^ y natu- 
rales, de Ciencia^ morales y poéticas y de Medicina. 

Décimo- Académicos de número de las Corpo- 
raciones mencionadas, que ocupen la primera mitad 
de la escala de antigüedad en su Cuerpo; Inspectores 
generales de primera clase de los Cuerpos de Inge- 
nieros de Caminos, Minas y Montes; Catedráticos del 
término de las Universidades, siempre que lleven cua- 
tro anos de antigüedad en su categoría y de ejercicio 
dentro de ella. 

Dos comprendidos en las categorías anteriores de- 
berás además di sí rutar siete mil quinientas pesetas 
de renta, procedentes de bienes propios, ó de sueldos 



de tos empleos que no pueden perderse sino por* 
causa Iegalmente probada, ó de jubilación, retiro ó 
cesantía. 

Undécimo. Los que con dos años de antelación 
poséate una renta attaal de veinte mil peseras, ó paguen 
cuáttfó mil pésetas 3 pk*r contribuciones directas ai Te- 
soro público, siempre que además sean Títulos del 
Reitto, *Hayan Sido' Diputados ¿'¿Cortes,' Diputaiáos pro- 
vinciales ó Alcaldes en capital de provincia ó en pue- 
blos fete ftí&s J de veirite mil almas. 

Duodécimo. 'Los que hayan ejercido alguna vez 
el cargo de Senador antes de promulgarse esta Cons- 
titución. 

Los que para ser Senadores en cualquier rtetnpo 
hubieren acreditado reíftta, podrán probarla para que 
se res compute, al ingresar como Senadores pror dere- 
cho propio, con certificación del Registro de la propie- 
dad, que justifique que siguen proseyendo los mismos 
bienes. 

terntfttíbraímiento por el Rey, de Senadores, se 
hará por decretos especiales; y en ellos se expre- 
sará "SiértTpfe el título en que, conforme áío ttispues- 
to'én'egte aftíc'tílo, se funde el nombramiento. 

Art. 23. Las condiciones necesarias para ser 
nombrado ó elegido Senador podrán variarse por una 
ley. 

Art. 24. Los Senadores electivos se renovarán 
por mitad cada cinco aft©6, y en totalidad cuando el 
Rey disuelva esta parte Üel Senado. 

Art. 25. Los Senadores no podrán admitir em- 
pleo, ó ascenso que no sea de escala cerrada, títulos 
ni condecoraciones, mientras estuviesen abiertas las 
Cortes. 

El Gobierno podrá, sin embargo conferirles den- 
tro de sus respectivos empleos ó categoría, las comi- 
siones que exija el servicio público. 

Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo primero 
de este artículo el cargo de Ministro de la Corona 

Art. 26. Para tomar asiento en el iSenado se ne- 
cesita ser español, tener treinta y cinco años cumpli- 
dos, no estar procesado criminalmente ni inhabilitado 



euel ejercicio-de sos derechos políticos, ó no tener 



TÍTULO IV. 

DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS 

Art. 27. El Congreso de los Diputados se com* 
"á 9e los que nombren las Juntas electorales, en 
la forma que determine la ley. Se nombrar* un Di- 
putado alo menos por cada cincuenta mil almas de 
población. 

Art. 28. Los Diputados se eligirán y podrán ser 
reelegidos indefinidamente, por el método que deter- 
mina la lev. 

Art. 29. Para ser elegido Diputado se requiere 
ser español, de estado seglar, vnayor de edad, y gozar 
de todos Jes derechos driles. La ley (determinara 
con que clase de funciones es incompatible el cargo 
de Diputado, y ios ca9os de reelección. 

Art. 30. -Les Diputados serán elegidos por cinco 
años. 

rArt. 31. Les Diputados á quienes el Gobierno ó 
la Real Casa confieran pensión, empleo, ascenso .que 
que no «ea >de escala cerrada, comisión con sueldo, 
honores ó condecoraciones, cesarán en su cargo sin 
necesidad de: declaración -alguna,, sí dentro de los quin- 
ce ¿dtesinmediá tos» á su nombramiento no participan 
al Congreso la renuncia de la gracia. 

Lo dispuesto en el -párrafo anterior no comprende 
álos Diputados que. fueren nombrados Ministros de la 
Corona. 

TÍTULO V. 

DE LA CELEBRACIÓN Y FACULTADES DE LAS CORTES 

'Art. 32. Las 'Cortes se reúnen todos los años. 
Corresponde al Rey convocarlas, 'suspender,, cerrar 
sus serenes y disoÉver simultáneamente ó separada- 
mente la •parte electiva del Senado y el Congreso de 
los 1 Diputados, coriila obligación en este caso,' de con- 
vocar y reunir el Cuerpo ó Cuerpos disueltos dentro 
de tresoneses. 



— 106 — 

Art. 33. Las Cortes serán precisamente convo- 
cadas luego que vacare la Corona, ó cuando el Rey se 
imposibilitare de cualquier modo para el Gobierno. 

Art. 34. Cada uno de los Cuerpos colegisladores 
forma el respectivo reglamento para su gobierno inte- 
rior, y examina, así las calidades de los individuos 
que le componen, como la legalidad.de su elección. 

Art, 35. El Congreso de los Diputados nombra 
su Presidente, Vicepresidentes y Secretarios. - 

Art. 36. El Rey nombra para cada legislatura, 
de entre los mismos Senadores, el Presidente^ Vice- 
presidentes del Senado, y éste elige sus Secretarios. 

Art. 37. El Rey abre y cierra las Cortes, en per- 
sona, ó por medio de los Ministros. 

Art. 38. No podrá estar reunido cada uno de los 
dos CuerpQS Colegisladores, sin que también lp esté 
el otro: exceptúase el caso en que el Senado ejerza 
funciones judiciales. 

Art. 39. Los Cuerpos Colegisladores no pueden 
deliberar juntos, ni en presencia del Rey. 

Art. 40. Las sesiones del Senado y del Congre- 
so serán públicas, y sólo en los casos que exijan reser- 
va podrá celebrarse sesión secreta. 

Art. 41. El Rey y cada uno de los Cuerpos Co- 
legisladores tienen la iniciativa de las leyes. 

Art. 42. Las leyes sobre contribuciones y cré- 
dito público se presentarán primero al Congreso de 
los Diputados. 

Art. 43. Las resoluciones en cada tino de los 
Cuerpos Colegisladores se toman á pluralidad de vo- 
tos; pero para votar las leyes, se requiere la presen- 
cia de la mitad más uno del número total de los indi- 
viduos que lo componen. 

Art. 44. Si uno de los Cuerpos Colegisladores 
desechara un proyecto de ley, ó le negare al Rey la 
sanción, no podrá volverse á proponer otro proyecto. 
de ley sobre el mismo objeto en aquella legislatura. 

Art. 45. Además de la potestad legislativa -que 
ejercen las Cortes con el Rey, les pertenecen las, fa- 
cultades siguientes: 

Primera, Recibir al Rey, al sucesor inmediato 
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de la Corona y á la Regencia ó Regente del Reino, el 
juramento de guardar la Constitución y las leyes. 

Segunda. Elegir Regente ó Regencia del Reino 
y nombrar tutor al Rey menor cuando lo previene la 
Constitución. 

Tercera. Hacer efectiva la responsabilidad de 
los Ministros, los cuales serán acusados por el Con- 
greso y juzgados por el Senado. 

Art. 46. Los Senadores y Diputados son inviola- 
bles por sus opiniones y votos en el ejercicio de su 
cargo. 

Art. 47. Los Senadores no podrán ser procesa- 
dos ni arrestados sin previa resolución del Senado, 
sino cuando sean hallados infraganti, ó cuando no 
esté reunido el Senado; pero en todo caso se dará 
cuenta á este Cuerpo lo más pronto posible para que 
determine lo que corresponda. Tampoco podrán los 
Diputados ser procesados ni arrestados durante las se- 
siones sin permiso del Congreso, á no ser hallados 
infraganti; pero en este caso y en el de ser procesa- 
dos ó arrestados cuando estuvieren cerradas las Cor- 
tes, se dará cuenta lo más pronto posible al Congreso 
para su conocimiento y resolución. El Tribunal Su- 
premo conocerá de las causas criminales contra los 
Senadores y Diputados, en los casos y en la forma que 
determine la ley. 

TÍTULO VI. 

DEL REY Y SUS MINISTROS 

Art. 48. La persona del Rey es sagrada é invio- 
lable. 

Art. 49. Son responsables los Ministros. 

Ningún mandato del Rey puede llevarse á efecto 
si no está refrendado por un Ministro, que por sólo es- 
te hecho, se hace responsable. 

Art. 50. La potestad de hacer ejecutar las le- 
yes reside en el Rey, y su autoridad se extiende á to- 
do cuanto conduce á la conservación del orden público 
en lo interior y á la seguridad del Estado en lo exte- 
rior, conforme á la Constitución y las leyes. 
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Art. 51. El. Rey sanciona y promulga las leyes. 

Art. 52. Tiene el mando supremo del Ejército y 
Armada y dispone de las fuerzas de m^r y tierra. 

Art. 53. .Concede los grados, ascensos y recom- 
pensas militares, con arreglo á las leyes. 

Art. 54. . Corresponde además al Rey: 

Primejp. Expedir los decretos, reglamentos é 
instrucciones que sean conducentes para la ejecución 
de las «leyes 

Segundo. Cuidar de que en todo el Reino se ad- 
ministre pronta y cumplidamente la justicia. 

Tercero. Indultar ,á los delincuentes con arreglo 
á las leyes. 

Cuarto. Decorar la guerra y hacer ratificar la 
paz, dando después cuenta docvunei^tada á las Cortes. 

Quinto. Dirigir las relaciones diplomáticas y co- 
merciales con las demás Pptcncias. 

Sexto. . Cuidar de la acuñación de la moneda, en 
la que se pondrá su busto y nombre. 

Séptimo. Decretar la inversión de los fondos 
destinados á cada uno de los ramos de la Administra- 
ción, dentro de la ley de Presupuestos. 

Octavo. Conferir los empleos civiles y conceder 
honores y distinciones de todas clases, con arreglo á 
las leyes. 

Noveno. Nombrar y separar libremente á ,los 
Ministros. 

Art. 55. El Rey neGesica estar autorizado por 
una ley especial: 

Primero. Para enagenar, ceder ó permutar cual- 
quiera parte del territorio español. 

Segundo. Para incorporar cualquiera otro terri- 
torio al territorio español. 

Tercero. Para admitir tropas extranjeras en el 
Reino. 

Cuarto. Para ratificar los tratados de ali^n^a 
ofensiva, los especiales de comercio, los que estipu- 
len dar subsidios á alguna Potencia extranjera y to- 
dos aquellos que puedan obligar individualmente á 
los españoles. 

En ningún caso los artículos secretos de un trata- 
tado podrán derogar los públicos. 
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Quinto. Para abdicar la Corona en su inmediato 
sucesor. 

Art. 56. El Rey, antes de contraer matrimonio, 
lo pondrá en conocimiento de las Cotíes, á cuya apro- 
bación se someterán en los contratos y estipulaciones 
matrimoniales que deban ser objeto de una ley. 

Lo mismo se observará respecto del inmediato 
sucesor á la Corona. 

Ni el Rey ni el inmediato sucesor pueden con- 
traer matrimonio con persona que por la ley esté ex- 
cluida de la sucesión á la Corona. 

Art. 57. La dotación del Rey y de su familia se 
fijará por las Cortes al principio de cada reinado. 

Art. 58. Los Ministros pueden ser Senadores ó 
Diputados y tomar parte en las discusiones de ambos 
Cuerpos Cólégisladores; pero sólo tendrán voto en 
aquel á que pertenezcan. 

TÍTULO VII. 

DE LA SUCESIÓN Á LA CORONA 

Art. 59. El Rey legítimo de España es D. Al- 
fonso XII de Borbón. 

Art. 60. La sucesión al trono de España seguirá 
el orden regular de primogenitura y representación, 
siendo preferida siempre la línea anterior á las poste- 
riores; en la misma línea, el grado más próximo al 
más remoto; en el mismo grado, el varón á la hem- 
bra; y en el mismo sexo, á la persona de más edad á 
la de menos. 

Art. 61. Extinguidas las líneas de los descen- 
dientes legítimos de D. Alfonso Xll de Borbón, suce- 
derán por el orden que queda establecido, sus herma- 
nas, su tía, «hermana de su madre, y sus legítimos des- 
cendientes, y los de Sus tíos, hermanos de D. Fernan- 
do VII, si no estuviesen excluidos. 

Art. 62. Si llegaren á extinguirse todas las lí- 
neas que se señalan, las Cortes harán nuevos llama- 
mamientos, como más convenga á la Nación. 

Art. 63. Cualquiera duda de hecho ó de derecho 
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que ocurra en orden á la sucesión de la Corona, se 
resolverá por una ley. 

Art. 64. Las personas que sean incapaces para 
gobernar ó hayan hecho cosa por que merezcan per- 
der el derecho á la Corona, serán excluidas de la su- 
cesión por una ley. 

Art. 65. Cuando reine una hembra, el Principe 
consorte no tendrá parte ninguna en el gobierno del 
Reino. 

TÍTULO VIII. 

DE LA MENOR EDAD DEL REY Y DE LA REGENCIA 

Art 66. El Rey es menor de edad hasta cumplir 
diez y seis años. 

Art. 67. Cuando el Rey fuere menor de edad, el 
padre ó la madre del Rey, y en su defecto, el pariente 
más próximo á suceder en la Corona, según el orden 
establecido en la Constitución, entrará desde luego á 
ejercer la Regencia, y la ejercerá todo el tiempo de la 
menor edad del Re3 r . 

. Art. 68. Para que el pariente más próximo ejer- 

• za la Regencia , necesita ser español, tener veinte 

años cumplidos, y no estar excluido de la sucesión de 

la Corona. El padre ó la madre del Rey sólo podrán 

ejercer la Regencia permaneciendo viudos. 

Art. 69.. El Regente prestará ante las Cortes el 
juramento de ser fiel al Rey menor y de guardar la 
Constitución y las leyes. 

Si las Cortes no estuviesen reunidas, el Regente 
las convocará inmediatamente, y entretanto prestará 
el mismo juramento ante el Consejo de Ministros, 
prometiendo reiterarle ante las Cortes tan luego co- 
mo se hallen congregadas. 

Art. 70. Si no hubiere ninguna persona á quien 
corresponda de derecho la Regencia, la t nombrarán 
las Cortes, y se compondrá de una, tres ó cinco per- 
sonas. 

Hasta que se haga este nombramiento, gobernará 
provisionalmente el Reino, el Consejo de Ministros. 

Art. 71. Cuando el Rey se imposibilitare para 
ejercer su autoridad, y la imposibilidad fuese recono- 



I 



— 111 — 

cida por las Cortes, ejercerá la Regencia, durante el 
impedimento, el bijo primogénito del Rey, siendo ma- 
yor de diez y seis años; en su defecto, la consorte del 
Rey; y á falta de ésta, los llamados á la Regencia. 

Art. 72.. El Regente, y la Regencia en su caso, 
ejercerá toda la autoridad del Rey, en cuyo nombre 
se publicarán los actos del Gobierno. * 

Art. 73. Será tutor del Rey menor la persona 
que en su testamento hubiere nombrado el Rey difun- 
to, siempre que sea español de nacimiento: si no le 
hubiese nombrado, será tutor el padre, ó la madre, 
mientras permanezcan viudos. En su defecto le nom- 
brarán las Cortes; pero no podrán estar reunidos los 
cargos de Regente y de tutor del Rey, sino en el 
padre ó en la madre de éste. 

TÍTULO IX. 

» 

DE LA ADMINISTRACIÓN D¿ JUSTICIA 

Art. 74. La justicia se administra en nombre 
del Rey. 

Art. 75. Unos mismos Códigos regirán en toda 
la Monarquía, sin perjuicio de las variaciones que por 
particulares circunstancias determinen las leyes. 

En ellos no se establecerá más que un solo fuero 
para todos los españoles en los juicios comunes, civi- 
les y criminales. 

Art. 76. A los Tribunales y Juzgados pertenece 
exclusivamente la potestad de aplicar las leyes en los 
juicios civiles y criminales, sin que puedan ejercer 
otras funciones que las de juzgar y hacer que se eje- 
cute lo juzgado. 

Art. 77. Una ley especial determinará los casos 
en que haya de exigirse autorización previa para pro- 
cesar, ante los Tribunales ordinarios, á las autorida- 
des y sus agentes. 

Art. 78. Las leiyes determinarán los Tribunales 
y los Juzgados que. ha de haber, la organización de 
cada uno, sus facultades, el modo de ejercerlas y las 
calidades que han de tener sus individuos. 
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Art. 79. Los juicios en materias criminales se- 
rán públicos, en las formas que determinen las leyíes. 

Art. 80. Los Magistrados y Jaeces serán inamo- 
vibles y no podrán ser depuestos, suspendidos ni tras- 
ladados, sino en los casos y en la forma que prescriba 
la ley orgánica de Tribunales. 

Árt. 81. Los Jueces son responsables personal- 
mente de toda infracción de ley que cometan. 



TÍTULO X 



DE LAS DIPUTACIONES PROVINCIALES Y DE LOS AYUNTA- 
MIENTOS 



Art. 82. En cada provincia habrá una Diputa- 
ción provincial, elegida en la forma que determine la 
ley y compuesta del número de individuos que ésta 
señale. 

Art. 83. Habrá en los pueblos Alcaldes y Ayun- 
tamientos. Los Ayuntamientos serán nombrados por 
los vecinos á quienes la ley confiera este derecho. 

Art. 84. La organización y atribuciones de las 
Diputaciones provinciales y Ayuntamientos, se regi- 
rán por sus respectivas leyes. 

Estas se ajustarán á los principios siguientes: 

Primero. Gobierno y Dirección de los intereses 
peculiares de la provincia ó del pueblo, por las res- 
pectivas Corporaciones. 

Segundo. Publicación de los presupuestos, cuen- 
tas y acuerdos de las mismas. 

Tercero. Intervención del Rey, y en su caso de 
las Cortes, para impedir que las Diputaciones provin- 
ciales y los Ayuntamientos se extralimiten de sus atri- 
buciones, en perjuicio de los intereses generales y 
permanentes. 

Y cuarto. Determinación de sus facultades en 
materias de impuestos, á fin de que los provinciales y 
municipales no se hallen nunca en oposición con el 
sistema tributario del Estado. 



TÍTULO XU 

- DE LAS COXTKIBIYIOXRS* 

Art. 85. Todos los años prcscQtarAcl liohirviui 
á las Cortes el presupuesto general do gastos kM |(\ 
tado para el año siguiente y el plan de contrihueiotte* 
y medios para llenarlos, como asimismo Uxh cmciUjim 
de la recaudación é inversión de los caudales público*, 
para su examen y aprobación. 

Si no pudieren ser votados antes del primer illa 
del año económico siguiente, reginln los del unterint , 
siempre que para él hayan sido discutido* y votado* 
por las Cortes y sancionado por el Rey, 

Art. 86. £1 Gobierno necesita vMixr uutoi I/íuIo 
por una ley para disponer de las propiedades del I o» 
tado y tomar caudales á préstamo sobre el crédito de 
la Nación. 

Art. 87. La deuda pública cstA bajo lu muIvh 
guardia especial de la Nación* 

TÍTULO XII. 

DE LA FVKK'AA MUAtAK, 

Art. 88. Las Cortes íijurán todo* Ion /ifl/M, /# 
propuesta del Rey, la fuerza militar \* rrftAn* tth *l* 
mar y tierra. 

lllVA/p MU. 

DEL GOBIEfi.TO Lfc, LA-, r*f 9 \ ', ,v , ♦ , i,V <i I i/ • 4 • * 

Art. b'*. \^x-. ~r . ". * . v '.."."*/ / • '/ //, 
bernad^s porl» ■/•;• *•- rs* x- y "> * <,',•, * t',o » /' 

da autorizado par* ;'. ..** '+/.," " , . * /,*• . o . >< */* 

ticaciones -.ue ;.:_->- v,^.-"-- / * / / ;,<' ',*, ** * 4 '* 

las Cortea, L.-. • * -\ •;•%**" ,;+*,' , , .* * ,-v * 
i^uen pan* la r* t. " . . ¿ 

Cti~a y r* >-" ¿r :, *•'- ' -,* y ' <- - 

Cortes dtz. s :tv, <- ^ '.+".*. . .- ^ *. • * ■ # . > , / 

especial, ztzk.i*,^ t-r ; " < *, -♦ *,* ,*/, > • 
provincias. 
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ARTÍCULO TRANSITORIO. 

El Gobierno determinará cuándo y en qué forma 
serán elegidos los representantes á Cortes de la isla 
de Cuba. 

Por tanto : * 

Mandamos á todos nuestros subditos, de cualquier 
clase y condición que sean, que hagan y guarden la 
presente Constitución, como ley fundamental de la 
Monarquía. 

Y mandamos á todos los Tribunales, Justicias, 
Jefes, Gobernadores y demás Autoridades , así civiles 
como militares y eclesiásticas de cualquiera clase y 
dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y 
ejecutar la expresada Constitución en todas sus partes. 

Dado en Palacio á treinta de junio de mil ocho- 
cientos setenta v seis. — YO EL REY. — El Presidente 
del Consejo de Ministros, Ministro interino de Hacien- 
da, Antonio Cánovas del Castillo.-— El Ministro de Es- 
tado, Fernando Calderón y Collantes. — El Ministro 
de Gracia y Justicia, Cristóbal Martin de Herrera.— 
El Ministro de la Guerra, Francisco Ceballos y Var- 
gas. — El Ministro de Marina, Juan de Antequera. — El 
Ministro de la Gobernación, Francisco Romero Roble- 
do. — El Ministro de Fomento, Francisco Queipo de 
Llano.— El Ministro de Ultramar, Adelardo López de 
Ayala. 

Es copia exacta de la Constitución publicada en 
la "Gaceta de Madrid" del 2 de julio de 1876. 

Habana 1.° de mayo de 1881.— El Secretario del 
Gobierno general, Joaquín CarbonclL 



GOBIERNO GENERAL DE LA ISLA DE GUBA 



El Excmo. Sr. Gobernador general, se ha servido 
disponer que se publique en la Gaceta oficial la ley de 
Orden Público de 23 de abril de 1870, para conoci- 
miento general y exacta aplicación de lo prescrito en 
en el articulo 2.° del Bando de 19 del corriente, por el 
cual se declara en estado de guerra la provincia de 
Santiago de Cuba. 

Habana, septiembre 24 de 1879. 

£1 Secretario del Gobierno general, 

Joaquín Carbonell. 

LEY DE ORDEN PUBLICO 

Don Fraxciso Serrano y Domínguez, Regente del Rei- 
no por la voluntad de las Cortes soberanas; á 
todos Jos que la presente vieren y entendieren, 
salud: Las Cortes Constituyentes de la Nación 
española, en uso de la soberanía, decretan y san- 
cionan lo siguiente: 

TITULO PRIMERO 

DEL ESTADO DE PREVENCIÓN Y ALARMA 

CAPÍTULO PRIMERO 

Sección primera 

Articulo L° Las disposiciones de esta ley serán 
aplicadas únicamente cuando se haya promulgado la 
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ley de suspensión de garantías, á que se refiere el ar- 
tículo 31 de la Constitución, y dejarán de aplicarse 
cuando dicha suspensión haya sido levantada por las 
Cortes. 

Art. 2.° Son objeto de esta ley: 

1.° Las medidas gubernativas que las Autorida- 
des civiles y militares pueden y deben adoptar para 
mantener y restablecer el orden público, y para pre- 
venir los delitos contra la Constitución del Estado, 
contra la seguridad interior y exterior del mismo, y 
contra el orden público, que la vigente y penal con- 
dena. 

2.° Las competencias de los Jueces y Tribuna- 
les en las causas criminales que se formen sobre dichos 
delitos, y el procedimiento á que éstas han de ajus- 
tarse. 

Sección segunda 

Art. 3.° Publicada la ley de suspensión de ga- 
rantías á que se refiere el artículo 1.°, se considera 
declarado por el mismo hecho el estado de prevención, 
hallándose facultada desde este momento la Autoridad 
civil para adoptar cuantas medidas preventivas y de 
vigilancia conceptúe convenientes á fin de asegurar el 
orden público. 

Art. 4.° La Autoridad civil excitará por oficio á 
la judicial para que proceda desde luego contra los 
que comprenda que son responsables en algún sentido 
de los delitos expresados en el artículo 2.° 

Art. ó.° Si se formaren grupos, dictará las me- 
didas oportunas para su disolución, intimando á los 
fautores y auxiliares de la agitación que se disuelvan; 
y en el caso de no ser obedecida á la tercera intima- 
ción, utilizará á la fuerza de que disponga, al efecto 
de restablecer la calma y dejar expedita la vía pú- 
blica. 

Art. ó.° Propondrá al Gobierno y en caso urgen- 
te acordará desde luego la suspensión de las publica- 
ciones que preparen, exiten ó auxilien la comisión de 
los delitos de que habla el artículo 2.° de este ley, y 
señaladamente los comprendidos en los artículos 167 y 
174 del Código penal, dando cuenta al Gobierno de las 
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determinaciones que sobreesté punto adopte. Recoje- 
rá los ejemplares que encontrase de aquellas publica- 
ciones, remitiéndolos con las personas responsables 
de los delitos expresados al Juzgado ordinario compe- 
tente para los efectos de justicia. 

Art. 7.° La Autoridad civil, en este estado, po- 
drá detener y detendrá á cualquiera persona, si lo con- 
siderase necesario para la conservación del orden. 

Los detenidos en esta forma no deberán confun- 
dirse con los presos y detenidos por delitos comunes. 

Art. 8.° Podrá asimismo compeler ó mudar de 
residencia ó domicilio á las personas que considere pe- 
ligrosas ó contra las que existan racionales sospechas 
de participación en dichos delitos. 

El cambio de domicilio no podrá decretarse á más 
de 150 kilómetros de distancia del pueblo del compeli- 
do á mudarle. 

Art. 9.° El destierro, que desde luego pue- 
de acordar la Autoridad á una distancia que no 
exceda de 250 kilómetros, se entiende levantado de he- 
cho y de derecho, así como el cambio de domicilio, 
terminado que haya el período de suspensión temporal 
de las garantías constitucionales, si antes no fuesen 
éstas restablecidas. 

Los motivos de las providencias á que se contraen 
éste y los tres anteriores artículos, se harán constar 
en acta que se levante, ó expediente que se forme an- 
tes^ después de llevarlas á ejecución. 

. Art. 10. La Autoridad civil podrá también en- 
trar en el domicilio de cualquier español ó extranjero 
residente en España sin su consentimiento, y exami- 
nar sus papeles y efectos. Pero nada de esto podrá 
verificarse sino por la misma autoridad ó por un dele- 
gado suyo, provisto de orden formal y escrita. En 
uno y otro caso el reconocimiento de la casa, papeles 
y efectos tendrá que ser siempre presenciado por el 
dueño ó encargado de la misma, ó uno ó más indivi- 
duos de su familia, y por dos vecinos de la propia casa 
ó de las inmediatas, si se hallasen en ellas, y en su 
defecto, por dos vecinos del mismo pueblo. 

No hallando en ella al dueño ó encargado de la 
casa, ni á ningún individuo de la familia, se hará el 
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reconocimiento á presencia únicamenle de los dos ve- 
cinos indicados, levantándose acta del reconocimiento, 
que firmará con ellos la Autoridad ó su delegado. 

Cuando un delincuente contra el orden público fue- 
se sorprendido infraganti, y perseguido por la Autori- 
dad civil ó sus subordinados ó dependientes se refu- 
giaren en su propio domicilio ó en el ageno, podrán 
éstos penetrar en él; pero solo para el efecto de la 
aprehensión. 

Art. 11. Los deberes y atribuciones de la Auto- 
ridad en el estado de agitación, alarma, desorden ó 
tumulto, se subordinarán á lo que prescriben esta ley 
y el art. 181 del Código penal. 

Art. 12. Si la Autoridad civil, una vez emplea- 
dos todos los medios que en circunstancias ordinarias 
dispone, y los que para las extraordinarias le otor- 
gan los precedentes artículos, no pudiese por sí sola, 
ni auxiliada por la judicial, dominar la agitación y 
restablecer el orden, lo prevendrá en un bando, que 
publicará con la solemnidad posible, é inmediatamen- 
te después dispondrá que la militar proceda á la adop- 
ción de las medidas que reclame la paz pública, pre- 
via la declaración del estado de guerra. 

Art. 13. Cuando la rebelión ó sedición se mani- 
fiesten desde los primeros momentos, rompan el fuego 
los rebeldes ó sediciosos, ó comprenda la Autoridad 
civil la urgente necesidad de apelar á la fuerza y re- 
signar el mando para dominarlos, se pondrá de acuer- 
do con la Autoridad judicial y la militar, y dispondrán 
la inmediata declaración del estado de guerra. 

Si no hubiese acuerdo entre estas Autoridades, ni 
tiempo para tomarlo, se entrará desde luego provisio- 
nalmente en el estado de guerra en los dos primeros 
casos del párrafo anterior dando directamente cuenta 
de todo al Gobierno y á las Autoridades superiores 
jerárquicas respectivamente. 

Art. 14. Si ocurriese la rebelión ó sedición en 
capital de provincia, la Autoridad civil, para los efec- 
tos del articulo anterior, lo será el Gobernador de la 
misma ó el que haga sus veces, y la Autoridades judi- 
cial y militar las superiores en el orden gerárquico. 
En los demás pueblos se reunirán para dicha declara- 
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ción el Juez de primera instancia ó el decano, si hu- 
biese más de uno, el Alcalde popular y el Jefe militar 
que ejerza el mando de las armas. 

En el caso de que en dichos pueblos no existiera 
Autoridad militar que ejerza el mando de las armas, el 
Alcalde popular, jefe superior de la Milicia, asumirá 
las facultades que corresponden, según esta ley, á la 
Autoridad militar en estado de guerra. 

Art. 15. En la capital de la Monarquía y puntos 
donde residan el Rey ó la Regencia del Reino, no po- 
drá declararse el estado de guerra sin autorización 
del Gobierno. 

El Gobierno, cuando -hayan ocurrido actos de re- 
belión ó sedición, en dos ó más provincias, ó se hayan 
presentado grupos considerables de rebeldes ó sedi- 
ciosos armados en ellas, determinará el territorio que 
queda sujeto al estado de guerra. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Art. 16. Recibida por la Autoridad judicial la 
comunicación á que se reñere el artículo 4.° de esta 
ley, ó sin recibirla, si tuviere conocimiento de los su- 
cesos antes de que llegue á su poder, el Juez ó Jueces 
de primera instancia de la población donde ocurran 
aquéllos, dando cuenta al Regente de la Audiencia, 
se constituirán en sus Juzgados, acompañados de los 
Promotores fiscales respectivos y del Escribano que 
designen, aunque no esté en turno, pudiendo valerse 
de él ó de otro durante el procedimiento, si creyeren 
que lo axige así la administración de justicia. 

Art. 17. Inmediatamente formarán los Jueces la 
correspondiente causa sobre delitos contra el orden 
público, y los de rebelión y sedición, si hubiere méri- 
tos para ello, dedicándose exclusivamente á este ser- 
vicio preferente á cuyo fin, si lo creyeren necesario, 
delegarán la jurisdicción para los demás negocios en 
el Juez de paz que corresponda. 

Art. 18. Darán aviso sin pérdida de tiempo á la 
Autoridad civil de hallarse constituidos en Tribunal, 
ofreciéndole su cooperación, y estar formando causa 
sobre los sucesos que hayan producido la alarma ó el 
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desorden, reclamándole los datos que crean conve- 
nientes para la pronta averiguación de los hechos cri- 
minales que sean objeto del procedimiento. 

Art. 19. Si los delitos contra el orden público 
ocurriesen en punto donde exista Audiencia territo- 
rial, se constituirá en sesión permanente la Sala de 
gobierno en el punto qae él Regente designe, adop- 
tando los acuerdos oportunos para la pronta sustancia- 
ción de las causas. 

En otro caso los Regentes dictarán á Jueces que 
conozcan de estas causas las órdenes conducentes al 
propio fin, dando cuenta á la Sala de gobierno para 
la aprobación ó reforma de dichas órdenes. A este 
propósito, la referida Sala se reunirá diariamente, 
mientras lo considere necesario, á las horas que el Re- 
gente señale. 

TITULO II 

DEL ESTADO DE GUERRA 

Art. 20. Resignado el mando por la autoridad 
civil en la militar, y en los casos á que se contrae el 
artículo 13 de esta ley, quedará declarado en estado 
de guerra el territorio de la provincia en que ocurran 
aquellos sucesos, lo que se hará saber al público por 
medio de bandos y edictos que contengan las preven- 
ciones y medidas oportunas. 

Art. 21. En dicho bando se intimará á los rebel- 
des ó sediciosos y perturbadores que depongan toda 
actitud hostil, y presten obediencia á la Autoridad le- 
gítima. 

Los que lo hicieren en el término que el bando fi- 
je, y no habiendo término señalado, en el de dos ho- 
ras, quedarán exentos de pena, excepto los autores ó 
jefes de la rebelión, sedición ó desorden, y los rein- 
cidentes de estos delitos. 

Los autores y jefes referidos serán indultados de 
la pena que les corresponda, caso de rendirse dentro 
del término que expresa el párrafo anterior, y sufri- 
rán la inmediata inferior en su grado mínimo ai me- 
dio. Los reincidentes quedarán sujetos á la vigilan- 
cia de la Autoridad por el hecho de serlo. 
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Art. 22. Publicado el bando y terminado el pla- 
zo que en él se señale, serán disueltos á todo trance 
los grupos que se hubieren formado, empleando la 
fuerza, si fuere necesario, basta reducirlos á la obe- 
diencia, aprehendiendo á los que no se entreguen y 
poniéndolos á disposición de la Autoridad judicial 
cuando deban ser juzgados por ella, ó en la forma que 
se expresa en el titulo IV de esta ley. 

Serán considerados como presuntos reos los que 
se encuentren ó hubiesen estado en los sitios de com- 
bate durante éste, sin perjuicio de probar su culpabi- 
lidad, hallándose en el mismo caso que los que sean 
aprehendidos huyendo ó escondidos, después de haber 
estado con los rebeldes ó sediciosos. 

Los habitantes de las casas donde se hubieren he • 
cho fuertes los rebeldes ó sediciosos no serán conside- 
rados presuntos criminales por el solo hecho de en- 
contrarse en ellas. Pero si resultase haber tenido 
participación en los delitos á que se refiere esta ley, 
sufrirán la pena correspondiente. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo se- 
gundo de este artículo los individuos de las asocia- 
ciones filantrópicas legalmente establecidas para el 
socorros de los heridos en caso de guerra. 

Art. 23. Los delitos de rebelión y sedición y los 
comunes cometidos con ocasión de ellos, serán casti- 
gados respectivamente, según lo dispuesto en el Códi- 
go penal, y en la forma determinada en articulo 184. 

Art. 24. Todo funcionario ó corporación, cual- 
quiera que 9ea 9u autoridad ó cargo, prestará inme- 
diatamente así á la Autoridad militar como á la civil, 
el auxilio que éstas le pidan para sofocar la rebelión ó 
sedición y establecer el orden. 

El funcionario ó corporación que no prestase in- 
mediato auxilio á la Autoridad superior militar ó civil, 
será en el acto suspendido de su empleo ó cargo, y 
reemplazado en él interinamente hasta la resolución 
del Gobierno, á quien se dará cuenta al efecto; todo 
sin perjuicio de las penas en que incurra por conse- 
cuencia del procedimiento que se instruirá para depu- 
rar su responsabilidad ó irresponsabilidad criminal. 

Art. 25. Las autoridades civiles continuarán 
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funcionando en todos los asuntos propios de sus atri 
buciones que no se refieran al orden público, limitan 
dose en cuanto á éste á las facultades que la miliUr les 
delegase ó deje expeditas; debiendo en uno y otro caso 
darla directamente los partes y noticias que les recla- 
me, v las dermis que con referencia al orden público 
lleguen á su conocimiento. 

Art. 20. La Autoridad militar, á la ve/ que 
adopte las medidas comprendidas en los artículos pro 
eedentes y que restablezca el orden y prestigio de la 
Autoridad á todo trance, dispondrá que inmediata- 
mente se instruyan las causas á que hayan lugar, y se 
formen los Consejos de guerra que han de fallar las 
que correspondan á la jurisdicción militar, según lo 
que expresan los artículos siguientes. 

Art. 27. Los Consejos de guerra ordinarios fa- 
llarán las causas en que siendo la rebelión de carácter 
militar, aparezcan reos de estos delitos ó sus anexos, 
militares de mar y tierra en activo servicio, cualquie- 
ra que sea su situación y categoría. 

Las causas á que se refiere el párrafo anterior se 
considerarán de carácter militar cuando los rebeldes 
ó sediciosos estén mandados por jefe» militares, y 
cuando el movimiento se inicie ó sostenga por fuerzas 
armadas del lijército ó de la Milicia popular. 

Art. 2H. También quedan sujetos á la jurisdic- 
ción de los Consejos de guerra ordinarios, con arre- 
glo A la Ordenanza, los Jefes, los Oficiales de la Mili- 
cia popular armada, ó los que en su defecto y de cual- 
quier modo hagan veces de tales, y los rebeldes y se- 
diciosos que en número mayor de doce individuos se 
levanten en armas ó sostengan con ellos la bandera 
de la rebelión y sedición en despoblado, si fueren 
aprehendidos por fuerzas públicas, sean ó no del Ejér- 
cito permanente, destinadas á su persecución, ya por 
las Autoridades militares, ya por las civiles. 

Los Jefes principales de una rebelión ó sedición 
armada de carácter no militar, durante el periodo de 
guerra, quedan también sujetos al Consejo de guerra 
ordinario. 

Art. 2 l K Todos los demás milicianos 'populares 
armados, y los que sin pertenecr á la milicia popular 



tomen parte con armas y en poblado en una rebelión 
ó sedición, sean éstas ó no de carácter militar, si hi- 
ciesen resistencia á las fuerzas públicas, serán juzga- 
dos y sentenciados también por el Consejo de guerra 
ordinario, siguiéndose en el procedimiento los trámi- 
tes que señalan las Ordenanzas militares y disposicio- 
nes especiales que le determinan. 

Este Consejo de guerra se compondrá de cuatro 
capitanes, nombrados por la Autoridad militar, el 
Juez de primera instancia, el de paz y el Promotor 
liscal más antiguo en el pueblo cabeza de partido ju- 
dicial donde el Consejo se celebre, ó quien haga sus 
veces. 

Si el Juez de paz no fuere letrado, le reemplaza- 
rá, según el número de orden, el suplente que lo sea; 
sí no le hubiere, asistirá al Consejo el Juez de paz ó 
suplente letrado del arto ó aftos anteriores; y no ha- 
biéndolo tampoco, el abogado más antiguo del pueblo 
donde se celebre. 

Será Presidente del Consejo el Vocal que según 
las leyes civiles y militares fuere de mayor categoría. 
Y si sobre esto ocurriera duda, el que disfrute más 
sueldo por razón de su empleo. Disfrutando sueldo 
igual, el más antiguo en el empleo que le devengue. 

Los procesados podrán hacer la defensa por me- 
dio de señores Oficiales ó letrados en ejercicio, que 
nombren, no pudiéndose limitar su facultad de nom- 
brar defensor á sólo Oficiales del Ejército. 

Art. 30. Todos los demás que se consideren res- 
ponsables en cualquier concepto de los expresados de- 
litos de rebelión y sedición , sarán juzgados y senten- 
ciados por la jurisdicción común, y conforme al pro- 
cedimiento á que por esta ley ha de ajustarse. 

En su consecuencia, si instruidas las diligencias 
sumarias por mandato de la Autoridad militar, apa- 
reciesen complicados como reos de los expresados de- 
litos personas no comprendidas en los tres preceden- 
tes artículos, los Fiscales de las causas harán expedir 
inmediatamente los oportunos testimonios del tanto de 
culpa y los remitirán al Juez de primera instancia que 
corresponda, por conducto de la Autoridad militar su- 
perior, la que con toda seguridad pondrá los presuntos 






feos á disposición de dicho Juez de primera instancia 
para los efectos de justicia. 

Art. 31. La Autoridad militar, en el estado de 
guerra, podrá adoptar las mismas medidas que la ci- 
vil y las demás á que esta ley la autoriza. Cuidará 
muy especialmente de que los Jefes ó Comandantes 
de las fuerzas que conduzcan presos, ya á disposición 
de su Autoridad, ya á la de la Civil ó Judicial, lo ve- 
rifiquen con toda seguridad al punto de su destino; y 
y cuando no llegaren á él, mandará que se formen las 
causas oportunas para averiguar y castigar las faltas 
y delitos que en este delicado servicio se cometan, 
cualquiera que sea la clase del Jefe que lo desempeñe. 

Art. 32. Para declarar levantado el estado de 
guerra, luego que hayan terminado la rebelión ó se- 
dición, se celebrará previamente un Consejo por las 
Autoridades militar, civil y judicial de la capital de la 
provincia declarada en dicho estado de guerra; y si 
hubiera unanimidad de votos, se llevará á cabo el 
acuerdo, dándose inmediatamente cuenta al Gobierno. 

Si el acuerdo no fuese por unanimidad sino por 
mayoría de votos, no se llevará á cabo ínterin el Go- 
bierno, á quien se dará asimismo cuenta con urgencia, 
no resuelve la que corresponda en Consejo de Minis- 
tros. 

Sólo al Gobierno corresponde levantar el estado 
de guerra, cuando haya hecho la declaración en los 
casos que determina el artículo 15. 

Art. 33. Levantado que sea el estado de guerra, 
serán remitidos á los Juzgados competentes para su 
continuación y demás efectos de justicia, todas las 
causas contra aquellas personas que se hallen someti- 
das al Tribunal excepcional por virtud de esta ley. 

Art. 34. Las Autoridades civiles y militares no 
podrán en ningún caso establecer ni imponer otra pe- 
nalidad que la prescrita anteriormente por las leyes. 






titulo ra 

CAPÍTULO PRIMERO 

DE LOS BASÓOS QUE DICTES LAS AUTORIDADES V DE SUS 
INFRACCIONES 

Sección primera 

Art. 35. Las Autoridades civiles y militares, 
el período de suspensión de garantías, publicarán ade- 
más los bandos que consideren necesarios para man 
tener mejor el orden público, con sujeción estricta y 
bajo su responsabilidad, A las prescripciones constitu- 
cionales que no hayan sido suspendidas con arreglo al 
artículo 31 de la Constitución; estableciendo en dichos 
bandos las penas en que incurren los infractores, y 
las aplicaran gubernativamente. 

Art. 36. En ningún caso podran señalar mayo- 
res penas que las siguientes: multa de 125 pesetas ú 
arresto hasta ocho días, si dictare el bando un Alcalde 
popular. 

Cuando sea el Gobernador de la provincia quien 
lo dicte, podrá elevar la multa A 250 pesetas y el 
arresto hasta quince días, á la par ó separadamente. 

Art. 37. Los multados por infracción de bandos, 
que sean insolventes, sufrirán por vfa de sustitución 
el arresto, según lo prevenido en el articulo 504 del 
Código penal. 

El arresto por vía de sustitución no podrá exce- 
der de los días porque pueden imponerle aquellas Au- 
toridades respectivamente, conforme A lo prescrito en 
el articulo anterior. 

Art. 38. La Autoridad militar podrá corregir 
también del mismo modo y en la misma forma que la 
civil, y con la limitación consignada en el articulo 35, 
las infracciones de sus bandos en el período de estado 
de guerra, sin que puedan la superior del distrito y de 
la provincia señalar pena mayor que la de quince días 
de arresto y 250 pesetas de multa, las dos á la par ó 
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una sola; y las demás Autoridades militares ocho días 
de arresto y 125 pesetas en la propia forma. 

Caso de ser insolventes las multados, sufrirán el 
arresto por vía de sustitución, sin que pueda exceder, 
el que por tal concepto se imponga, de los ocho ó 
quince días señalados respectivamente en este ar- 
ticulo. 

Sección segunda 

Avt. 39. Las Autoridades civiles y militares lle- 
varán un libro, en el que extenderán las providencias 
qne acuerden, imponiendo gubernativamente la multa 
y el arresto expresados, haciendo constar en ellas cla- 
ramente el motivo de su imposición. 

La providencia se hará saber gubernativamente 
al infractor por los dependientes ó subordinados de 
aquellas Autoridades, entregándole copia literal de la 
misma. El penado firmará el recibo de esta copia al 
pie de la diligencia que ha de extender el encargado 
de hacerle saber dicha providencia; si no supiere, ó 
no pudiere firmar, lo hará un testigo á su ruego; si 
no quisiere, lo verificarán dos testigos requeridos ver- 
balmente por el encargado de hacer saber la provi- 
dencia. 

Art. 40. Si á la primera diligencia en busca no 
fuere hallado el penado en su domicilio, se hará saber 
á cualquiera de los familiares mayor de veintiún años 
que moren en la casa, con entrega de la copia literal 
de la providencia, y guardándose las reglas estableci- 
das en el artículo anterior. 

Si ni el penado ni ninguno de los familiares se 
encontraren en la casa á la primera diligencia en bus- 
ca, se entenderán dichas diligencias con cualquiera 
de los vecinos más inmediatos ó personas que habitan 
en las casas de éstos y sean familiares mayores de 
veintiún años. 

Art. 41. Las providencias acordadas por las Au- 
toridades superiores civiles de la provincia, la militar 
del distrito y el Comandante militar de una provincia, 
son ejecutivas. Contra ellas no cabe recurso de alza- 
da. Los infractores, pueden sin embargo, entablar 
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recurso de revisión ante las mismas Autoridades, cu- 
yo fallo en este caso será ejecutorio, 

Art. 42. Las providencias de las Autoridades 
inferiores civil y militar que impongan arresto, se lle- 
varán á efecto desde luego. 

Sin embargo de su ejecución, dichas Autoridades, 
con copia literal de la providencia, la consultarán con 
las superiores respectivas en el mismo día, siendo po- 
sible, y los arrestados podrán acudir ante éstas por 
escrito y por conducto de las inferiores, exponiendo 
lo que tengan por conveniente. 

Las Autoridades inferiores dirigirán inmediata- 
mente é su destino estas reclamaciones con su infor- 
me; y si se hicieren dentro de las primeras veinte y 
cuatro horas de la ejecución de sus providencias, omi- 
tirán la consulta, limitándose á cursarlas é informarlas. 

Las providencias en que se impongan multas me- 
nores de 30 pesetas, son ejecutivas también desde lue- 
go, y se observará respecto á ellas lo determinado en 
el artículo anterior. 

Las providencias en que se imponga una multa 
mayor de 30 pesetas, no se llevarán á electo hasta 
que la Autoridad superior respectiva, recibida la con- 
sulta ó la reclamación en su caso hecha por el mul- 
tado, en las primeras veinte y cuatro horas siguientes 
á la notificación, con el informe de la autoridad que 
impuso la multa, confirme, modifique ó revoque dicha 
providencia, cuya superior resolución será ejecutada 
sin ulterior recurso. 

TITULO IV 

DEL PROCEDIMIENTO ANTE LA AUTORIDAD lUDU'lAL 
ORDINARIA EN LAS CAUSAS POR LOS DELITOS V>1 \\ SE EXPRE- 
SAN EN EL ARTÍCULO SEGUNDO DE ESTA U<Y 

CAPÍTULO PRIMERO 

Sección primeva 

Art. 43. El procedimiento en las causas que for- 
ma la jurisdicción ordinaria por los delitos que se con- 
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signan en el artículo 2.° de esta ley, será el que ex- 
presan los artículos siguientes. 

Sección segunda 

Art. 44. El Juez de primera instancia del parti- 
do ó distrito en que hubiere principiado la subversión 
del orden, es el competente para conocer del asunto. 

Donde haya dos ó más Jueces, si la rebelión ó se- 
dición estallare á un mismo tiempo en dos ó más dis- 
tritos judiciales, los Jueces respectivos instruirán in- 
mediatamente las primeras diligencias sumarias, que 
directamente pasarán al más antiguo de ellos, á quien 
para este caso se declara competente. 

El Gobierno y las Salas de gobierno de las Au- 
diencias pueden, sin embargo, cometer el conocimien- 
to de la causa al Juez de primera instancia que consi- 
deren conveniente, conforme al artículo 38 del regla- 
mento provisional de 26 de septiembre de 1835. 

Art. 45. En las causas de esta clase, no podrá 
promoverse contienda de competencia. 

Si un Juez reclamare el conocimiento de la causa, 
teniéndolo ya otro, y hubiere duda sobre cual de ellos 
sea el competente, no poniéndose de acuerdo á la pri- 
mera comunicación que con tal motivo se dirijan, 
pondrán el hecho, sin dilación, en conocimiento de la 
Audiencia, por medio de exposición razonada, para 
que la Sala de gobierno, oyendo en voz al Fiscal, de- 
cida en el acto lo que estime procedente. Cuando los 
Jueces pertenezcan á distintos territorios, elevarán 
directamente dicha exposición al Ministerio de Gracia 
y Justicia para la resolución oportuna. Mientras tan- 
to, cada Juez continuará los procedimientos que hu- 
biera incoado. 

Art. 4ó. En todo caso, los Jueces de primera 
instancia en cuyo distrito tenga ramificación el delito 
ú ocurran hechos justiciables por consecuencias del 
mismo, instruirán las oportunas diligencias, que pasa 
ran al que sea competente para conocer del delito 
principal. 

Art. 47. Todo Juez que principie á instruir dili- 
gencias en los casos prevenidos en los anteriores ar* 
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Art. 54. Cuando sean varios los procesados, el 
Juez podrá acordar la formación de las piezas separa- 
das que estime convenientes para simplificar y activar 
los procedimientos, y que no se dilate el castigo de 
los que resulten confesos ó convictos. 

Art. 55. En los delitos expresados en el segun- 
do artículo, se procederá siempre á la prisión preven- 
tiva de los que aparezcan culpables, y no podrá acor- 
darse su libertad durante la sustanciación de la causa, 
bajo fianza ni caución alguna, mientras duren los esta- 
dos de alarma y de guerra. , 

Art. 50. En cualquier estado de la causa en que 
aparezca la inocencia de un procesado, se sobreseerá 
respecto de él, declarando que el procedimiento no le 
pare perjuicio, y poniéndolo inmediatamente en liber- 
tad sin costas algunas. Este sobreseimiento se con- 
sultará con el tribunal superior, al propio tiempo que 
la sentencia delinitiva, si hubiere otros procesados. 

Art. 57. Desde que principie el sumario se dará 
conocimiento al Promotor liscal, el cual tiene derecho 
á enterarse de todo lo que en él se actúe y adelante 
para promover y auxiliar la acción de la justicia; será 
oído por escrito siempre que el Juez lo estime, y lo 
será necesariamente para acordar lo que se ordena en 
el artículo anterior. 

Art. 58. Concluido el sumario, se pasará la cau- 
sa al Promotor liscal, para que formalice su acusación 
en un término breve, que no podrá exceder de cinco 
días. 

Ait. T) ( ). Si en la acusación se pidiere la imposi- 
ción de alguna de las penas correccionales, se hará lo 
que previenen las reglas ;>8, 3 ( ) y 40 de la ley provi^ 
sional para la aplicación del Código penal. 

Si siendo varios los procesados se pidiese contra 
unos la imposición de penas aflictivas y contra otros 
la de. penas correccionales, y no fuere conveniente 
lormar pieza separada para los de esta penalidad, se 
dará á la causa, respecto de todos, la tramitación que 
se marca en los artículos siguientes. 

Art. <>(). Euera del caso expresado en el párrafo 
primero del artículo anterior, se dará traslado de la 
acusación al procesado para que haga su defensa, por 
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igual término que el concedido al Promotor fiscal, ha^ 
ciéndole saber al propio tiempo que en el acto de la 
notificación nombre Procurador y Abogado; y si no 
lo hiciere, se le nombrarán de oficio los que se halla- 
ren en turno. 

Art. 61. Cuando sean varios los procesados, si 
pudieren hacer unidos su defensa, se les obligará á 1 
que lo verifiquen bajo una misma dirección. Ño pu- 
diendo verificarlo de este modo por incompatibilidad 
ú oposición entre ellos, si hubieren de hacerse más de 
dos defensas,, dispondrá el Juez que en vez de entre- 
garse el proceso al defensor de cada parte, se ponga 
de manifiesto á los respectivos defensores en el oficio 
del Escribano, por el término que aquél señale, sin 
que pueda pasar de ocho días, dentro del cual debe- 
rán formalizarse todas las defensas. En este caso. los 
autos estarán de manifiesto en el oficio del Escribano 
durante diez y ocho horas en cada día, para que los 
defensores puedan leerlos por sí mismos y sacar las 
copias ó apuntes que crean conducentes; tomando el 
Escribano las precauciones oportunas para evitar 
abusos. 

Art. 62. Por medio de otrosíes en los escritos 
de acusación y defensa, deberá necesariamente cada 
parte articular dada prueba que le conviniere renun- 
ciar á ella, expresando ademáá si se conforma ó no 
con todas las declaraciones de los testigos del suma- 
rio, y con cuales de ellas está conforme, si no lo estu- 
viere con algunas; no haciendo ni lo uno ni lo otro, se 
entiende que renuncian la prueba y están conformes 
con las declaraciones del sumario. 

Art. 63. Si las partes de consuno renunciaren la 
prueba y se conformaren con todas las declaraciones 
del sumario, ó nada dijeren sobre estos extremos por 
otrosíes en sus escritos de acusación y defensa, habrá 
el Juez por conclusa la causa desde luego, y sin otro 
trámite mandará llevar los autos á la vista, con cita- 
ción de las partes para sentencia. 

En otro caso, recibirá la causa á prueba, con ca- 
lidad de todos cargos por un término breve, que, aun- 
que se prorrogue, no podrá exceder de treinta días, 
admitiendo de las pruebas propuestas, solamente las 
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que estime pertinentes y de notoria influencia el re- 
sultado del proceso. 

Art. 64. Dentro de las veinte y cuatro horas si- 
guientes á la notificación del auto recibiendo la causa 
á prueba, presentará cada parte por duplicado lista 
de los testigos de cargo ó descargo de que intente va- 
lerse pafa su prueba respectiva, expresando la vecin- 
dad, estado, profesión, oficio ó modo de vivir de cada 
uno de ellos. Un ejemplar de estas listas se unirá á 
los autos, y el otro se entregará á la parte contraria 
para la oposición de las tachas á los testigos que la 
tuviesen y demás efectos convenientes. No se admi- 
tirán más testigos que los contenidos en dicha lista y 
los que de ellos se presenten dentro del término de 
prueba, serán examinados, aun pasado aquel término, 
en el día ó los días siguientes. Tampoco podrán ad- 
mitirse más de diez testigos por cada pregunta útil. 

Art. 65. El examen de los testigos de cargo y 
descargo y la ratificación de los del sumario con cu- 
yas declaraciones no se hubieren conformado las par- 
tes, tendrán efecto en audiencia pública, con asisten- 
cia del Promotor fiscal. También podrán asistir el 
procesado ó su Procurador y Letrado, si le conviniere. 

A este fin, presentadas las listas de testigos, el 
Juez señalará el día más próximo posible para la com- 
parecencia y examen ó ratificación de los mismos. 

Los del sumario serán citados de oficio , como 
también los de cargo que presente el Promotor fiscal; 
los demás serán presentados por la parte interesada, 
la cual, sin embargo, podrá decir que se compela y 
apremie á los que rehusen comparecer á declarar. 

Art. 6b. Los testigos que no se hallaren á más 
distancia que la de un día de viaje de la residencia 
del Juzgado, según los medios de comunicaciones es- 
tablecidos, serán compelidos á comparecer forzosa- 
mente, no mediando razones justas que lo impidan, y 
también cuando, á reclamación de algunas de las par- 
tes, estimare el Juez indispensable para el cargo ó 
descargo, la comparecencia personal. 

Art. 07. Los demás testigos se examinarán por 
medio de exhortos, diligenciándose éstos con la mayor 
urgencia por Jueces exhortados, bajo su más estrecha 
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responsabilidad, pasado el término de pruebas sin ha- 
ber sido devueltos, el Juez exhortante seguirá sin ellos 
el procedimiento, y dará inmediatamente cuenta de 
todo al Regente de la Audiencia. 

Art. 68. En el día y hora señalado al efecto, se 
procederá á la ratificación y examen de los testigos, 
verificando el de cada uno de ellos con separación. 
Concluida la declaración de cada testigo, las partes ó 
sus defensores podrán hacer al mismo, por conducto 
del Juez, las preguntas que éste admita como perti- 
nentes, extendiéndose así la pregunta como la contes- 
tación. También se escribirán las preguntas que el 
Juez deseche como impertinentes, si la parte interesa- 
da lo reclamare, á fin de que la superioridad pueda 
apreciarlas en su día. 

Art. 69. La prueba de tachas se hará en su caso 
acto continuo de la principal y dentro del término que 
ésta, formulando por escrito previamente la parte in- 
teresada las preguntas, á cuyo tenor deban ser exa- 
minados fos testigos que presentaren para dicha 
prueba. 

Art. 70. Concluso el término de prueba, ó prac- 
ticada toda la que hubieren propuesto las partes, aun- 
que aquél no haya espirado, lo acreditará el Escriba- 
no por diligencia, y sin otro trámite pasará los autos 
al estudio del Juez para sentencia, haciéndolo saber :l 
las partes. 

Art. 71. Dentro de los dos días siguientes, si el 
Juez hallare en la causa efectos sustanciales que sub- 
sanar, ó faltaren algunas diligencias precisas para el 
cabal conocimiento de la verdad, acordará que, para 
mejor proveer, se practiquen inmediatamente todas 
las que fueren indispensables, bajo su responsabilidad 
en el caso de dar margen con esto á innecesarias dila- 
ciones. 

Art. TI. Pasados estos- días el Juez señalará día 
y hora para la vista pública dentro de los tres siguien- 
tes. Durante este tiempo estarán los autos de mani- 
fiesto en la Escribanía para que la parte fiscal ó los 
defensores se instruyan y tomen las notas convenien- 
tes, guardándose lo prevenido para su caso en el ar- 
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tículo 61 de esta ley. Las costas que devenguen en 
este acto los curíales, se declaran de oficio. 

En el acto de la vista podrán informar oralmente 
de su derecho al Juez ó Tribunal, los defensores nom- 
brados por los procesados, por el orden seguido en el 
procedimiento escrito 

El Promotor fiscal y los defensores nombrados de 
oficio, deberán informar necesariamente, guardando 
el mismo orden. 

Art. 73. El Juez dictará sentencia, que deberá 
ser fundada, dentro de los cinco días siguientes al de 
la conclusión del acto de la vista. 

En la propia sentencia mandará también que se 
remitan los actos en consulta al Tribunal superior, 
con citación y emplazamiento de las partes, para que 
comparezcan ante él dentro de tres días, si la Audien- 
cia residiera en la misma población, y dentro de seis 
días en otro caso. 

Art. 74. El emplazamiento se hará á los Procu- 
radores de los procesados, si éstos no fueren hallados 
á la primera diligencia en busca; y al verificarlo, los 
Escribanos les prevendrán que nombren Procurador 
y Abogado que defiendan á sus representados en el 
Tribunal superior, bajo apercibimiento de nombrárse- 
le de oficio, admitiéndoles dicho nombramiento, si lo 
hicieren, en el acto de la notificación. 

Art. 75. Las causas contra reos ausentes se sus- 
tanciarán por los mismos trámites determinados en 
los anteriores artículos; pero no se ratificarán más 
testigos del sumario, que aquellos con cuyas declara- 
ciones no se hubiesen conformado el Promotor ó los 
procesados presentes. 

Art. 76. Los Jueces tendrán el término de vein- 
te y cuatro horas para dictar las providencias interlo- 
cutorias. 

Contra ellas no se admitirán más recursos que el 
de reposición y apelación subsidiaria interpuestos den- 
tro de segundo día. La apelación sólo se admitirá en 
un efecto, y para sustanciarla se esperará á que se 
remitan los autos á la Audiencia en consulta de la sen- 
tencia definitiva. Contra las providencias denegato- 
rias de prueba, no se da recurso alguno; pero la parte 
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agraviada deberá formular, ante el inferior, la opor- 
tuna protesta para que, reproducida su petición en la 
segunda instancia, pueda recaer decisión sobre ella. 

SECCIÓN TERCERA 

De ¡a segunda tnsttnta\r 

Art. 77. Recibidos los autos en la Audiencia, se 
pasarán sin dilación al Relator para que forme el 
apuntamiento en el término que la Sala le señale, 
atendiendo al volumen de los autos; pero sin que pue- 
da exceder de ocho días. 

Art. 78. Devueltos los autos por el Relator, se 
comunicarán al Fiscal y á cada una de las partes para 
instrucción, por un breve término, que no podrá exce- 
der de seis días para cada uno. 

En caso de ser más de dos las defensas, se prac- 
ticará lo prevenido en el artículo bl. 

Al propio tiempo se hará el nombramiento de 
Procurador y Abogado de oficio para los procesados 
que no lo hubiesen verificado por sí mismos ó por su 
Procurador. 

Art. 79. Al devolverse los autos ó al darse por 
instruida de ellos cada parte, manifestará, bajo la tir- 
ina de su Letrado y Procurador, su conformidad con 
el apuntamiento, ó las omisiones ó inexactitudes que 
á su juicio puedan haberse cometido en él, pidiendo 
en este caso se rectifiquen. 

Art. 80. También podrán las partes, al devolver 
los autos, ó darse por instruidas, ó pedir que se reci- 
ba la causa á prueba. 

Este recibimiento á prueba en la secunda instan- 
cia, sólo podrá tener lugar para justificar hechos nue- 
vos de notoria influencia en el resultado de la causa, 
protestando no haber tenido conocimiento de ellos 
en tiempo oportuno para alegarlos y probarlos en la 
primera, y sobre los hechos no admitidos por el Juez 
en primera instancia, cuando se hubiere hecho la pro- 
testa expresada en el artículo 76. 

Art. 81. La Sala designará un ministro ponente, 
el cual informará sobre la reforma ó adiciones del 
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apuntamiento y sobre la procedencia de la prueba que 
se hubiere solicitado. 

El ministro ponente ejercerá las demás funciones 
propias de este cargo. 

Art. 82. Si la Sala estimase procedente la pro- 
puesta, mandará practicarla, recibiendo para ello la 
causa á prueba por un breve término, que, aunque se 
prorrogue, no podrá exceder de veinte días. 

La prueba en este caso se practicará con. las mis- 
mas formalidades que en la primera instancia ante el 
ministro ponente, ó dándose comisión al Juez inferior 
del punto donde se hallen los testigos. 

Art. 83. Conformes las partes en el apuntamien- 
to, ó hechas en él las reformas acordadas, ó adiciona- 
do en su caso con las pruebas practicadas en la segun- 
da instancia, se señalará para la vista el día más pró- 
ximo posible, con citación de las partes. 

En el acto de la vista informarán de palabra, pri- 
mero el Fiscal y después los defensores de los proce 
sados, por el mismo orden que hubieren guardado en 
la primera instancia. Caso de haber apelado alguna 
de. las partes, su defensor únicamente usará de la pa- 
labra antes que el Fiscal. 

Art. 84. Estas causas se verán precisamente por 
cinco Magistrados, debiendo ser uno de ellos el Re- 
gente, ó el que haga sus veces. 

Si en la Sala á que corresponda no hubiere núme- 
ro suficiente de ministros, se agregarán los más anti- 
guos de las otras hasta completarlo, con exclusión de 
los Presidentes si hubiere número suficiente para ello. 

Art. 85. Concluida la vista, la Sala dictará sen- 
tencia fundada, dentro del término de seis días. 

Esta sentencia causará ejecutoria. 

Art. 86. Dictada la sentencia, se remitirá sin 
dilación, con certificación de ella, al Juez inferior pa- 
ra su ejecución y cumplimiento, sin perjuicio de la ta- 
sación de costas y gastos del juicio. 

Hecha ésta y aprobada, se devolverá la causa al 
Juez inferior con la certificación correspondiente. 

Art. 87. Contra las providencias interlocutorias 
de las Audiencias en las causas de que se trata, no se 
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admitirán más recursos que el de súplica para ante la 
misma Sala, si se interpusiere dentro del segundo día. 

Art. 88. Los Jueces y Tribunales no tendrán pa- 
ra estas causas horas determinadas de despacho, y 
utilizarán el día y la noche por todo el tiempo que sea 
necesario, según la urgencia del caso, á. juicio de los 
mismos., - . . 

Art. 89. Sobre los demás puntos respectivos al 
procedimiento en estas causas ante la autoridad judi- 
cial, que no se hallen expresamente marcados en la 
presente ley, se observarán las reglas establecidas en 
los procedimientos comunes y en la ley provisional 
para la aplicación del Código penal, sin que se acuda 
á ninguna otra ley especial. 

Art. 90. Quedan derogadas las leyes, decretos, 
órdenes y otras disposiciones publicadas hasta el día, 
sobre el procedimiento en las causas que se formen 
por la jurisdicción ordinaria y por los delitos á que se 
refiere esta ley. 

ARTÍCULOS ADICIONALES 

Artículo 1 .° Las disposiciones precedentes sobre 
el procedimiento, regirán hasta que se plantee el jui- 
cio por el Jurado, como prescribe el artículo 93 de la 
Constitución, en cuyo caso se modificarán las de esta 
ley, según lo requieran la orgánica de Tribunales y la 
de procedimientos en materia criminal. 

Art, 2.° Establecido por urta ley el recurso de 
casación en materia criminal, se acomodará la presen- 
te á las prescripciones que se dicten en aquélla, salvas 
las modificaciones que se creyere conveniente intro- 
ducir á fin de asegurar la celeridad, economía y sen- 
cillez de la tramitación en las causas sobre los delitos 
que son objeto de esta ley. 

Art. 3.° La presente ley no abraza los casos de 
guerra extranjera, ni de guerra civil formalmente de- 
clarada. 

De acuerdo de las Cortes Constituyentes, se co- 
munica al Regente del Reino para su promulgación 
como ley. 

Palacio de las Cortes 20 de abril de 1870. -Ma- 
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nucí Ruíz Zorrilla, Presidente.— Manuel de Llafto y 
Pérsi, Diputado Secretario.— Julián Sánchez Ruano, 
Diputado Secretario. — Francisco Javier Carratalá, 
Diputado Secretario.— «Mariano Rius, Diputado Secre- 
tario. 

Por tanto: 

Mando á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier clase y digni- 
dad, que lo guarden y hagan guardar, cumplir y eje- 
cutar en todas sus partes. 

Madrid, 23 de abril de 1870.— Francisco Serrano. 
— lil Ministro de la Gobernación, Nicolás María Rí-. 
vero. 



LEV BE IMPRENTA DE 26 DE JULIO DE ) 



Artículo 1.° Para el ejercicio del derecho que 
reconoce á todos los españoles el párrafo 2° del ar- 
ticulo 13 de la Constitución de la Monarquía y para 
los efectos de la presente ley se considera impreso la 
manifestación del pensamiento por medio de la im- 
prenta, litografía, fotografía ó por otro procedimiento 
mecánico de los empleados hasta el día, 6 que en ade- 
lante se emplearen para la reproducción de las pala- 
bras, signos y figuras sobre el papel, tela ó cualquiera 
otra materia. 

Art. 2° Los impresos se dividen en libros, fo- 
lletos, hojas sueltas, carteles y periódicos. 

Tienen también la consideración de impresos, los 
dibujos, litografías, fotografías, grabados, estampas, 
medallas, emblemas, viñetas y cualquiera otra pro- 
ducción de esta índole, cuando aparecieren solas y no 
en el cuerpo de otro impreso. 

Art. 3. Se entiende por libro todo impreso que, 
sin ser periódico, reúna en un solo volumen 200 ó más 
páginas. 

Se entiende por folíelo todo impreso que, sin ser 
peí [Ódico, reúna en un solo volumen más defí páginas 
y menos de 200. 

Es hoja suelta todo impreso i|iii', sin sit periódico, 
páginas. 
^^Tjftl impreso destinado á fijarse en los 
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aí día, ó por intervalos de tiempo regulares ó irregu- 
lares que no exceda de 30. Los suplementos ó núme- 
ros extraordinarios serán comprendidos en esta defi- 
nición para los efectos de la ley. „ 

Art. 4.° Se entiende publicado un impreso cuan- 
do se hayan extraído más de seis ejemplares del 
mismo del establecimiento en que se haya hecho 
la tirada. 

Los carteles se entenderán publicados desde el 
momento en que se ñje alguno en cualquier paraje pú- 
blico. 

Art. f>.° La publicación del libro no exigirá más 
requisito que el de llevar pie de imprenta. 

Art. 6.° Este mismo requisito se llenará en todo 
folleto y además, el de depositar en el Gobierno de 
provincia ó en la Delegación especial gubernativa, ó 
Alcaldía de la población en que vea la luz, tres ejem- 
plares del mismo en el acto de la publicación. 

Art. 7.° Los mismos requisitos se llenarán al 
publicar una hoja suelta ó cartel, y además presentará 
el que los publique una declaración escrita y firmada 
que comprenda los particulares siguientes: 

1.° El nombre, apellidos y domicilio del decla- 
rante. 

2.° La afirmación de hallarse éste en el pleno 
uso de los derechos civiles y políticos. • 

No será necesaria esta declaración para la publi- 
cación de las hojas ó carteles de anuncios ó prospectos 
exclusivamente comerciales, artísticos ó técnicos. 

Art. 8.° La sociedad ó particular que pretenda 
fundar un periódico lo pondrá en conocimiento de la 
primera Autoridad gubernativa de la localidad en que 
aquél haya de publicarse cuatro días antes de comen- 
zar su publicación, y una declaración escrita y firma- 
da por el fundador que comprenda los particulares si- 
guientes: 

1.° El nombre, apellidos y domicilio del decla- 
rante. 

2.° La manifestación de hallarse éste en el pleno 
uso de los derechos civiles y políticos. 

3.° El título del periódico, el nombre, apellidos 
y domicilio de su director, los días en que deba ver la 
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luz pública y el establecimiento en que haya de impri- 
mirse. 

Acompañará además el recibo que acredite ha- 
llarse dicho establecimiento al corriente en el pago de 
la contribución de subsidio, ó cualquiera otro docu- 
mento que pruebe hallarse abierto y habilitado para 
funcionar. 

Dé esta declaración se dará al interesado recibo 
en el acto. 

Art. 9.° La representación de todo periódico an- 
te las autoridades y Tribunales corresponde al di- 
rector del mismo, y en su defecto al propietario, sin 
perjuicio de la responsabilidad civil ó criminal que 
puedan tener otras personas por delitos ó faltas come- 
tidos por medio del periódico. 

El fundador se considerará propietario mientras 
no trasmita á otro la propiedad. 

Cuando una sociedad legalmente constituida funde 
un periódico ó adquiera su propiedad, tendrá la repre- 
sentación legal para todos los efectos el gerente que 
aquélla designe, quien gozará los mismos derechos y 
estará sugeto á iguales responsabilidades civiles y cri- 
minales que si fuere propietario único del periódico. 

Art. 10. Los directores de los periódicos debe- 
rán hallarse en el pleno uso de sus derechos civiles y 
políticos; la suspensión de éstos inhabilitará, mientras 
subsista, para publicar ó dirigir el periódico. 

Art. 11. El director de todo periódico deberá 
presentar en el acto de su publicación y autorizados 
con su firma, tres ejemplares de cada número y edi- 
ción en el Gobierno de provincia, en la Delegación 
especial gubernativa ó en la Alcaldía del pueblo en 
que se publicase. De los periódicos de Madrid se pre- 
sentarán además, otros tres ejemplares, con las mis- 
mas formalidades, en el Ministerio de la Gobernación: 
uno de los ejemplares citados será sellado y devuelto 
á la persona que los presente. 

Art. 12. Cuando se trasmita la propiedad de un 
periódico, su propietario dafá conocimiento á la Auto- 
ridad gubernativa, presentando el adquirente al mis- 
mo tiempo una declaración en los términos expresados 
en el artículo 8.°, números 1.° y 2.° 
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También se dará conocimiento á la Autoridad gu- 
bernativa cuando se varié el establecimiento en que el 
periódico se imprima, manifestando que el nuevo se 
halla en las condiciones expresadas en el artículo 8.° 
y acompañando el documento á que éste se refiere. 

Art. 13. Cesará en su publicación el periódico 
cuando por sentencia ejecutoria se prive al que lo re- 
presenta del uso de sus derechos civiles y políticos, y 
hallan transcurridos cuatro días desde la notificación 
de la sentencia sin que un nuevo representante haya 
llenado los requisitos que establece el artículo 8.° en 
lo que se refiere á la persona del fundador. 

Art. 14. Todo periódico está obligado á insertar 
las aclaraciones ó rectificaciones que le sean dirijidas 
por cualquiera autoridad, corporación ó particular 
que se creyeren ofendidos por alguna publicación he- 
cha en el mismo, ó á quienes se hubieren atribuido 
hechos falsos ó desfigurados. 

El escrito de aclaración ó rectificación se inserta- 
rá en el primer número que se publique cuando pro- 
ceda de una autoridad, y en uno de los tres números 
siguientes á su entrega si procede de un particular ó 
corporación, en plana y columna iguales y con el mis- 
mo tipo de letra á los en que se publicó el articulo ó 
suelto que lo motive, siendo gratuita ,1a inserción 
siempre que no exceda del duplo de líneas de éste, 
pagando el exceso el comunicante al precio ordinario 
que tenga establecido el periódico. 

El comunicado deberá en todo caso circunscribir- 
se al objeto de la aclaración ó rectificación. 

Art. 15. El derecho á que se refiere el artículo 
anterior podrá ejercitarse por los cónyuges, padres, hi- 
jos ó hermanos de la persona agraviada en caso de 
ausencia, imposibilidad ó autorización: y por los mis- 
mos, y además por sus herederos, cuando el agravia- 
do hubiese fallecido. 

Art. 16. Si el comunicado no se insertase en el 
plazo que fija el artículo 14, podrá la autoridad ó par- 
ticular interesado demandar á juicio verbal con arre- 
glo á las disposiciones de la ley.de Enjuiciamiento 
civil, al representante del periódico. 

El juicio versará exclusivamente sobre la obliga- 
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cjón de insertar el comunicado. Si la sentencia fur se 
condenatoria, se impondrán siempre las costas al de- 
mandado, y se mandará á insertar por cabeza del es- 
crito en uno de ios tres primeros números que se pu- 
bliquen después de la notificación; en este caso si el 
comunicado procediese de una autoridad se impondrá 
además al representante del periódico una multa de 
300 pesetas. 

Art. 17. El impresor de todo * periódico tendrá 
derecho á exigir que se le entreguen firmados los ori- 
ginales. De ellos no podrá usarse contra la voluntad 
de su autor sino para presentarlos ante los tribunales 
cuando éstos los reclamen, ó en defensa del impresor 
que pretenda eximirse de la responsabilidad que pue- 
da afectarle por la publicación. 

Art. 18. Para los efectos que el Código penal se- 
ñala serán considerados como clandestinos: 

1.° Todo impreso que no lleve pie de imprenta ó 
lo lleve supuesto. 

2.° Toda hoja suelta, cartel ó periódico que se 
publique sin cumplir los requisitos exigidos respecti- 
vamente por los artículos 7.° y 8.° de esta ley. 

3.° Todo periódico que se publique antes ó des- 
pués respectivamente del plazo de cuatro días que es- 
tablecen los artículos 8.° y 13. 

4.° La hoja suelta, cariel ó periódico si resultase 
falsa en alguno de sus extremos la declaración hecha 
con arreglo á los artículos 7.° y 8.° respectivamente. 

Art. 19. Las infracciones á lo prevenido en esta 
ley, que no constituyan delito con arreglo al Código 
penal, serán corregidas gubernativanente con las mis- 
mas penas que éste señala para las faltas cometidas 
por medio de la imprenta. 

De la imposición gubernativa de multas podrá ape- 
larse en ambos efectos para ante el Juez de instruc- 
ción en término de tercero día, depositando previa- 
mente el importe de ellas, sin cuyo requisito no se 
admitirá la apelación. El Juez resolverá sobre la 
procedencia ó improcedencia de la multa, siguiendo 
la tramitación de las alzadas en los juicios verbales de 
faltas, representando á la Autoridad el Fiscal muni- 
cipal. 
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Estas infracciones ó faltas prescribirán en el tér» 
mino de ocho días, á contar desde el en que se come- 
tieron. 

Art. 20. La introducción y circulación de dibujos, 
litografías, fotografías, grabados, estampas, medallas, 
emblemas, viñetas y cualquiera otra producción de 
esta índole y las de folletos, hojas sueltas y periódicos 
escritos en idioma español é impresos en el extranje- 
ro, podrá ser prohibida por acuerdo del Consejo de 
Ministros, 1 

Art. 21. Quedan derogadas todas las leyes y 
disposiciones especiales relativas á la imprenta. 

Por tanto mandamos, etc. 

Dado en Palacio á 26 de julio de 1883.— YO EL 
REY.— El Ministro de la Gobernación, Pió Guitón. 



LBY DE REUNIONES PUBLICAS 
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DON ALFONSO XII, por la gracia de Dios, Rey 
constitucional de España: 

A todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
'.o siguiente: 

Articulo 1.° El derecho de reunión pacífica que 
concede á los españoles el artículo 13 de la Constitu- 
ción, puede ejercitarse por todos, sin más condición, 
cuando la reunión haya de ser pública, que la de dar 
los que la convoquen conocimiento escrito y firmado, 
del objeto, sitio, día y hora de la reunión, veinte y 
cuatro horas antes, al Gobernador civil en las capita- 
les de provincias, y á la autoridad local en las demás 
poblaciones. 

Art. 2.° Por reunión pública, para los efectos 
de esta ley, se entiende la que haya de constar de más 
de veinte personas y haya de celebrarse en edificio 
donde no tengan su domicilio habitual los que la con- 
voquen. 

Art. 3.° Las reuniones públicas, procesiones cí- 
vicas, séquitos y cortejos de igual índole, necesitan, 
para celebrarse en las calles, plazas, paseos ó cual- 
quiera otro lugar de tránsito, el permiso previo y por 
escrito de las autoridades indicadas en el artículo 1.° 

Art. 4.° A toda reunión pública puede asistir la 
Autoridad personalmente, ó por medio de sus delega- 
dos. En caso de asistir personalmente, ocupará el 
sitio de preferencia, pero sin presidir ni mezclarse en 
las discusiones. 
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Art. 5.° La Autoridad mandará suspender ó di- 
solver en el acto: 

Primero. Toda reunión pública que se celebre 
fuera de las condiciones de esta ley. 

Segundo. Todas aquellas que, habiéndose con- 
vocado con arreglo á ella, traten de objetos no con- 
signados en el aviso, ó se verifique en sitio diverso 
del designado. 

Tercero. Las que en cualquier loma embara- 
cen el tránsito público. 

Cuarto. Las definidas y enumeradas en el ar- 
tículo 189 del Código penal. 

Y quinto. Aquellas en que se cometa ó se trate 
de cometer cualquiera de los delitos especificados en 
el título 3.°, libro 2.° del mismo Código. 

En todos casos la Autoridad dará inmediatamente 
cuenta al Gobierno, y en los dos últimos pasará ade- 
más al Tribunal competente el oportuno tanto de 
culpa. 

Art. 6.° Las reuniones á que se refiere el ar- 
tículo 2.°, cuando se celebren por los electores de 
una circunscripción durante el período electoral, 
podrán ser suspendidas por el delegado de la Autori- 
dad, si incurren en alguno de los casos marcados en 
el artículo 5.° 

La reunión suspendida podrá verificarse dentro de 
las veinte y cuatro horas siguientes, si los que la con- 
vocaron lo ponen en conocimiento de la Autoridad: si 
hubiere lugar en este caso á una segunda suspensión, 
la reunión se entenderá deiinitivamnnte disuelta. 

Art. 7.° No están sujetas á las prescripciones de 
esta ley: 

Primero. Las procesiones del culto católico. 

Segundo. Las reuniones de este mismo culto y 
las de los demás, tolerados, que se verifiquen en los 
templos ó cementerios. 

Tercero. Las que verifican las asociaciones y 
establecimientos autorizados, con arreglo á sus esta- 
tutos aprobados por la Autoridad. 

Cuarto. Las que tienen lugar en las funciones 
de teatro y demás espectáculos. 
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Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Je- 
fes, Gobernadores y demás Autoridades, así civiles 
como militares y eclesiásticas, de cualquiera clase y 
dignidad que guarden y bagan guardar, cumplir y 
ejecutar la presente ley, en todas sus partes. 

Dado en Palacio á quince de junio de 'mil ocho- 
cientos ochenta.— YO EL REY.— El Ministro de Go- 
bernación, Francisco Romero Robledo. 




Ley para el ejercicio del derecho de asociación. 



Artículo 1.° El derecho de asociación, que reco- 
noce el artículo 13 de la Constitución, podrá ejercitar- 
se libremente, conforme á lo que preceptúa esta ley. 
En su consecuencia, quedan sometidas á las disposi- 
ciones de la misma las asociaciones para fines religio- 
sos, políticos, científicos, artísticos, benéficos y de re- 
creo, ó cualesquiera otros lícitos que no tengan por 
único ó exclusivo objeto el lucro ó la ganancia. 

Se regirán también por esta ley los gremios, las 
sociedades de socorros mutuos, de "provisión, de pa- 
tronato y las cooperativas de producción de crédito ó 
de consumo. 

Art. 2 o Se exceptúan de las disposiciones de la 
presente ley: 

Primero. Las asociaciones de la Religión Cató- 
lica autorizadas por las disposiciones canónicas que 
determinan los derechos de la Iglesia, y por las civi- 
* les que regulan los del Real Patronato. 

Las demás asociaciones religiosas se regirán por 
esto ley, aunque debiendo acomodarse en sus actos las 
no católicas á los límites señalados por el artículo 11 
de la Constitución del Estado. 

Segundo. Las Sociedades que nó siendo de las 
enumeradas en el artículo 1.°, se propongan un objeto 
meramente civil ó comercial, en cuyo caso se regirán 
por las disposiciones del Derecho civil ó del Mercan- 
til, respectivamente. 

Tercero. Los Institutos ó Corporaciones que 
existan ó funcionen en virtud de leyes especiales. 
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Art. 3.° Sin perjuicio de lo que el Código Penal 
dispongarelativamente á losdelitosque se cometan con 
ocasión del ejercicio del Derecho de asociación, ó por 
la falta de cumplimiento de los requisitos establecidos 
por la presente ley para que las asociaciones se cons- 
tituyan ó modifiquen, el Gobernador de la provincia 
impedirá que funcionen y que celebren reuniones los 
asociados, poniendo los hechos en conocimiento del 
Juzgado de primera instancia correspondiente , dentro 
de las veinte y cuatro horas siguientes á su acuerdo* 

Art. 4.° Los fundadores ó iniciadores de una 
asociación, ocho días* por lo menos, antes de consti- 
tuirla, presentarán al Gobernador de la provincia en 
que haya de tener aquélla su domicilio, dos ejempla- 
res, firmados por los mismos, de los estatutos, regla- 
mentos, contratos ó acuerdo por los cuales haya de 
regirse, expresando claramente en ellos le denomina- 
ción y objeto de la asociación, su domicilio, la forma 
de su administración ó gobierno , los recursos con que 
cuente ó con los que se proponga atender á sus gastos 
y la aplicación que haya de darse á los fondos ó habe- 
res sociales, caso de disolución. 

Las formalidades prevenidas en el párrafo ante- 
rior, se exigirán igualmente y deberán llenarse ante 
el Gobereador de la provincia en que se constituya 
sucursal, establecimiento ó dependencia de una aso- 
ciación ya formada. 

Del mismo modo estarán obligados los fundado- 
res, directores, presidentes ó representantes de aso- 
ciaciones ya constituidas, y de sucursales y dependen- 
cias de las mismas, á presentar al Gobernador de la 
provincia respectiva, dos ejemplares firmados de los 
acuerdos que introduzcan alguna modificación en los 
contratos, estatutos ó reglamentos sociales. 

En el acto mismo de la presentación se devolverá 
á los interesados uno de los ejemplares con la firma 
del Gobernador y sello del Gobierno de la provincia, 
anotando en él la fecha en que aquella tenga lugar. 

También estarán obligados los Directores, Presi- 
dentes ó representantes de cualquiera asociación, á dar 
cuenta dentro del plazo de ocho días, de los cambios 
de domicilio que la asociación verifique. 
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' Eii el caso do* negarse la admisión de los docu- 
mentos á registro, los interesados podrán levantar ac- 
ta notarial de la negativa, con inserción de los docu- 
mentos, la cual acta surtirá los efectos de la presenta- 
ción y admisión de los mismos. 

Art. 5.° Transcurrido el plazo de ocho días que 
señala el párrafo primero del artículo anterior, la aso- 
ciación podrá constituirse ó modiiiearse con arreglo á 
los estatutos, contratos, reglamentos ó acuerdos pre- 
sentados, salvo lo que se dispone en el artículo si- 
guiente. 

Del acta de constitución ó de modificación, debe- 
rá entregarse copia autorizada al Gobernador ó Go- 
bernadores respectivos, dentro de los cinco días si- 
guientes á la fecha en que se verifique. 

Art. 6.° Si los documentas presentados no reú- 
nen las condiciones exigidas en el artículo 4.°, el Go- 
bernador los devolverá á los interesados en el plazo 
de ocho días, con expresión de las faltas de que ado- 
lezcan, no pudiendo, por consiguiente constituirse la 
asociación mientras la falta no se subsane. 

Cuando de los documentos presentados en cum- 
plimiento del mismo artículo 4.°, aparezca que la aso- 
ciación deba reputarse ilícita, con arreglo á las pres- 
cripciones del Código Penal, el Gobernador remitirá 
inmediatamente copia certificada de aquellos docu- 
mentos al Tribunal competente, dando conocimiento 
de ello, dentro del plazo de ocho días, que fija el pá- 
rrafo anterior, á las personas que los hubieren pre- 
sentado ó á los Directores, Presidentes ó representan- 
tes de la asociación, si ésta estuviese ya constituida. 
Podrá la asociación constituirse ó reanudar sus funcio- 
nes, si dentro de los veinte días siguientes á la notifi- 
cación del acuerdo á que se refiere el párrafo anterior, 
no se confirmara por la autoridad judicial la suspen- 
sión gubernativa. 

Art. 7.° En cada Gobierno de provincia se lle- 
vará un registro especial, en el cual se tomará razón 
de las asociaciones que tengan domicilio ó estableci- 
miento ó territorio, á medida que se presenten las ac- 
tas de constitución. Se consideran parte integrante 
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del registro, todos los documentos cuya presentación 
exige esta ley. 

Art, 8.° La existencia legal de las asociaciones 
se acreditará con certificados expedidos con relación 
ai registro, los cuales no podrán negarse á las Direc- 
tores, Presidentes ó representantes de la asociación. 

Ninguna asociación podrá adoptar una denomina- 
ción idéntica á la de otra ya registrada en la provin- 
cia, ó tan parecida que ambas puedan fácilmente con- 
fundirse; aplicando el Gobernador en este caso, lo 
dispuesto en el párrafo primero del artículo 6.° 

Art. 9.° Los fundadores. Directores, Presiden 
tes ó representantes de cualquiera asociación, darán 
conocimiento, por escrito, al Gobernador civil, en las 
capitales de provincia, y á la Autoridad local en las 
demás poblaciones, de^lugar y días en que la asocia- 
ción haya de celebrar sus sesiones ó reuniones gene- 
rales ordinarias, veinte y cuatro horas antes de la ce- 
lebración de la primera. Las reuniones generales que 
celebren ó promuevan las asociaciones, quedarán su- 
jetas á lo establecido en la ley de reuniones públicas, 
cuando se verifiquen fuera del local de la asociación, 
ó en otros días que los designados en los Estatutos ó 
acuerdos comunicados á la Autoridad, ó cuando se 
refieran á asuntos extraños á los fines de aquélla, ó se 
permita la asistencia de personas que no pertenezcan 
á las mismas. 

Art. 10. Toda asociación llevará y exhibirá á la 
Autoridad, cuando ésta lo exija, registro de los nom- 
bres, apellidos, profesiones y domicilio de todos los 
asociados, con expresión de los individuos que ejerzan 
en ella cargo de administración , gobierno ó represen- 
tación. Del nombramiento ó elección de éstos debe- 
rá darse conocimiento por escrito al Gobernador de 
la provincia, dentro de los cinco días siguientes ai en 
que tenga lugar. También llevará ano ó varios libros 
de contabilidad, en los cuales, bajo la responsabilidad 
de los que ejerzan cargos administrativos ó directivos 
figurarán todos los ingresos y gastos de la asociación, 
expresando inequívocamente la procedencia de aqué- 
llos y la inversión de éstos. Anualmente remitirán 
un balance general al Registro de la provincia. La 
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falta de cumplimiento de lo prevenido en este articu- 
lo, se castigará por el Gobernador de la provincia 
con multa de ciento veinte y cinco á trescientas seten- 
ta y cinco pesetas, á cada tino de los Directores ó so- 
cios que ejerzan en la asociación algún cargo de go- 
bierno, sin perjuicio de las responsabilidades civiles ó 
criminales que fueren procedentes. 

Art. 11. Las asociaciones que recauden ó distri- 
buyan fondos con destino al socorro ó auxilios de los 
asociados, ó á fines de beneficencia, instrucción ú 
otros análogos, formalizarán semestralmente las cuen- 
tas de sus ingresos y gastos, poniéndolas de manifies- 
to á sus socios, y entregando un ejemplar de ellas en 
el Gobierno de provincia, dentro de los cinco días si- 
guientes á su formalización. 

La inobservancia de este artículo se castigará por 
los medios expresados en el anterior, 

Art. 12. La Autoridad gubernativa podrá pene- 
trar en -cualquier tiempo en el domicilio de una aso- 
ciación y en el local en que celebre sus reuniones, y 
mandan! suspender en el acto toda sesión ó reunión 
en que se -cometa ó acuerde cometer alguno de sus 
definidos en el Código Penal. 

El Gobernador de la provincia podrá también 
acordar, especificando con toda claridad los funda- 
mentos en que se apoye, la suspensión de las funcio- 
nes de cualquiera asociación, cuando de sus acuerdos, 
ó de los actos de sus individuos, como socios, resulten 
méritos bastantes para estimarse que puedan reputar- 
se ilícitos, ó que se han cometido delitos que deban 
motivar su disolución. 

En todo caso, la Autoridad gubernativa, dentro de 
las veinte y cuatro horas siguientes al acuerdo, pondrá 
en conocimiento del Juzgado de primera instancia co- 
rrespondiente, con remisión de antecedentes, los hechos 
que hayan motivado la suspensión de la asociación ó 
de sus sesiones, y los nombres de los asociados ó con- 
currentes que aparezcan responsables de ellos. 

La suspensión gubernativa de una asociación que- 
dará sin efecto, si antes de los veinte días siguientes 
al acuerdo, no fuese confirmada por la autoridad judi- 
cial, en virtud de lo prevenido en el articulo 14. 
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Art; 13. Los términos que señala esta ley pata 
que la Autoridad gubernativa ponga en conocimiento 
de la judicial los acuerdos que adopte respecto de las 
asociaciones, se entenderán ampliados en un día por 
cada veinte kilómetros de distancia, cuando la asocia- 
ción no tenga su domicilio en la capital ó residencia 
en el Tribunal competente para instruir las diligencias 
á que diesen lugar los hechos que motiven el acuerdo. 

Art. 14. La Autoridad judicial podrá decretar 
la suspensión de las funciones de cualquier asociación 
desde el instante en que dicte auto de procesamiento 
por delito que dé lugar á que se acuerde la disolución 
en la sentencia. 

Art. 15. La Autoridad judicial será la única 
competente para decretar la disolución de las asoció- 
nos constituidas con arreglo á esta ley. Deberá acor- 
darla en las sentencias en que declare ilícita una aso - 
eiación, conforme á las disposiciones del Código Pe- 
nal, y en las que dicte sobre delitos cometidos en cum- 
plimiento de los acuerdos de la misma. Podrá tam- 
bién decretarla en las sentencias que dicte contra los 
asociados, por delitos cometidos por los medios que 
la asociación les proporcionen, teniendo en cuenta en 
cada caso, la naturaleza y circunstancias del delito, la 
índole de los medios empleados y la intervención que 
la asociación haya tenido en el empleo de dichos me- 
dios y en los hechos ejecutados. 

Art. 16. Decretada por sentencia firme la diso- 
lución de una asociación, no podrá constituirse otra 
con la misma denominación, ni .con igual objeto, si 
este hubiere sido declarado ilícito. Si no lo hubiere 
sido, y se constituyera otra asociación con igual de- 
nominación ú objeto, no podrán formar parte de ella 
los individuos á quienes se hubiese impuesto pena en 
dicha sentencia. La suspensión producirá el efecto de 
impedir que se constituya otra asociación con la misma 
denominación ú objeto, de que formen parte individuos 
de la asociación suspensa é incapacitará á los asociados 
de ésta para reunirse en el local de sus sesiones, ó en 
otro que adoptaren para ello, durante el tiempo que 
la suspensión deba subsistir. 

Art. 17. De las sentencias ó providencias en que 
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Se acuerde la disolución ó suspensión de las funciones 
de una asociación, Ó en que ésta se deje sin efecto, 
dará la Autoridad judicial conocimiento al Goberna- 
dor de la provincia en el término del segundo dfa. 

Art. 18. Las asociaciones quedan sujetas, en 
cuanto á la adquisición, posesión y disposición de sus 
bienes, para el caso de disolución, a lo que dispongan 
las leyes civiles respecto A la propiedad colectiva. 

Art. 19. Quedan derogadas todas las disposicio- 
nes anteriores en cuanto se opongan á la presente ley. 

ARTÍCULO ADICIONAL 

Las asociaciones existentes quedan sometidas á 
las disposiciones de esta ley y deberán cumplir lo dis- 
puesto en el artículo 4.°, si ya no lo hubieren hecho 
anteriormente, dentro de los cuarenta dias siguientes 
A su publicación en la Gaceta oñcial de las respectivas 
islas, siéndoles aplicables, si no lo verifican dentro de 
este plazo, lo prevenido en el artículo 3.° 

Dado en Palacio á trece de julio de mil ochocien- 
tos ochenta y ocho. — María Cristina.— El Ministro de 
Ultramar, Víctor Balaguer. 




LEY ELECTORAL HE 2« DE JM» DE 18M 



DON ALFONSO XIII, por la gracia de Dios y la 
Constitución, Rey de Espafta, y en su nombre y du- 
rante su menor edad la Reina Regente del Reino. 

A todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: que las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

TÍTULO PRIMERO 

DEL DERECHO ELECTORAL 

Artículo 1.° Son electores para Diputados á 
Cortes todos los españoles varones, mayores de vein- 
ticinco años, que se hallen en el pleno goce de sus de- 
rechos civiles y sean vecinos de un Municipio en el 
que cuenten dos años al menos de residencia. 

Las clases é individuos de tropa que sirvan en los 
Ejércitos de mar ó tierra no podrán emitir su voto 
mientras se hallen en las filas. 

Queda establecida la misma suspensión respecto 
de los que se encuentren en condiciones semejantes 
dentro de otros Cuerpos ó Institutos armados depen- 
dientes del Estado, la Provincia ó el Municipio 

Art. 2.° No pueden ser electores: 

Primero. Los que por sentencia firme hayan sido 
condenados á las penas de inhabilitación perpetua pa- 
ra derechos políticos 6 cargos públicos, aunque hubie- 
sen sido indultados, á no haber obtenido antes rehabi- 
litación personal por medio de una ley. 
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Segundo. Los que por sentencia firme hayan 
sido condenados á pena aflictiva, si no hubieren obte- 
nido rehabilitación dos años, por lo menos, ante de su 
inscripción en el censo. 

Tercero. Los que habiendo sido condenados á 
otras penas por sentencia firme no acreditaren haber- 
las cumplido. 

Cuarto. Los concursados ó quebrados no reha- 
bilitado? conforme 3, la^ey, y que acrediten documen- 
tal mente haber cumplido todas sus obligaciones. 

Quinto. Los deudores á fondos públicos como 
segundos contribuyentes. 

Sexto. Los que se hallen acogidos en establecí* 
mientos benéficos, ó estén, á su instancia, autorizados 
administrativamente para implorar la caridad pú* 
blica. 

Art. 3.° Son elegibles para el cargo de Diputa- 
dos á Cortes todos los españoles varones, de estado 
seglar,, mayores de veinticinco años, que gocen de 
todos los derechos civiles. 

Art. 4.° Son condiciones indispensables para 
ser admitido como Diputado en el Congreso las si- 
guientes: 

Primera. Reunir las cualidades requeridas en el 
artículo 29 de la Constitución en el día en que se veri- 
fique la elección en el distrito electoral. 

Segunda. Haber sido elegido y proclamado elec- 
to en un distrito ó Colegio electoral, ó en el Congreso, 
con arreglo á las disposiciones de esta ley y á las del 
reglamento del mismo Cuerpo. 

Tercera. No estar inhabilitado por cualquier mo- 
tivo de incapacidad personal para obtener el cargo en 
el día en que se verifique la elección. 

Cuarta. No estar comprendido en ninguno de 
los casos que establece la ley de Incopatibilídades. 

Art. o.° Están incapacitados para ser admitidos 
como Diputados, aunque hubiesen sido válidamente 
elegido's: 

Primero. Los que se encuentren comprendidos 
en alguríos de los casos que determina el artículo 2.° 
de esta ley. 

La rehabilitación 1 mencionada en el número se* 
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gundo del articulo 2.° de esta ley deberá obtenerse 
para la elegibilidad de Diputado dos años antes, por 
lo menos, de su elección. 

Segundo. Los contratistas de obras ó servicios 
públicos que se costeen con fondos del Estado, de la 
Provincia Ó del Municipio; los que de resultas de tales 
contratas tengan pendientes reclamaciones de interés 
propio contra la Administración y fiadores y conso- 
cios de dichos contratistas. Esta incapacidad se en- 
tenderá solamente en relación con el distrito ó cir- 
cunscripción en que se haga la obra ó servicio público, 

Tercero. Los que desempeñen ó hayan desem- 
peñado un año antes en el distrito ó circunscripción, 
en que la elección se verifique, cualquier empleo, car- 
go ó comisión de nombramiento del Gobierno, ó ejer- 
cido autoridad de elección popular, en cuyo concepto 
se comprenden los Presidentes de las Diputaciones y 
los Diputados que durante el año anterior hubiesen 
desempeñado el cargo de individuos de las Comisiones 
provinciales. 

Se exceptúan los Ministros de la Corona y los 
funcionarios de la Administración central. 

Las incapacidades á que refiere este número ter- 
cero se limitan á los votos emitidos en el distrito ú t.n 
la circunscripción ó á donde alcancen la autoridad ú 
funciones de que haya estado investido el Diputado 
electo. 

Art. 6.° En cualquier tiempo en que un Diputado 
se inhabilitare, después de admitido en el Congreso, 
por algunas de las causas enumeradas en el artículo 
5.°, se declarará su incapacidad y perderá inmediata- 
mente el cargo. 

Art. 7." Los que estén ya en posesión del cargo 
de Diputado á Cortes no podrán ser admitidos en el 
mismo Congreso por virtud de una elección parcial, 
si no lo hubiesen renunciado antes de la convocación 
del distrito para dicho elección parcial. 

Art. 8.° El cargo de Diputado á Cortes es gra- 
tuito y voluntario, y se podrá renunciar antes y des- 
pués de haberlo jurado; pero la renuncia no podrá ser 
admitida sin aprobación previa del acta de la elección 
por el Congreso. 
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TÍTULO II 

DEL CENSO ELECTORAL 

Art. 9.° Para ejercer el derecho de elegir Di- 
putado á Cortes es indispensable estar inscrito en el 
Censo electoral que es el registro en donde constan el 
nombre y los apellidos paterno y materno si los tuvie- 
ren, de los ciudadanos españoles calificados de elec- 
tores. 

El Censo es permanente, y no será modificado 
sino por virtud de la revisión anual establecida en esta 
ley. 

Art. 10. La formación, revisión, custodia é ins- 
pección del Censo estarán á cargo, según sus atribu- 
ciones respectivas de una Junta central, de Juntas 
provinciales y de Juntas municipales, que se denomi- 
narán del Censo electoral. 

La Junta central residirá en Madrid, las provin- 
ciales en las capitales de cada provincia, y las muni- 
cipales en cada Municipio. Todas ellas tendrán ca- 
rácter permanente. 

La Junta central será presidida por el Presidente 
del Congreso de los Diputados, las provinciales por 
los presidentes ordinarios de las Diputaciones, y las 
municipales por los Alcaldes. 

El número de Vocales de la Junta central y de 
las provinciales será de quince, y se necesitará para 
deliberar y tomar acuerdo la concurrencia de nueve 
Vocales. • 

Son Vocales natos de la Junta central, tengan ó 
no el carácter de Diputados: 

Primero. Los cx-Presidentes del Congreso de 
los Diputados. 

Segundo. Los ex-Vicepresidcntes primeros del 
mismo Cuerpo por orden de antigüedad, hasta comple- 
tar el número señalado en el párrafo anterior. 

Son Vocales natos de las Juntas provinciales: 

Primero Los ex-Presidentes de las respectivas 
Diputaciones, avecindados en la provincia. 

Segundo. Los ex-Vicepresidentes de las ^respec- 
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ti vas Diputaciones también avencidados en la -pro- 
vincia, por orden de antigüedad, basta completar el 
número de diez con los ex-Presidentes. 

Tercero. Cuatro Diputados provinciales en ejer- 
cicio, elegidos por la Diputación al constituirse en 
cada bienio por voto uninominal en un solo escrutinio. 

La. Junta central y las provinciales completarán el 
número de seis Vocales con suplentes, que serán los 
ex -Vicepresidentes que sigan en orden de antigüedad, 
y á falta de éstos. en la Junta central, los Diputados 
del último Congreso *que lo hubieren sido en mayor 
número de legislaturas, y en las provinciales los Di- 
putados que lo hubiesen sido más veces. 

Los Presidentes serán sustituidos por los ex-Presi- 
dentes más antiguos. 

Son Vocales natos de las Juntas municipales: 

Primero. Los individuos del Ayuntamiento. 

Segundos. Los ex-Alcaldes vecinos del mismo 
Municipio. 

A los Presidentes de las Juntas municipales les 
reemplazarán los Tenientes Alcalde y Concejales; de 
la manera prevista en la ley Municipal. 

Serán Secretarios: de la Junta central, el Oficial 
mayor de la Secretaría del Congreso de los Diputados; 
de las Juntas provinciales, los Secretarios de las Di- 
putaciones; y de las municipales, los de los Ayunta- 
mientos. 

Los Secretarios no tendrán ni voz ni voto, y se- 
rán auxiliados por los empleados de las respectivas 
Secretarías. 

Para todas las sesiones que las Juntas deban cele- 
brar, el Presidente respectivo convocarla los Vocales 
natos y á los suplentes que considere necesarios. Si, 
á pesar de esto, no se reuniese número suficiente, la 
sesión se celebrará al día siguiente, previa convoca- 
toria de los suplentes que residan en la capital y con 
el número de los que asistan. 

Art. 11. El día 1.° de abril de cada año los Jue- 
ces municipales remitirán á los respectivos Alcaldes 
lista certificada de los asientos del Registro civil, com- 
prensivas de los electores que hubiesen fallecido du- 
dante los doce meses precedentes; y los Jueces de 

ii 
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instrucción y de primera instancia también lista 
certificada de las resoluciones judiciales firmes dicta- 
das durante el mismo período de tiempo, que afecten 
á la capacidad electoral de los inscritos en la lista de 
cada distrito municipal. 

Art. 12. El día 10 de abril, á las ocho de la ma- 
ñana, los Alcaldes, bajo su responsabilidad, harán fijar 
en el sitio acostumbrado para los edictos y bandos 
municipales las listas siguientes: 

Primera. La definitiva de ejectores del año ante- 
rior con expresión de la edad, domicilio y profesión 
actual de cada uno, y de si sabe ó no leer y escribir. 

Segunda. La de los inscritos en el anterior que 
desde su publicación hubiesen fallecido ó perdido el 
derecho electoral por incapacidad ó pérdida de vecin- 
dad, con expresión de la causa. 

Tercera. La de los que teniendo en el expresado 
día adquirida la vecindad con el tiempo de residencia 
que exige el artículo 1.°, no consten en la lista primera. 

Cuarta. La de aquellos para quienes se hubiese 
suspendido el ejercicio de derecho electoral. 

A estas listas, de cuya exactitud con sus necesa- 
rias referencias responderán con certificación en cada 
pliego el Alcalde y el Secretario del Ayuntamiento, 
acompañará el anuncio que también se repetirá por 
pregones en donde sea acostumbrado, de que el día 
20 del propio mes habrá de reunirse en la sala de se • 
siones del Ayuntamiento la Junta municipal del Cen- 
so electoral, ante la cual todo vecino podrá hacer por 
escrito ó de palabra, y justificar documentalmente 
cuantas reclamaciones se refieran al derecho del su- 
fragio. 

Dichas listas y anuncios permanecerán expuestos 
en el mismo sitio, bajo igual responsabilidad, hasta el 
día de la celebración de la Junta á que se refiere el 
párrafo precedente. 

Art. 13. El día 20 del mismo mes de abril, á las 
ocho de la mañana, la Junta municipal del Censo se 
constituirá en sesión pública en la sala de sesiones del 
Ayuntamiento. 

El Presidente pondrá sobre la mesa, á disposi- 
ción de la Junta , las listas á que se refiere el artículo 
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anterior con sus justificantes, y los documentos de que 
habla el articulo 11. 

La Junta oirá cuantas reclamaciones se hagan so- 
bre exclusiones, incluciones ó rectificaciones, por sus 
individuos ó por cualquiera otro vecino, y admitirá 
los documentos, y no otra prueba, que se presenten 
para justificar dichas reclamaciones. 

El Secretario expedirá recibo en el acto de cada 
una de las reclamaciones y documentos con ellas pre- 
sentados, y consignará en el acta los nombres de los 
reclamantes, los de las personas á quienes afecte la 
reclamación y relación de los documentos con que se 
pretenda justificar cada una. 

Las actas de las sesiones públicas se firmarán in- 
mediatamente por los individuos de la Junta y por los 
reclamantes, para quienes es igualmente obligatoria 
esta solemnidad. 

Terminada la sesión pública, la Junta procederá 
inmediatamente á la formación de las listas siguientes: 

Primera. De los electores que hubiesen fallecido 
después de la última rectificación. 

Segunda. De los que por incapacidad hubiesen 
perdido el derecho electoral ó se hallaren por otra 
causa indebidamente inscritos en las listas definitivas. 

Tercera. De los que teniendo las condiciones de 
edad, vecindad y residencia necesarias para ser 
elector, según el artículo 1.°, no consten en las listas 
definitivas del año anterior. 

Cuarta. De los inscritos en las listas del año ante- 
rior que hubiesen perdido la vecindad. 

Quinta. De los electores cuyo derecho se hubiese 
suspendido. 

Sexta. De los electores cuya incapacidad ó sus- 
pensión hubiese terminado. 

Séptima. De las reclamaciones de inclusión. 

Octava. De las reclamaciones de exclusión. 

En las seis primeras listas no se incluirán otros 
nombres que los de aquellos que no hubieren sido ob- 
jeto de reclamación. 

Sobre cada una de las reclamaciones informará 
la Junta, expresando los fundamentos de sus informes, 
así como los de los votos de la minoría que hubiere* 
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Bl Secretario levantará acta expresiva de todos 
los acuerdos, que será firmada como la de la sesión 
pública. 

En pliegos separados se copiarán del acta las lié- 
tas de que habla este articulo, á cada una de las cuales 
acompañarán los documentos é informes correspon- 
dientes, y se remitirán al Presidente de la Diputación 
por el primer correo. Todas las hojas de estos plie- 
gos irán rubricadas por el Presidente, por dos indivi- 
duos de la Junta designados por ésta, y por el Secre- 
tario. 

A la vez se enviará nota acordada por la Junta de 
los errores materiales que las últimas listas definitivas 
contengan, ó negativa en su caso, cuya nota se anun- 
ciará al público en la forma prevenida en el artículo 12. 

El pliego será entregado por el Secretario, bajo 
su responsabilidad, en la estafeta más próxima, de la 
cual se obtendrá recibo, que se unirá al expediente. 

Art. 14. El día 1.° de mayo se constituirá en el 
salón de sesiones de la Diputación provincial la Junta 
provincial del Censo electoral. 

La sesión, que será pública, se abrirá á las ocho 
de la mañana. 

El Secretario dará cuenta de las listas recibidas 
por orden alfabético de Ayuntamientos, y se aproba- 
ran las que no sean objeto de reclamación. Podrá ha- 
cerla quien acredite la cualidad de vecino del distrito 
electoral respectivo, ó su representación, ó quien sea 
ó haya sido Senador electivo, Diputado á Cortes ó 
provincial, formulándola en el acto en términos bre- 
ves y con los documentos que la apoyen. 

Aprobadas las listas que no se impugnen se exami- 
narán las demás, abriéndose discusión acerca de cada 
una de las reclamaciones entre las personas á quienes 
se refiere el párrafo anterior. 

Solamente hablará una persona en pro y otra en 
contra. Los individuos de la Junta, por conducto de 
su Presidente, podrán obtener los esclarecimientos de 
hecho que sean pertinentes. Xo se admitirán decla- 
raciones de testigos. 

Terminada la sesión pública, la Junta resolverá 
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por mayoría de tocos sobre cada inclusión ó exclusión, 
y hará que en Boletín etíraordinario se publiquen al 
día saínente sus acuerdó*, con sacima expresión de 
los fundamentos de cada ano y de los voto* particula- 
res si los hubiere. 

Art," 15. Estas resoluciones serán apelables ar.u: 
la Audiencia territorial por cualquiera de las perdona.*» 
que tienen derecho á ser oídas por la Junta pro . inciai* 
aunque no nucieren reclamado. 

£1 recurso se interpondrá por escrito 6 por mani- 
festación verbal ante e! Secretario de la fyiputaií^n 
dentro de los tre> día* natta'ale* posíeríore* á la pu- 
blicación del aeseráo. El Secretario dará reguardo 
de la apeiací jo íxttcrpTBfcSía. 

En los sóénaierjtís tres día-» se remitirán de raía 
vez al Presíátate de la Aucj^r^ía jos especíeme* cii- 
yas resoluciones se ape!«;x- 

Pasado^ á li Síila de l'j civil. éVia señalará icn.e- 
diaiainente día para la vista, q je habrá áe celebrar s«r 
dentro dek>^ sei~ si¿::iie^ies. io cual *e kar.¿ p- t:\iuo 
en la tabla de tsdktos de la Audiencia. 

El expediente c;ue¿axá de manifestó á 1¿ls partee 
en la Secretaria de S^la. 

La vista se celebrará preci sámeme e£ día señala- 
do, con asistencia del l-is'^a.3 y con la áe2 apelante ó oe 
Abogado de su desiírnaji'*:. si compare ji^se*.. to- 
aren presentarle en el a*to nuevos doxrumentos- 

En el mismo tfla ó en el ti guíeme se airará reso- 
lución irrevoca v >if , que se hará piolita en ia tab¿a de 
edictos, bajo h* responsabilidad del Secretario, y s*r 

en el día inmediato, en pik-£© ceruücado. 

devolución del expediente, al Pregúeme de la 
reputación. 

Cuando el Tribunal considere temeraria la apela- 
ción, podrá condenar en cosías al apeianu . 

-En otro caso serán de oliciu. 

Sá el número de recursos deducidos lo exi¿íie^e, 
la Audiencia se dividirá en tamas secciones ae tres» 
Magistrados como lo permita su dotaciún total, con 
exrtnsáón de los Magistrados suplentes. 

Todas las cuestiones ae procedimiento que se sus- 
citen y no se faali*-n pre\i*tas en este artícuio, se aeci- 
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- razo s* marcad os, es curo caso 
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: j correspondientes ceniti- 
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y á los Jueces de instrucción, de primera instancia y 
municipales de las referentes á los Ayuntamientos de 
sus jurisdicciones. Estos funcionarios conservaran 
dichos documentos en los respectivos archivos, para 
que puedan ser consultados. 

En la Secretaria de la Diputación provincial se 
facilitarán en todo tiempo á cualquier elector, median- 
te precio módico, ejemplares autorizados de las listas 
definitivas. 

Art. 17. En las Secretarías de las Diputaciones 
provinciales se abrirá un libro titulado Censo electo- 
ral, dividido en tantas partes cuantos fueren los Mu- 
nicipios de la provincia. 

Cada una de estas partes tomará el nombre del 
Ayuntamiento á que corresponda, y se dividirá A la 
vez en secciones correspondientes á las electorales. 

En cada una de las secciones se inscribirán, según 
dispone el artículo 9.°, con numeración correlativa, y 
por orden alfabético de primeros apellidos, éstos y los 
nombres de los respectivos electores, con expresión, 
ademas, de su edad, domicilio y profesión, y de si sabe 
leer y escribir. 

Por notas marginales, autorizadas por el Presi- 
dente y Secretario de la Diputación, con referencia á 
los respectivos documentos, se expresarán las exclu- 
síonesy las suspensiones del ejercicio del derecho elec- 
toral, y en su caso la cancelación de estas anotaciones, 
así como las bajas y altas que se produzcan A virtud 
de lo dispuesto en el título rt.° de esta ley. 

Los libros del Censo se exhibirán gratuitamente 
en todo tiempo á cualquiera que lo solicite, así como 
en los Ayuntamientos las listas do quo habln el artícu 
lo 1G. 

En el libro del Cliiso no podrán Ikll-ltm; raspadu- 
ras ni enmiendas, y 1:is di' iodo puní" indispensables 
; salvarán por nota qu.- <;m,n, en ,1 |'i< ■-idonte de la 
Diputación y ol SoTei.i.n >. >:. ii. ]■. . I pi ¡ni.ro conoci- 
■ l-i (unta oi-nlra!. 

Corresponde á la Junta central del Cen- 

eccionar y dirigir cuantos serví- 
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dir£n £or todas las reglas generales de la ley de En- 
juiciamiento civil, en cuanto no se embarece la reso- 
lución principal en los plazos*marcados, en cuyo caso 
el incidente que surja se decidirá dentro de. ellos, con 
audiencia verbal de los interesados y del Fiscal» 

Art. 16. Recibidas las correspondientes certifi- 
caciones de la Audiencia en la Secretaría de la Dipu- 
tación, se reunirá de nuevo la Junta provincial el día 
1.° de junio, y en virtud del contenido de aquéllas y 
de sus acuerdos no apelados, determinará los nom- 
bres de los electores cuyo derecho quede reconocido, 
y mandará hacer en el Censo electoral las correspon- 
dientes inscripciones de los que no lo estuvieren en él t 
de la manera que previene el artículo siguiente. 

Cuando el número de electores de un Municipio 
resultare mayor de 500, la misma Junta, previo infor- 
me de la municipal, acordará, antes del día 8 de junio, 
la distribución de aquellos, según los respectivos do- 
micilios, en cuantas secciones corresponda por vir- 
tud de lo dispuesto en el artículo 23, asignando á 
cada una un número próximamente igual dentro de las 
condiciones de cada localidad. 

Del Censo se copiarán por orden alfabético los 
nombres de los electores de cada Municipio, separán- 
dolos por secciones, con exclusión de aquellos cuya 
incapacidad, suspensión ó baja consten, y las copias 
constituirán las listas definitivas que habrán de impri- 
mirse y publicarse en el Boletín ofltiai antes del día 
15 de junio. 

Un ejemplar impreso de la lista correspondiente á 
cada Municipio, autorizado por el Presidente y por el 
Secretario de la Diputación, y selladas todas sus hojas 
se remitirán en pliego certificado al respectivo Alcal 
de, el cual dará conocimiento de ella á la Junta muni- 
cipal y hará fijar al público, por espacio de tres días 
inmediatos, una copia de aquel ejemplar, que quedará 
archivado. De la exactitud completa de la copia res- 
ponderán el Alcalde y el Secretario del Ayunta- 
miento. 

Ejemplares iguales remitirá también en pliego 
certificado el Presidente de la Diputación al del Con- 
greso de los Diputados y al de la Audiencia territorial, 
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y á los Jaeces de instrucción, de primera instancia y 
municipales de las referentes 4 los Ayuntamientos de 
sos jurisdicciones. Estos funcionarios conservarán 
dichos documentos en los respectivos archivo», para 
que puedan ser consultados. 

En la Secretaría de la Diputación provincial se 
facilitarán en todo tiempo á cualquier elector, median* 
te precio módico, ejemplares autorizados de las listas 
definitivas. 

Art. 17. En las Secretarías de las Diputaciones 
provinciales se abrirá un libro titulado Censo electo- 
ral, dividido en tantas partes cuantos fueren los Mu- 
nicipios de la provincia. 

Cada una de estas partes tomará el nombre del 
Ayuntamiento á que corresponda, y se dividirá, á la 
vez en secciones correspondientes á las electorales. 

En cada una de las secciones se inscribirán, set^ún 
dispone el artículo 9/' t con numeración correlativa, y 
por orden alfabético de primeros apellidos, ¿stos y ios 
nombres de los respectivos electores, con expresión, 
además, de su edad, domicilio y profesión, y de sí sab<- 
leer y escribir. 

Por notas marginales, autorizabas ¡»r el Presi- 
dente y Secretario de la Diputación, con re íer<%'- ~La á 
los respectíros documentos, se < ¿pr< sará> Jas <£<!u 
sionesy las suspensiones ¿el ejercí iv del cerveceo < lee- 
toral, y en su caso la cancelación «¿e <_.>tas avr-aci^e-, 
así como las bajas y alus que v ~ pn*juz' v- á v V-uzi 
de lo dispuesta en el ti: vio >.' cV e*ta l<-y- 

Los libros del Censo se e¿á ioiráJ. :cra.t^i~u*<'U-i- 
en todo tiempo i cualquiera que ¿o sol^iu- , <*¿»1 */ojuv 
en los Ayuntamientos las Jistas cic qt-e ia.bla el anl. u 
lo 16. 

JEjl el libro oei Cen^o uo poorán nacerle raspadu- 
ras ni enmiendas, y las cié toáo punió inculpen:»*. l»ji > 
se sahraráu por nota qu* auioni eii ei Prí-ai&^riiv oe i«. 
DápafcaciJai }' ei Secretario, Qanúo e" primeio colk/*c- 
núento á la Junta central. 

Art. 18. Corresponde a ia Junta cenual Gel Cero- 
so electoral; 

*o. Inspeccionar y dirigir cuatiua» serví- 
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cios se refieran al Censo, su formación, revisión y 
conservación. 

Segundo. Conservar los ejemplares impresos de 
las listas definitivas copiadas de los registros provin- 
ciales. 

Tercero. Comunicarse por medio de su Presi- 
dente con todas las Autoridades y fuucio nanos pú- 
blicos. 

Cuarto. Recibir y resolver dentro de su compe- 
tencia cuantas quejas se la dirijan. 

Quinto. Ejercer jurisdicción disciplinaria sobre 
todas las personas que intervengan con carácter oficial 
en las operaciones electorales, imponiendo multas 
hasta la cantidad de 1,000 pesetas, las que, en su caso, 
exigirán por su orden los Jueces de primera instancia. 

Sexto. Dar cuenta al Congreso de los Diputados 
de cuanto considere digno de su conocimiento. 

Art. 19. Publicado el Real decreto de convocar 
toria de una elección, los Alcaldes harán exponer al 
público las listas definitivas hasta el día en que aquélla 
termine. Los Jueces municipales remitirán á los Al- 
caldes el día anterior á la elección listas certificadas 
y separadas, correspondientes á las secciones electo- 
rales expedidas por los Secretarios de los Juzgados, 
con referencia al Registro civil, de los electores in- 
cluidos que hubiesen fallecido, y los Jueces de ins- 
trucción y de primera instancia harán igual envío, con 
la antelación necesaria, de análogas listas certificadas 
á los Alcaldes de su jurisdicción, ó certificación nega- 
tiva, en su caso, de los electores de su término muni- 
cipal sobre quienes hubiese recaído, desde el día 1.° 
de abril último, resolución judicial firme que afecte á 
su capacidad electoral. 

Los Presidentes de las Diputaciones enviarán 
también con igual oportunidad, y también separada- 
mente por secciones, á los Alcaldes respectivos, certi- 
ficaciones de las bajas y altas producidas en el Censo 
general por pase de electores al de Colegios espe- 
ciales. 

Los Jueces de instrucción y de primera instancia 
comunicarán además en pliego certificado, puesto en 
el correo con la anticipación precisa, al Presidente de 



Ya. Diputación provincial, el contenido de lab certifica- 
ciones parciales que en cumplimiento de lo dispuesto 
en este artículo remitieren á los Alcalde. 

Los Alcaldes pondrán á disposición de la Mesa 
electoral, en el momento de su constitución, las ex- 
presadas certificaciones, el original de las usías deti 
nitivas y cuantos documentos se reíieran al derecho 
electoral, j á la vez bajío su personal responsabilidad 
harán fijar y mantener durante la votación en el lugar 
más fácilmente visible, á la entrada en el Colegio. lis»- 
ta por ellos autorizada de los electores á cuyo oerevbo 
afectan dichas certificaciones. 

Xo tendrán derecho á votar los electores com- 
prendidos en estas listas: pero sí insistieren personal- 
mente en ejercitarle, se admitirá su voto, haciéndolo 
constar en el acta, y se dará noticia del hecho á los 
Tribunales para lo que corresponda. 

Art. 20. Los plazos señalados en las distintas 
disposiciones de este título son improrrogables, con- 
tándose en ellos los días festivos, que serán hábiles». 

El funcionario público que deba recibir algún 
documento ó comunicación de otro, si no lo recibiera 
tan pronto como pueda llegar á su poder, dispondrá, 
bajo su personal responsabilidad, que inmediatamente 
se recoja por comisionado especial, á costa del que 
hubiera debido enviarle. 

Los Alcaldes, sin embargo, no podrán expedir 
comisiones contra los Jueces de instrucción y de pri- 
mera instancia; pero darán cuenta de las omisiones de 
éstos al Presidente de la Diputación provincial del mo- 
do más rápido posible. En tal caso, el Presidente de la 
Diputación provincial lo hará por sí, dando cuenta á 
la Junta provincial para los demás que corresponda. 

En caso de no poderse obtener inmediatamente el 
documento que hubiere debido remitirse, el comisio- 
nado recogerá los datos precisos por ante Notario, y 
á falta de éste, acompañado de tres testigos electores 
de la sección respectiva, á costa y bajo la responsabi- 
lidad del que hubiere dado lugar á la diligencia. 

Las sesiones que deban celebrar las Juntas del 
Cesso electoral en día lijo, no tendrán lugar en otros 
sino cuando sea indispensable la continuación de la 
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empezada, ó cuando haya faltado número suficiente de 
individuos para constituirla. 

Estas sesiones durarán diez horas cada día, y po- 
drán prorrogarse, cuando lo exija el cumplimiento de 
un plazo perentorio, siempre que lo acuerden las dos 
terceras partes de los Vocales. 

Si hubiera de continuar más de un día, se dará en 
cada uno conocimiento del hecho á los Presidentes de 
las Juntas provincial y central; no se levantará ninguna 
sesión sin que se haya deliberado y resuelto sobre to- 
das las reclamaciones de que se hubiera dado cuenta, 
á cuyo fin se destinarán las tres últimas horas de cada 
sesión. Esta no podrá suspenderse sino por espacio de 
una hora, después de transcurridas cinco á lo menos. 

La asistencia á las sesiones es obligatoria para 
los Vocales natos y para los suplentes convocados, 
los cuales incurrirán en personal responsabilidad cuan- 
do sin justa causa no concurrieren ó no se excusaren 
oportunamente. 

Todas las solicitudes, actas, certificaciones y dili- 
gencias referentes á la formación y revisión del Censo 
electora], así como las actuaciones judiciales relativas 
á él, serán gratuitas, y se usará para ellas papel común. 

Las Autoridades y los funcionarios públicos ó 
eclesiásticos encargados de los respectivos archivos 
expedirán gratuitamente y en papel común cualquiera 
clase de documentos que necesite el lector ó vecino 
para acreditar su capacidad, ó la capacidad ó incapa- 
cidad de otros electores. Estos documentos se pedi- 
rán por medio de solicitud expresiva del objeto á que 
se destinen, y no serán admitidos en ningún Tribunal 
ni oficina sino para acreditar el derecho ó incapacidad 
de los electores. 

Los que con otro fin se valiesen de ellos, serán 
considerados como defraudadores de la renta del papel 
sellado. 

TÍTULO III 

DE LOS DISTRITOS Y COLEGIOS ELECTORALES 

Art. 21. Los Diputados á Cortes serán elegidos 
directamente por los electores de los distritos y délos 
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Colegios especiales; pero despiu's de nombrado*» y mi 
mitidos en el Congreso, representan individual y t o 
lectivamente á la Nación* 

Art. 22. En los distritos en que dchaeln¿¡r&c mu 
Diputado, cada elector no podrá dar tálidariirnie mi 
voto más que á una persona; cuando *<: elijan ináa dr 
uno, hasta cuatro, tendrá derecho á votar á uno (iiritm 
del número de los que hayan de cleg ¡Pk:, a do* mmoo 
si se eligieran más de cuatro, y á trri mr-rio-i si c# 
eligieren más de ocho. 

Art. 23. Los distritos .se dividirán en -.#-# i-ínnr^ 
electorales. Cada término municipal « onaifuirá uím 
sección si no excede de IV jo el nú rru.ro <1* sus <.Ua u»ir ?, 
dos si no excede de l,oCo; tre* *i no tií-T/i*: íj/ I , ",oo 
y así sucesivamente, 

Art. 2-i. Coa-ítítuirán colirio» ':'íf.':i.**ii''5 f / f' í» 
drán derecho á eie^ir un IjípataJo a Coro •* f^r / * .; * 
r>,0«» electores d*r q.af: v: oviv.p'/ív^ m í.j : L'ú* /' ri.il.* ■ 
des literaria.*. Lir* Sc< .>^ia«i'ct *^j»i^'*ft»u .% * •/ . *-..».. ¿'* : 
del Pal-» y Li» Carrear*.* ■',*: Coí/.at v> p ,4./; *i»f~*,i ; / 

Las Cor^cci./xr^r'* <tx ;rcím^i '. ^: ¿/* >u > •/ .*♦ «. 
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La baja en el Censo electoral general para pasar 
á formar parte de los colegios especiales habrá dé 
solicitarse por comparecencia ante la Junta provincial 
y certificando del conocimiento del solicitante el Se- 
cretario de la misma, ó por escrito acompañando acta 
notarial en que, con. fe del conocimiento por el Notario, 
se haga constar la solicitud del elector de pasar al 
colegio especial, ó por comparecencia ante Ja Junta 
municipal, que constar*! en acta que firmarán el Pre- 
sidente, el Secretario y el elector que solicitare la 
baja. 

Para dejar sin efecto la nota de baja que expresa 
el número 2.° de este articulo será preciso acreditar, 
con certificación del Presidente y Secretario del Cole- 
gio especial, que el elector no llegó á ser alta en él, ó 
que le dio la baja á su instancia. Para acordar esta 
baja en el Colegio especial habrá de solicitarse de la 
Junta directiva del Censo del mismo en la forma de- 
terminada en el párrafo anterior. 

El Presidente de la Junta provincial dará inme- 
diatamente conocimiento al de la municipal respectiva, 
para los efectos del artículo 19, de la cancelación de 
la nota de baja en el Censo electoral general. 

Art. 26. Cuando la Corporación en cuyo Censo 
haya de inscribirse el elector sea una Universidad li- 
teraria, será indispensable además presentar un título 
facultativo ó profesional, y residir dentro del distrito 
universitario. 1 Cuando se trate de una Sociedad econó- 
mica ó de una Cámara de Comercio, industrial ó agrí- 
cola, ser socio ó miembro numerario ó correspondiente 
de ella, con arreglo á las disposiciones generales de 
carácter oficial por que se rija su organización y á sus 
estatutos. 

Art. 27. En las Universidades literarias la for- 
mación y rectificaciones del Censo electoral estarán á 
cargo de una Junta, compuesta del Rector Presidente, 
de los Decanos de las Facultades, y de los Directores 
de los Institutos y Jefes de las Escuelas superiores, 
especiales y profesionales establecidos en la misma 
ciudad. 

En las Sociedades económicas y Cámaras de Co- 
mercio, industriales -y agrícolas, estas funciones co-' 



i-responderán á las respectivas Juntas directivas ó de 
gobierno. , ■ 

Art. 28. El Censo electoral especial para las 
Universidades literarias, Sociedades económicas de 
Amigos del País y Cámaras de Comercio, industriales 
y agrícolas, se rectificará anualmente sobre la base de 
la rectificación hecha en el general. 

-Esta rectificación y la resolución de las reclama- 
ciones de inclusión y exclusión que se presenten por 
el concepto especial del Colegio se verificará por las 
Juntas expresadas en el articulo 27, desde el día 15 al 
30 de junio 

Las resoluciones de estas Juntas se comunicarán 
inmediatamente á la provincia del censo A que corres- 
ponda el domicilio de la oficina principal de aquellas 
Corporaciones, para que se inserten en el número ex? 
traordinario del Boletín oficial de la provincia. 

Art. 29. De las resoluciones de inclusión ú ex- 
clusión en los censos especiales podrá apelar ante la 
Audiencia territorial respectiva cualquiera de las per- 
sonas á quienes el artículo 14 atribuye el derecho de 
reclamar. La apelación se interpondrá dentro del 
plazo de quince días, á contar desde la publicación de 
las resoluciones en el Boletín oficial t pudiéndose 
acompañar los documentos en que se funde la impug- 
nación. 

La Audiencia, dentro de ios quince días siguien- 
tes A la interposición de la apelación, y previo informe 
de la Junta cuya resolución se haya impugnado, y con 
citación de la misma y el elector interesado en su caso, 
resolverá en la forma y condiciones establecidas en el 
articulo 15, y comunicará de oficio su resolución í Ea 
Junta provincial correspondiente dentro del término 
de tercer dia. 

Art. 30. Con el resultado de estas apelaciones 
se rectificarí definitivamente el censo especial de las 
Corporaciones, publicándose el nuevo en número es 
traordinario del Boletín oficial de la provincia ¡totes 
del día 15 de septiembre de cada año, y regirá hasta 
la rectificación del año siguiente. La Junta provin- 
cial remitirá ejemplares del mismo, sellados y firma 
dos, A la Junta central del censo electoral, A la Presi- 
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dencia de las Corporaciones respectivas, aí Presidente 
de la Audiencia territorial y á los Jueces de instruc- 
ción, de primera instancia y municipales á que corres- 
pondan los domicilios de los comprendidos én el censo 
primero. 

Art. 31. Del 15 al 20 de septiembre las Juntas 
encargadas de los censos especiales dividirán su Cuer- 
po electoral en las secciones necesarias para la vota- 
ción, no debiendo pasar de 500 el número de electores 
de cada una, y agrupando á éstos según su domicilio. 

También designarán para cada sección un Presi- 
dente ordinario y un suplente, que lo serán los de las 
Corporaciones asociadas con arreglo al articulo 24, si 
las hubiere, ó los del establecimiento ó sucursal de 
más representación que las mismas Corporaciones 
tengan en las respectivas localidades, y en su defecto, 
los socios más antiguos que residan en ellas. 

A la vez señalarán los locales en que se hayan de 
constituir las secciones, los cuales serán de la depen- 
da de la Corporación ó Corporaciones que formen el 
Colegio, si los tuvieren. La división y designaciones 
referidas se comunicarán dentro del plazo expresado 
á la Junta central, la cual podrá aprobarlas ó modifi- 
carlas. Igualmente se comunicarán á la Junta provin- 
cial. Si el día 1.° de octubre no hubiese ésta recibido 
resolución de la Junta central, se entenderán aproba- 
das, y en todo caso se publicarán por la Junta provin- 
cial en el Boletín oficial antes del 15 de octubre, 
remitiendo á la Junta central, á la Presidencia de las 
Corporaciones respectivas y á las de cada sección, 
ejemplares firmados y sellados. 

Publicado el Real decreto de convocatoria de una 
elección en colegio especial, los Presidentes de sec- 
ciones expondrán inmediatamente al público, hasta el 
día en que aquélla termine, las listas definitivas de los 
electores que formen la sección respectiva. 

Los Jueces de primera instancia, de instrucción 
y municipales remitirán á los Presidentes de sección, 
bajo sobre certificado, y con la antelación precisa para 
que surtan electo en el día de la elección, las certifi- 
caciones determinadas en el artículo 19, en cuanto 
afecten á electores comprendidos en los censos e9pe* 
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cíales, notificando como en el citado articulo se pre- 
viene, el cumplimiento de este servicio al Presidente 
de la Junta provincial. 

Art. 32. Las Mesas y los procedimientos electo- 
rales de los colegios especiales se regirán por lo esta- 
blecido en esta ley para las Mesas y procedimientos 
electorales en los distritos, desempeñando fas funcio- 
nes que en dichas Mesas corresponden á los Alcaldes 
y á sus suplentes, los Presidentes de las Corporacio- 
nes y los designados para sus secciones. 

Los Intervantores serán designados por los candi- 
datos antes las Juntas provinciales del Censo electoral, 
para todas las secciones comprendidas en la provincia 
respectiva, y en la misma forma determinada en el 
articulo 39 y siguientes. 

El escrutinio general tendrá siempre lugar en el 
domicilio principal de la Corporación, bajo la presi- 
dencia de quien desempeñe la de la misma, sujetando.se 
dichas Mesas y la Junta de escrutinio en sus relacio- 
nes con el publico, con las Autoridades y con las Jun- 
tas central y provincial del Censo electoral, a las 
obligaciones impuestas á las Mesas y Juntas de escru- 
tinio de los distritos. 

Art. 33. En las Universidades literarias, Socie- 
dades económicas de Amigos del País y Cámaras de 
Comercio, industriales ó agrícolas, que hayan de ele- 
gir uno ó más Diputados, será aplicable en un todo lo 
dispuesto en el artículo 22, 

Art. 3-1. Ningún colegio especial comenzará ¡\ 
funcionar hasta que esté ultimado y publicado el Cen- 
so electoral correspondiente. 

ínterin no se halle constituido el colegio en la 
forma indicada en los artículos anteriores, los electo- 
res que hubieren solicitado su inclusión en el Censo 
del mismo no serán baja definitiva en el general del 
distrito á que pertenezcan, si bien se hará en él, con 
carácter provisional, las anotaciones procedentes. 

Una vez publicado el Censo y constituido el cole- 
gio, la Junta provincial lo comunicará á la central, asi 
como á las municipales, para que conviertan en defi- 
nitivas las anotaciones de bajas provisionales. 

En los casos en que se disuelva un colegio, o la 
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Junta central, en vista del resultado, del Censo, decla- 
re que aquél no puede funcionar por haber disminuido 
el número de electores que se requiere para consti- 
tuirlo, la Junta provincial lo comunicará á las munici- 
pales para que, en el primer caso, se cancelen defini- 
tivamente las anotaciones de baja en los Censos de 
distrito, y en el segundo se conviertan en provisionales 
hasta que el colegio se constituya de nuevo. 

La Junta provincial y las municipales darán co- 
nocimiento á las respectivas superiores de haber cum- 
plido las obligaciones que se les imponen en el párrafo 
anterior. 

Art. 35. La inscripción de un elector en un Censo 
especial impide su inclusión en otro de esta clase, 

TÍTULO IV 

DE LA CONSTITUCIÓN D£ LAS MES&S ELECTORALES 

Art. 36. En cada sección electoral habrá una 
Mesa, encargada de presidir la votación, compuesta 
de un Presidente y de los Interventores nombrados por 
la Junta provincial del Censo y por los candidatos que, 
teniendo derecho á designarlos, hagan uso del mismo. 

La Mesa electoral de cada sección se compondrá 
de cuatro Interventores por lo menos 

Será Presidente de la Mesa en cada sección elec- 
toral el Alcalde, y si éste no pudiese concurrir, ó en 
el término municipal hubiere más de una sección, pre- 
sidirán los Tenientes de Alcalde ó Concejales por su 
orden, ó en su defecto, los Alcaldes de barrio. 

No podrán presidir las Mesas electorales los Al- 
caldes, Tenientes y Regidores que desempeñen sus 
cargos interinamente por causa de suspensión admi- 
nistrativa de los propietarios, cuando contra éstos no 
se hubiere dictado auto de procesamiento. 

Las suspensiones administrativas de Alcaldes y 
Concejales contra quienes no se haya dictado auto de 
procesamiento cesarán diez días antes del señalado 
para la votación. 

Art. 37. Tendrán derecho á nombrar Interven- 
tores para las Mesas electorales de las secciones que 
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comprendan el distrito, colegios especiales ó circuns* 
crípción, los candidatos siguientes: 

Primero. Los ex-Diputados á Cortes que hayan 
representado el mismo distrito ú otro cualquiera de 
la provincia. 

Segundo. Los que hubiesen- luchado en el mismo 
distrito en elecciones anteriores y obtenido la quinta 
parte por lo menos del total de votos emitidos. 

Tercero. Los ex-Senadores elegidos por la pro- 
vincia á que pertenece el distrito ó circunscripción. 

Cuarto. Los candidatos para Diputados á Cortes 
propuestos por medio de cédulas firmadas por electo- 
res del respectivo distrito ó circunscripción, ó por 
actas notariales con intervención del funcionario com- 
petente, cuyos electores asciendan cuando menos á la 
vigésima parte del total de los comprendidos eq la 
lista ultimada del distrito ó circunscripción. 

Las solicitudes á la Junta provincial pidiendo la 
declaración de candidatos s^ dirigirán á aquélla h?sta 
el domingo inclusive anterior al señalado para la vo- 
tación. La fecha de las solicitudes y propuestas será 
precisamente posterior á la del Real decreto haciendo 
la convocatoria. 

La Tunta provincial declara candidatos á cuantos 
lo soliciten ó sean propuestos con arreglo á este ar- 
tículo, v al efecto de la declaración se entenderá 
exclusivamente para la facultad de nombrar Interven- 
tores de las Mesas electorales. 

Cada elector no puede concurrir á más de una 
propuesta. 

Art. 3S¿ £1 domingo inmediato anterior al seña- 
lado para la elección, á las ocho de la mañana, la Junta 
provincial del Censo se constituirá en sesión pública, 
debiendo asistir los candidatos por sí ó por medio de 
apoderados en forma legal. 

Dos electores presentarán personalmente cada 
propuesta, respondiendo de la autenticidad de sus fir- 
mas, y leídas éstas y las comunicaciones que se hayan 
dirigido á la Junta por los designados en los números 
l.°¿ 2.° y 3.° del artículo anterior, se procederá á la 
proclamación de los que reúnan las Condiciones Sefia- 
12 
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ladas en dicho artículo, expidiéndoles la correspon- 
diente credencial. 

En las islas Baleares y Canarias la Junta provin- 
cial, previa consulta y acuerdo de la central, anticipa- 
rá la sesión pública para la proclamación de candidatos 
y designación de Interventores el tiempo necesario á 
lin de que puedan comunicarse oportunamente á las 
demás islas del Archipiélago respectivo. En este caso 
se anunciará dicha sesión diez días antes en el Boletín 
oficial. 

Art. 39. En el mismo acto los candidatos pro- 
clamados, ó sus representantes debidamente autoriza- 
dos, podrán hacer la designación de Interventores y 
de suplentes para cada Mesa de las que en el respec- 
tivo distrito hayan de constituirse. 

Art. 40. • La Junta levantará acta expresiva de 
los nombres de los candidatos proclamados y sus In- 
terventores y suplentes, y dentro del siguiente día, á 
más tardar, la comiínicar4 por pliego certificado á la 
Junta central del Censo electoral, á los Alcaldes de las 
secciones respectivas y á todos los designados para 
Interventores y suplentes, citando á éstos para el día 
y hora en que haya de comenzar la votación. 

En este caso, como en cualquier otro de los com- 
prendidos en esta ley, si las comunicaciones postales 
ordinarias no alcanzasen á trasladar con la debida 
oportunidad las resoluciones, se transmitarán éstas 
telegráficamente, sin perjuicio de hacerlo también por 
el primer correo. 

A los candidatos proclamados ó sus representan- 
tes que reclamasen certificaciones de los nombra- 
mientos de Interventores se les facilitarán dentro de 
las veinticuatro horas. Estas certificaciones servirán 
de credencial á los nombrados para que se les admita 
como tales bajo la responsalidad del Presidente. Los 
Interventores designados y sus suplentes que no acep- 
ten el nombramiento lo manifestarán por escrito á la 
Junta municipal antes de la hora señalada para la 
elección. 

Los que en ese tiempo no lo hicieren se entiende 
que aceptan y quedan obligados al desempeño del 
cargo. 
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Art. 41. Para ser Interventor se requiere ser 
elector en el Municipio en que haya de constituirse la 
Mesa y saber leer y escribir. 

Art. 42. Si solamente se hubiera proclamado un 
candidato, éste podrá designar dos Interventores y dos 
suplentes para cada sección. Si se proclaman dos ó 
más candidatos, cada uno nombrará un Interventor y 
un suplente para cada sección. 

Art. 43. La Junta provincial, además, nombrará 
para Mesa de las secciones que comprenda el distrito 
ó circunscripción dos Interventores que correspondan 
á la sección respectiva, que sepan leer y escribir, y 
que por su edad y circunstancias ofrezcan garantías de 
imparcialidad. 

Estos dos Interventores habrá de escogerlos la 
Junta provincial de las listas que puede presentar en 
el acto cada uno de los candidatos proclamados. 

Si hubiere más de una lista, no podrá la Junta 
tomar los dos Interventores de la propuesta de un 
mismo candidato. Cada una de estas listas deberá 
comprender cuando menos diez nombres para cada 
sección. Si los candidatos no usaran de este derecho, 
nombrará la Junta dichos dos Interventores sin la li- 
mitación precedente. 

Si no hubiere proclamado ningún candidato, ó en 
caso de haberlos éstos no ejercitaran su derecho á 
proclamar Interventores para todas ó algunas de las 
secciones, la Junta provincial nombrará para todas 
ellas el número necesario de Interventores y sus su- 
plentes hasta completar el número de cuatro en cada 
sección. 

La Junta provincial hará el nombramiento de In- 
terventores que á la misma corresponde designar con 
arreglo, á los párrafos precedentes, en la sesión que 
celebre el domingo anterior al de la votación, teniendo 
en cuenta el número de que debe componerse cada 
sección, que es el de cuatro, y los que hayan podido 
nombrar los candidatos proclamados. 

En ningún caso dejará de nombrar la Junta pro- 
vincial dos Interventores y dos suplentes para cada 
sección de las que comprende el distrito ó circuns- 
cripción. 
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Art. 44. La Mesa, compuesta del Presidente y 
de los Interventores nombrados coa arreglo á los ar- 
tículos precedentes, se constituirá á las siete de la 
mañana en el local designado para la votación el do- 
mingo en que ésta deba tener lugar. 

Si á dicha hora faltara algún Interventor, así como 
su suplente, que no se haya excusado en tiempo, serán 
citados inmediatamente por escrito por el Presidente, 
á fin de que concurran á desempeñar su cometido an- 
tes de las ocho de la mañana 

Pasada esta hora se continuará la Mesa con los 
Interventores y suplentes presentes, y si no llegaran á 
cuatro, se completará dicho número con electores que 
estén en el local, prefiriendo á los de mayor edad que 
sepan leer y escribir. 

En cualquier momento, después de constituida la 
Mesa en que se presenten los Interventores nombrados 
por la Junta provincial, ó candidatos proclamados, 
entrarán en el ejercicio de sus fuuciones, continuando 
también los que hubieren tomado asiento en la Mesa. 

Art. 45. La votación se hará precisamente en la 
Sala capitular de los Ayuntamientos, y en donde hu- 
biere más de una sección, en los locales destinados á 
Escuelas públicas.* Si éstos no fuesen en número su- 
ficiente, el Ayuntamiento designará otros que sean 
adecuados. 

Ocho días antes del señalado para la elección, el 
Alcalde anunciará por medio de edictos que se fijarán 
en todos los pueblos de que conste cada sección, los 
locales en que hayan de constituirse las respectivas 
secciones electorales, y á la vez lo comunicará á la 
Junta provincial, sin que después pueda variar la de- 
signación. 

Los locales en donde se verifique la elección se 
abrirán el público antes de las ocho de la mañana. 



DEL PROCEDIMIENTO ELECTORAL 

CAPÍTULO PRIMERO 
De las votaciones 

Art. 46. En toda convocatoria para elección de 
Diputados á Cortes, sea 'ésta general ó parcial, se 
señalara nn solo día, que sera siempre domingo, para 
las votaciones. 

La votación se hari simultáneamente en todas las 
Secciones en el día designado, comenzando á las ocho 
en punto de la mañana y continuando sm interrupción 
hasta las cuatro de la tarde, en que se declarará 
definitivamente cerrada y comenzará el recuento de 
votos. 

Si por alteración material del orden público no 
pudiese tener lugar la votación en alguna sección en 
el dia señalado, la suspenderá su Presidente, anun- 
ciándola, tan luego como se haya restablecido el or- 
den, para el día inmediato siguiente en todos los 
pueblos de que se componga la sección 

De esta suspensión y de sus cansas se dará en el 
mismo día conocimiento á las Juntas provincial y 
central. 

Art. 47. La votación será secreta, y se hará en 
la siguiente forma: el Presidente anunciará «empieza 
la votación». Los electores se acercarán á la Mesa 
uno á uno, y, diciendo su nombre, entregarán por su 
propia mano al Presidente una papeleta blanca dobla- 
da, en la cual estará escrito ó impreso el nombre del 
candidato ó candidatos á quienes den su voto para Di- 
putados. 

El Presidente depositará la papeleta en la urna 
destinada al afecto, que será de cristal' ó vidrio tras- 
parente, después de cerciorarse', por el examen que 
harán los Interventores de las listas del Censo electo- 
ral, de que en ellas está inscrito el nombre del votan- 
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te, y dirá en alta voz: «Fulano (el nombre del elector), 
Vota». En todo caso el Presidente tendrá constante- 
mente á la vista del público la papeleta desde el mo- 
mento de la entrega hasta que la deposite en la urna. 
Dos de los Interventores al menos anotarán en la lista 
numerada los electores que voten, por el orden con 
que emitan su voto, confrontarán sus nombres con los 
de las listas definitivas, y expresarán en la anotación 
el número con que en éstas aparezcan. 

Art, 48. El derecho á votar se acreditará única- 
mente por la inscripción en los ejemplares certificados 
de las listas. 

Cuando sobre la identidad personal del individuo 
que se presentase á votar como elector ocurriese duda 
por reclamación que en el acto hiciese públicamente 
otro elector negándola, se supenderá la admisión de 
su voto basta que al final de la votación decida la Me- 
sa lo que corresponda sobre la reclamación propuesta. 

Art. 49. Ningún elector podrá votar en otra sec- 
ción que aquella á que corresponda según el Censo 
electoral. 

Art. 50. A las cuatro en punto de la tarde anun- 
ciará el Presidente en alta voz que se va á concluir la 
votación, y no se permitirá entrar á nadie más en el 
local, cerrando las puertas del mismo, si lo considera- 
se preciso. Preguntará si alguno de los electores 
presentes ha dejado de votar, y se admitirán los votos 
que se den á continuación. 

Inmediatamente, á puerta abierta, la Mesa deci-. 
dirá por mayoría, en vista de las cédulas de vecindad 
y del testimonio de los electores presentes, sobre la 
admisión de aquéllos respecto <le cuya identidad se 
hubiese reclamado. 

Én todo caso se mandará pasar tanto dé culpa al 
Tribunal competente para que exija la responsabilidad 
del que aparezca usurpador de nombre ajeno, ó la del 
que lo haya negado falsamente. A seguida votarán 
los individuos de la Mesa, y se firmarán por los Inter- 
ventores las listas de votantes al margen de todos sus 
pliegos y á continuación del último hombre escrito. 

Art. 51. Terminadas estas operaciones, el Pre- 
sidente declarará cerrada la votación y comenzará él 
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escrutinio , que se verificará leyendo él mismo ert alta 
voz las papeletas, que extraerá una á una de la urna, 
y poniéndolas de manifiesto á los Interventores, que 
confrontarán el número de ellas con el de votantes 
anotados ea las listas. 

Las papeletas no inteligibles, las que no conten- 
gan nombres propios de persona ó contuviesen escri- 
tos varios cuyo orden no pueda determinarse, se con- 
siderarán en blanco. Cuando haya varios nombres 
escritos unos después de otros, sólo se tendrán en 
cuenta el primero ó los primeros hasta el número de 
candidatos que, según el artículo 22. tenga derecho á 
votar cada elector, y los demás se reputarán no escri- 
tos. Si algún elector présente, Notario ó candidato 
proclamado, tuviese dudas sobre el contenido de una 
papeleta leída por el Presidente, podrá pedir en el ac- 
to, y deberá concedérsele, que la examine. En los 
casos de faltas de ortografía, leves diferencias de nom- 
bres y apellidos, inversión ó supresión de algunos de 
éstos, se decidirá en sentido favorable á la validez del 
voto y á su aplicación en favor de candidato conocido 
cuando no figure en la elección otro con quien no pue- 
da confundirse. Si sobre esto ó sobre la inteligencia 
de la papeleta no hubiere desde luego unanimidad en 
la Mesa, se reservará para lá terminación del escruti- 
nio la decisión de la duda, y entonces se hará por 
mayoría. 

Art. 52. Hecho el recuento de los votos, según 
resulte de las operaciones anteriores, preguntará el 
Presidente si hay alguna protesta que hacer contra el 
escrutinio, y no habiéndose hecho, ó después de re- 
sueltas por la mayoría de la Mesa las que se presen- 
ten, anunciará en voz alta su resultado, especificando 
el número de papeletas leídas, el de los votantes y el 
de los votos obtenidos por cada candidato. 

Art. 53. En seguida se quemarán á presencia de 
los concurrentes, las papeletas extraídas de la urna, 
con excepción de aquellas ¡X que se hubiese negado 
validez ó que hubiesen sido objeto de alguna reclama- 
ción, las cuales se unirán todas al acta, rubricadas por 
los Interventores, y se archivarán con ellas para te- 
nerlas á disposición del Congreso en su día. 
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Art. 54, El resultado del escrutinio se publicará 
inmediatmente por certificación fijada en la parte ex- 
terior del edificio en que se haya verificado la elec- 
ción, y remitiendo otras iguales, á la Junta central del 
Censo y al Presidente de la Junta provincial para su 
inserción en el primer número que se publique del 
Boletín oficial. 

Estas certificaciones se enviarán en el acto, bajo 
la responsabilidad del Presidente y de la Mesa, y de 
la manera prevenida en los párrafos primero y segun- 
do del artículo 56. 

Se darán también en el acto las certificaciones 
del mismo que pidan los candidatos presentes ó Nota- 
rios ó electore3. 

Art. 55. Concluidas todas las operaciones ante- 
riores y á puerta cerrada, el Presidente y los Inter- 
ventores de la Mesa firmarán el acta de la sesión, en 
la cual se expresará detalladamente el número de elec- 
tores que haya en la sección, según las listas del Cen- 
so electoral, el de los electores que hubiesen votado y 
el de los votos obtenidos por cada candidato, y se con- 
signarán sumariamente las reclamaciones y protestas 
formadas en su caso por los electores sobre la vota- 
ción ó el escrutinio, y las resoluciones motivadas de 
la Mesa sobre ellas, con los votos particulares si los 
hubiere. 

El acta, con todos los documentos originales á 
que en ella se haga referencia, y las papeletas de vo- 
tación reservadas según el artículo 53, se archivará 
en la Secretaría de la Junta municipal del Censo, á 
cuyo Presidente será remitida al efecto antes de las 
diez de la mañana del día siguiente inmediato al de la 
votación. 

La Mesa librará gratuitamente certificación de lo 
consignado en el acta ó de cualquier extremo de ella, 
á todo elector ó candidato que lo solicite. 

Art. 56. Dos copias literales del acta, autoriza- 
das por todos los individuos de la Mesa, serán entre- 
gadas inmediatamente en la Administración ó estafe- 
ta más cercana, en pliegos cerrados y sellados, en cu- 
ya cubierta certificarán de su contenido todos los in- 
dividuos de la Mesa. 
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El Administrador del correo dará recibo, con ex- 
presión del día y hora en que le fueran entregados los 
pliegos, y certificados los remitirá inmediatamente ai 
Secretario de la Junta central del Censo y al Presi- 
dente de la municipal de la cabeza del distrito elec- 
toral. 

La entrega de estos pliegos en la Administración 
de Correos, deben hacerla el Presidente de la Mesa y 
el Interventor nombrado según el artículo siguiente, 
y siendo ambos responsables de la omisión ó retraso 
que no estén plenamente justificados en el cumplimien- 
to de esta obligación. 

Cuando el envío de los pliegos haya de hacerse á 
Presidente de Juntas que residan en la misma pobla- 
ción que las Mesas electorales, se entregarán perso- 
nalmente en las respectivas Secretarías. 

Todos los candidatos tendrán derecho á que se le 
expidan certificaciones del resultado de la elección. 

Art. 57. Antes de disolverse la Mesa electoral, 
designará á uno de sus Interventores para concurrir, 
en representación de la sección, á la Junta de escruti- 
nio general. 

Esta designación se hará por mayoría de los indi- 
viduos de la Mesa, resolviéndose el caso de empate en 
favor del Interventor de más edad de los que hubiesen 
obtenido igual número de votos. Al designado se le 
dará la credencial correspondiente de su nombramien- 
to, firmada por el Presidente y todos los Intervento- 
res, y otra copia literal del acta igual á las remitidas 
á las Juntas central y municipal del Censo* 

Art. 58. El Presidente de la Mesa tendrá dentro 
del Colegio electoral autoridad exclusiva para conser- 
var el orden, asegurar la libertad de los electores y 
mantener la observancia de esta ley. Las Autorida- 
des locales prestarán dentro y fuera del Colegio al 
Presidente los auxilios que éste les pida, y no otros. 

Sólo tendrán entrada en los Colegios electorales 
los electores de la sección, los candidatos proclama- 
dos por la Junta provincial, los Notarios para dar íe 
de cualquier acto relacionado con la elección y que 
no se oponga al secreto de la votación, y los depen- 
dientes de la Autoridad que el Presidente requiera. 
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tíl Presidente de la Mesa cuidará de que la entrada al 
local se conserve siempre libre y expedita á las per- 
sonas expresadas. Sin embargo, los Jueces de ins- 
trucción y sus delegados podrán entrar en los Colegios 
electorales siempre que lo exija el ejercicio de su 
cargo. 

Art. 59. Las estaciones telegráficas de servicio 
limitado, estarán abiertas desde las ocho de la maña- 
na del domingo en que tenga lugar la elección, hasta 
las doce de la noche del día en que se verifique el es- 
crutinio general. 

Art. 60. Nadie podrá entrar en el Colegio con 
armas, palo, ni bastón, ni paraguas, á excepción de 
los electores que por impedimento notorio tuvieran 
necesidad absoluta de apoyo para acercarse á la Mesa; 
pero éstos no podrán permanecer dentro del local más 
que el tiempo puramente necesario para dar su voto. 

El elector que infringiere este precepto, y adver- 
tido no se sometiere á las órdenes del presidente, será 
expulsado del local y perderá el derecho de votar en 
aquella elección, sin perjuicio de cualquiera otra res- 
ponsabilidad en que incurra. Las Autoridades podrán, 
sin embargo, usar dentro del Colegio el bastón y de- 
más insignias de su cargos 

Art. 61. No podrá estar á la puerta del Colegio 
electoral en ningún caso la fuerza de instituto armado, 
ni podrá penetrar en él sino por causa de perturbación 
del orden público y requerida por el Presidente. 

Art. 62. El escrutinio general se celebrará el 
jueves siguiente en la capital del distrito electoral, 
ante una Junta compuesta de los Interventores desig- 
nados á tenor del artículo 57. Estas Juntas serán pre- 
sididas en la capital de la provincia por el Magistrado 
más antiguo de la Audiencia de la misma capital, con 
exclusión del Presidente ó Presidentes de Sala ó de 
Sección. 

En los demás distritos lo serán por los Magistra- 
dos de la misma Audiencia de la capital, destinándolos 
por el orden de su antigüedad á las Juntas de pobla- 
ciones del mayor número de habitantes. Si no hubie- 
se en la Audiencia de la capital de la provincia núme- 
ro bastante de Magistrados para cumplir estas comi- 
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siones, las desempeñarán, guardando el mismo orden, 
los Magistrados de otras Audiencias que haya en la 
provincia y los Jueces de primera instancia, con arre- 
glo á su categoríay antigüedad; pero, en ningún caso, 
los Jueces en las localidades en que ejerzan su juris 
dicción. 

Art, 63. El dia señalado para la votación, las 
Salas o Juntas de gobierno de las Audiencias, harán 
la designación de los que deban presidir las Juntas de 
escrutinio, conforme á lo dispuesto en el articulo an- 
terior, dando conocimiento de la designación al Alcal- 
de de la cabeza del distrito electoral por medio del 
Juez respectivo y á las Juntas central y provincial, y 
proveyendo al nombrado de la credencial correspon- 
diente. 

El Magistrado ó Juez comisionado requerirá en 
su caso y obtendrá del Juez del partido y de las de- 
más Autoridades, el concurso que necesite para rl 
ejercicio de sus funciones. Sin su presencia no podrá 
celebrarse la Junta de escrutinio. 

En las provincias de Baleares y Canarias harán 
las Salas de gobierno de las respectivas Audiencias la 
designación de los Presidentes de Junta de escrutinio, 
con la anticipación necesaria para que oportunamente 
puedan trasladarse á cumplir este servicio. 

Art. 64. La Junta general de escrutinio se reu- 
nirá á las diez de la mañana precisamente en la Sala 
principal del Ayuntamiento, ó en otro local que el Al- 
calde ponga á su disposición, que habrá de ser en tal 
caso igualmente decoroso y más capaz que aquella; 
pero no podrá entrar en funciones sin la concurrencia 
de la mayoría de los Interventores, si el número de 
secciones en que esté dividido el distrito electoral fue- 
se menor de cincuenta; ó sin la concurrencia de veinte 
y cinco en caso de que el número de secciones sea 
mayor. 

Art. 65. Las Juntas provinciales del Censo, te- 
niendo en cuenta la proximidad y medios de comuni- 
cación á la cabeza del distrito electoral, determinarán, 
publicándolo en los respectivos Boletines oficiales, las 
secciones hasta el número de la mitad más una de las 
que comprenda el distrito electoral, cuando sean estas 
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menos de cincuenta, ó hasta el de veinte v cinco cuan- 
do sean más, cuyos comisionados Interventores ten- 
gan que concurrir á la Junta de escrutinio bajo la res- 
ponsabilidad penal que establece esta ley; la concu- 
rrencia de los comisionados délas demás secciones 
será voluntaria. 

Si no se reuniere hasta las dos de la tarde el nú- 
ro de Interventores exigidos por el artículo anterior, 
ú otra causa imprevista impidiere la celebración de la 
Junta, el Presidente convocará para el día inmediato, 
notificándolo á los Interventores presentes y al públi- 
co por anuncio escrito, á la vez que á las Juntas cen- 
tral y provincial del Censo. 

En este caso la Junta se celebrará el día señalado, 
cualquiera que sea el número de los concurrentes. 

Art. 66. Reunida la mayoría ó el número preci- 
so de Interventores, el Presidente declarará constitui- 
da la Junta de escrutinio general, y designará á los 
cuatro Interventpres más jóvenes para que actúen co- 
mo Secretarios. 

Uno de éstos, de orden del Presidente, dará ante 
todo lectura de las disposiciones de esta ley referen- 
tes al acto, y en seguida comenzarán las operaciones 
del escrutinio, computándose los votos dados en todas 
las secciones sucesivamente, por el orden alfabético 
de las mismas. 

Para esto se pondrán sobre la Mesa, por el Presi- 
dente de la Junta municipal del Ceriso electoral, la s 
actas que habrá recibido de las secciones, conforme á 
lo dispuesto en el artículo 56, y el Presidente de la 
Junta de escrutinio dispondrá que se dé cuenta, por 
uno de los Secretarios, de los resúmenes de cada vo- 
tación, tomando los otros Secretarios las anotaciones 
convenientes para el cómputo total y adjudicación con- 
siguiente de los votos escrutados. A medida que se 
va van examinando las actas de las votaciones de las 
secciones, se podrán hacer y se insertarán en el acta 
de escrutinio las reclamaciones y protestas á que hu- 
biese lugar sobre la legalidad de dichas votaciones. 
Solamente los individuos de la Junta de escrutinio y 
los candidatos que estuvieren presentes al acto, po- 
drán hacer estas reclamaciones y protestas. 
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La Junta de escrutinio no podra anular ningún 
acta ni voto.. Sus atribuciones se Umitiran á verificar 
sin discusión alguna, el recuento de los votos emitidos 
en las Secciones del distrito, ateniéndose estrictamen- 
te A los que resulten emitidos y computados por las 
resoluciones de las Mesas electorales, según las actas 
de las respectivas votaciones. Si sobre este recuento 
se provocase alguna duda ó cuestión, se estará lo que 
decida la mayoría de los individuos de la misma Junta. 

La minoría, en su caso, podrá hacer constar en 
el acta su disentimiento y las razones en que lo funde. 

Art. 67. Terminado el recuento de todas las sec- 
ciones, se leerá en alta voz por uno de los Secretarios 
de la Junta el resumen general de sus resultados, y el 
Presidente proclamará en el acto Diputados electos á 
los candidatos que aparezcan con mayor número de 
votos de los escrutados en todo el distrito, hasta com- 
pletar el número de l*s que al mismo distrito corres- 
ponda elegir. 

En caso de empate, el Presidente proclamará Di- 
putados presuntos á los candidatos empatados, reser- 
vando al Congreso la resolución delinitiva que, según 
las circunstancias del caso, corresponda. 

Art. 68. Las disposiciones de los artículos ">S, 
60 y bl son aplicables á las sesiones de la Junta de es- 
crutinio general; pero tendrán derecho á entrar en el 
local en que se celebre, y en cuanto su capacidad lo 
permite, los electores del distrito y las demás personas 
señaladas en el articulo ó8. 

Art. 69. La Junta de escrutinio extenderá un 
acta, por triplicado, que suscribirán todos los indivi- 
duos de la misma que hubiesen asistido á la sesión, 
De estos tres ejemplares, uno se remitirá A la Junta 
municipal para su archivo, y los dos restantes, con los 
documentos anexos que constituyen el expediente, á 
la Secretaría de la Junta provincial, la cual archivará 
el uno, y el otro lo remitirá inmediatamente á la Jun- 
ta central con los documentos anexos. 

Art. 70. En las deliberaciones y acuerdos de la 
Junta de escrutinio sobre cuenta y adjudicación de 
votos, no tendrá el Presidente más participación que 
la necesaria para mantener el orden de la sesión. 
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Art. 71. Del acta de escrutinio general se expe- 
dirán certificaciones parciales en número igual al de 
los Diputados electos ó presuntos proclamados. 

Estas certificacioues se limitirán á consignar en 
relación sucinta el resultado de la elección con el re- 
sumen del escrutinio general y la proclamación del 
Diputado electo ó presunto, y con indicación precisa 
de las protestas ó reclamaciones y sus resoluciones, 
si las hubiere, ó de no haber habido ninguna en su ca- 
so. Estas certificaciones serán directamente remiti- 
das por el Presidente de la Junta á los cendidatos pro- 
clamados, á quienes servirán de credenciales de su 
elección para presentarse, en el Congreso. 

Art. 72. Terminadas todas las operaciones de 
la Junta de escrutinio general, el Presidente la decla- 
rará disuelta y concluida la elección. 

CAPÍTULO II 

De las elecciones parciales 

Art. 73. Solamente por acuerdo del Congreso 
su podrá proceder á elección parcial de Diputado en 
uno ó más distritos ó colegios especiales, por haber 
quedado vacante su representación en las Cortes. 

Art. 74. Para los distritos que con arreglo á es- 
ta ley deben elegir tres ó frías Diputados, solamente 
se entenderá que hay vacante en su representación en 
las Cortes, cuando por cualquiera causa faltasen dos 
por lo menos de sus Diputados. 

Art. 75. El Real decreto convocando á los Cole- 
gios electorales de uno ó más distritos para elección 
parcial de Diputados á Cortes, se publicará en la Ga- 
ceta de Madrid dentro de ocho días, contados desde la 
fecha de la comunicación del acuerdo del Congreso. 
En el mismo Real decreto se señalará el día en que ha 
de hacerse la elección, y no se podrá fijar este día antes 
de los veinte ni después de los treinta, contados desde 
la fecha de la convocatoria. 

Art. 76. La elección parcial se hará en el día 
señalado, por los trámites y en la forma prescritos por 
esta ley para las elecciones generales* 



CAPÍTULO III 

De la presentación 4e las actas y reclamaciones 
electorales ante el Congreso 

Art. 77. El Congreso, en uso de la prerrogativa 
que le compete por el artículo 34 de la Constitución, 
examinará y juzgará de la legalidad de las elecciones 
por los trámites que determine su reglamento, y ad- 
mitirá como Diputados á los que resulten legalmente 
elegidos y proclamados en los distritos y colegios es- 
peciales, si retinen la capacidad necesaria para ejercer 
el cargo y no están comprendidos en las incompatibi- 
lidades que declare la ley. 

Art. 78. En los casos de elección empatada, si 
uno solo de tos -candidatos empatados tuviese aptitud 
legal para ser Diputado, será proclamado y admitido 
desde luego, una vez aprobada la elección. 

También será admitido desde luego y proclamado 
por el Congreso, el que resulte legalmente elegido, si 
hubiese en el acta protestas que aparezcan justificadas 
contra la votación del otro ú otros candidatos empa- 
tados. 

A falta de estas diferencias será proclamado Di- 
putado entre los candidatos empatados: 

Primero. El que hubiere ejercido más veces el 
cargo. 

Segundo.. El que lo hubiere ejercido más tiempo. 

Tercero. El mayor en edad. 

Art. 79. Las actas de las Juntas de escrutinio, 
remitidas á la Junta central en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo t>9, se entregarán por éstas en 
cuanto lleguen á su poder, en la Secretaría del Con- 
greso, á cuya disposición tendrá aquella Junta, en to- 
do caso, los demás documentos r« ferentes á actas 
electorales. 

Art, 80. Los Diputados, electos ó presuntos, 
proclamados por las Juntas de escrutinio en eleccio- 
nes generales, deberán presentar la credencial res- 
pectiva dentro de dos meses, á contar desde el día de 
la reunión de las Cortes> 
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Para los proclamados en elección parcial, el plazo 
se contará desde el día de su proclamación por la Jun- 
ta de escrutinio. 

Se entenderá que renuncia su cargo, el que no 
presente la credencial dentro de los términos estable- 
cidos por este artículo, y en su consecuencia se decla- 
rará la vacante del distrito ó Colegio correspondiente 
después de resolver el Congreso sobre la legalidad de 
la elección. 

Art. 81. Si un mismo individuo resultase elegido 
por dos ó más distritos á la vez, optará por uno de ellos 
ante el Congreso dentro de los ocho días siguientes 
á la aprobación de la última de sus actas, si entonces 
estuviese ya admitido como Diputado, ó de treinta 
días en otro caso. 

A falta de opción expresa en uno ú otro término, 
decidirá la suerte ante el Congreso el . distrito que le 
corresponde, y se declarará la vacante con respecto á 
los demás. 

Art. 82. Los electores y los candidatos que hu- 
biesen figurado en una elección, podrán acudir ante el 
Congreso en cualquier tiempo, antes de la aprobación 
del acta respectiva, con las reclamaciones que les con- 
vengan, contra la validez ó resultado de la misma 
elección, ó contra la capacidad legal del Diputado 
electo, antes de que éste haya sido admitido. 

Art. 83. Cuando para poder apreciar y juzgar 
de la legalidad de una elección reclamada ante el Con- 
greso se estimase necesario practicar algunas investi- 
gaciones en la localidad de la misma elección, el Pre- 
sidente de la Cámara dará y comunicará directamen- 
te las órdenes á la Autoridad judicial del territorio á 
quien tenga por conveniente dar comisión al efecto, y 
la Autoridad comisionada se entenderá con el mismo 
Presidente en el desempeño de su cargo, sin necesi- 
dad de intervención del Gobierno. 

Art. S4. Después de aprobada por el Congreso 
una elección y de admitido el Diputado electo por ella, 
no se podrá admitir reclamación alguna, ni volver á 
tratar sobre la validez de la misma elección, ni tam- 
poco sobre la aptitud legal del Diputado, á no ser por 
causa de incapacidad posterior á su admisión. 
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TÍTULO VI 

PE LA SANCIÓN PENAL 

CAPÍTULO PRIMERO 
De los delitos 

Art. 85. La falsedad cometida en documentos 
referentes á las disposiciones de esta ley, de cualquie- 
ra de los modos señalados en el artículo 314 del Códi- 
go penal, constituye delito de falsedad en materia elec- 
toral, que será castigado con las penas establecidas 
en dicho artículo ó en el siguiente, según el carácter 
de las personas responsables. 

Igual delito constituirá y con las mismas pepas 
será castigada cualquiera omisión intencionada en ]ps 
documentos á que se refiere el párrafo anterior que 
pueda afectar ej resultado de la elección. 

Art. 86. Los Tribunales, sin embargo, rebaja- 
rán en uno ó dos grados las penas, iniponiéndpla^ gp 
el que estimen conveniente, según las circunstancias 
específicas del caso, el escándalo ó alarma que hubie- 
ren producido, y siempre que no resulte cope*}dad 
con otros delitos penados por el Código. 

Art. 87. Son documentos oficiales para los efec- 
tos de esta ley ; el censo y sus copias autorizadas, las 
actas, listas, certificaciones y cuantos emanen de per- 
sona á quien la ley encargue su expedición, ya tepgan 
por objeto facilitar ó acreditar el ejercicio del derecho 
electoral ó su resultado, ó garantir la regularidad del 
procedimiento. 

Art. 88. Serán castigados qon 'as pepas de arres- 
to mayor y multa de 500 á 5 000 pesetas, cuando las 
disposiciones generales del Código penal pp seftalép 
otra mayor, los funcionarios públicos que por dejar 4e 
cumplir íntegra y estrictamente los deberes impuestos 
por esta ley, ó por las disposiciones que $e dicten pa- 
ra su ejecución, contribuyan á alguno de los acto* ú 
omisiones siguientes: 

Primero. A que las Jfetas de electores, ya seap 
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preparatorias ó definitivas, no se formen con exacti- 
tud ó estén expuestas al público durante el tiempo y 
en el lugar correspondientes. 

Segundo. A cualquier alteración de los días, ho- 
ras ó lugar en que deba celebrarse cualquier acto, ó á 
que su modo de designación pueda inducir á error. 

Tercero. A manejos fraudulentos en las opera- 
ciones relacionados con la formación del Censo, cons- 
titución de las Juntas y Colegios electorales, votación, 
acuerdos ó escrutinios y propuestas de candidatos. 

Cuarto. A que no se extiendan cotí la exactitud 
expresión debidas ó no se firmen oportunamente y por 
todos los que deban hacerlo, ó á que no tengan el cur- 
so debido, l^s actas ó documentos electorales. 

Quinto. A cambiar ó alterar la papeleta de vota- 
ción que el elector entregue al ejercitar su derecho, ó 
á ocultarla de la vista del público antes de depositar- 
se en lá urna. 

Sexto. A que se impida ó dificulte á los electo- 
res, candidatos ó Notarios que examine por sí la urna 
antes de comenzar la votación, y al hacerse el escru- 
tinio las papeletas que de ella se extraigan. 

Séptimo. A la anotación intencionadamente 
inexacta, de manera que oscurezca la verdad de los 
nombres de los votantes en cualquier acto. 

Octavo. Al recuento inexacto de votos en acuer- 
dos referentes á la formación ó rectificación del Censo 
ó á operaciones electorales, y á la lectura también 
inexacta de papeletas. 

Novcjio, A descubrir el secreto del voto ó de la 
elección, 'con el fin de influir en su resultado. , 

Décimo. A que se haga proclamación indebida 
de persona. 

Undécimo. A que se falte á la verdad en mani- 
festación verbal que deba hacerse en acto electoral, ó 
que por cualquiera acción ú omisión se tienda á evitar 
ó dificultar el oportuno conocimiento de la verdad 
electoral. 

Duodécimo. A suspender sin causa grave y sufi- 
ciente cualquier acto electoral. 

Art. S9. Los particulares que contribuyan dire<S 
habiente á la comisión de alguno de los delitos ¿nume- 
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rados en el artículo anterior, serán castigados con la 
pena de arresto mayor en su grado mínimo, cuando el 
hecho que ejecutaren, ó á la omisión en que incurrie- 
ren, no corresponda pena más grave con arreglo al 
Código penal. 

Art. 90. Todo acto, omisión ó'manif estación con- 
trarios á esta ley ó á disposiciones de carácter gene- 
ral dictadas para su ejecución, que, no comprendido 
en los artículos anteriores, tenga por objeto cohibir ó 
ejercer presión sobre los electores para que usen de 
su derecho ó le abandonen contra su voluntad, consti- 
tuye delito de coacción electoral, y si no estuviere 
previsto y penado en el Código penal con sanción más 
grave, será castigado con la multa de 125 á 2.500 pe- 
setas. 

Art* 91. Cometen además delito de coacción 
electoral, aunque no conste ni aparezca la intención 
de cohibir ó ejercer presión sobre los electores, é in- 
curren en la sanción del artículo anterior: 

Primero. Las Autoridades civiles, militares ó 
eclesiásticas que prevengan ó recomienden á los elec- 
tores que den ó nieguen su voto á persona determina- 
da, y los que haciendo uso de medios ó de agentes ofi- 
ciales ó autorizándose con timbres, sobres, sellos ó 
membretes que puedan tener este carácter, recomien- 
den ó reprueben candidaturas determinadas. 

Segundo. Los funcionarios públicos que promue- 
van ó cursen expedientes gubernativos de denuncias, 
multas, atrasos de cuentas, propios, montes, pósitos ó 
cualquier otro ramo de la Administración, desde la con- 
vocatoria hasta que se haya terminado la elección. 

Tercero. Los funcionarios, desde Ministro de la 
Corona inclusive, que hagan nbmbramientos, separa- 
ciones, traslaciones ó suspensiones de empleados, 
agentes ó dependientes de cualquier ramo de la Ad- 
ministración, ya corresponda al Estado, la Provincia, 
ó al Municipio, en el período desde la convocatoria 
hasta después de terminado el escrutinio general, siem- 
pre que tales actos no estén fundados en causa legiti- 
ma y afecten de alguna manera á la sección, colegio, 
distrito, partido judicial ó provincia donde se verifique 
la elección; 
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La« causa de la separación, traslación ó suspen 
sión, se expresará precisamente en la orden que se 
publicará en la Gaceta de Madrid si emanase de la 
Administración central, y en el Boletín oficial de la 
provincia respectiva, si fuese dictada por la provincial 
ó municipal. Omitidas estas formalidades, se consi- 
derará realizada sin causa. 

Se exceptúan de estos requisitos los Reales decre- 
tos ú órdenes relativos á los Gobernadores civiles de 
las provincias y á ios Jefes militares. 

Las separaciones, traslaciones 6 suspensiones 
acordadas y no notificadas á los interesados antes del 
período electoral, no podrán llevarse á cabo durante 
dicho período, sino en las casos y en la forma excep- 
cionales definidos en este número. 

Art. 92. Incurrirán también en las penas señala- 
das en el artículo 90, cuando no les fueren aplicables 
otras más graves, con arreglo á lo dispuesto en el 
Código Penal: 

Primero. Los que por medio de promesa, dádi- 
va ó remuneración soliciten directa ó indirectamente 
en favor ó en contra de cualquier candidato el voto 
de algún elector. 

Segundo. Los que exciten á la embriaguez á los 
electores para obtener ó asegurar su adhesión. 

Tercero. El que vote dos ó más veces en una 
elección, tome nombre ajeno para votar, ó lo haga es- 
tando incapacitado ó teniendo suspendido el ejercicio 
de tal derecho. 

Cuarto. El que á sabiendas consienta, sin pro- 
testa, pudiendo hacerla, la emisión del voto en los ca- 
sos del número anterior. 

Quinto. El que niegue ó retarde la admisión, 
curso y resolución de las protestas ó redamaciones 
de los electores, ó no dé resguardo de ellas al que las 
hiciere. 

Sexto. El que omita los anuncios y pregones de 
notificación que ordene la ley, ó no expida ó no man- 
de expedir, tan pronto como ésta dispone, certifica- 
ción solicitada de actos electorales. 

Séptimo. El que de cualquier otro modo no pre- 
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visto en esta ley, impida ó dificulte que un elector ejer- 
cite sus derechos ó cumpla sus deberes. 

Octavo. El que suscite maliciosamente ó man- 
tenga sin motivo racional dudas sobre la identidad de 
una persona ó la entidad de sus derechos. 

Art. 93. Los funcionarios públicos que hagan sa- 
lir de su domicilio ó residencia, ó permanecer fuera de 
ellos, aunque sea con motivo de servicio públicp, á un 
elector en el día de la elección ó en el que pueda y quie- 
ra efectuar un acto electoral, ó los que le detuviesen, 
privándole en casos iguales de su libertad, además de 
las penas señaladas respectivamente en el segundo pá- 
rrafo del articulo 221 y en el 210 del Código penal, in- 
currirán en la de inhabilitación absoluta perpetua. 

Art. 94. Los que impidan ó dificulten la libre 
entrada y salida de los electores en el lugar en que 
deban ejercer su derecho, su aproximación á las me- 
sas electorales, la permanencia de Notarios, candida- 
tos ó electores, en los lugares en que se ralicen los 
actos electorales, de manera que no puedan ni les sea 
fácil ejercitar su oficio ó su derecho y comprobar la 
regularidad de tales actos, incurrirán, siendo funcio- 
narios públicos, en la pena de arresto mayor en su 
grado mínimo y multa de 500 á 2.500 pesetas, y sien- 
do particulares en la pena de arresto mayor en su gra- 
do mínimo, á no ser que al hecho estuvieren señala- 
das otras penas más graves en el Código penal, en 
cuyo caso se aplicarán en éstas. 

Art. 95. Los funcionarios públicos que no entre- 
gueu ó que demoren maliciosamente la entrega de do- 
cumentos reclamados por comisionado especial, serán 
castigados como reos de delito de desobediencia grave 
á la Autoridad, sin perjuicio de la responsabilidad dis- 
ciplinaria en que á la vez incurran. 

Art. 96. Los delitos previstos en el Código pe- 
nal que tengan por objeto la materia electoral, se cas- 
tigarán, cuando no sean aplicables las disposiciones 
especiales de los artículos precedentes, con las penas 
que el mismo Código señale, y además con una multa 
de 125 á 1.250 pesetas, en caso de que no correspon- 
diera á aquéllos pena de esta clase. 

Art. 97. Serán penas comunes para todos los 



delitos relacionados directamente con las disposicio- 
nes de esta ley, ya se hallen en ella previstos ó lo es- 
tén en otra, la de inhabilitación especial temporal á 
perpetua para derecho de sufragio, cuando el culpable 
sea ó tenga el carácter de funcionario público, y la de 
suspensión del mismo derecho, cuando sea particular. 
En caso de reincidencia por delito de esta especie, 
la inhabilitación correspondiente á los funcionarios se- 
rá absoluta perpetua, y á los particulares se imppndrá 
la inhabilitación absoluta temporal, además de las pe- 
nas correspondientes. 

CAPÍTULO II 

D¿ las infracciones 

Art. 98. Toda falta de cumplimiento de las obli- 
gaciones y formalidades que esta ley ó las disposicio- 
nes que se dicten, para su ejecución impongan á cuan- 
tas personas intervengan con carácter oficial en las 
operaciones electorales, será corregida con una multa 
de 25 á 1.000 pesetas, en caso de no constituir delito. 

Los funcionarios que por cualquier causa que no 
sea la de absoluta imposibilidad justificada, dejen de 
cumplir cualquiera de los servicios que les impone es- 
ta ley, incurrirán en la expresada multa, que decreta- 
rá la Junta del Censo ante la cual debió prestarse el 
servicio, salvo lo dispuesto en el artículo 107. 

En igual responsabilidad incurrirán los Presiden- 
tes de las Juntas provinciales y municipales y los Al- 
caldes que, debiendo recibir un documento de los pre- 
venidos en cualquiera de las disposiciones de esta ley, 
no dicten y hagan ejecutarlo prescrito en el artículo 20. 

Los que en tal caso no den conocimiento á la Jun- 
ta central de haber cumplido este deber, serán corre- 
gidos de igual modo. 

Art. 99. Serán corregidos además como ordena 
el artículo anterior: 

Primero. Los concurrentes á los actos electora- 
les que, de un modo que no constituya delito, pertur- 
ben el orden ó falten al respecto debido. 

Segundo. Los que no teniendo derecho de entrar 



én los Colegios electorales, á tenor del articulo 58, ó, 
en las Juntas de escrutinio, conforme al artículo 68, 
no abandonaren el local á la primera intimación del 
Presidente. 

Tercero. Los que penetren en un Colegio, sec- 
ción ó junta electoral, con armas, palos, bastones ó 
paraguas, no siendo Autoridad ó no bailándose en el 
caso del artículo 60. 

Cuarto. Los Notarios que, intentando ejercer su 
oficio, no den conocimiento previo de su propósito al 
que presida el acto. 

Quinto. Los funcionarios y los particulares por 
cuya causa no reciba quien corresponda, en los plazos 
señalados y de la manera establecida en la ley, alguna 
comunicación, aviso, acta ó documento que deba trans- 
mitirse, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 4.° 
del artículo 88. 

Sexto¿ Los Vocales hatos y suplentes de las Jun- 
tas del Censo, que sin justa causa no concurrieren ú 
las sesiones para que fueren convocados, sin haberse 
excusado oportunamente. 

Serán causas justas para no concurrir á las sesio : 
nes: 

Primera. La ausencia del lugar .en que éstas se 
celebren. 

Segunda. Atenciones preferentes del servicio 
público. 

Tercera. Motivos de salud personal ó de familia 
ú ocupaciones privadas inaplazables. 

Cuarta. Aquellas en cuya virtud dejen de asistir 
á la Junta central su Presidente ó sus Vocales. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones generales 

Art. 100. Para los electos de esta ley se reputa- 
rán funcionarios públicos los de nombramiento del 
Gobierno y los qne por razón de su cargo desempeñen 
alguna función relacionada con las elecciones, asi co- 
mo los Presidentes y Vocales de las Juntas ordinarias. 
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ó especiales del Censo electoral, y los Presidentes é 
Interventores de las Mesas-y Juntas dé escrutinio. 

Art. 101. La jurisdicción ordinaria es la única 
competente para el conocimiento de los delitos electo- 
relés, cualquiera que sea el fuero personal de los res- 
ponsables. 

Para los efectos de las disposiciones de este título 
se entenderá que son delitos electorales, los especial- 
mente previstos en esta ley, y los que estándok» en el 
Código penal afecten á la materia propiamente elec- 
toral. 

Art. 102. Cuando dentro del Colegio ó Junta 
electoral se co* etiese algún delito, el Presidente man- 
dará detener y pondrá á los presuntos reos á disposi- 
ción de la Autoridad judicial 

La acción penal que nace de los delitos especial- 
mente electorales, es pública y podrá ejt rcitarse has- 
ta dos meséis después del término del mandato confe- 
rido por la elección. 

Para su ejercicio no se exigirán depósito ni fianza. 

Los Jueces y Tribunale's procederán según las 
reglas del Enjuiciamiento criminal. 

Art. 103. No se necesitará autorización para pro- 
cesará ningún funcionario. 

Las causas en que por sentencia firme se exima 
de responsabilidad por obediencia debida, se remitirán 
sin dilación al Tribunal que sea competente para pro- 
ceder contra el que díó la orden obedecida. El plazo 
de la prescripción á que se refiere el artículo anterior 
estará en suspenso respecto á la Autoridad ó persona 
obedecida, desde que se principió á proceder hasta el 
día en que ei Tribunal competente haya recibido la 
sentencia firme en que se declare la exención de la 
responsabilidad de la persona que obedeció. 

Cuando la Autoridad que dio la orden fuese un 
Ministro de la Corona, ó de cualquier modo resultase 
indicada su responsabilidad, el Tribunal que conozca 
del proceso remitirá éste sin dilación al Congreso de 
los Diputados, firme que sea la sentencia en que se 
declare la exención de responsabilidad ó los antece- 
dentes que del mismo resultaran que sean indicantes 
de la responsabilidad del Ministro. 
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Art. 104. Son aplicables en todo caso las dispo- 
siciones generales y especiales del Código penal á los 
delitos previstos en esta ley en cuanto dichas disposi- 
ciones se refieran al concepto de los delitos como con- 
sumados, frustrados y tentativas, á las participaciones 
en ellos de las diversas personas que sean objeto del 
procedimiento, á las circunstancias modificativas de 
la responsabilidad y á la consiguiente graduación y 
y aplicación de las penas. 

Art. 105. El Tribunal á quien corresponda la 
ejecución de las sentencias firmes dispondrá la publi- 
cación de éstas en el Boletín oficial de la provincia 
en que el hecho penado se hubiese cometido, y remi- 
tirá un ejemplar de este periódico ¿l la Junta central 
del Censo. 

Art. 106. No se dará curso por el Ministerio de 
Gracia y Justicia *\i se informará por los Tribunales 
ni por el Consejo de Estado solicitud alguna de indul- 
to en causa por delitos electorales, sin <fue conste pre- 
viamente que los solicitantes han cumplido por lo 
menos la mitad del tiempo de su condena en las penas 
personales y satisfecho la totalidad de las pecuniarias 
y las costas. Las Autoridades y los individuos de 
Corporación, de cualquier orden ó jerarquía, que in- 
fringiesen esta disposición, dando lugar á que se pon- 
ga á la resolución del Rey la solicitud de gracia, 
incurrirán en la responsabilidad establecida en el ar- 
tículo 369 del Código penal. 

De toda concesión de indulto dará conocimiento el 
Gobierno á la Junta central del Censo. 

Art. 107. La corrección de las infracciones co- 
rresponde: 

Primero. A los Presidentes del acto ó sesión en 
se comeHan 

Segundo. A las Juntas municipales ó provincia- 
les del Censo en las que respectívametlte se relacionen 
con los actos, de los cuales deban entender dichas 
Juntas ó sus Presidentes. 

Las Juntas municipales no podrán, sin embargo, 
acordar corrección alguna respecto á las superiores; 
pero si entendieren que la provincial ha cometido al- 
guna infracción, lo pondrán inmediatamente en cono- 
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cimiento de la central para la resolución que corres- 
ponda. 

Cuando los Jueces cometan la infraccción prevista 
en el artículo 19, lo comunicarán al Presidente de la 
Audiencia territorial respectiva para que imponga la 
corrección, y darán cuenta de ello á la Junta central. 

Tercero. A la Junta central, las demás y sólo 
esta Junta podrá alzar, y, en su caso, dejberá imponer 
las multas á que den ocasión las disposicion.es del pá- 
rrafo segundo del artículo 20, y la excepción á que se 
refiere el número precedente. 

La imposición de las multas se hará en resolución 
escrita motivada. Las que se impongan á virtud de 
lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, ó 
por las Juntas municipales, serán reclamables ante la 
Junta provincial, dentro de dos días siguientes á la 
notificación, cuya Junta se limitará á confirmar ó re- 
vocar el acuerdo. 

Las resoluciones revocatorias de la Junta provin- 
cial, como las de ésta en ejercicio de sus facultades 
propias, podrán apelarse en igual término ante la Jun- 
ta central, la cual podrá agravar, disminuir y confir- 
mar ó alzar la multa dentro del límite de sus atribu- 
ciones. 

Art. 1C8. Los Alcaldes, los Presidentes de Co- 
legio electoral ó de Juntas de escrutinio, y las Juntas 
municipales, no podrán imponer multa que exceda de 
100 pesetas. 

Los Presidentes de Junta provincial, y estas Jun- 
tas, podrán imponer hasta 500 pesetas. 

La Junta central y su Presidente hasta 1,000 pe- 
setas. 

Art. 109. El pago de estas multas se hará en un 
papel especial que la Hacienda pública emitirá para 
el caso y entregará á cuenta á las Diputacipnes pro- 
vinciales, cobrando sobre él un derecho del 20 por 100 
de su valor. El resto de su importe ingresará en la 
caja provincial respectiva. 

Si á los seis días de ser firme el acuerdo no se 
hiciere efectiva la multa, se exigirá por la vía de 
apremio. 

En caso de insolvencia del multado, sufrirá éste 
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un arresto personal á razón de un día por cada 5 pese- 
tas de multa, sin que pueda exceder de diez días, 
cuando fuere impuesta por Alcalde, Junta municipal ó 
Presidente de la Mesa; de veinte si lo fuere por la 
Junta provincial, su Presidente ó por los de las Juntas 
de escrutinio, y de treinta, si lo fuere por la Junta 
central ó su Presidente. 

ARTÍCULOS ADICIONALES 

Primero. Las disposiciones de los artículos 1.° y 
2.° y las de los títulos 2.° y b.° de esta ley, asi como 
lo referente á la forma de las votaciones, serán apli- 
cables á las elecciones de Concejales y de Diputados 
provinciales cuando hayan de verificarse conforme á 
las leyes respectivas. 

Segundo. La Junta provincial del Censo publi- 
cará como complemento de las listas ordinarias una 
dividida por secciones, en que se comprendan los 
electores que hayan sido baja en el Censo general por 
formar parte en los colegios especiales, y las comuni- 
cará á los Alcaldes respectivos, á fin de que aquéllos 
puedan ejercitar oportunamente su derecho en las 
elecciones á que se refiere el artículo anterior. 

Tercero. La Junta provincial del Censo electoral 
en Navarra será presidida por el Vicepresidente de su 
Diputación. No formarán parte de ella los que hu- 
bieran presidido la Diputación á título de Gobernado- 
res de la provincia. 

Si no hubiese número suficiente de ex-Vicepresi- 
dentes y de ex-Diputados para completar el de quince 
con los cuatro Diputados en ejercicio que deberán 
formar la Junta provincial, serán suplidos por los res- 
tantes Diputados provinciales y por los Concejales del 
Ayuntamiento de Pamplona que lo hubiesen sido más 
veces. 

Cuarto. El Gobierno de S. M. oída la Junta cen- 
tral del Censo electoral, dictará las disposiciones ne- 
cesarias para el cumplimiento de esta ley y su adap- 
tación á las elecciones de Concejales y Diputados 
provinciales. 

Quinto. Las disposiciones del titulo 6.° de esta 
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ley se aplicarán á los actos ú omisiones que puedan 
tener lugar con motivo de las elecciones de Senadores, 
y en relación con las disposiciones de la ley que las 
regula. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera. Mientras por una ley no se haga una 
nueva división en distritos electorales del territorio de 
la Península é islas Baleares y Canarias, se declara 
subsistente la establecida por la ley de 1.° de enero de 
1871 con las modificaciones introducidas por otras 
posteriores y por el artículo 2.° de la de 28 de diciem- 
bre de 1878, así en cuanto á su territorio y capitalidad, 
como en cuanto al número de Diputados que hayan de 
elegirse. 

Segunda. El día último del mes siguiente al en 
que se publique esta ley, los Alcaldes fijarán al públi- 
co, de la manera prevenida en el artículo 12, una lista 
por orden alfabético y con numeración correlativa, de 
todos los vecinos mayores de veinticinco años que cons- 
ten en el último empadronamiento, que exprese su 
edad, domicilio, profesión, y si saben leer y escribir. 

A la vez harán saber por bando y por pregón, si 
se acostumbrase en la localidad, que en el día 15 del 
mes inmediato se reunirá la Junta municipal del Cen- 
so, de la manera, en el lugar y para el artículo indi- 
cado en el artículo 13. 

Al propio tiempo los Jueces municipales remiti- 
rán á los Alcaldes las certificaciones que prescribe el 
artículo 19 referentes á fecha posterior al último em- 
padronamiento. 

Dicho día 15, el Ayuntamiento, con los ex-Alcal- 
des y demás Concejales que dejaron de pertenecer á 
aquél en la última renovación, se constituirá en sesión 
y procederá de la manera prevenida en dicho artículo, 
formando las siguientes listas: 

Primera. De todos los vecinos á quienes corres- 
ponda el derecho electoral según dicho empadrona- 
miento. 

Segunda. De los fallecidos con posterioridad á 
dicho empadronamiento, formada con los datos remi- 
tidos por los Jueces municipales respectivos. 
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Tercera. De los que se hallen en caso de inca- 
pacidad. 

Cuarta. De los que no teniendo incapacidad, no 
pueden ejercer el derecho electoral por suspensión. 

Quinta. De los vecinos mayores de veinticinco 
años que no cuenten dos años de residencia. 

Estas listas se publicarán como previene el párra- 
fo primero de esta disposición, durante los diez días 
siguientes, y al cabo de ellos se remitirán al Presiden- 
te de la Junta provincial del Censo con los informes 
indicados en el mismo articulo 13. 

El día 1C> del mes siguiente se reunirá la Junta 
provincial, y procederá, según ordena el artículo 14, 
siendo en todo aplicables las disposiciones de los si- 
guientes. 

Fijados por declaración de la Junta provincial, y 
en su caso por la Audiencia respectiva, los nombres 
de los electores, se inscribirán éstos en el Censo elec- 
toral que entonces se abrirá, y se copiarán de él las 
listas respectivas, publicándolas y comunicándolas 
como establece el articulo U>. 

Partiendo de estas listas se procederá á la forma 
ción de los censos de los colegios especiales, de la 
manera y en plazos prescritos en los artículos 24 y 
siguientes de esta ley. 

• El Gobierno de S. M. podrá acordar la reducción 
de plazos para la formación de las primeras listas, y 
no se revisarán, una vez ultimadas, hasta pasar el ano 
inmediato al en que tenga lugar su publicación. 

Previa audiencia de la Junta central, también po- 
drá prorrogar por el tiempo estrictamente necesario 
algún plazo que resultare insuficiente, si de no hacerlo 
se originasen graves dificultades. 

Si antes de estar formados los Colegios y censos 
especiales debiera procederse á elecciones generales 
de Diputados & Cortes, los electores que tuvieren pe 
dido su baja en él Censo general y su inscripción en 
aquéllos, ejercitarán su derecho en los distritos ordi 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
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militares y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, 
que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. 

Dado en Palacio á veintiséis de junio de mil ocho- 
cientos noventa.— YO LA REINA REGENTE.— El 
Ministro de la Gobernación, Trinitario Ruis y Cap- 
depon. 
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DOX ALFONSO XII, por la gracia de Dios, Rey 
constitucional de España. 

A todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: qne las Cortes han decretado y Nos sancionado 
lo siguiente: 

Articulo 1.° Con arreglo al artículo adicional de 
la ley de 8 de febrero de 1 877, cada una de las pro- 
vincias de la Habana y Puerto Rico elegirá tres Se- 
nadores, y dos respectivamente cada una de las de 
Matanzas, Pinar del Rio, Puerto Principe, Santa Cla- 
ra y Santiago de Cuba. 

Asimismo, y con sujeción á la propia ley, elegirán 
un Senador el Arzobispo de Santiago de Cuba con sus 
Sufragáneos y Cabildos correspondientes; otro la Uni- 
versidad de la Habana con los Institutos y Escuelas 
especiales de Cuba y de Puerto Rico, y otro las Socie- 
dades Económicas de ambas islas. 

Art. 2.° Para llevar á efecto esta disposición y 
en cumplimiento del artículo adicional de la citada 
ley f sólo elegirán dos Senadores por ahora las provin- 
cias de Avila, Segovia, Soria, Guipúzcoa, Vizcaya, 
Avila, Logroño, Huelva, Palencia, Guada la jara, Al- 
bacete, Santander, Cuenca, Canarias, Teruel y Yalla- 
dolid. 

Art. 3.° En adelante elegirán dos Senadores las 
dieciséis provincias que tengan menor número de ha- 
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hitantes, según el censo oficial vigente al publicarse 
el Real decreto para la renovación del Senado. 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores v demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier clase y digni- 
dad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecu- 
tar la presente ley en todas sus partes. 

Dado en Palacio á nueve de enero de mil ocho- 
cientos setenta y nueve. — YO EL REY. — El Presi- 
dente del Consejo de Ministros, Antonio Cánovas del 
Castillo. 



Wi m 8 DE FEBRERO DE 1877 

C1GIASDO DISI'OIICIMÍ! 
PAEA LA ELECCIÓN X OaflANIZAOIOS SIL SltfASO 



DON ALFONSO XII, por la tiraría de Dios, Rey 

constitucional de España, 

A todos los que la presente vieren y entendieren, 
sabed: que las Cortes han decretado y Nos s;irn ¡on; ( do 
lo siguiente: 

CAPÍTULO f'RIMKRO 

DE LOS OTE TIESE* DF.RF.fHO .í El.fi'.JR SRXADOftPt 

Articulo L 1 Tienen derecho A elegir Senadores, 
con arreir'o al número ri.' 1 del artículo 20 de la Cons- 
ucneiiia, las Corporaciones siguientes: 

Los Arzomsoos, Ooispos y Cahildos eeWiaVir/w 
de cada ua¡i de las provincias que forman los ar/ohis- 
nados de Toledo, Sevilla, Granada, Santiago. Zar->;;o- 
za, Tamirona. V tlencia. Burros y Valladolid. 

La Seal Academia Rsoaflola. 

La Jt: \:í nistona. 

La le Bellas Artes. 

La de Ciencias e-s.irt.-is. ñSicas v naUíriles. 

La >ie Ciencias morales v noKtiras. 

La te ..i.-íiicina de Madr'dl 

Cida 'tna le 'as [ ."ni ver- i da des le U;.dr7l R-.r-e- 
lona. Granalla. Oviedo, Salamanca vtn'is-_'o -í'-'- 'V.-t. 
Valencia. V illadolid y Zaragoza, con asistencia del 



^ 
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Rector y Catedrático de las mismas, Doctores matri- 
culados en ellas, Directores de Institutos de segunda 
enseñanza y Jefes de las escuelas especiales que haya 
en su respectivo territorio. 

Las Sociedades económicas de amigos del País, 
que designarán un Senador por cada una de las regio- 
nes que á continuación se establecen. Elegirán al 
efecto un compromisario por cada 50 socios de los 
comprendidos en el párrafo 2.° del artículo 12. 

Se agregarán á los representantes de la de Ma- 
drid, para el acto de la elección, los de Badajoz, Ciu- 
dad Real, Mérida, Segovia, Soria y Toledo. 

A los de Barcelona, los de las Baleares, Cervera, 
Lérida, Tarragona, Tudela y Zaragoza. 

A los de León, los de Rivadeo, Liébana, Oviedo, 
Palencia, Santander, Santiago y Zamora. 

A los de Sevilla, los de Almería, Baena, Baeza, 
Cabra, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jerez, Las 
Palmas, Málaga, Santa Cruz de Tenerife y Veger. 

A los de Valencia, los de Alicante, Cartagena y 
Lorca. 

Las Sociedades económicas actuales que no se 
hallen comprendidas en los párrafos anteriores, y las 
nuevas que se formen con aprobación del Gobierno, se 
agregarán por éste, luego que lo soliciten, á una de 
las cinco regiones expresadas, para que concurran con 
las demás á la elección de Senadores. 

Art. 2.° Los 150 Senadores hasta completar el 
número de 180, serán elegidos por las Diputaciones 
provinciales y los compromisarios que nombren los 
Ayuntamientos y mayores contribuyentes de los pue- 
blos. Reunidos los Diputados Provinciales y los com- 
promisarios en la capital de la respectiva provincia, 
elegirán tres Senadores en cada una de ellas. 

CAPÍTULO II 

DE LOS ELECTORES Y ELEGIBLES, INCAPACIDADES 

É INCOMPATIBILIDADES 

Art. 3.° Para ser elector de Senadores es nece- 
sario ser español, mayor de edad, con arreglo á la le- 



gislación de Castilla, cabeza de familia, hallarse ave- 
cindado y con casa abierta en un pueblo de la Monar- 
quía, y gozar de todos los derechos políticos y civiles. 

Art. 4.° Son elegibles para Senadores los espa- 
ñoles comprendidos en el art. 22 de la Constitución. 

Art. 5.° No podrán ser elegidos Senadores por 
las Diputaciones provinciales y compromisarios: 

Primero. Los que desempeñen ó hayan desem- 
peñado tres meses antes de la elección, cargo ó comi- 
sión de nombramiento del Gobierno con ejercicio de 
autoridad en las provincias donde éstas se verifiquen. 

Segundo. Los contratistas y sus fiadores deobras 
y servicios públicos que se paguen con fondos del Es- 
tado, provinciales ó municipales, ni los administrado- 
res de dichas obras y servicios. 

Tercero. Los recaudadores de contribuciones y 
sus fiadores. 

Art. 6.° En ningún caso podrán ser elgidos Se- 
nadores los deudores al Estado, que lo sean por cual- 
quiera clase de contratos ó en concepto de segundos 
contribuyentes. 

Art. 7.° El cargo de Senador es incompatible 
con todo empleo activo retribuido con fondos del Es- 
tado, provinciales ó municipales, que no esté com- 
prendido en las categorías qne designa el artículo 22 
de la Constitución. 

Art. 8.° También es incompatible con el de Di- 
putado á Cortes y con el de Concejal de cualquier 
Ayuntamiento, excepto el de Madrid. 

Los Diputados provinciales no podrán ser elegi- 
dos Senadores por su respectiva provincia. 

El que ejerciendo un cargo incompatible con el de 
Senador sea elegido para éste, deberá optar entre uno 
y otro dentro de los primeros ocho días después de su 
admisión en el Senado. 

Art. 9.° Los Senadores no podrán admitir em- 
pleo, ascenso que no sea de escala cerrada, títulos ni 
condecoraciones, mientras estuvieren abiertas las Cor- 
tes. 

El Gobierno podrá, sin embargo, conferirles den- 
tro de sus respectivos empleos ó categorías, las comi- 
Biones que exija el servicio p(Jb|ico. 
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Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo primero 
de este artículo, el cargo de Ministro de la Corona. 

Art. 10. El Senador que fuere elegido por dos ó 
más Corporaciones ó provincias, optará en el término 
de ocho días, á contar desde la constitución del Sena- 
do ó desde el en que sea admitido en el mismo Cuer- 
po, por la Corporación ó provincia que acepta: y en 
caso de no hacerlo, se decidirá por sorteo. 

CAPÍTULO III 

De la convocación de la parte del Senado á que se 
refiere esta ley, y de la formación de las lis- 
tas y elección de senadores por las corpora- 
ciones enumeradas en el artículo 1.° 

Art. 11. Cuando el Rey disuelva la parte del 
Senado á que se refiere esta ley, se señalará en el 
mismo Real decreto el día en que deban hacerse las 
nuevas elecciones, que será dentro de los tres meses 
siguientes, y éstas tendrán lugar por todas las Corpo- 
raciones y mayores contribuyentes en el día que se 
designe. 

Art. 12. El dial. de enero de todos lósanos, 
los Directores ó Presidentes de las Academias y de 
las Sociedades Económicas á quienes da derecho esta 
ley para nombrar Senadores, formarán y publicarán 
las listas de los académicos de número y socios que 
las compongan. 

Los indivduos de las Sociedades Económicas no 
tendrán derecho electoral, sino después de tres años, 
contados desde el día de su ingreso en aquellas Corpo- 
raciones. 

Art. 13. En el mismo día los Rectores de las 
Universidades formarán y publicarán las listas de los 
individuos que compongan los Claustros de las mis- 
mas, así Catedráticos como Doctores, incluyendo á los 
Directores de Institutos de segunda enseñanza y de 
las escuelas especiales que existan en el distrito uni- 
versitario. , 

Art. 14. Todos los que se consideren electores 
tendrán derecho á reclamar hasta el día 20 de enero 
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contra las inclusiones ó exclusiones indebidas en las 
referidas listas á las respectivas Corporaciones, que 
antes de 1.° de febrero resolverán lo que estimen jus- 
to, sin ulterior recurso. 

Art. 15. Para que los Cabildos eclesiásticos pue- 
dan usar del derecho que por esta ley se les concede, 
se reunirán quince días antes del señalado para elec- 
ción general en su respectiva Catedral; y observando 
las reglas que tengan establecidas para elegir á sus 
individuos, nombrarán á uno que el día señalado aco- 
da á la cabeza metropolitana á verificar la elección de 
Senador; el nombramiento podrá recaer en cualquiera 
prebendado de los Cabildos de la respectiva provincia 
eclesiástica. 

Art. 16. El Obispo Prior de Ciudad Real y el 
Cabildo de la iglesia prioral, se agregarán para la 
elección de Senador á la Iglesia metropolitana y pri- 
mada de Toledo. 

Art. 17. Dentro de los ocho primeros días después 
de publicado en la Gaceta el Real decreto mandando 
proceder á la elección de Senadores, se reunirán en su 
respectiva residencia las Sociedades Económicas que 
expresa el artículo 1.° de esta ley y cualesquiera otras 
que en lo sucesivo se establecieren reconocidas por el 
Gobierno, y nombrarán con las formalidades que acos- 
tumbren para otras elecciones, los compromisarios 
que según el artículo 1 .° de esta ley, han de concurrir 
á Madrid, Barcelona, León, Sevilla ó Valencia, para 
designar en unión con los que nombren las Sociedades 
Económicas de dichas capitales, el Senador para que 
esta ley les autoriza. 

Esta representación podrá delegarse. 

Art. 18. El día señalado por Real decreto, á 
las diez de la mañana, se reunirán en el local que ten- 
gan de costumbre, en sesión pública, las Corporacio- 
nes que por esta ley tienen derecho á nombrar un Se- 
nador. 

Será presidida por el Presidente, Director ó Jefe 
del establecimiento. 

Harán de escrutadores el más anciano y el más 
joven de los individuos que se hallen presentes, y de 
secretario el de la misma Corporación, si tiene voto; 
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si no le tiene, el presidente y escrutadores nombrarán 
á uno de los presentes que lo tenga. 

Art. 19. Leído el Real decreto de convocación y 
los artículos de la Constitución del Estado y de esta 
ley que tienen relación con aquel acto, se procederá á 
la elección de un Senador, depositando cada elector 
en la urna, por mano del presidente, una papeleta que 
contenga el nombre del individuo á quien dé su voto. 

Art. 20. Cuando todos los presentes hayan vota- 
do, y después de preguntar el Secretario tres veces 
si queda algún individuo por votar, sin que ninguno lo 
haga, se declarará cerrada la votación; y en el acto 
se procederá al escrutinio, sacando el presidente una 
á una las papeletas; y después de examinadas por el 
mismo y los escrutadores, el secretario publicará el 
nombre que contengan, teniendo derecho todos los 
electores á comprobar y examinar las mismas pape- 
letas. 

Art, 21. Si una papeleta contuviere más de un 
nombre, sólo valdrá el que primero se halle escrito, 
siendo nulos los restantes. También serán nulos los 
nombres que no puedan leerse y las papeletas en blan- 
co; pero las que no puedan leerse y las papeletas en 
blanco, se contarán para hacer el cómputo de los votos. 

Art. 22. Concluido el escrutinio, si algún indivi- 
duo reuniere mayoría absoluta de votos, será procla- 
mado Senador. Si ninguno hubiese reunido la mayo- 
ría absoluta, se procederá á nueva elección entre los 
dos que hubieren tenido mayor número de votos, ob- 
servándose las mismas formalidades y proclamando 
Senador al que tenga mayoría de votos, sea ésta la 
que quiera; en caso de empate, decidirá la suerte; lo 
mismo se hará si aparecieren también empatados al- 
gunos de los que deban entrar en segundo escrutinio. 

Art. 23 Para elegir el Senador que les corres- 
ponde, según esta ley, cada una de las provincias 
eclesiásticas que forman los arzobispados de Toledo, 
Sevilla, Granada, Santiago, Zaragoza, Tarragona, 
Valencia, Burgos y Valladolid, se reunirán en la ca- 
beza de cada una de ellas en el día señalado, el res- 
pectivo Arzobispo^ los Obispos sufragáneos, los indi- 
duos nombrados por los respectivos Cabildos; y en 
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junta pública, -presidida por el Metropolitano, y en su 
defecto por el Prelado á quien corresponda, se proce- 
derá á la elección, haciendo de secretarios y escruta- 
dores el más moderno y los dos más caracterizados de 
los concurrentes, obervándose todas las demás forma- 
lidades que señalan los artículos anteriores. La elec- 
ción recaerá precisamente en Prelados ó individuos 
del orden eclesiásticos, que con arreglo á la Constitución 
tengan capacidad para ello. 

Art. 24. De la elección de Senadores que se ve- 
rifique en las corporaciones á que se refieren los 
artículos anteriores, se extenderá en cada una el acta 
correspondiente, que quedará original en el archivo 
de la Corporación. 

De ella se sacará una copia que se entregará al 
elegido para que le sirva de credencial, y que presen- 
tará en la secretaría del Senado, otra se remitirá al 
Ministerio de la Gobernación, y otra, con toda la do- 
cumentación, al Senado, en el término de ocho días. 

Estas copias serán autorizadas por el Presidente 
y Secretario de la corporación respectiva. 

CAPÍTULO IV 

De la formación de las listas por los Ayuntamientos 
y elección de senadores por las diputaciones 
provinciales y compromisarios. 

Art. 25. El día 1.° de enero todos los años, los 
Ayuntamientos formarán y publicarán listas de sus 
individuos y de un número cuadruplo de vecinos del 
mismo pueblo con casa abierta, que sean los que pa- 
guen más cuota de contribuciones directas, sin acumu- 
larse lo que satisfagan en ningún otro; y si para com- 
pletar este número hubiere dos ó más que paguen la 
misma cuota, decidirá la suerte los que hayan de ser 
comprendidos en la referida lista. 

Art. 26. Las listas á que se refiere el artículo 
anterior permanecerán expuestas al público hasta el 
día 20 de enero, resolviendo el Ayuntamiento las re- 
clamaciones que sobre las mismas se hagan en este 
término antes de 1.° de febrero. 
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Art. 27. Los que no se conformen con la reso' 
lución de los Ayuntamientos, podrán ape'ar á la Co- 
misión provincial de la Diputación, que en los quince 
días siguientes resolverá lo que estime justo. 

Art. 28. De las resoluciones de las Comisiones 
de las Diputaciones provinciales cabe el recurso de 
alzada ante la Audiencia del territorio hasta el día 20 
de febrero, que fallará lo que proceda hasta el 1.° de 
marzo sin causar costas. 

Art. 29. Antes del 8 de marzo publicarán los 
Ayuntamientos las listas definitivas. 

Art. 30. Ocho días antes del señalado por el Go- 
bierno para la elección general de Senadores, tendrá 
lugar en cada pueblo la de compromisarios que han de 
concurrir á la capital de la provincia para verificar la 
referida elección. 

Art. 31. Cada distrito municipal elegirá por los 
individuos de Ayuntamiento y mayores contribuyen- 
tes á que se refieren los artículos anteriores, un nú- 
mero de compromisarios igual á la sexta parte de los 
Concejales. 

Los distritos municipales donde el número de 
los Concejales no llegue á seis, eligirán sin embargo, 
un compromisario. 

Sólo serán elegibles para este cargo los indivi- 
duos de Ayuntamiento y mayores contribuyentes que 
concurran al acto y sepan leer y escribir. 

Art. 32. A las diez de la mañana del día desig- 
nado se reunirán en las Salas Consistoriales, previa- 
mente citados por el Alcalde y bajo su presidencia, los 
individuos de Ayuntamiento y los mayores contribu- 
yentes; y después de la lectura del Real decreto de 
convocatoria y de los artículos de la Constitución y de 
esta ley relativos al acto, que hará el Secretario de 
Ayuntamiento, se constituirá la mesa interina, aso- 
ciándose al Presidente los dos más ancianos como 
escrutadores, y el más joven como Secretario. 

Art. 33. En el acto se procederá por papeletas 
á la elección de dos escrutadores y un Secretario, en- 
tregando cada uno de los electores al Presidente una 
papeleta escrita ó impresa con los nombres de un elec- 
tor de los presentes para escrutador y otro para Se- 
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cretarío; y hecho el escrutinio, quedarán elegidos los 
dos que reúnan mayor número de votos para escruta- 
dores, y el que tenga mayoría para Secretario. 

Art. 34. Constituida la mesa definitiva, com- 
puesta del Alcalde, Presidente, los dos escrutadores y 
Secretarios elegidos, se procederá á la elección del 
compromisario ó compromisarios que correspondan al 
pueblo por medio de papeletas que los electores depo- 
sitarán en la urna por mano del Presidente, y se ob- 
servarán las demás reglas establecidas en los artículos 
20, 21 y 22 hasta proclamar los compromisarios ele- 
gidos. 

Art. 35. Extendida el acta, que quedará en el 
archivo del Ayuntamiento, se sacarán copias autori- 
zadab por el Presidente, escrutadores y Secretarios; 
una se entregará á cada uno de los compromisarios 
elegidos para que les sirva de credencial, otra se re- 
mitirá al Gobernador de la provincia y la otra á la 
Diputación provincial. 

Art. 36. Los compromisarios elegidos en la for- 
ma determinada por los artículos anteriores se pre- 
sentarán en la capital de la provincia dos días antes 
del señalado para la elección de Senadores con las 
certificaciones respectivas de sus nombramientos, de 
las que se tomará nota en la Secretaría de la Diputa- 
ción provincial, expresando en ella el día de su pre- 
sentación. 

Art. 37. La Junta general para el nombramiento 
de Senadores compuesta de la Diputación provincial 
y de los compromisarios elegidos por los distritos mu- 
nicipales, se celebrará en el sitio más á propósito de 
la capital, designado por el Gobernador de la provin- 
cia, el día antes del señalado para la elección general. 

Art. 38. Reunidos los vocales á las diez de la 
mañana en el local designado, bajo la presidencia del 
Presidente de la Diputación provincial, previa lectura 
del Decreto de convocatoria y de los artículos de la 
Constitución y de esta ley que tienen relación con el 
acto, y de la lista de compromisarios que hubieren 
presentado sus certificaciones, se procederá al nom- 
bramiento por dicho Presidente entre los compromisa- 
rios presentes de cuatro Secretarios escrutadores 
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interinos, recayendo el nombramiento en los dos más 
ancianos y en los dos más jóvenes. 

Art. 39. Constituida la mesa interina, se proce- 
derá á la elección de la definitiva, que se compondrá 
de un Presidente que será siempre el de la Diputación 
provincial ó el que haga sus veces, y de cuatro Secre- 
tarios escrutadores, elegidos en votación secreta por 
papeletas entre los mismos compromisarios presentes. 

Art. 40. No se procederá á la elección de la me- 
sa definitiva ni á ningún otro acto posterior, ínterin no 
se hallen presentes para tomar acuerdo la mitad más 
uno de los que tengan derecho de votar esta elección. 

En el caso de que no se haya reunido el número 
necesario, el Presidente y los Secretarios escrutadores 
de la Junta interina dirigirán el oportuno aviso por 
medio del Boletín oficial de la provincia á todos los 
Ayuntamientos de los pueblos cuyos compromisarios 
no se hubiesen presentado en la primera reunión, fi- 
jándoles el período de diez días para que lo verifiquen; 
con apercibimiento de que no haciéndolo en el día se- 
ñalado, se considerará que aprueben en un todo cuan- 
to en la Junta electoral se determine, la que se cele- 
brará sea el que quiera el número que concurra. 

Art. 41. Los Ayuntamientos de los pueblos á 
que se refiere el articulo anterior, cuidarán bajo su 
responsabilidad de poner en conocimiento de los com- 
promisarios morosos el aviso de la mesa interina de la 
Junta electoral provisional, dando cuenta al Presi- 
dente de esta Junta de haberlo verificado en tiempo 
hábil. 

Art. 42. Nombrada la mesa interina, y en el su- 
puesto de que haya mitad más uno para tomar acuer- 
dos, antes de pasar al nombramiento de la mesa defi- 
niva, se procederá por la interina al examen y revisión 
de todas las certificaciones de nombramientos de 
compromisarios, las cuales irán examinando y con- 
frontando con las actas de los distritos de que habla 
en el artículo 35 y emitiendo su dictamen sobre ellas. 

Este será votado sin discusión, causando acuerdo 
el voto de la mayoría, sin perjuicio de lo que resuelva 
después el Senado. 

Una vez confrontadas las certificaciones, se de- 



— 219 — 

volverán á los interesados, haciendo constar en ellas, 
bajo la firma de un Secretario escrutador, si han sido 
ú no aprobadas. 

La elección de los cuatro Secretarios escrutadores 
de la mesa definitiva, se verificará llevando cada elec- 
tor, manuscrita ó impresa, en papel precisamente 
blanco, una papeleta, que también podrá escribir en el 
local de la elección, donde haga contar de una manera 
clara y distinta, los nombres y apellidos de dos com- 
promisarios entre los presentes. 

Acercándose los electores á la mesa uno por uno, 
irán exhibiendo su certificación de nombramiento, de 
la cual se enterará el Presidente y devolverá sellada, 
anotando un Secretario escrutador las palabras: votó 
para Secretarios, en la lista de votantes para este acto, 
después que el elector haya votado, entregando la pa- 
peleta de votación al Presidente, que la depositará en 
la urna. 

Art, 43. No se suspenderá el acto de la eleccíln 
de la mesa definit iva hasla que lodos los electores pre- 
sentes hayan emitido sus votos, para lo cual, antes qu<r 
el Presidente declare cerrada la votación, uno de los 
Secretarios escrutadores preguntará ¿falla algún 
elector que votar/ 

Un Secretario escrutador leerá de-,pu/-ti en alia 
voz los nombres de los electores que hayan tornado 
parte, contará y declarará su número al f-rmínar la 
lectura, y en seguida el Presidente, abriendo la urna 
dirá: se procede al escrutinio. 

Art. -11. E! escrutinio y lo-, ín- id.-tif", á 'i'»- de" 
lugar se ajotarán 'i lai di-.po-.iuiori'.-'sUe. lu-, art/< ufo-, 2<>, 
21 y 22. 

Art. 4".. Terminado el <t-.. ruiinio en el re. m-M'r 
y resumen de ]>j% voto>, el P re, i Jen te. pro*. la mará Se 
creíanos e-*_rcador ¡ :i á loi cuatro tAtnprtiriinnrur* 
que hubiesen obicoiJo mayor uúiw.t't 'i*. voto-*, y tía ti 
posesión de liiCar¿Oíá Uñ eleyíJoi, dr.> Ur»t*u, • w. 
tituida dí:rinÍLivjTi-;r,r-í la Junta iú':> toral provtru t,4 
para la elección dn -j-nva Jor*n. 

Art. 46. ti Prudente y -,*-tr*V*run kv.TM*- 
dores int-írinoi r-;d.¡i:Tj.rtíi. y hrfn.-<r'ffl el fu.m 'l' U 
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Junta preparatoria: esta acta será depositada en el ar- 
chivo de la Diputación provincial. 

Art. 47. Reunida la Junta electoral á las diez de 
la mañana del siguiente día, el Presidente declarará 
que empieza la votación para Senadores. 

Art. 48. Dará principio votando primero las cua- 
tro Secretarios escrutadores, después los Diputados y 
compromisarios indistintamente y por último el Pre- 
sidente de la Junta. 

Art. 49. La votación se hará por papeletas en pa- 
pel blanco, impresas ó manuscritas, que el Presidente 
depositará en la urna á presencia del elector, después 
de haber examinado su certificación de nombramiento, 
que sellada segunda vez le devolverá. Un Secretario 
escrutador anotará el haber votado en la correspon- 
diente casilla de las listas de electores, con las pala- 
bras: votó para Senadores. 

Los Diputados provinciales y el Presidente vota- 
rán con el carácter de tales, sin presentar ninguna 
clase de documento, y los Secretarios escrutadores 
anotarán que han votado con la fórmula: votó el Di- 
putado provincial D y votó el Sr. Presidente. 

Art. 50. Las papeletas de votación contendrán 
sólo el nombre y apellido ó título de ios Senadores 
que hayan de elegirse, contándose por el orden en 
que estén escritos, y teniendo por no escritos los que 
excedan del número fijado para cada elección. 

Art. 51. Esta votación no podrá suspenderse, y 
cuando todos los electores hubieren ejercitado su de- 
recho, para lo cual un Secretario escrutador pregun- 
tará en alta voz: ¿Falta algún señor Diputado pro- 
vincialó compromisario por votar? el Presidente de- 
clarará cerrada la votación y se procederá al escru- 
tinio. 

Art. 52. Este acto se verificará con arreglo á lo 
dispuesto en los artículos 20, 21 y 22 de esta ley. 

Art. 53. Cuando los candidatos ó alguno de ellos 
no hayan reunido la mitad más uno de los votos, se 
procederá á segunda votación; pero no entrarán en 
ella sino los que hayan obtenido mayor número de 
votos hasta el duplo de los que deban elegirse. 

En todos los casos de empate decidirá la suerte. 
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En la segunda elección bastará alcanzar mayoría 
relativa. 

Art. 54. Terminadas estas operaciones el Presi- 
dente proclamará Senadores á los que hayan sido 
elegidos, y se extenderá por los Secretarios escruta- 
dores la correspondiente acta de todo lo ocurrido, 
según el modelo que acompaña á esta ley. 

El acta original se depositará en el archivo de la 
Diputación provincial. 

Una copia de la misma acta expedida por el Presi- 
dente y Secretarios escrutadores, se remitirá al Minis- 
tro de la Gobernación, y otra copia autorizada por el 
Secretario de la Diputación provincial, con el Vto. Bno. 
de su Presidente y el sello de la Corporación, se en- 
tregará á cada uno de los Senadores electos para 
que le sirva- de título de su nombramiento, la cual 
presentarán en la Secretaría del Senado. Una certifi- 
cación del acta original con toda su documentación 
será remitida al Senado dentro del término de ocho 
días. 

Art. 55. Terminadas las operaciones de que ha- 
blan los artículos anteriores, el Presidente de la Junta 
electoral la declarará dísuelta. 

CAPÍTULO V 
De las elecciones parciales para Se*ai>ores. 

Art. 56. La renovación parcial de los Senadores 
electivos se hará por mitad cada cinco años, como se 
dispone en el artículo 24 de la Constitución. 

Art. 57. La designación de los Senadores á quie- 
nes corresponda salir en cada renovación parcial, se 
hará en la forma que determine el reglamento del 
Senado. 

Art* 58. Las vacantes naturales por muerte, re- 
nuncia, opción, etc., etc., serán reemplazadas por las 
Corporaciones ó Provincias de que procediere el que 
la canse, observándose para su elección las reglas es- 
tablecidas en esta ley, y teniendo lugar el día que el 
Gobierno señale, previo avivo del Senado- 
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Art. 59. Los Senadores nuevamente elegidos 
ocuparán el lugar y durante el tiempo porque debieran 
serlo aquellos á quienes reemplazan. 

CAPÍTULO VI 

De las vacantes que ocurran entre los Senadores 
por derecho propio y por nombramiento de la co- 
rona, y del ingreso de los de la primera clase 
que lo soliciten después de cubierto el número 
de 180 que señala el artículo 20 de la cons- 
titución. 

Art. 60. Las vacantes que ocurran en el número 
de Senadores por derecho propio y por nombramiento 
de la Corona, podrán ser cubiertas por el Rey si no 
hubiere aspirantes que soliciten su ingreso en el Se- 
nado por derecho propio. 

Art. 61. Los que soliciten su ingreso en el Se- 
nado por derecho propio después de estar cubierto el 
número de 180 que para los de su clase y la de los nom- 
brados por la Corona señala el artículo 20 de la Cons- 
titución, tendrán que aguardar para ser admitidos á 
que ocurra vacante en dicho número. Si hubiese más 
de un aspirante á Senador por derecho propio y per- 
teneciesen á distintas gerarquías, entrarán á cubrir las 
vacantes por el orden que establece el artículo 21 de 
la Constitución. 

Si dos ó más aspirantes por derecho propio per- 
tenecieren á la misma gerarquía y no hubiese vacan- 
tes para todos ellos, ingresarán primero los de más 
edad, y aguardarán los otros nueva vacante. 

Artículo adicional 

Cuando el Gobierno determine, con arreglo al ar- 
tículo transitorio de la Constitución, la época y la for- 
ma de elegir sus representantes á Cortes la isla de 
Cuba, el número de Senadores que ésta haya de nom- 
brar se rebajará á las provincias de menos población 
de la Península. 
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Artículo transitorio 

El Gobierno podrá anticipar, modificar y variar 
los dfas y plazos señalados por esta ley para formar 
las listas electorales y para hacer las primeras elec- 
ciones que se verifiquen después de la publicación de 
la misma. 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas de cualquier clase y dignidad, 
que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la 
presente ley en todas sus partes. — Dado en Palacio 
á 8 de febrero de 1K77. — Alfonso. — til Presidente del 
Consejo de Ministros, Antonio Cánovas del Castillo. 

ACTA DE ELECCIÓN DE SENADORES 



En la ciudad ;ú villa de á del mes 

de ano de reunidos á lasdiez de la mañana 

en la capital de la provincia los señores compromisa- 
rios para nombramiento de Senadores con los Diputa- 
dos provinciales en el local designado, bajo la presi- 
dencia del Sr. Presidente de la Diputación provincial, 
y constituida la Junta electoral con arreglo á las pres- 
cripciones de la ley, se procedió al nombra miento de 
la mesa interina, que revisó y examinó las certifica- 
ciones presentadas por los compromisarios, que fue- 
ron aprobadas, y después á la definitiva, por hallarse 
presentes el número de compromihirios que la ley 
exige para tomar acuerdo. Verificada la elección, 
que dio principio votando los cuatro Secretarios escru- 
tadores; después los Diputados provinciales y com- 
promisarios indistintamente, y por último el Presiden- 
te, se procedió al escrutinio, que dio el resultado si- 
guiente: 

PARA SENADORES 

D. N. N Votos. 

D. N.N Votos. 

D.N-N....' Voxt 
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Siendo el número total de electores de la provin- 
cia entre compromisarios y Diputados provinciales 
(tantos), resulta que han tomado parte en la elección 
(tantos ) 

(Todas las dudas y reclamaciones que se susciten 
sobre el escrutinio se expresarán en este lugar, así 
como las resoluciones que sobre ellas dictare la mesa.) 

Habiendo reunido los candidatos más de la mitad 
de los votos emitidos (no habiéndolo reunido alguno ó 
algunos, se procederá á nueva elección en los términos 
que prescribe el artículo 53 de esta ley), el Presidente 
proclamó Senadores por la provincia de. .... . á D. N. 

Y en cumplimiento de la ley firmamos esta acta, 
sacando de ella las correspondientes copias para el Sr. 
Ministro de la Gobernación y señores Senadores nom- 
brados, que les servirá de título para presentarse en la 
Secretaría del Senado, quedando .esta original en el 
Archivo de la Diputación provincial. Una certifica- 
ción de esta acta con toda la documentación se remitirá 
al Senado antes del término de ocho días, cumpliendo 
con lo dispuesto en el artículo 54 de la ley. De todo 
lo cual certificamos. 

£1 Presidente de la mesa y de la Diputación pwiocial, 

N. N. 

El Secretario escrutador, El Secretario escrutador, 

N. N. N. N. 

El Secretario escrutador, El Secretario escrutador, 

N. N. N. N. 

(Las actas de nombramiento de mesa interina y 
definitiva, con toda la documentación que se hubiese 
presentado, se archivarán en la Secretaría de la Di- 
putación provincial, menos las que deban remitirse al 
Senado conforme á lo dispuesto en el artículo 54 de 
la ley.) 



LEY FIJANDO EL PLAZO 

H W lEBEir PROBAB SD APTITUD LKAL LOS HEüAHBES ElECTOS 



DON ALFONSO XII, por la gracia de Dios, Rey 
constitucional de España. A todos los que las presen- 
tes vieren y entendieren, sabed: que las Cortes han 
decretado y Nos sancionado lo siguiente: 

Articulo único. Los Senadores electos, una vez 
aprobada su acta por el Senado, deberán presentar los 
documentos que acrediten su aptitud legal, en la Se- 
cretaría del mismo, antes de que termine el primer 
mes de sesiones de la segunda legislatura de las Cor- 
tes para que fueren elegidos, si la elección fué gene- 
ral. Para los elegidos en elección parcial, este plazo 
será el de la duración de la legislatura inmediatamente 
posterior á su elección. 

Se entenderá que renuncia al cargo de Senador 
electo, el que no probase su aptitud legal dentro de los 
términos prefijados, y se declarará en su consecuencia 
la vacante, dando cuenta al Gobierno de S. M. A los 
efectos oportunos. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

Los Senadores elegidos antes de haber empezado 
la legislatura actual, deberán acreditar su aptitud 
legal en el plazo de un mes, A contar desde la fecha de 
la publicación de esta ley, A los que hayan sido ó 
sean elegidos después de empezada la presente legis- 
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latura, se le prorroga este plazo hasta un mes después 
de empezada la siguiente. 

Por tanto: 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquier clase y digni- 
dad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecu- 
tar la presente ley en todas sus partes. 

Dado en Palacio á 27 de julio de 1883.— Yo el 
Rey. — El Presidente del Consejo de Ministros, Práxe- 
des Mateo Sagasta. 



LEÍ DE 19 DE JULIO DE 1837. 



Relaciones entre el Senado 7 Congreso de los Diputados. 



Artículo 1.° El Senado y el Congreso de los Di- 
putados no podrán reunirse en un solo Cuerpo sino 
para los actos de abrir las Cortes, de cerrar sus sesio- 
nes cuando el Rey ó los Regentes lo hagan personal- 
mente: de recibir el juramento al Rey, al sucesor 
inmediato de la Corona y á la Regencia: de elegir 
ésta y de nombrar tutor del Rey menor. 

Art. 2.° El Rey ó quien ejerza su autoridad, se- 
ñalará el día, la hora y el lugar en que se ha de veri- 
ficar la reunión de los Cuerpos colegisladores. 

Art. 3.° Cuando los Senadores y Diputados se 
reúnan en un solo Cuerpo, será éste presidido por el 
presidente que tenga más edad, de cualquiera de los 
dos Cuerpos colegisladores, y servirán de Secretarios, 
de. entre los que lo sean de los mismos, los cuatro que 
tengan menos edad. 

Art. 4.° En estas reuniones los Senadores y Di- 
putados tomarán asiento indistintamente sin ninguna 
preferencia, y darán su voto por el orden que estuvie- 
ren sentados. 

Art. 5.° Para nombrar Regente ó Regencia del 
Reino y tutor del Rey menor, se requiere la presencia 
de la mitad más uno de los individuos que componen 
pada uno de Jos Cuerpos colegisladore$. 
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Art. 6.° Estas votaciones se harán á pluralidad 
absoluta de votos, secretamente y por papeletas que 
se leerán en alta voz al tiempo de hacer el escrutinio. 

Art. 7.° Mientras esté pendiente en uno de los 
Cuerpos colegisladores algún proyecto de ley, no 
puede hacerse en el otro ninguna propuesta sobre el 
mismo objeto. 

Art. 8.° Cada uno de los dos Cuerpos colegisla- 
dores puede suspender en cualquier estado los proyec- 
tos de ley que le hayan sido propuestos por los indi- 
viduos de su seno; pero no puede dejar de discutir y 
votar los que le hayan sido remitidos por el Rey ó por 
el otro Cuerpo colegislador. 

Art. 9.° Aprobado un proyecto de ley por uno 
de ios Cuerpos colegisladores, se remitirá al examen 
del otro con un mensaje firmado por el presidente y 
dos secretarios. En iguales términos se verificarán 
las comunicaciones entre los dos Cuerpos colegisla 
dores. 

Art. 10. Si uno de los dos Cuerpos colegislado 
res modificare ó desaprobare solo en algunas de sus 
partes un proyecto de ley aprobado ya en el otro 
Cuerpo colegislador, se formará una comisión com- 
puesta de igual número de Senadores y Diputados para 
que conferencie sobre el modo de conciliar las opinio- 
nes. El dictamen de esta Comisión se discutirá sin 
alteración ninguna por el Senado y el Congreso; y si 
fuese admitido por los dos, quedará aprobado el pro- 
yecto de ley. 

Art. 11. Aprobado un proyecto de ley por los 
dos Cuerpos colegisladores se presentará á la sanción 
del Rey por una Comisión del último que lo haj r a dis- 
cutido. 

Art. 12. Cuando el Congreso declare que ha lu- 
gar á juzgar á los Ministros, nombrará los Diputados 
que han de sostener la acusación ante el Senado. 

Art. 13. Cada uno de los Cuerpos colegisladores 
fijará anualmente, con independencia del otro, el im- 
porte de los gastos precisos para la conservación del 
edificio en que celebren sus sesiones y para el pago de 
sus oficinas y dependientes. 

Palacio de las Cortes, 12 de julio de 1837. 
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T1TIX0 PRIMERO 

DE LA SESIÓN ^ A. TOS ¥UllVAKAZoR10> 

Articulo 1.° En la primera legislatura de cula 
diputación, los Diputadas electos que se hallen en la 
Corte antes del día de la apertura, presentarán perso- 
nalmente ó por medio de oncio, el acta de su elección 
en la Secretaría del Congreso, con nota de su domi- 
cilio. En las ulteriores legisla turas pasarán sólo nota 
de su domicilio. 

La Secretaria numerará las actas por el orden 
con que se rayan presentado. 

Art. 2.° El día antes de la sesión de apertura de 
las Cortes, á las doce de la mañana, se reunirán los 
Diputados en el Palacio del Congreso á puerta ce- 
rrada. 

La Secretaría pondrá de antemano sobre Ja mes.i 
la lista de los Diputados que hubieren presentado sus 
actas. 

Art. 3.° El primero de la lista de entre los Di- 
putados presentes ocupará la silla de la Presidencia, 
y declarando abierta la sesión, dispondrá que por el 
Oficial mayor de la Secretaría se lea la convocatoria 
de las Cortes, la lista de los Diputados y los artículos 
del reglamento que hacen referencia á la sesión. 

Art. 4.° Acto continuo ocupará la sil'a de lá 
Presidencia el mayor de edad entre los Diputados 
presentes, y las de los Secretarios los cuatro más jó- 
venes; se sacarán por suerte las comisiones que hubie- 
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ren de acompañar al Rey y personas Reales á su en- 
trada y salida en el edificio señalado para la apertura, 
y se levantará la sesión. 

TÍTULO II 

DE L4 CONSTITUCIÓN INTERINA DEL CONGRESO 

Art. 5.° * Al día siguiente de la apertura de las 
Cortes, á las doce de la mañana, celebrará su primera 
sesión el Congreso, presidido por el mismo Presidente 
y con los mismos Secretarios que en la preparatoria. 

Se leerá nuevamente la lista de los Diputados pa- 
ra rectificarla, y se procederá á nombrar la Mesa in- 
terina. 

Esta Mesa se compondrá de un Presidente, cuatro 
Vicepresidentes y cuatro Secretarios, y desempeñará 
su encargo hasta la constitución definitiva del Con- 
greso. 

Art. 6.° La votación se hará por papeletas, que 
los Diputados, llamados por lista, entregarán al Pre- 
sidente, el cual las depositará en una urna. 

Art. 7.° Concluida la lista, y hecha dos veces 
por un Secretario la pregunta de «si falta algún Dipu- 
tado por votar», se procederá al escrutinio, .que se 
verificará extrayendo el Presidente las papeletas de 
la urna, y después de haberlas leído las entregará á 
un Secretario para que lo haga en alta voz. Los de- 
más Secretarios formarán lista exacta de la votación 
con todos sus incidentes. 

Art. 8.° Para la elección de Presidente se escri- 
birá un solo nombre en cada papeleta, y quedará ele- 
gido el que obtuviere mayoría absoluta de votos. 

Art. 9.° No resultando elección, se repetirá la 
votación entre los Üos que más se hubieren aproxi- 
mado á la mayoría, quedando elegido el que obtuviere 
mayor número de votos. 

Art. 10. En los casos de empate decidirá la cir- 
cunstancia de haber sido antes Presidente ó Vicepre- 
sidente; la de haberlo sido por más tiempo, y por úl- 
timo, la suerte. 

Art. 11 . Los cuatro Vicepresidentes se nombra-. 
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rán en un mismo acto, escribiendo cuatro nombtes en 
cada papeleta, y quedando elegidos por orden de vo- 
tos los cuatro que obtuvieren mayor número. 

Art. 12. Para la elección de Secretarios se escri- 
birán sólo dos nombres en cada papeleta, quedando 
elegidos por orden de votos los cuatro que obtuvieron 
mayor número de ellos. 

En caso de empate, así en esta elección como en 
la de Vicepresidentes, se observará lo dispuesto en el 
artículo 10. 

Art. 13. Las papeletas en blanco, las ilegibles, 
las que contuvieren nombres de Diputados no presen- 
dos ó de los que quedan fuera de elección cuando ésta 
se repite, serán nulas, pero servirán para computar el 
número de Diputados presentes. 

Si alguna contuviere nombres legibles é ilegibles, 
se leerán y computarán aquéllos. 

Cuando una papeleta contuviera más nombres de 
los necesarios, se leerán sólo y computarán por su 
orden los que correspondan según la elección, y los 
demás se reputarán no escritos. 

La que contuviere menos nombres de los necesa- 
rios, será válida. 

Concluida la votación, los elegidos ocuparán sus 
puestos. 

Art. 14. Cuando la apertura de las Cortes se ve- 
rifique por decreto, leído á cada uno de los dos Cuer- 
pos Colegisladores en su Palacio respectivo, se pro- 
cederá desde luego á la constitución interina, del 
Congreso y á lo demás dispuesto en los artículos 5.° 
al 12. 

Art. lf>. En la segunda y ulteriores legislaturas 
se constituirá desde luego definitivamente el Congre- 
so, si se hubiere presentado el número competente de 
Diputados. En otro caso se constituirá interinamente 
hasta la reunión de dicho número. 

Art. 16. Hasta la constitución definitiva del Con- 
greso, éste no se ocupará de otra cosa más que del 
examen de actas y de las comunicaciones del Gobier- 
no ó del otro Cuerpo Colegislador, á no ser que ocu- 
rriere algún incidente extraordinario; pero nunca de 
proyectos ni de proposiciones de ley. 
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TÍTULO III (1) 

DEL EXAMEN DE ACTAS, CAPACIDAD Y COMPATIBILIDAD 

DE LOS DIPUTADOS 

Art. 17. En las primeras legislaturas, el mismo 
día en que se constituya interinamente el Congreso, y 
si no hubiere tiempo, en la sesión inmediata, nombra- 
rá éste las Comisiones de 'actas y de incompatibilida- 
des, compuestas cada una de 15 individuos, que han 
de ser necesariamente designados entre aquellos cu- 
yas actas no contengan protesta ni reclamación, no 
pudiendo formar parte de la Comisión de incompati- 
bilidades los Diputados electos que ejerzan funciones 
ó tengan destinos públicos, aunque fuesen de aquellos 
declarados compatibles. 

Si por cualquier circunstancia y en cualquier 
tiempo, alguno ó algunos de los elegidos para formar 
estas Comisiones dejare de pertenecer á ellas, el Con- 
greso elegirá el Diputado ó Diputados necesarios para 
completar el número de quince, de que constante- 
mente deben componerse. 

Art. 18. Para la elección de las Comisiones de 
actas y de incompatibilides, se escribirán cinco nom- 
bres en cada papeleta, quedando elegidos los quince 
que resultasen con mayor número de votos. 

Art. 19. La Comisión clasificará las actas por el 
orden de su numeración^ distribuyéndolas en tres cla- 
ses. Comprenderá la primera las que no tengan pro- 
testa ni reclamación; la segunda las que sólo ofrezcan 
ligeros motivos de discusión, y la tercera las que 
ofrezcan dificultad más grave. 

Se considerarán necesariamente comprendidas en- 
tre las de la tercera clase, todas aquellas actas en que 
resulte comprobada la existencia de alguna de las 
siguientes circunstancias: 

Primera. Alteración ó sustitución ilegal de la 
Comisión de censo, realizada en el plazo que medie 



(1) Reformado como está en 16 de diciembre de 1878 y 
en 18 de junio de 1887. 



desde la disolución de las Cortes basta después de ce- 
brados ios escrutinios generales de las nuevamente 
convocadas. Cuando se trate de una elección parcial, 
este plazo comenzará á contarse desde que el Congre- 
so declare la vacante del distrito. 

Segunda. Suspensión ó sustitución gubernativa 
impuesta á un alcalde de pueblo cabeza de sección, 
realizada dentro de los plazos que en el caso anterior 
se dejan marcados. 

Tercera. Negativa injustificada del presidente 
de la Comisión del censo á recibir pliegos que conten- 
gan propuestas de interventores y que hayan sido pre- 
sentados oportunamente. 

Cuarta. Negativa á dar posesión á los interven- 
tores legítimos al constituir las Mesas en las respec- 
tivas secciones y á expedir las certificaciones deque 
habla la ley electoral, asi como también el hecho de 
aparecer votando en una sección un número de elec- 
tores que exceda del que tenga asignado en el censo. 
Quinta. Tardanza injustificada al remitir al Con- 
greso las copias literales de las actas pardales ó el 
ejemplar del acta de escrutinio general, cuando de 
ella se infiera el propósito de alterar el resnltado de 
la elección. 

Sexta. Cualquier alteración material y esencial 
en el texto de estos documentos, que influya en el 
cómputo de los votos. 

Séptima. Evidente error aritmético cometido en 
el escrutinio general al hacer el recuento de votos, 
siempre que influya en el resultado de la elección, ó 
el hecho de haber impedido la presencia de los elec- 
tores en dicho acto. 

Octa»a. El hecho de rechazar é impedir la pre- 
sencia é intervención de un notario en cualquiera de 
los actos y operaciones que constituyen el procedi- 
miento electoral en que la ley reconoce á los electores 
el derecho de utilizar la intervención notarial, y 

Novena. Todos aquellos otros defectos ó vicios 
que, ajuicio de la Comisión, alteren fundamental 
mente el verdadero resultado de la elección. 

La comprobación de las circunstancias y vicio-, 
expresados en los párrafos anteriores no será indicio 
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ni razón de gravedad, cuando de alguna manera apa- 
rezca que se realizaron en daño del Diputado electo. 

Art. 20. La Comisión empezará por examinar 
sus propias actas. 

A este fin, toda ella, excepto su presidente, bajo la 
dirección de un vicepresidente, examinará el acta de 
aquél. Después la Comisión se dividirá en dos Sub- 
comisiones de siete vocales, y cada una de ellas, pre- 
sidida á su vez por el presidente de la Comisión, exa- 
minará las actas de los vocales de la otra. Si las actas 
ó la aptitud legal de alguno ó algunos de los vocales 
ofreciese dificultad, al tenor de lo prevenido en el ar- 
tículo 19, el Congreso nombrará en lugar de ellos 
otros Diputados. 

Examinadas en la forma que determina el párrafo 
anterior las actas de los individuos de que se compone 
la Comisión, ésta examinará inmediatamente las de 
los nombrados para la de incompatibilidades; y si las 
actas ó la aptitud legal de alguno ó algunos de los vo- 
cales de esta última ofreciese dificultad, se seguirá el 
procedimiento prescrito en el párrafo anterior para 
los individuos de la Comisión de actas que se hallasen 
en idéntico caso. 

Art. 21. De las actas comprendidas en la prime 
ra y segunda clase se dará cuenta por el orden res- 
pectivo de su numeración, en listas separadas, en que 
sólo se exprese el distrito, la provincia á que éste co- 
rresponda y el nombre del elegido ó elegidos en cada 
acta. Concluida la lectura de las listas, se pregunta- 
rá al Congreso si se aprueban las actas. 

Art. 22. Si contra alguna de las actas conteni- 
das en las listas pidieran la palabra uno ó más Dipu- 
tados, usará de ella el primero que la pidió, ó aquel á 
quien él la cediese; contestará la Comisión y el intere- 
sado, si quiere, y se procederá á la votación. 

Art. 23. Si el dictamen fuese desaprobado, se 
considerará el acta comprendida entre las de tercera 
clase y volverá á la Comisión. 

Art. 24. Aprobadas las actas, el Presidente, en 
la misma sesión, proclamará Diputados á los que en 
ellas resulten elegidos. 

Art. 2f>. Cuando el acta no hubiere sido presen- 
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tada-por el mismo Diputado en la forma prevenida ett 
el articulo 1.°, no se dará dictamen sobre la actitud 
legal, y sí únicamente sobre el acta. 

Art. 26. Los Diputados cuyos nombramientos y 
aptitud legal se examinen, podrán asistir á Ja discu- 
sión y tomar parte en ella, usando de la palabra cuan- 
tas veces la pidan; pero se saldrán del salón de las se- 
siones al tiempo de votar. 

Art. 27. Cuando en alguna votación sobre la le- 
galidad de las elecciones de los Diputados á las cali- 
dades de éstos resultare empate, se practicará lo dis- 
puesto efe el artículo 180, con la diferencia de que al 
tercer empate quedará aprobada el acta ó admitido el 
Diputado. 

Art. 28. En las segundas y ulteriores legislatu- 
ras se elegirá la Comisión lo mismo que en las pri- 
meras. 

Art. 29. Si la Comisión, para dar su dictamen, 
creyere necesaria la práctica de algunas diligencias, 
lo propondrá al Congreso, con el cual se entenderán 
directamente las autoridades y tribunales á quienes 
corresponda cumplir estos acuerdos. 

En cuanto á reclamación de documentos, se ob 
servará lo dispuesto respecto de las demás Comi- 
siones. 

Art. 30. Si del examen de un acta resultare cul- 
pabilidad de parte de la Mesa de un distrito ó sección, 
délos electores, ó de algún funcionario público, la 
Comisión hará expresión de ello en el dictamen y se 
pasará el tanfo al tribunal competente para que pro- 
ceda á la formación de causa. 

Art. 31. (1) Los candidatos que se crean con 
derecho á ser proclamados Diputados en virtud de* la 
votación acumulada de que trata el artículo 115 de la 
ley electoral, dirigirán la solicitud al Congreso den- 
tro del término en ésta prefijado, con expresión de los 
distritos y del número de votos que en cada uno hu- 
bieren obtenido. 



(1) Este artículo y el siguiente deben considerarse anu- 
lados, por referirse á la ley electoral de 28 de diciembre de 
1878, que no está vigente. > 
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Árt. 32. La Comisión de actas, teniendo á la 
vista las que hayan sido definitivamente aprobadas, 
examinará la validez de los votos cuya acumulación 
se solicite; verificará el escrutinio y redactará el co- 
rrespondiente dictamen, conforme á lo que dispone el 
citado artículo 115, que someterá á la aprobación del 
Congreso. 

Art. 33. Si verificado el escrutinio resultaren 
elegidos Diputados con igual número de votos dos ó 
más candidatos, se estará á lo que dispone el artículo 
105 de la ley electoral. (1) 

Art. 34. Hasta después de constituido definiva- 
mente el Congreso no se dará cuenta de las actas 
comprendidas en la tercera clase, á no ser que falte 
el número de Diputados necesarios para constituirle 
definitivamente. En este caso, con acuerdo del Con- 
greso, la Comisión de actas presentará aquellos dictá- 
menes que, á juicio de la misma, ofreciesen menor 
dificultad. 

Art. 35. Para la discusión de los dictámenes de 
las actas clasificadas como graves se concederán los 
tres turnos que el artículo 115 determina, siendo apli- 
cables á la discusión de tales dictámenes todas las de- 
más disposiciones del título 11 del reglamento, excep- 
to las establecidas en los artículos 113 y 114, y las. 
contenidas'bajo los epígrafes parciales del mismo tí- 
tulo, que se refiere expresamente á la discusión de 
asuntos determinados. 

Art. 36. Para que los acuerdos que se adopten 
sobre la validez ó nulidad de las actas clasificadas de 
graves tengan carácter definitivo, se requerirá la con- 
currencia de un número de Diputados que en ningún 
caso podrá bajar de 140. 

La votación de los dictámenes de actas graves 
deberá anunciarse en la orden del día, cuando aquélla 
no siga inmediatamente á la discusión del dictamen, ó 
la que se intente no resulte válida por falta de número. 

Si después de ponerse á votación tres veces en 



(l) El artículo citado es con referencia á la ley de 28 
diciembre de 1878 y concuerda con el 67 de la de 26 de junio 
de 1890. 
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sesiones no consecutivas y separadas por intervalo no 
mayor de diez días, un dictamen sobre acta grave, no 
se reuniera, número bastante de votantes, con arreglo 
al párrafo primero de este artículo, el Crm% reso pro» 
cederá á declarar vacante el distrito á que el arta so 
refiera^ y se comunicará al Gobierno para que convo^ 
que á nueva elección. 

TÍTULO IV 

DE LA COXSTLTUCLÓN DEFINITIVA DEL CONV.RKNO. 

Art. .37. En las primeras legislaturas, concluido 
el examen de las actas comprendidas en las dos pri- 
meras clases de que habla el artículo P>, ó verificado 
en su caso lo dispuesto en el artículo iU, cuantío re- 
sultasen admitidos tantos Diputados por lo menos 
como se necesitan para votar las leyes, se procederá, 
á la constitución definitiva del Congreso. 1 . 

Art. 38. Las votaciones para Presidente», Vice- 
presidentes y Secretarios se verificarán en los térmi- 
nos prevenidos para la constitución interina, >alvo las 
modificaciones siguientes: 

1. a No resultando elegido Presidente á la pri- 
mera votación, se renetini ésta entre los tres «me 
hubieren obtenido mayor numero de votos. Si todavía 
no resultare ninguno con mavoria absoluta, se repetirá 
la votación en los términos prevenidos **n el *rt, '>."'• 

'2. a En la segunda elección para Vicenresutenles 
quedarán elegidos ios que resulten con mavoria íbso- 
ta. si aun hubiere aue renetir la elección, ->e observará 
lo prevenido en el artículo >. * 

Art. 3°. Los nombrados para la .\I«^a n ten na 
pueden ser reelegidos 

Art. K>. Concluidos estos nombramientos .-1 í're- 
sidente provisional tomará el juramento ■> recibirá la 
promesa, al nuevamente elegido, y «-*Me, • aunando ■■»n 
asiento, i todos ios i) imitados, emnezaniio ñor ios 
Vicepresidentes y concluyendo por los ^erret arios 



■'1\ Reformado romo -muí «*stá. en Ifl tf» -unío \+ 4 »»7, 
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Lo mismo se practicará respecto á los Diputados que no 
estén presentes, antes de tomar asientos como tales. (1) 

Art. 41. Para que tenga lugar el acto, uno de 
los Secretarios nuevamente nombrados leerá la fór- 
mula siguiente: ¿Juráis ó prometéis guardar y hacer 
guardar la Constitución de la Monarquía española? 
¿Juráis ó prometéis fidelidad y obediencia al Rey le- 
gitimo de las Españas Don Alfonso XIII y á la Re- 
gencia del Reino, constituida con arreglo á la Cons- 
titución? ¿Juráis ó prometéis haberos bien y fielmen- 
te en el encargo que la Nación os ha encomendado, 
mirando en todo por el bien de la misma nación? 
Los Diputados se acercarán de dos en dos al lado de- 
recho del Presidente, que estará sentado, y los que 
pusieren la mano sobre el libro de los Evangelios y se 
hincaren de rodillas, dirán: Si juro; los que permane- 
cieren en pie, con la mano puesta sobre el pecho, di- 
rán: SI prometo, por mi honor. El Presidente con- 
testará: Si asi lo hiciereis. Dios os lo premie; y si no, 
os lo demande. 

Art. 42. Durante el acto á que se refiere el ar- 
tículo anterior estarán de pie todos los Diputados y 
concurrentes á las tribunas y galerías. 

Art. 43. En seguida el Presidente declarará ha- 
llarse constituido el Congreso, > así se participará al 
Gobierno y al Senado. 

Art. 44. Acto continuo, si hubiere tiempo en la 
misma sesión, y si no, en la inmediata, se dividirán 
por suerte en siete Secciones de igual número, todos 
los Diputados presentes, y los que entren después se- 
rán destinados á la Sección que les corresponda por 
turno. 

TÍTULO V 

DEL PKESJDEXTE. 

Art. 4T). El Presidente abrirá y cerrará las se- 
siones del Congreso, y con anuencia de éste designará 



(1) Este artículo y los dos que siguen fueron reforma- 
dos como se hallan: en 10 de abril de 1883, 2 de enero y 11 
de junio de 1886. 



los días en que no debe haberlas; cuidará de mante- 
ner el orden: señalará y dirigirá las discusiones; con- 
cederá la palabra según el orden en que se hubiere 
pedido; lijará las cuestiones que se han de discutir y 
votar; firmará las Actas del Congreso y los proyectos 
de ley y mensajes que se remitan al Gobierno y al 
Senado, y anunciará al fin de cada sesión las mate- 
rias de que se deba tratar en la siguiente. 

Art. -16. El Presidente podrá llamar al orden al 
orador que se exceda, y á la cuestión al que notoria- 
mente se separe de ella. 

Art. 47. Si el Presidente quiere tomar parte en 
una discusión, dejará la Presidencia, y no volverá á 
ocuparla hasta que se haya votado el articulo ó punto 
que se discuta. 

Art. 48. Si ocurriese algún suceso desagradable 
dentro del edificio del Congreso, el Presidente tomará 
las disposiciones preventivas que su prudencia le dic- 
te, y será obedecido respetuosamente. 

Art. 49. El Presidente dispondrá se fije con an- 
ticipación en la sala de conferencias la orden del día, 
y que se comunique ésta al Gobierno. 

Art. 50. Los Vicepresidentes ejercerán en su 
caso las mismas funciones que el Presidente. 

Art. 51. El Presidente tendrá en la correspon- 
dencia el tratamiento de Excelencia. 

TÍTULO VI 

DE LOS SECRETARIOS 

Art. 52. Los Secretarios del Congreso extende- 
rán las Actas de las sesiones, que deberán compren- 
der una relación clara y sucinta de cuanto se trate y 
resuelva en ei Congreso, á cuya aprobación se some- 
terá la de cada sesión al abrirse la siguiente. 

Art. 53. Las Actas de las sesiones secretas se 
extenderán en libro separado. 

Art. 54. Se firmarán por dos Secretarios las Ac- 
tas del Congreso y cuantos documentos y comunica- 
ciones se expidan por la Secretaría. 

Art. 55. Los Secretarios darán cuenta de todas 
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las comunicaciones y expedientes que se remitán al 
Congreso y de cuantos asuntos se traten en él, exten- 
diendo y rubricando las resoluciones que recaigan. 

Art. 56. Corresponde asimismo á los Secretarios 
declarar y publicar el resultado de las votaciones del 
Congreso. 

Art. 57. Estará á cargo de los Secretarios la 
Secretaría y Archivo del Congreso, dependiendo de 
ellos todos los empleados de estas oficinas. 

Art. 58. Dos Secretarios recibirán y acompaña- 
rán á los Diputados que se presenten en el Congreso 
después de su constitución, para el acto de su jura- 
mento. 

Art. 59. Los Secretarios tendrán el tratamiento 
de Excelencia en la correspondencia de oficio. 

TÍTULO VII 

DE LAS SECCIONES 

Art. 60. Las Secciones se designarán por orden 
numérico desde el uno al siete. 

Art. 61. Cada Sección nombrará mensualmente, 
en la pieza destinada á sus reuniones, un presidente, 
un vicepresidente, un secretario y un vicesecretario; 
por el mismo método que se nombran los del Congre- 
so, en cuyas actas constarán estos nombramientos. 

Art. 62. Las Secciones discutirán separadamen- 
te las proposiciones, proyectos de ley ó cualquiera 
otro asunto que se les pase, y concederán ó negarán 
la autorización de que habla el art. 92. 

Art. 63. Los Ministros que sean Diputados, tie- 
nen voto en las Secciones á que correspondan. 

Art. 64. Los Ministros y los autores de las pro- 
posiciones de ley que se discutan, podrán asistir sin 
voto á cualquier Sección. 

Art. 65. Luego que cada Sección se declare su- 
ficientemente instruida en el proyecto, proposición de 
ley ó asunto que se discuta, nombrará un Diputado pa- 
ra que forme parte de la Comisión que ha de dar su 
dictamen al Congreso. 



Art. 66. Los individuos nombrados con este ob- 
jeto por las Secciones han de ser de su propio seno. 

Art. 67. Estos siete individuos compondrán la 
Comisión. 

Art. 68. Las Secciones se reunirán cuando el 
Congreso lo determine, á propuesta del Presidente ó 
de algún Diputado. 

TÍTULO VIII 

DE LAS COMISIONES 

Art. 69. Cada Comisión nombrará su presidente 
y secretario, dando parte al Congreso de estos nom- 
bramientos. 

Art. 70. Todas las Comisiones del Congreso se- 
rán especiales para objeto determinado, y se nombra- 
rán por el método expresado. 

Art. 7t. No serán especiales las comisiones de 
actas electorales, la de incompatiblidades, la de presu- 
puestos, la de examen de cuentas, la de concesiones de 
gracias ó pensiones d persona ó personas determina- 
das, la de peticiones, la de gobierno interior y la de 
corrección de estilo. (1) 

Art. 72. La Comisión de presupuestos será per- 
manente para cada legislatura; se nombrará al princi- 
pio de éstti, y se compondrá de treinta y cinco indivi- 
duos, nombrados cinco por cada Sección. 

Art. 73. Las Comisiones de examen de cuentas 
y de concesión de gracias, ó pensiones serán también 
permanentes para cada legislatura, y se nombraran al 
principio de ésta; pero la última no se compondrá más 
que de siete individuos, como las especiales. (2) 

Art. 74. La Comisión de peticiones será perma- 
nente, y sus individuos se renovarán cada mes al tiem- 
po de renovarse las Secciones; pero se supondrá exis- 
tente cada ana de las Comisiones sucesivas hasta que 



(1) Lo subrayado cu este articulo se adicionó en 18 de 
junio de 1887 y 18 junio de 1864. 

(3) Este articulo quedó nuevamente redactada, como se 
baila, por acuerdo de 18 de junio de 1864. 
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evacué los correspondientes informes sobre las peti- 
ciones que se le hayan pasado, y que recaigan sobre 
ellas la resolución del Congreso. 

Art. 75. La Comisión de gobierno interior será 
permanente; constará de un individuo de cada Sección, 
nombrado al principio de cada legislatura; del Presi- 
dente del Congreso, que lo será de la Comisión, y del 
primer Secretario. 

Art. 76. La Comisión de corrección de esti'o 
será permanente para cada legislatura, y constará de 
uno de los Secretarios nombrado por la Mesa y de 
otros dos Diputados. Para nombrar éstos, cada Sec- 
ción designará un individuo y los siete elegirán de en- 
tre ellos mismos á los dos. 

Art. 77. Las Comisiones podrán llamar, para 
que las auxilie en sus trabajos, á cualquiera individuo 
de dentro ó fuera del Congreso. 

Art. 78. Las Comisiones tendrán derecho para 
reclamar del Ministerio, por medio de Secretarios del 
Congreso, cuantas noticias crean necesarias para el 
acierto en sus dictámenes. 

La Comisión de gracias ó pensiones comprobará 
los documentos que se le presenten, y reclamará del 
Gobierno, las noticias que sean necesarias para fundar 
su dictamen, en el que nunca dejará de consignar el 
resultado de todos los datos. (1) 

Art. 79. Los Ministros y todos los Diputados 
podrán asistir sin voto á las Comisiones. 

Art. 80. Si por ausencia, enfermedad ó nombra- 
miento para algún cargo faltare algún individuo de la 
Comisión, se entenderá que ésta subsiste y podrá dar 
dictamen mientras queden cinco Diputados. 

Si bajaren de este número, nombrarán las Seccio- 
nes respectivas los que faltaren, y si ya éstas se hu- 
bieren renovado, las designadas con el mismo número. 

Art. 81. Ninguna Comisión se disolverá hasta 
que quede definitivamente votado el asunto para que 
ha sido nombrada. 

Art. 82. Las Comisiones nombradas para el exa- 



(1) Este párrafo fué adicionado, y quedó en la forma que 
está, en 18 de junio de 1864. 
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men de los Códigos ó de otras leyes de mucha exten- 
sión, podrán continuar sus trabajos con autorización 
del Congreso y de acuerdo con el Gobierno, aun des- 
pués de concluida la legislatura, en cuyo caso el Di- 
putado que no pueda permanecer en la capital, lo hará 
presente para que se le reemplace. 

Art. 83. Cada Comisión extenderá so dictamen 
sobre el asunto que se lo haya encargado, y lo presen- 
tará al Congreso. 

Art. 84. Los votos de los individuos de la Comi- 
sión que disientan de la mayoría se extenderán por 
separado y se presentarán también al Congreso, como 
asimismo los votos de las diversas fracciones en que 
se divida la Comisión cuando no tenga mayoría nin- 
gún dictamen. 

Art. 85. Cuando el dictamen de una Comisión 
recaiga sobre una proposición de uno ó más Diputados,, 
adquirirá ya ésta el carácter de proyecto de ley. 

Art. 86. Para las Comisiones de etiqueta y de 
mensaje turnarán los Diputados por el orden de lista. 

TÍTULO IX 

DE LOS TROYECTOS Y PROPOSICIONES DE LEY 

Art. 87. Los proyectos de ley presentados por 
el Gobierno al Congreso ó remitidos por el Senado se 
pasarán inmediatamente al examen de las Secciones. 

Art. 88. Las proposiciones de ley que hicieren 
los Diputados, deberán ser firmadas por su autores y 
entregadas al Presidente. 

Art. 89. Estas proposiciones deberán estar for- 
muladas como los proyectos del Gobierno. 

Art. 90. Ninguna proposición de ley podrá estar 
firmada por más de. siete Diputados. 

Art. 91. El Presidente pasará inmediatamente á 
todas las Secciones las proposiciones de ley que se le 
presenten. 

Art. 92. Las Secciones resolverán en su reunión 
inmediata si autorizan ó no la lectura de la propo- 
sición. 

Art. 93, Basta que una Sección autorice esta 
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lectura, para que se Verifique en la primera sesión del 
Congreso. 

Art. 94. Uno de los autores de la proposición 
podrá exponer de palabra los motivos y fundamentos 
de ella en seguida de su lectura, ó el día que tenga á 
bien. 

Art. 95. Verificada esta exposición de motivos, 
ó renunciando á ella el autor ó autores de la proposi- 
ción, se preguntará al Congreso si la toma en consi- 
deración ó no. Para esta resolución no se permitirá 
debate alguno. 

Art. 96. Tomada en consideración una proposi- 
ción de ley, pasará á las Secciones, como los proyec- 
tos del Gobierno y del Senado. 

Art. 97. En la segunda y ulteriores legislaturas 
de cada diputación puede continuar, á propuesta del 
Gobierno ó de un Diputado, cualquiera de los trabajos 
de la precedente, partiendo del estado en que se en- 
contraba; pero concluida una diputación, terminarán 
cuantos negocios pendían en el Congreso, y deberán 
comenzarse nuevamente, si fueren promovidos por el 
Gobierno ó los Diputados. Exceptuándose de esta 
disposición los Códigos en cuyo examen y discusión se 
podrá continuar. 

TÍTULO X 

DE LAS SESIONES 

Art. 98. Habrá sesión ordinaria todos los días 
no festivos. 

No habrá sesión los días y cumpleaños del Rey y 
del inmediato sucesor á la Corona, y los de fiesta na- 
cional, salvo cuando á propuesta del Presidente ó de 
un Diputado, por motivos de grave urgencia, acuerde 
el Congreso otra cosa. 

Art. 99. Con el mismo acuerdo se suspenderán 
por uno ó más días las sesiones á petición del Gobier- 
no; y por el Presidente, cuando el Congreso no tuviere 
asuntos de que ocuparse. 

Art. 100. Las sesiones ordinarias hasta la cons- 
titución definitiva del Congreso durarán seis horas, y 
cuatro en lo sucesivo, pudiendo en uno y otro caso 
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asuntos señalados, se dará cuenta de los oficios que 
hubiere remitido el Gobierno y de las proposiciones 
que hayan hecho los Diputados. 

Art. 109. Las comunicaciones del Gobierno re- 
mitiendo al Congreso los tratados de paz ó dando parte 
de las declaraciones de guerra, conforme al artículo 
45 de la Constitución (1), y aquella en que se diere 
cuenta de los resultados de una autorización concedi- 
da por las Cortes con esta calidad, quedarán sobre la 
mesa durante tres sesiones, después de lo cual pasará 
al Archivo. 

Sien la comunicación sometiere el Gobierno al 
juicio del Congreso algunos de sus actos, pasará ésta 
á las Secciones. 

Art. 1 10. Habrá en el salón un asiento destinado 
exclusivamente para los Ministros. 

TÍTULO XI 

DK LAS DISCUSIONES 

Art. 111. Leído el dictamen de una Comisión 
sobre cualquier materia, el Presidente señalará día 
para su discusión. 

Ésta no podrá verificarse en la sesión en que se 
dé cuenta. 

Art. 112. En los negocios graves ó difíciles, de- 
berá imprimirse y repartirse el dictamen de la Co- 
misión. 

Art. 113. En los dictámenes de mucha extensión 
y gravedad, se verificará la discusión primero en su 
totalidad, y después por párrafos. Cuando ocurriere 
duda sobre la calidad del negocio, se consultará al 
Congreso. 

Art. 114. La discusión general recaerá sobre el 
principio, espíritu y oportunidad del proyecto. 

Art. 115. No podrá cerrarse ninguna discusión, 
ni general ni particular, sin que hayan hablado por lo 
menos tres Diputados en contra, si los hay que tengan 
pedida la palabra, y otros tanto en pro. 



(1) Fs el 54 de la Constitución de 1876. 



Si puesto un dictamen á discusión, y rn aii-lqiili-i 1 
estado de ésta, no hubiere quien tente» pedid» Ih pnlrt 
bra en contra, se procederá á la votación, 

Art. 116. En el caso de ampliarse, por ni'ttcdlii 
del Congreso, la discusión ordinaria, el mUm» uVrltt. 
rara, á petición de uno ó más Diputados, aimi-lii coi,) 
el asunto suficientemente discutido. 

CÓDIGOS 

Art. 117. En los proyectos d<; CMJjf'rt y hHn% 
de igual naturaleza podrá hab'.-r vari;-* tliv u*U/tf* 
generales sobre los diversos libros 6 ll'u'»»* '■■»'■ » /»m 
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pezando por las que más se separen del artículo 6 pro- 
yecto á que se refieran, se concederá la palabra á 
uno de sus autores; contestará un individuo de la Co- 
misión, y en seguida se preguntará si el Congreso 
toma en consideración la enmienda respectiva. 

Art. 125. En el caso afirmativo se discutirán al 
mismo tiempo que el artículo á que correspondan, 
salvo aquellas cuya importancia y gravedad sea tal, 
que el Congreso resuelva se discutan previamente y 
con separación. 

PRESUPUESTOS 

Art 126. Los presupuestos se discutirán por 
separado por el orden que acuerde el Congreso. 

El de cada Ministerio se discutirá en la totalidad, 
y discutido en la misma forma cada uno de sus capítu- 
los ó secciones, se votará por párrafos. 

DISCURSO DE LA CORONA 

Art. 127. La contestación al discurso de la Co- 
rona se discutirá sólo en la totalidad. 

Art. 128. La Comisión dará su dictamen dentro 
de los tres primeros días después de constituido defi- 
nitivamente el Congreso. Impreso aquél, y después 
de haber estado dos días sobre la mesa, se procederá 
á la discusión, la cual se declarará cerrada cuando 
hayan hablado tres Diputados en pro y tres en contra. 

Si se presentaren enmiendas al dictamen, se ad- 
mitirán sólo las dos que más se aparten de él. Discu- 
tidas en la* forma prescrita para las enmiendas, se 
procederá á la votación. 

USO DE LA PALABRA 

Art. 129. Las discusiones se verificarán siempre 
hablando los Diputades alternativamente en contra y 
en pro de la proposición ó dictamen que se discuta, 
según el orden con que hubieren pedido la palabra en 
en uno de los dos sentidos. 

Art. 130. Ningún Diputado podrá hablar sin ha- 
ber pedido y obtenido la palabra. 



Art. 131. La palabra se pide desde su asiento ó 
acercándose á la mesa á escribir el Diputado por sí 
mismo su nombre. 

Art. 132. Los Diputados dirigirán siempre la 
palabra al Congreso, y no a un individuo ó fracción 
del mismo. 

Art. 133. Aun cuando un Diputado haya usado 
de la palabra, podrá volver á usarla, caso de ampliar- 
se la discusión, si le tocare el turno ó se lo cedieren. 

Art. 134. En todos los casos, el Diputado que 
haya usado de la palabra podrá volver a usar de ella 
para deshacer equivocaciones puramente de hecho ó de 
concepto, pero sin hacer discursos sobre la cuestión 
principal. 

Art. 135. Los Diputados que hubieren pedido la 
palabra en un mismo sentido, podrán cederse el turno 
entre sí. 

Art. 136. La Comisión cuyo dictamen se discuta, 
y el autor de una proposición sobre la cual no hubiere 
recaído dictamen de Comisión, tendrán preferencia en 
el uso de la palabra en todos los turnos en pro que 
permite el reglamento. 

Art. 137. Los Ministros obtendrán la palabra 
siempre que la pidan. 

Art. 138. Todo discurso se pronunciará de viva 
voz y se continuará sin intermisión, salvo que fuesen 
pasadas las horas de reglamento y el Congreso no 
acuerde prorrogar la sesión. 

Art. 139. Para que un discurso pueda prorro-, 
garse más tiempo que el de una sesión, se necesita el 
acuerdo del Congreso, 

Art. 140. En cualquier estado de la discusión 
podrá pedir un Diputado la observancia del reglamen- 
to, citando los artículos cuya aplicación redame, y la 
lectura de los mismos si le convien.-. 

Art. 141. Cualquier Diputado podrá pedir tam- 
bién, durante la discusión ó antes di votar, la lectura 
de las leyes, órdenes y documentos que crea condu- 
centes á la ilustración del asunto de que se- trate. 
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DICTÁMENES RETIRADOS 

Art. 142. Las Comisiones podrán retirar en todo 
ó en parte los dictámenes que dieren, para presentar- 
los redactados de nuevo. 

Art 143. El autor de una proposición podrá re- 
tirarla antes de que el Congreso la haya tomado en 
considración. 

ALUSIONES PERSONALES 

Art. 144. El que en los discursos pronunciados ó 
ducumentos que se leyeren fuere aludido en su perso- 
na ó en sus hechos propios, podrá usar de la palabra 
sin entrar en el fondo de la cuestión, para rectificar ó 
defenderse, en la misma sesión; y si no se hallare pre- 
sente, en la inmediata. Para hacerlo en los sucesivo 
lo acordará así el Congreso. 

En estos casos no se permitirá más que el discur- 
so del que se defienda y el del que hubiere hecho 
alusión, si quiere contestar; después de lo cual se, 
pasará á otro asunto. 

Art. 145. Si la alusión fuere relativa á un au- 
sente ó á persona que hubiere fallecido, y un Diputado 
quisiese hablar en su defensa, se preguntará al Con- 
greso. 

Art. 146. Nadie podrá ser interrumpido cuando 
hable, sino para ser llamado al orden ó á la cuestión 
por el Presidente. 

LLAMADAS Á LA CUESTIÓN Y AL ORDEN 

Art. 147. Los Diputados serán llamados á la 
cuestión siempre que notoriamente estuvieren fuera 
de ella, ya pDr digresiones extrañas al punto de que 
se trata, ya por volver nuevamente sobre lo que estu- 
viere discutido ó aprobado. 

Art. 148. Asimismo los Diputados serán llama- 
dos al orden siempre que en sus discursos faltaren con 
insistencia á lo establecido para las discusiones; cuan- 
do profirieren palabras en cualquier sentido peligrosas, 
y cuando las profieran malsonantes ú ofensivas al 
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decoro del Cuerpo Ó de sus individuos, del Trono y 
del otro Cuerpo Colegislador. 

Art. 149. Cuando un Diputado sea llamado por 
tres veces at orden en una misma sesión, el Presidente 
podrá consultar al Congreso si se le retirará y negará 
la palabra en lo que restare de la misma sesión. Pero 
si hecha esta pregunta pidiera el Diputado la palabra 
para justificarse, deberá serle concedida y escucharse 
las razones que exponga con moderación y decoro. 

EXPRESIONES MALSONANTES 

Art, 150. Si se profiriere alguna expresión mal- 
sonante ú ofensiva á algún Diputado, éste podrá re- 
clamar luego que concluya de hablar el que la proñrió; 
y si éste no satisface al Congreso ó al Diputado que 
se creyere ofendido, mandará el Presidente que se 
escriba por un Secretario; y si hubiere tiempo, se de- 
liberará sobre ella aquel mismo día; y si no, se dejará 
para otra sesión, acordando el Congreso lo que estime 
conveniente A su propio decoro y á la unión que debe 
reinar entre los Diputados. 

DICTÁMENES DESECHADOS 

Art. 151. Cuando fuere desechado un proyecto 
de ley ó un dictamen de Comisión en todo ó en parte, 
el Congreso decidirá si ha de volver á la Comisión 

para que lo redacte de nuevo. 

APROBACIÓN DEFINITIVA 

Art. 152. Concluida la discusión y votación de 
un asunto por partes ó artículos, la Secretaria lo re- 
dactará, lo revisará la Comisión de corrección de 
estilo, y se someterá ú la aprobación definiva del Con 



Art. 153. Los expertadores guardarán profundo 
silencio y conservarán el mayor respeto y compostura, 
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sin tomar parte alguna en las discusiones por demos* 
traciones de ningún género. 

Art. 154. Los que perturben de cualquier modo 
el. orden, serán expelidos de las tribunas 6 galerías en 
el mismo acto; y si la falta fuere mayor, se tomará 
con ellos la providencia que haya lugar, deteniéndolos 
en caso necesario y entregándolos á las Autoridades 
competentes. • 

Art. 155. En el caso de que ocurra un desurden 
grave que el Presidente no pueda calmar, levantará 
la sesión. 

TÍTULO XII 

UE LAS PROPOSICIONES QUE NO SON DE LEY 

Art. 156. Si durante una discusión se hiciere 
alguna proposición incidental, ó que tenga por objeto 
determinar el curso que deba darse á los negocios, el 
Congreso, oyendo al autor de ella, acordará lo que 
tenga por conveniente. 

El discurso del autor en este caso se ceñirá estric- 
tamente al objeto de la proposición, sin entrar de nin- 
guna manera en la cuestión principal. 

Art. 157. La proposición de no haber lugar á 
deliberar tiene preferencia sobre cualquiera otra, pero - 
no podrá hacerse en la discusión de los proyectos de 
ley. 

Art. 15S. Las proposiciones que no tengan por 
objeto una ley, se han de presentar firmadas por siete 
Diputados. Si estuvieren firmadas por un número 
menor, ha de completarse éste por Diputados que al 
menos apoyen la lectura bajo su firma al pie de la 
misma proposición. 

Exceptúanse de esta formalidad las proposiciones 
de que tratan los dos artículos anteriores. 

Art. 159. Las proposiciones así firmadas debe- 
rán leerse en la sesión en que se presenten, si se en- 
tregan antes de entrar en la discusión de los asuntos 
señalados, y si no en la inmediata; y el Congreso de- 
cidirá si las toma ó no en consideración, oyendo para 
esto á uno de sus autores. 



Art. 160. El Congreso decidirá también si han 
de pasar á las Secciones y ha de informar sobre ellas 
una Comisión, ó si se han de discutir sin este trámite. 



DE LAS I NTERPEL ACIONES Y PREGUNTAS 

Art. 161. Cualquier Diputado tiene el derecho 
de interpelar A los Ministros, anunciándolo con ante- 
rioridad, de palabra ó por escrito, pero expresando en 
ambos casos, de un modo explicto, el objeto de la in- 
terpelación. 

Art. 162. El Diputado podrá anunciar la inter- 
pelación de palabra, cuando se halle presente el Mi- 
nistro del ramo, el cual contestará en et acto, ó se 
tomará tiempo para contestar, si el Gobierno cree ó 
no conveniente dar explicaciones sobre el objeto indi- 
cado, y en el día en que estará dispuesto 4 verificarlo. 

Art. 163. Lo mismo hará el Gobierno cuando la 
interpelación se haya anunciado por escrito y se le 
haya comunicado por la Secretaría del Congreso. 

Art. 164. En el día señalado por el Gobierno 
para la interpelación, el Diputado la exp'anara en los 
términos que tenga por conveniente; el Gobierno con- 
testará, y el Diputado interpelante ó cualquiera otro 
podrá replicar; pero luego que hayan hablado tres 
Diputados y contestádoles et Ministerio, si lo cree 
oportuno, podrá preguntarse si se pasará & otro 
asunto. 

Art. 165. De resultas de la interpelación podrán 
los Diputados presentar las proposiciones que crean 
convenientes, en la misma sesión ó en la inmediata. 

Art. 166. Los Diputados pueden también dirigir 
preguntas al Gobierno sobre asuntos de interés públi- 
co, á que aquél contestará, si lo tuviere por conve- 
niente, ya en el acto, ya aplazando la comentación. 

Si de resultas de la contestación á la pregunta tu- 
viere por conveniente el Diputado hacer alguna inter- 
pelación, seguirá ésta los trámites determinados en 
los artículos anteriores. 

Art. 167. En igual forma podrán los Diputados 
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dirigir preguntas á la Mesa y á las Comisiones sobra 
el estado de los asuntos que pendan en las mismas. 

TÍTULO XIV 

s 

DE LAS VOTACIONES 

Art. 168. El Congreso votará de uno de los cua- 
tro modos siguientes: 

1.° Levantándose los que aprueben y quedando 
sentados los que repruében. 

2.° Por votación nominal. 

3.° Por papeletas. * 

4.° Por medio de bolas. 

Art. 169. La votación ordinaria es la primera 
de las cuatro que quedan expresadas. Su resultado lo 
anunciará uno de los Secretarios. 

Art. 170. Si el Secretario tuviere duda, ó algún 
Diputado lo reclamare, aun después . de publicada la 
la votación, el Presidente nombrará dos Diputados de 
los que estén de pie y dos de los sentados, para que 
uno de cada clase cuenten á los que aprueban, y los 
otros dos á los que reprueban, publicando el número 
á continuación. 

Art. 171. Ningún Diputado podrá entrar en el 
salón ni salir de él mientras se cuenten los votos. 

Art. 172. Toda votación ordinaria se repetirá 
nominalmente siempre que la diferencia entre los que 
aprueban y reprueban no pase de tres, ó que los Dipu- 
tados que cuenten los votos no estén conformes des- 
pués de haberlos contados dos veces. 

Art. 173. También será la votación nominal 
cuando la pidan al menos siete Diputados antes que 
esté publicada la votación ordinaria. 

Art. 174. La votación nominal se verificará di- 
ciendo los Diputados sus nombres por el orden en que 
estuvieren sentados y añadiendo sí ó no, según sea el 
voto de aprobación ó reprobación. * 

Art. 175. Toda elección de personas se hará por 
papeletas. (1) 



(1) Artículos 6.° y 7.° 
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Art. 176. El escrutinio por bolas servirá para 
cualquier votación en que se califiquen^ los actos ó 
conducta de alguna persona ó personas' ó cuando el 
Congreso lo acuerde por mayoría de dos terceras 
partes. 

Art. 177. Para verificar esta clase de votación, 
cada Diputado, cuando sea llamado pur el Secretario, 
que leerá la lista de todos, recibirá del Presidente una 
bola blanca y otra negra, y depositará en la urna des- 
tinada al efecto la bola blanca si aprueba, y la negra 
si reprueba, poniendo en otra urna separada la bola 
sobrante. 

Art. 178. El Presidente y los Secretarios conta- 
rán las bolas, y uno de éstos publicará la votación. 

. Art. 179. La votación definitiva de las leyes en 
su totalidad, es la única que, con arreglo al artícu- 
lo 37 (1) de la Constitución, requiere la presencia de 
la mitad más uno del número total de Diputados que 
componen el Congreso. 

En los proyectos ó proposiciones de ley para gra- 
cia ó pensión, se verificará la votación por medio de 
bolas. (2) 

Art. 180. Cuando ocurriere empate en alguna 
votación ordinaria, nominal, ó de las que se hagan por 
bolas á petición de los Diputados, se abrirá de nuevo 
el debate y se repetirá la votación. Si resultare nue- 
vo empate, se volverá á votar en la sesión próxima; 
y si también hubiere entonces empate, se entenderá 
desechado el dictamen, artículo ó proposición. 

Art. 181. Lo mismo se hará en caso preciso res- 
pecto á las votaciones definitivas de los proyectos de 
ley, pero sin abrirse de nuevo la discusión. 

Art. 182. Tiene derecho á votar todo Diputado 
que entre en el salón mientras no estén cerradas las 
votaciones que se hagan nominalmente, por papeletas 
ó por escrutinio de bolas. 

Art. 183. También tiene derecho cualquier Di- 
putado para hacer que se cuenten los presentes á la 



12) 



Es el 43 de la Constitución de 1876. 

Este párrafo se adicionó en 18 de junio de 1864. 
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votación, á fin de comprobar si son ó no en número 
suficiente. 

Art. 184'. Si un Diputado pidiere que un artículo, 
dictamen ó proyecto se vote por partes, el Congreso 
resolverá lo que estime conveniente. 

Art. 185. Todo Diputado que se halle presente 
en una votación que no sea secreta, puede salvar su 
voto, sin motivarlo, en el Acta de la sesión inmediata, 
y podrán adherirse á las resoluciones del Congreso 
todos los Diputados, aun cuando se hallen ausentes al 
tiempo de tomarlas. 

Art. 186. A toda votación precederá la pregun- 
ta de si hd lugar á votar. 

TÍTULO XV 

DE LAS PETICIONES 

Art. 187. De todas las peticiones que se dirijan 
al Congreso, se dará cuenta por lista que indique el 
orden numérico de prioridad con que se han recibido 
en la Secretaria, y que exprese únicamente el nombre 
del peticionario y el objeto de la petición. 

Art. 188. Éstas listas y las peticiones á que ellas 
se refieran, pasarán inmediatamente á la Comisión, 
para que informe á la mayor brevedad posible. 

Art. 189. Los informes de la Comisión se impri- 
mirán por apéndice en el Diario de las Sesiones , á 
fin de que los sábados, por lo menos, de cada semana, 
se ocupe el Congreso en resolverlas por el mismo or- 
den con que han sido presentadas. 

Art. 190. Si la Comisión de peticiones creyere 
que alguna de ellas no debe tomarse en consideración, 
usará de la fórmula no hd lugar á deliberar. 

Art. 191. Si creyere que son dignas de tomarse 
en consideración, pero que toca resolverlas al Gobier- 
no ó á los tribunales, propondrá su remisión al Minis- 
terio á que corresponda. 

Art. 192. Si creyere que deben tomarse en con- 
sideración por ser útiles para trabajos legislativos, 
propondrá que se tengan presentes en tiempo oporta- 
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mo la de haber merecido bien de la Patria, y la de 
haber de inscribirse algún nombre en las lápidas del 
salón de sesiones, precederá siempre dictamen de Co- 
misión. 

Art. 201. Para estas declaraciones debe estar el 
Congreso definitivamente constituido. 

TÍTULO XVIII 

DE LOS DIPUTADOS 

Art. 202. Si algún Diputado tuviere necesidad 
de ausentarse por más de ocho días, deberá pedir li 
cencia al Congreso, exponiendo por escrito los moti- 
vos y señalando el tiempo que necesite. El Congreso 
lo tomará en consideración y acordará lo que estime 
conveniente. 

Art. 203. Debiendo existir siempre presente en 
las sesiones el número de Diputados que la Constitu- 
ción señala para la formación de las leyes, no se da- 
rán licencias, á lo más, sino á la tercera parte del nú- 
mero excedente. 

No haciéndose uso de la licencia en el término de 
quince días, á contar desde la fecha de su concesión, 
queda sin efecto. 

Art. 204. Los Diputados que no tengan unifor- 
me ó traje particular, se presentarán con vestido ne- 
gro en los días en que el Rey, el sucesor á la Corona, 
el Regente ó Regencia asistan á las Cortes, y los de 
galas mayores; y del mismo usarán para ir en diputa- 
ción al Palacio de S. M. 

Art. 205. Cuando se pidiere al Congreso la au- 
torización que se expresa en el artículo 41 (1) de la 
Constitución, para proceder contra un Diputado, re- 
solverá lo que estimare oportuno, oyendo á una Co- 
misión nombrada por el método ordinario, pero sin la 
instrucción previa que previene el artículo 65. 

Art. 206 (2). Los Diputados á que se refiere el 



(1) Es el 47 de la Constitución de 1876. 

(2) Fué modificado en la forma que se halla el 18 de ju- 
nio de 1887. 



párrafo 1.° del articulo 31 de la Constitución, cesaran 
de. hecho en su cargo, y el Presidente del Congreso, 
sin que entienda en el asunto la Comisión de incompa- 
tibilidades, lo hará constar asi en la primera sesión 
pública que celebre el Congreso después de transcu- 
rrido el plazo de quince días que marca el citado ar- 
tículo 31 de la Constitución. 

TlTL'I.O XIX . , 

DE LA ACUSACIÓN [1K LOS MINIM'KOS 

Art. 207. Para la acusación de los Ministros se 
formulará uua proposición que pasará A tas Secciones, 
siguiendo los trámites de una proposición de ley, has- 
la que recaiga resolución del Congreso. 

Art. 20S. Si el Congreso, en votación por bolas, 
acordase haber lugar á la acusación, las Secciones, 
en votación por cédulas, nombrarán una Comisión de 
siete individuos, que formulará y sostendrá la acusa- 
ción ante el Senado. 

Art. 20°. Para decidir sobre la proposición de 
acusación, se necesita el mismo numero de diputados 
que para votar las leyes, y ha de hallarse el Congreso 
definitivamente constituido. 

Art. 210. La discusión para declarar haber ó 
no lugar á la acusación, será pública, y siempre ordi- 

Art. 211. Sí los individuos de cuya responsabi- 
lidad se trata, pretendieren concurrir á defenderse, 
podrán verificarlo, ocupando el lugar que'á este lin 
íes señale el Presidente, si no tuvieren asiento en el 
Congreso. 

Art. 212. Los discursos que los mismos pronun- 
cien en su defensa, no consumen turno. 

Pueden asimismo pedir la lectura ó exhibición de 
cuantos documentos les convinieren. 

Art. 213. Si en vez de concurrir personalmente 
remitieren escritos ó documentos en su defensa, les 
serán admitidos y leídos en la sesión. 

Art. 214. Los interesados están en todos estos 
casos bajo la salvaguardia del Congreso. 



->, 
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TÍTULO XX 

DEL GOBIERNO INTERIOR DEL CONGRESO 

Art. 215. El Congreso en cuerpo no asistirá á 
ningún acto fuera de sus sesiones. 

Art. 216. La policía del Congreso y del ediñcio 
en que celebre sus sesiones, corresponderá á su Pre- 
sidente, quien dará al efecto las órdenes oportunas á 
los empleados en él y al Jefe de la guardia militar. 

Art» 217. Bajo la dirección é inspección de la 
Comisión de gobierno interior estará el Diario del 
Congreso, en el que se insertarán é imprimirán ínte- 
gra, fiel é imparcialmente todos los hechos que pasen 
y discursos que se pronuncien en sus sesiones públi- 
cas; debiendo organizarse su redacción é impresión 
de manera que no deje de publicarse desde el primer 
día de las sesiones. 

Art. 218. La Comisión de gobierno interior pro- 
veerá todos los empleos vacantes del Congreso, y con- 
cederá, en caso preciso, licencias temporales á sus 
dependientes; pero no podrá ni aumentarlos ni dismi- 
nuirlos, ni destituirlos sin aprobación del Congreso. 

\rt. 219. La misma Comisión formará el presu- 
puesto anual de los gastos del Congreso, percibirá y 
administrará los fondos que para cubrirlos se reciban 
del Tesoro público, y presentará mensualmente al 
Congreso la correspondiente cuenta, que se aprobará 
en sesión «secreta y se leerá luego en sesión pública el 
primer sábado de cada mes. 

Art. 220. La misma Comisión formará los re- 
glamentos particulares de las dependencias del Con- 
greso. 

En el intervalo de una á otra legislatura, el Pre- 
sidente del Congreso, con dos individuos de la Comi- 
sión de gobierno interior que él designare, desempe- 
ñarán las funciones de ésta. 



TÍTULO XXI 
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Art. 221. Lu p'-oni'hici >e d*r refo-nu a? Ttz^ 
mentó, seguirá los trámnes ü~ tm¿ proroiicen. ot f 1 

An. 222. De las -**>■• ¡u" i on*-' ar;: £.(jT*i-rr-t *i 
casos omisos- o jai :>-:.•■: irna'i ;¿ rrt-T~is*:¿ i-'.* 
Apéndice, que se r-mni-L ¿ i'.* LnrujC'y- a r - .-.- 
pió de cada leriaiata-fc y -<t o'-í*f— -a-.ti ft uü-> í- -- 
logos como ad.rio:i-- t , "-'*:--'jt-:.i^- a -■.;: .:-:• :'■- 

AFÉKÚ2 Al TíXaMEFT:' 



La* di=n^. 

unios por c! l— ; 
listas tic ":_ rr- 



de iurrr^r ; r 
en ¡¿ íj~z— . 



i 



i 



— 262 — 

El cargo de individuo de una Comisión no es re- 
tiunciable. 

(Sesión de 21 febrero 1851). 

Los individuos de la Comisión de gracias ó pen- 
siones, formarán parte de la mixta en los proyectos 
de ley para su concesión. 

(Sesión de 14 junio 1865). 

Los dictámenes de Comisiones mixtas sobre pro- 
yectos de ley de gracias ó pensiones, se aprobarán en 
votación ordinaria ó nominal. 

(Sesión de 19 junio 1865). 

Todo proyecto de ley referente á petición de cré- 
ditos extraordinarios ó sup'ementarios, así como toda 
proposición de ley en la cual se consigne un aumento 
del presupuesto de gastos, pasarán á la Comisión de 
presupuestos. 

El Congreso, sin embargo, podrá determinar que 
dichas proposiciones pasen á una Comisión especial. 
En este caso, dicha Comisión, siempre que apruebe el 
gasto ó el crédito sometido á su examen, lo comuni- 
cará á la Comisión de presupuestos, la cual deberá 
dar su dictamen en el término de diez días. Si así no 
lo hiciere, se entenderá que aprueba lo propuesto por 
la Comisión especial. 

(Sesión de 27 febrero 1883). 

Se considerará á las Comisiones de presupuestos 
de Cuba y Puerto Rico como permanentes, y revesti- 
das, por lo que hace á créditos extraordinarios ó su- 
pletorios y á proposiciones de ley relacionados con 
aumentos de gastos, de las mismas facultades que dis- 
fruta desde el acuerdo tomado por la Cámara en 27 
de febrero de 1883, la Comisión general de presupues- 
tos de la Península. 

(Sesión de 9 mayo 1887). 



Acuerdo del Congreso de los Diputados 

APROBANDO 
LA REDACCIÓN DEL ARTÍCULO 100 »K SW KK/.LA 
EN LA SIGUIENTE fOKMA: 

Artículo 100. Las se-ion* s ordínariu* ti; 
constitución definitiva del Congr'-to -Jijará; 
horas. 

La misma duración teñirán *'jtt»1ía* * n - 
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REGLAMENTO DEL SENADO 



TÍTULO PRIMERO (I) 

PRELIMINARES PARA LA JUNTA. PREPARATORIA 

Artículo 1.° El Mayor de la Secretaría recibirá 
los expedientes necesarios para probar las condiciones 
exigidas en el artículo 21 de la Constitución á los Se- 
nadores por derecho propio; los traslados de los Rea- 
les decretos nombrando Senadores vitalicios, con los 
justificantes que corresponda al caso del artículo 22 
de la Constitución en que fueren comprendidos, y las 
certificaciones de las actas originales, cotí todos los 
documentos que deben remitir las Diputaciones provin- 
ciales dentro de los ocho días marcados en el articulo 
!J4 de la ley Electoral. 

Art. 2.° Los Senadores electos presentarán asi* 
mismo al Mayor de la Secretaria sus respectivas actas 
con la documentación correspondiente. 

Todo Senador dejará además en la Secretaria la 
nota de su domicilio. 

Los Senadores ausentes podrán presentar sus cre- 
denciales por medio de oh'cio ó por conducto de cual- 
quier Senador. 

Art. 3." Conforme fuere recibiendo el Mayor es- 
tas documentaciones, las numeraríi y formará una, 
lista de los Senadores presentados. 



(1) Los seis primeros títulos de este reglamente 
lo» 1.» al 46, fueron aprobados el 21 de junio de 1877, , 
litución de los análogos del de 1S71, artículos 1 * al 45. 
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TÍTULO lí 

DE LA JUNTA PREPARATORIA 

Art. 4.° Los Senadores que se hallen en Madrid 
al principio de cada legislatura, se reunirán á las doce 
de la mañana en el Palacio del Senado el día antes 
del señalado para la apertura de las Cortes. 

Art. 5.° A la una en punto, los Senadores, cual- 
quiera que sea su número, entrarán en el salón de se- 
siones, y se dará principio á la junta preparatoria, 
ocupando la silla de la Presidencia el de mayor edad 
y ejerciendo las funciones de Secretarios los cuatro 
que la tuvieren menor. 

Art. 6.° Acto continuo, uno de los Secretarios 
leerá la Real convocatoria, la lista de los Senadores 
presentes y las comunicaciones del Gobierno. 

Si de éstas resultare haber sido nombrado -por el 
Rey de entre los Senadores presentes el Presidente } r 
Vicepresidentes del Senado, ocupará la silla de la 
Presidencia el primero, y á falta de éste uno de los 
segundos, por el orden de su nombramiento. 

Art. 7.° En seguida se fijará el número de indi- 
viduos y suplentes de cada una de las Comisiones en- 
cargadas de recibjf y acompañar al Rey y Personas 
Reales al entrar y salir del Palacio designado para la 
apertura; se sortearán los nombres de los Senadores 
que hayan de componer estas Comisiones; se señalará 
la hora en que deba verificarse la primera sesión des- 
pués de la Regia, y se dará por terminada la junta. 

TÍTULO ili 

DE LA CONSTITUCIÓN INTERINA DEL SENADO CUANDO SE 

RENUEVE LA PARTE ELECTIVA. 

Art. 8.° Al siguiente día de la apertura de las 
Cortes, si no fuere festivo, ó en el mismo si se hiciese 
por Real decreto, celebrará su primera sesión el Se- 
nado á la hora señalada, bajo la presidencia de la Mesa 
constituida en la junta preparatoria. 
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Art. 9." Esta sesión principiará por la lectura del 
Acta de la anterior y de las dos listas de qqe hablan 
los artículos 3.° y 6.°, rectificándose la segunda 
número de Senadores presentes fuese mayor, y proce- 
diéndose á nombrar los cuatro Secretarios interinos 
si asistiesen la mitad más uno de los Senadores pre- 
sentes en Madrid. 

Art. 10. Los Secretarios serán elegidos en 1¡ 
forma que establecen los artículos 208, 209, 210 y 211 
y desempeñarán su cargo hasta la constitución defini- 
tiva del Senado. , 

Art. 11. Si en la sesión de dicho dia no pudiese 
verificarse el nombramiento por falta de número de 
Senadores concurrentes, se hará en la inmediata si se 
reúnen por lo menos f>0, Ó en la primera en que esto 
se verifique; pero siempre en la forma prescrita en el 
artículo anterior. 

Art. 12. De los nombramientos de Secretarios 
se dará conocimiento al Congreso de los Diputados y 
al Gobierno. 

Art. 13. Hasta su constitución definitiva, el Se- 
nado se ocupará del examen de las actas y credencia- 
les, y de las comunicaciones del Gobierno ó del otro 
Cuerpo Colegislador, á no ser que á propuesta del 
Gobierno, ó de la Mesa, el Senado acordare lo con- 
trario; pero en ningún caso podrá tratar de proyectos 
y proposiciones de ley. 

Art. 14. El Presídeme nu permitirá otras discu- 
siones que las de actas y calidades, y las que procedan 
conforme al texto del articulu anterior, 



TÍTU 



DEL EXAMEN Dli ACTAS, CKI-.I ■!■ Ai I ALKS V APTITUD LEGAL 

Art. 15. En la primer, i legislatura de cada reí 
vación genéralo parcial ¿<: la parte electiva, y en , 
sesión del mismo día en que se constituya Ínterin: 
mente, ó en la inmediata .si no hubiese tiempo, n~- 
brará el Senado la Comisión permanente de act 
calidades, compuesta de siete individuos; y "' * 
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más de éstos fuesen sólo Senadores electos, otro auxi- 
liar del propio número. 

Art. 16. Para la elección de estas Comisiones se 
observarán las reglas establecidas en los artículos 79 
y sus concordantes 208, 210 y 21 1. 

Art. 17. La Comisión auxiliar examinará y dará 
dictamen tan sólo en las actas y credenciales de los 
individuos de la Conr'sión permanente; y si alguna, ó 
la aptitud legal del elegido presentase dificultad, aun- 
que fuese leve, el Senado, sin discusión previa, le 
sustituirá con otro Senador cuya aptitud legal no 
ofrezca duda alguna. Los dictámenes de esta Comi- 
sión serán los primeros que se discutan y voten. 

Art. 18. La Comisión permanente examinará los 
documentos á que se hace referencia en los artículos 
1.° y 2.°, y < basificará ltfs expedientes por el orden de 
su numeración, en tres categorías, á saber: 

Primera. Los que no contengan protesta ni re- 
damación alguna. 

Segunda. Los que sólo ofrezcan motivos ligeros 
de discusión. 

Y tercera. Los que ofrezcan dificultad grave. 

Art. 1°). De las actas electorales comprendidas 
en las dos primeras categorías, extenderá la Comisión 
un solo dictamen por provincias y Corporaciones, pro- 
poniendo su aprobación. Presentará también por se- 
parado, en dos listas correspondientes á las mismas 
rategorías, los nombres de los Senadores que, resul- 
tando electos en dichas actas, hubiesen probado su 
aptitud legal, y propondrá su admisión. 

Al darse cuenta al Senado de las dos menciona- 
das listas, no se pasará á la segunda hasta que hubie- 
re sido aprobada la primera. 

Art. 20. Kn los expedientes de los Senadores por 
derecho propio y nombramiento de la Corona, propon- 
drá la Comisión desde luego la admisión, una vez pro- 
hada la aptitud legal de los interesados. 

Art. 21. Si contra algunos de los dictámenes de 
la Comisión pidiesen la palabra varios Senadores, usa- 
rá de ella el primero que la pidiese, contestando la 
Comisión ú otro de los mismos. El interesado podrá 
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tomar parte en la discusión por una sola vez, sin con- 
sumir turno. 

Art. 22. Cuando en el dictamen desechado se 
propusiese la validez del acta ó la admisión del Sena- 
dor, pasará illa tercera categoría. 

Art. 23. Aprobada el acta, la aptitud legal, y 
admitido el interesado, el Presidente le proclamará 
Senador. 

Art. 24. No se dará dictamen sobr la aptitud le- 
gal de ningún Senador mientras no presente los docu- 
mentos que la justifiquen, á juicio de la Comisión; pe- 
ro una vez presentados, no se podrá demorar el dicta- 
men más de diez días. 

Cuando el interesado considerase bastantes los 
documentos exhibidos, aunque la Comisión no lo esti- 
mare asi, tendrá derecho á que.se le dé cuenta de su 
expediente dentro del referido pla¿o, para la resolu- 
ción del Senado. , 

Art. 25. Hasta después de constituido el Senado 
no se dará cuenta de los expedientes comprendidos en 
la tercera categoría, á no ser que falte número de Se- 
nadores para constituirlo. En este caso, con acuerdo 
del Senado, la Comisión presentará los dictámenes que 
á su juicio ofrezcan menor dificultad. 

Art. 2b. Los Senadores presentados, cuyos nom- 
bramientos y aptitud legal se examinen, podrán, aún 
después de constituido el Senado, hacer uso del dere- 
cho que se les concede por el art. 21. 

Art. 27. Cuando en alguna votación sobre la va- 
lidez ó nulidad de la elección de Senadores, ó de su 
aptitud legal, resultare empate, se practicará lo dis- 
puesto en el art. 215, y al tercer- empate quedará ad- 
mitido el Senador. 

Art. 28. Si las Comisiones, para dar dictamen, 
creyesen necesaria la práctica de algunas diligencias, 
lo propondrán al Senado. En cuanto á reclamación 
de documentos, se observará lo preceptuado respecto 
á las demás Comisiones. 

Art. 29. Cuando en el examen de los expedien- 
tes resultase algún hecho penado por las leyes, la Co- 
misión dará cuenta al Senado para que acuerde lo que 
estime conveniente. 
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TÍTULO V 

DE LA CONSTITUCIÓN DEFINITIVA DEL SENADO 

Art. 30. (1) Terminado él examen de Jas actas y 
expedientas de primera y segunda categoría, si resul- 
tasen admitidos la mitad más uno de los Senadores 
presentadas, se procederá á la constitución definitiva 
del Senadp, previo. acuerdo del mismo. 

Inmediatamente después, Jos Senadores prestarán 
juramento, ó harán promesa de fidelidad al Rey y á la 
Constitución, con esta fórmula, que leerá en alta voz 
uno de los Secretarios: 

«¿Juráis ó prometéis guardar y hacer guardar la 
Constitución de la Monarquía española? 

¿Juráis ó prometéis fidelidad y obediencia al Rey 
D. Alfonso XIII y á la Regencia del Reino, constitui- 
da con arreglo á la Constitución? 

¿Juráis ó prometéis haberos bien y fielmente en el 
cargo de Senador? 

El Senador, puesta la mano derecha sobre el libro 
de los Evangelios, responderá: 

«Sí juro». 

O bien, poniendo la mano derecha sobre su pecho, 
responderá: 

«Sí prometo». 

El Presidente concluirá diciendo: 

«Si así lo hiciereis, Dios os lo premie; y si nó, os 
lo demande». 

Durante este acto estará arrodillado el Senador que 
presta el juramento, y de pie el que hace la promesa. 
Se pondrán de pie en uno y otro caso los Senadores y 
concurrentes á las tribunas. Sólo el Presidente per- 
manecerá sentado. 

Los Senadores que no estén presentes jurarán ó 
harán promesa antes de tomar asiento. 



(1) Quedó modificado en esta forma el 8 de febrero de 1883. 
La fórmula del juramento se acordó en 26 de mayo de 1886. 
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3.° De las once Universidades, para que las cin- 
co primeras que salgan de la urna verifiquen la reno- 
vación. 

4.° De las seis regiones formadas con las Socie- 
dades Económicas, para que la renovación se haga en 
las tres que señalen los primeros números. 

5.° De las 35 provincias de la Monarquía que eli- 
gen tres Senadores, para que en las 18 primeras que 
salgan de la urna tenga lugar la renovación de dos. 

Renovarán uno las otras 17, así como las 21 pro- 
vincias restantes que eligen dos Senadores. 

Las provincias que eligen tres, y las Universida- 
des, alternarán para la renovación en la forma si- 
guiente: 

Siempre que la renovación haya de verificarse en 
cinco Universidades, tendrá lugar la de dos Senado- 
res en 18 provincias de las que eligen tres, y sola- 
mente en 17 de éstas cuando se verifique en seis Uni- 
versidades. 

Art. 37. Se sortearán además los Senadores de 
cada provincia para que ocupen los números del 1 al 3, 
y en la renovación salgan el primero ó los dos prime- 
ros, según el resultado del sorteo á que se refiere el 
artículo anterior. 

Art. 38. El Presidente y Secretarios harán el 
escrutinio de estos seis sorteos por el orden en que 
están indicados, leyendo en alta voz uno de los Secre- 
tarios las papeletas que se hubiesen depositado en la 
urna, pudiendo todos los Senadores, por invitación de 
la Mesa, acercarse á comprobarlas. 

Art. 39. Cuando el Rey suspenda las sesiones 
de las Cortes, ó declare terminada la legislatura, el 
Presidente del Senado pasará al Gobierno, en el tér- 
mino de ocho días, para los efectos del artículo 60 de 
la ley de 8 de febrero de 1877, una lista en que conste, 
respecto á los Senadores por derecho propio. 

1.° Los que hayan tomado asiento en el Senado. 

2.° Los que habiendo sido admitidos por el mis 
mo Cuerpo, no se hayan presentado á tomar asiento. 

3.° Los que hayan solicitado su admisión, acerca 
de cuyos expedientes hubiese dado dictamen favora- 



ble la Comisión de calidades, sin haber recaído reso- 
lución del Senado. 

También pasará otra lista en que consten las mis- 
mas circunstancias respecto á los Senadores vitalicios 
nombrados por la Corona. 

Art. 40. Aun cuando no haya vacante en el nú- 
mero de Senadores por derecho propio y de nombra- 
miento de la Corona, el Senado recibirá las solicitudes 
de entrada por el primer concepto, sobre las que dará 
dictamen la Comisión de examen de calidades, y el 
Senado resolverá en la forma ordinaria. 

Una vez admitidos, serán considerados como as- 
pirantes, con arreglo al artículo 61 de la ley de 8 de 
febrero de 1877. 

TÍTULO Vil 

DEL I-RESIDENTE 

Art. 41. El Presidente llevará la voz y dirigirá 
los actos del Senado con sujeción A las prescripciones 
del reglamento. 

Corresponde A su autoridad: 

I o Abrir, suspender y cerrar las sesiones. 

2." Designar, con anuencia del Senado, los días 
en que no deba haberlas. 

3.° Señalar anticipadamente los asuntos que en 
ellas deban discutirse 

4.° Dirigir las discusiones conforme al regla- 
mento. 

5.° Conceder el uso de la palabra según el orden 
con que se hubiere pedido, ó negarla cuando no haya 
derecho á usarla. 

6.° Cuidar de que se conserve el orden y de que 
las discusiones se limiten y concreten al asunto de que 
se trate. 

7.° Dar el curso correspondiente á las proposi- 
ciones que en forma reglamentaria presenten lo» Se- 
nadores. 

8.° Fijar, en caso de duda, los puntos sobre que 
se ha de votar. 




— 274 — 

Secretaría, Archivos y Redacción del Diario, depen- 
diendo de ellos todos los empleados de estas oficinas. 
Art. 56. Los Secretarios tendrán el tratamiento 
de Excelencia en la correspondencia de oficio. 

TÍTULO IX 

DE LOS SENADORES 

Art. 57. Los Senadores /deberán hallarse con 
la conveniente anticipación en el pueblo en que haya 
de celebrarse la apertura de las Cortes; y si por justo 
motivo no pudiesen verificar su presentación, lo mani- 
festarán al Senado por medio de oficio dirigido á los 
Secretarios. 

Art. 58. Cuando los Senadores electos soliciten 
tomar asiento en el Senado, presentarán en la Secre- 
taría, por medio de oficio, los documentos justificati- 
vos de su elección y de las calidades que exige la 
Constitución para desempeñar este cargo, conforme á 
lo establecido en el artículo 2.° de este reglamento. 

Art. 59. Si algún Senador tuviese precisión de 
ausentarse por más de ocho días, deberá pedir licen- 
cia al Senado, exponiendo por escrito los motivos y 
señalando el tiempo que necesitare. El Senado los 
tomará en consideración y acordará lo que estime 
conveniente. 

Art. 60. Las licencias que se otorguen á los Se- 
nadores no podrán exceder de la sexta parte de los 
admitidos. 

Art. 61. Xo haciéndose uso de la licencia en el 
término de quince días, contados desde la fecha de su 
concesión, quedará sin efecto. 

Art. 62. Los Senadores que no tengan uniforme 
ó traje particular, se presentarán en los actos solem- 
nes con vestido negro. 

Art. 63. Cuando se pidiere al Senado la autori- 
zación que se expresa en el artículo 47 de la Constitu- 
ción para proceder contra un Senador, resolverá lo 
que estime conveniente, oyendo á una Comisión de su 
seno. 

Art. 04. Cuando ocurra el fallecimiento de un 
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Senador, el Presidente nombrará una Comisión de 12 
individuos que acompañen sus restos á la última mo- 
rada, y el asiento que hubiere ocupado en el salón 
estará cubierto con una gasa negra durante nueve 
días, y no se consentirá que en ese período lo ocupe 
otro Senador. 

TÍTULO X 

DE LAS SECCIONES 

Art. 65. Las Secciones se sortearán bimensual- 
mente, y en la primera sesión, -designándose los sor- 
teados por el orden numérico del uno ai siete. 

Elmes en que se haga el sorteo se contará por 
entero, cualquiera que sea el día en que se verifique.. 

Art. 66. Cada Sección eligirá un Presidente, un 
Vicepresidente, un Secretario y un Vicesecretario, y 
de sus nombramientos dará cuenta por escrito á la 
Secretaría del Senado. 

Estos cargos se renovarán en cada sorteo, y serán 
incompatibles con el de Ministro de la Corona. 

Árt. 67. Cuando las Secciones se reúnan para 
constituirse, presidirá en cada una de ellas, interina- 
mente, el Senador que ocupe el primer lugar en la 
lista. 

Art. 68. Es precisa la concurrencia de diez Se- 
nadores para celebrar sesión; pero transcurridos quin- 
ce minutos después de la hora señalada, se podrá 
verificar con los reunidos; y si faltasen el Presidente y 
Vicepresidente, Secretario y Vicesecretario, serán 
sustituidos por los que aquéllos elijan para sólo aquel 
acto. 

Art. 69. Las Secciones acordarán separadamen- 
te en su local respectivo sobre los asuntos que según 
el reglamento les fueren sometidos. 

Art. 70. Los Ministros de ia Corona pueden 
asistir á todas las Secciones, pero . únicamente tendrá 
voto el que sea Senador, en la Sección á que perte- 
nezca. 

El mismo derecho asiste á los autores de las pro- 
posiciones de la ley. 

Art. 71. Luego que cada Sección se declare su- 
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ficientemente instruida del proyecto, proposición de 
ley ó asunto que se discuta, nombrará un Senador pa- 
ra que forme parte de la Comisión que ha de dar dic- 
tamen al Senado. 

Art. 72. Los individuos nombrados con este ob- 
jeto por las Secciones deberán ser de su propio seno. 

Art. 73. Estos siete individuos compondrán la 
Comisión en todos los casos, menos en los que deba 
ser mayor ó menor el número de la misma. 

Art. 74. Las Secciones negarán ó autorizarán 
la lectura de los proyectos ó proposiciones de ley que 
procedan de la iniciativa de los Senadores, para lo 
cual la Mesa los remitirá con este objeto dos días des- 
pués de habérselo presentado. 

Art. 75. Las Secciones se reunirán cuando lo 
determine el Senado, á propuesta del Presidente, del 
Gobierno ó de un Senador. 

Art. 76. Las Secciones darán cuenta al Senado, 
por medio de los respectivos Secretarios, de los acuer- 
dos que tomen y de los nombramientos que hagan. 

Art. 77. Las Secciones se regirán en lo posible 
por el reglamento del Senado. 

TÍTULO XI 

DE LAS COMISIONES 

Art. 78. Las Comisiones serán siempre elegidas 
por las Secciones, fuera de los casos en que por este 
reglamento se disponga que lo sean directamente por 
el Senado. 

Art. 79. Cuando el nombramiento se haga direc- 
tamente por el Senado, se escribirán en una papeleta 
tantos nombres cuanto sean los individuos que hayan 
de componer la Comisión, y quedarán elegidos los que 
resulten del escrutinio con mayor número de votos, 
siendo aplicables á esta elección las disposiciones con- 
tenidas en los artículos 208, 210 y 211. 

Art. 80. Todas las Comisiones que se elijan 
para objeto determinado, se disolverán luego que que- 
de definitivamente votado el asunto sometido á su 
examen. 
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Secretario del Senado, que serán siempre individuos 
natos y ejercerán en ella sus respectivos cargos. 

Art. 86. La de presupuestos generales de Esta- 
do será de 21 vocales, nombrados tres por cada Sec- 
ción^ entenderá en el examen de los mismos desde 
que sean presentados en el Congreso. 

Art. 87. La Comisión que haya de dar dictamen 
sobre el nombramiento y separación libre de los mi- 
nistros del Tribunal de Cuentas del Reino, y la de 
inspección de la Deuda pública, se compondrán cada 
una del número de individuos que determinan las le- 
yes. (1) 

Art. 88 La de corrección de estilo constará de 
uno de los Secretarios, elegidos por la Mesa, y de dos 
Senado es. Para nombrar éstos, cada Sección desig- 
nará un individuo, y los siete eligirán entre sí á los 
dos. 

Art. 89. De las Comisiones mixtas que se for- 
man con arreglo al artículo 10 de la ley de 19 de julio 
de 1837, serán individuos los siete Senadores que lo 
hubiesen sido de la que examinó el proyecto de ley de 
que se trate, disminuyéndole ó aumentándole hasta el - 
número igual al que designe el Congreso para la suya. \ 
En el primer caso, se eliminarán por suerte los exce- j 
dentes. En el segundo, se completarán con arreglo \ 
al artículo anterior. * \ 

Art. 90. El Presidente y Secretario de una Sec- i 
ción pueden ser individuos de las Comisiones. 

Art. 91. Si pareciese insuficiente el número de 
siete Senadores para alguna Comisión, podrá aumen- 
tarse por acuerdo del Senado. 

Art. 92. Si por ausencia ó enfermedad faltase 
algún individuo de la Comisión, se entenderá que está 
subsistente y podrá dar dictamen mientras queden cin- 
co Senadores en ella. 

Si no llegasen á este número, nombrarán las Sec- 
ciones respectivas, ó el Senado en su caso, los que 



(1) No eligiendo ya el Senado la Comisión de nombra- 
miento y separación libre de los ministros del Tribunal de 
Cuentas del Reino, este artículo debe entenderse sólo para la 
Comisión de inspección de la Deuda pública. 
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faltasen; y si aquellas se hubiesen renovado, las de- 
signadas con el mismo número de orden. 

Art. 93. Las Comisiones podrán llamar, para 
que las auxilie en sus trabajos, á cualquier individuo 
de fuera ó dentro del Senado. 

Art. 94. Cada Comisión nombrará su Presiden- 
te y Secretario en la primera reunión, y participará 
los nombramientos al Senado. 

La convocación para esta primera reunión se ha- 
rá por el individuo nombrado por la primera Sección. 

Art. 95. Toca al Presidente de cada Comisión 
convocarla, con señalamiento de día y hora; dirigir 
sus sesiones y distribuir los trabajos entre sus indivi- 
duos. (1) 

Art. 96. Las Comisiones no podrán deliberar 
sin hallarse presentes cuatro de sus individuos por lo 
menos. 

Art. 97. Será obligación del Secretario tomar 
nota de los espedientes y documentos que se le pasen, 
y de los que se le devuelvan, asi como de las resolu- 
ciones que se adopten; redactar el dictamen que la 
Comisión acuerde, cuando de ello no se haga cargo 
otro individuo, y dar cuenta á la Secretarla del Sena- 
do del día, hora y local donde se reúna la Comisión, 
para que lo haga poner en un cuadro y puedan tener 
conocimiento de ello todos los Sénedores. 

Art 98. Las Comisiones tendrán el derecho de 
reclamar del Gobierno, por medio de los Secretarios 
del Senado, cuantos documentos y noticias crean nece- 
sanas para el acierto en sus dictámenes. 

Art. 99. Solamente los Ministros y los Senado- 
res podrán asistir sin voto á las Comisiones, asi como 
las personas que por acuerdo de la mayoría Je la Co- 
misión fueren llamadas á su seno ó autorizadas para 
concurrir á sus sesiones. 

Art.. 100. Todos los Senadores pueden presentar 



(1) No es contrario á lo dispuesto en t 
reglamento, que cuando el Presidente de una C 
cumpla el deber que le impone dicho articulo, pned 
ría reunirse y seguir funcionando en cumplimiento 
metido. (Sesión del 29 de >narso de 1883.) 
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á las Comisiones los documentos que juzguen conve- 
nientes, siempre que lo verifiquen por conducto de la 
Mesa del Senado, salvo el caso en que sean autores de 
la proposición de ley para que fué nombrada la Comi- 
sión, ó Senadores electos, y el documento ó documen- 
tos se refieran á su acta ó persona, en cuyo caso po- 
drán entregarlos directamente á la Comisión. 

TÍTULO XII 

DE LAS SESIONES 

Art. 101. Habrá sesión ordinaria todos los días 
no festivos. 

Art. 102. A propuesta de) Presidente, el Senado 
determinará la hora en que deberán empezar las se- 
siones, las cuales durarán seis hasta la constitución 
definitiva del Senado, y cuatro en lo sucesivo, pudien- 
do en uno y otro caso prorrogarse indefinidamente por 
acuerdo del mismo, á propuesta del Presidente ¿ á 
petición del Gobierno ó de un Senador. 

Art. 103. Con el mismo acuerdo, y cuando la 
urgencia lo requiera, habrá sesiones extraordinarias, 
que serán antes ó después de la ordinaria. 

Art. 104. Habrá sesión secreta en los casos si- 
guientes: 

1.° Para tratar de los asuntos de que dé cuenta 
la Comisión de gobierno interior. 

2.° Cuando lo pida el Gobierno. 

3.° Cuando lo determine el Presidente. 

4.° Cuando el Senado lo acuerde en virtud de 
petición suscrita por siete Senadores. 

Y 5.° Siempre que se hubiere de deliberar y re- 
solver sobre asuntos que conciernan al decoro del Se- 
nado ó al de sus individuos. 

Art. 105. Aun cuando se haya empezado á tra- 
tar un asunto en sesión pública, el Senado, á propues- 
ta del Presidente ó de un Senador, podrá acordar que 
se continúe tratando en sesión secreta. 

Para hacer e Senado la pregunta concerniente al 
caso previsto en este artículo, y para que el mismo 
resuelva con discusión ó sin ella, el Presidente sus- 
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petlderá la sesión pública, mandando despejar las tri- 
bunas. 

Art. 106. De la misma manera, si empezada una 
sesión secreta, el Senado estimare que puede tratarse 
sin inconveniente en sesión pública el asunto que la 
motivó, lo acordará así. 

Art. 107. El Presidente abrirá la sesión con esta 
fórmula: Abrase la sesión, y la cerrara con la de: Se 
levanta la sesión. Levantada la sesión, no se permi- 
tirá hablar á ningún Senador, y será nulo cuanto se 
hiciere. 

Art. 108. No se levantará la sesión sin haber 
destinado dos horas de ella por lo menos á los asuntos' 
señalados en la orden del día, á no ser que no hubiere 
número de Senadores para continuarla, ó que el Pre- 
sidente no hallare otro medio de hacer respetar su au- 
toridad. 

Art. 109. Para abrir la sesión y continuarla, de- 
berán estar presentes 30 Senadores cuando menos, y 
40 bastarán para toda resolución que no sea la vota- 
ción definitiva de proyectos de ley, en cuyo caso será 
necesaria, conforme al articulo 43 de la Constitución, 
la presencia de la mitad más uno de los Senadores 
que tengan aprobados sus actas y hayan sido admiti- 
dos en el Senado. 

Art. 110. En cada sesión, después de leída el 
Acta de la anterior, y antes de pasar á discutir los 
asuntos señalados en la orden del día, se dará cuenta 
de las comunicaciones que se hubieren recibido y de 
las proposiciones de ley cuya lectura haya sido auto- 
rizada por las Secciones. 

Art. 111. Las comunicaciones del Gobierno dan- 
do cuenta del uso que hubiere hecho de una autoriz; 
ción concedida por las Corto con esta calidad, 
pasarán á las Secciones para el nombramiento de 
Comisión que examine el asunto y dé su dictamen. 

Art. 112. Cuando losMiniMros asistan alas 
nes, ocuparán el banco especial l| tic les estará de 

Art. 113. El Senado puede acordar la 
sión de sus sesiones por uno ó más días, A petició^ 
Gobierno, y no habiendo asunto de que tratar, #7 
puesta del Presidente. 
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Ütí LOS PROYECTOS Y PROPOSICIONES DE LEY Y PROPOSICIO- 
NES DE REFORMA CONSTITUCIONAL 

Art. 114. Leído un proyecto de ley presentado 
por el Gobierno ó remitido por el Congreso, se pa- 
sará á las Secciones para el nombramiento de Comi- 
sión. (1) 

Art. 115. Las proposiciones de ley que hicieren 
los Senadores, deberán formularse como los proyec- 
tos del Gobierno, y firmadas por su autor ó autores, 
se entregará á la Mesa para que las pase á las Seccio- 
nes, en los términos dispuestos en el artículo 74. 

Art. 116. Ninguna proposición de ley deberá 
presentarse firmada por más de siete Senadores. 

Art. 117. Las Secciones resolverán en su prime- 
ra reunión si autorizan la lectura de la proposición 
sometida á su examen. 

Art. 118. Basta que una Sección autorice esta 
lectura, para que se lea en la primera sesión del Sé- 
nado. 

Art. 119. Se exceptúan de la regla establecida 
en el artículo anterior las proposiciones que tengan 
por objeto la reforma de la Constitución ó algunos de 
sus artículos, de las cuales no podrá darse cuenta á 
no haber autorizado su lectura la mayoría de las Sec- 
ciones. 

Art. 120. El autor ó uno de los autores de toda 
proposición de ley podrá exponer de palabra los mo- 
tivos y fundamentos de ella, terminada que sea su 
lectura, ó el día que tenga por conveniente. 



(1) Al recibirse un proyecto de ferrocarril de la Secreta- 
ría del Congreso, así como las proposiciones de ley que emanen 
de la iniciativa del Senado, se pedirá al señor Ministro de Fo- 
mento, por la Secretaría del Senado, el expediente y planos 
del proyecto, así como nota de las observaciones que acerca 
del mismo quiera hacer la Dirección de Obras públicas, anun- 
ciándose en sesión pública el haberse recibido. (Sesión de 13 
de marzo de 1883.) 
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Art. 121. Verificada esta exposición de motivos, 
ó renunciando á ella el autor ó autores de la proposi- 
ción, se preguntará al Senado si la toma ó no en con* 
sideración, sin permitirse debate alguno. 

Art. 122. El autor de una proposición podrá re- 
tirarla antes que ei Senado la haya tomado en consi- 
deración. 

Art. 123. Tomada en consideración una propo- 
sición de ley, se procederá como en los proyectos del 
Gobierno ó del Congreso. 

Art. 124. En las últimas legislaturas, y mientras 
no se disuelvan el Senado ó el Congreso, podrá con- 
tinuar, á propuesta del Gobierno ó de un Senador, 
cualquiera de los trabajos de la precedente, partiendo 
del estado en que se encuentre. 

Art. 125. Cuando se verifique la disolución de 
uno de los Cuerpos Colegisladores ó de ambos, se da- 
rán por terminados cuantos trabajos pendan en el Se- 
nado. 

TITULO XIV 

DE LAS DISCUSIONES 

Art. 126. Leido el dictamen de una Comisión 
sobre cualquier materia, el Presidente señalará día 
para su discusión. 

Esta no podrá verificarse sino á los tres días, lo 
menos, después de estar impreso y repartido. 

A propuesta del Presidente, podrá, no obstante, 
acordar el Senado que es urgente la discusión de un 
dictamen, y señalar cuando deba verificarse. 

Art. 127. En los dictámenes de mucha extensión 
é importancia, se procederá á la discusión primero en 
la totalidad y después por artículos ó párrafos. 

Art. 128. La discusión general recaerá sobre el 
principio, espíritu y oportunidad del proyecto. 

Art. 129. No podrá cerrarse ninguna discusión 
general ni particular sin que hayan hablado tres Se- 
nadores en contra, si los hay que tengan pedida la 
palabra, y otros tantos en pro, salvo lo dispuesto en 
este reglamento para casos especiales. 



— 284 ~ 

Art. 130. Si puesto un dictamen á discusión, y 
£il cualquier estado de ella, no hubiese quien tuviera 
pedida la palabra en contra, se procederá á la vo- 
tación. 

Art. 131. En el caso de ampliarse por acuerdo 
del Senado la discusión general ó particular, el mismo 
declarará, á petición de uno ó más Senadores, cuando 
está el asunto suficientemente discutido. 

Presupuestos y Códigos 

Art. 132. Los presupuestos se discutirán por el 
orden de preferencia que acuerde el Senado, á pro- 
puesta del Presidente. 

El de gastos de cada Ministerio se discutirá pri- 
mero en su totalidad; después por capítulos, y última- 
mente por artículos, y aun por párrafos, si así lo 
acuerda el Senado, á propuesta del Presidente ó á pe- 
tición de un Senador; y de todos modos, en cuanto al 
artículo ó párrafo á que se hubieren presentado en- 
miendas ó adiciones. La votación será .siempre por 
artículos ó párrafos. 

El presupuesto de ingresos se discutirá y votará 
en la misma forma que el de gastos, en cuanto la per- 
mita su diferente índole. 

Art. 133. En los proyectos de Códigos y otros de 
igual naturaleza, además de su discusión en totalidad 
podrá haber varias discusiones generales por libros, 
títulos ó capítulos, siempre que así lo acuerde el Se- 
nado, á propuesta del Presidente ó á petición de un 
Senador; y en todo caso, se discutiráa los artículos á 
los que se le hayan presentado enmiendas ó adiciones. 
En la votación se observará en el mismo orden, y nun- 
ca dejarán de votarse los artículos discutidos. 

TÍTULO XV 

VOTOS P ARTICULAN ES 

Art. 134. Los votos particulares se presentarán 
dentro de las veinticuatro horas de haberse leído el 
dictamen de la mayoría de la Comisión, y se discutirán 
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cular, éste sustituirá el artículo del proyecto ó propo- 
sición de ley; más si su contenido no estuviese en har- 
monía con el resto del dictamen d¿ la mayoría, y ésta 
resistiese variar de opinión, se observará lo dispuesto 
en el artículo 150. 

Art. 141. La aprobación de un voto particular 
envuelve la desaprobación de todos los demás que se 
refieran al mismo proyecto ó artículo. 

TÍTULO XVI 

ENMIENDAS Y ADICIONES 

Art. 142. Las enmiendas y adiciones que se hi- 
cieren al dictamen de una Comisión, se presentarán á 
la Mesa, ó en la Secretaría el día antes, por lo menos, 
de anunciarse ó de abrirse la discusión del proyecto ó 
artículo á que se contraigan, sin cuyo requisito no po- 
drá darse primera lectura de las mismas, ni pasarán 
á la Comisión. Presentadas con la anticipación ex- 
presada, se imprimirán y repartirán á los Senadores. 

Art, 143. Cumplidos los requisitos de que habla 
el artículo anterior, y dada segunda lectura de las 
enmiendas ó adiciones por su orden, al abrirse la dis- 
cusión del artículo á que se refieran, la Comisión dirá 
si las admite ó nó. En el primer caso, se discutirán 
con el proyecto ó artículo á que afecten. 

Art. 144. Si no las admite la Comisión, se con- 
cederá la palabra para su apoyo al autor ó á uno de 
sus autores, empezándose por la que, á juicio de la 
Mesa, oyendo á la Comisión, se separe más del articu- 
lo ó proyecto á que se refieran. Contestará un indi- 
viduo de la Comisión, y en seguida se preguntará al 
Senado si la toma ó no en consideración. 

Art. 145. En caso negativo se considerará com- 
pletamente desechada la enmienda ó adición; y en el 
afirmativo, se discutirá con el artículo ó proyecto á 
que corresponda, salvo aquellas cuya importancia sea 
tal, que el Senado acuerde que se voten previamente 
y con separación. 

Art. 146. De lo dispuesto en el articulo 142 se 
exceptúan las enmiendas y adiciones que se presenten 
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en una sesión por consecuencia de otras aprobadas en 
Ja misma, y que de algún modo tengan relación ó pue- 
dan afectar á otros artículos no discutidos ni aproba- 
dos. De estas enmiendas ó adiciones se dará primero 
lectura en el acto de presentarlas, pasando á la Comi- 
sión, y se podrán discutir cuando se llegue al artículo 
sobre que recaigan, después de su segunda lectura y 
de manifestar la Comisión si las acepta ó no, sin que 
se impriman ni repartan, y en la misma sesión. Si la 
discusión no pudiere verificarse hasta otro día, se im- 
primirán y repartirán. 

Lo dispuesto en este artículo es aplicable á las 
enmiendas y adiciones á dictámenes declarados urgen- 
tes por el Senado. 

TÍTULO XVII 

DISCURSO DE LA CORONA 

Art. 147. La contestación al discurso de la Co- 
rona, se discutirá sólo en la totalidad. 

Art. 148. La Comisión dará su dictamen á los 
tres días de su nombramiento. 

Impreso aquél, y después de haber estado sobre 
la Mesa, se procederá á la discusión, la cual se decla- 
rará cerrada cuando hayan hablado tres Senadores en 
contra y tres en pro. 

Si se presentaren enmiendas al dictamen, se ad- 
mitirán sólo las dos que, á juicio de la Mesa, se apar- 
ten más de él. 

Discutidas en la forma prescrita para las enmien- 
das, se procederá á la votación. 

TÍTULO XVIII 

DICTÁMENES RETIRADOS Ó DESECHADOS 

Art. 149. Cuando se desapruebe el dictamen de 
una Comisión, después de haberlo sido también los 
votos particulares y las enmiendas ó adiciones, el Se- 
nado re$olver4 si ha de ponerse á discusión el provee- 
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to de ley ó proposición que dio motivo al dictamen, ó 
si ha de volver el asunto á la Comisión. 

Art. 150. Si la Comisión creyese no deber dar 
otro dictamen, se procederá por las Secciones al nom- 
bramiento de nueva Comisión. Si la desaprobación 
fuese de uno ó más artículos, y la Comisión no se pres- 
tase á la reforma, se encargará la nueva redacción al 
Senador que hubiere hecho la impugnación de pala- 
bra ó por medio de adiciones ó enmiendas, y el Sena- 
do procederá en otra sesión á su discusión y votación. 

Art. 151. Las Comisiones pueden retirar sus 
dictámenes, antes de que se pongan á votación, para 
enmendarlos, variarlos y presentarlos de nuevo. 

También pueden retirar alguna parte ó articulo pa- 
ra que quede suprimido ó para redactarlo nuevamente. 

Art. 152. Las Comisiones que informen sobre 
proyectos de ley, aunque provengan del Rey ó del 
Congreso, podrá proponer que se desechen. 

Si se desaprueba el dictamen, de la Comisión y 
esta repugna variarlo, se nombrará otra por las Sec- 
ciones. 

TÍTULO XIX 

A l'ROBAC ló.N DEFINITIVA 

Art. 153. Concluida la discusión y votación de 
un proyecto de ley ó de cualquiera otra clase, la Se- 
cretaría lo redactará, de conformidad con lo acordado 
par el Senado, lo revisará la Comisión de corrección 
de estilo y se someterá á la aprobación definitiva, de- 
biendo permanecer sobre la Mesa veinticuatro horas 
después de anunciada, para que puedan los Senadores 
ver si está conforme con lo resuelto, salvo los casos 
en que el Senado declare urgente el proyecto, en los 
que deberá votarse en el acto, á no ser de mucha ex- 
tensión. 

TÍTULO XX 

USO DE LA PALABRA 

Art. 154. Las discusiones se verificarán siempre 
hablando los Senadores alternativamante en contra y 
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en pro de la proposición ó dictamen que se discuta, 
según el orden que se hallen inscritos en las listas de 
la Presidencia. 

Art. 155. Ningún Senador podrá hablar sin que, 
después de leído un dictamen ó asunto para su discu- 
sión, haya pedido la palabra públicamente y le fuere 
concedida. 

Art. 156. No se podrá pedir nunca la palabra 
antes de anunciarse la discusión del asunto sobre que 
quiera hacerse uso de ella. 

Art. 157. Los Senadores dirigirán siempre la 
a al Senado, y no á un individuo ó fracción del 
mismo. 

Art. 158. Aun cuando un Senador haya hablado, 
podrá volver á usar de la palabra si se ampliase la 
discusión y le tocare el turno ó se lo cediesen.' 

Art. 159. En ambos casos el Senador podrá tam- 
bién rectificar equivocaciones puramente de hecho ó 
de concepto, pero sin entrar en la cuestión principal. 

Art. 160. Los Senadores que hubieren pedido la 
palabra en un mismo sentido, podrán cederse el turno 
entre sí. 

Art. 161. Las Comisiones cuyo dictamen se dis- 
cuta, y el autor de una proposición sobre la cual no 
hubiere recaído dictamen de Comisión, tendrán prefe- 
rencia en el uso de la palabra en todos los turnos en 
pro que permite el reglamento. 

Art. 162. Los Ministros obtendrían la palabra 
siempre que la pidan, y harán uso lie ella sin consu- 
mir turno. 

Art. 163. Todo discurso s.- pronunciará de viva 
voz, y se continuará sin intermisión, salvo si fueren 
pasadas las horas de reglamento y el Senado no acor- 
dara prorrogar la sesión. 

Art. 164. Para que un discurso no pueda pro- 
rrogarse más tiempo que el de una sesión, se necesita 
el acuerdo del Senado. 

Art. 165. En cualquiera es!; 
padrá pedir un Senador la observancia del reglamen- 
to, citando los artículos cuya aplicación reclame, y la 
lectura de los mismos, si le conviene. 

Art. 166. Cualquier Senador podrá pedir. 
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rante la votación, ó antes de votar, la lectura de las 
leyes, órdenes y documentos que sean conducentes á 
la ilustración del asunto de que se trate. 

Art. 167. Nadie podrá ser interrumpido cuando 
hable, sino para ser llamado al orden ó á la cuestión 
por el Presidente. 

Art. 168. Las discusiones de reforma constitu- 
cional, de los presupuestos y de cualquiera otro pro- 
yecto de ley, no podrán interrumpirse para hacer pre- 
guntas ó tratar de interpelaciones y de proposiciones 
que no sean de ley, sin un acuerdo del Senado, á pro- 
puesta del Presidente ó á petición de un Senador, ex- 
cepto los lunes, días especialmente destinados á estos 
asuntos y á peticiones, sin perjuicio de continuar des- 
pués los ordinarios. 

Esto no obsta para que en cualquier día, y antes 
ó después de lar orden del mismo, puedan los Senado- 
res dirigir á los Ministros las preguntas que tengan 
por conveniente, si la Mesa los autorizase para ello ó 
si lo acordase el Senado, cuando el Senador interesa- 
do proponga que se le consulte. 

Podrán también, sin dicha autorización y acuer- 
do, anunciar de palabra ó por escrito interpelaciones 
á los Ministros en los términos establecidos en los ar- 
tículos 181 y 182. 

Art. 169. El que en los discursos pronunciados 
ó documentos que se leyeren fuere aludido en su per- 
sona, nombrándole, ó en sus hechos propios ó perso- 
nales, podrá usar de la palabra sin entrar en el fondo 
de la cuestión, y si no se hallare presente, en la inme- 
diata. Para hacerlo en lo sucesivo, es necesario el 
acuerdo del Senado. 

En estos casos no se permitirá más que el discur- 
so del que se defienda y del que hubiere hecho la alu- 
sión, si quiere contestar, después de lo cual se pasará 
á otro asunto. 

Art. 170. Si la alusión fuese relativa á un ausen- 
te ó persona que hubiera fallecido, y un Senador qui- 
siere hablar en su defensa, se consultará al Senado. 

Art. 171. Los Senadores serán llamados á la 
cuestión siem pre que notoriamente estuvieren fuera 
de ella, ya por digresiones extrañas al punto de que 
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se trate, ya por renovar la discusión del punto discu- 
tido y aprobado. 

Art- 172. Asimismo los Senadores serán llama- 
dos al orden siempre que en sus discursos faltaren con 
su insistencia á lo establecido para las discusiones, 6 
cuando profieran palabras en cualquier sentido peli- 
grosas ú ofensivas al decoro del Cuerpo ó de un indi- 
viduo de la Familia Real ó del Senado. 

Art. 173. Cuando un Senador sea llamado al or- 
den por tres veces en una misma sesión, el Presidente 
hará uso en el acto de las facultades que le concede el 
reglamento; pero si el Senador pidiese la palabra pa- 
ra justificarse, deberá concedérsela sólo para que ex- 
ponga las razones que tuviere por conveniente, resol- 
viendo en su vista el Senado lo que crea oportuno. 

Art. 174. Si se profiriese alguna expresión mal- 
sonante ú ofensiva á algún Senador, éste podrá recla- 
mar luego que concluya de hablar el que la profirió; 
y si éste no satisface al Senado ó al Senador que se 
crea ofendido, mandará el Presidente que se escriba 
por un Secretario; si hubiere tiempo, se deliberará so- 
bre ella aquel mismo día, y si no, se dejará para la 
sesión inmediata, acordando el Senado lo que estime 
conveniente á su propio decoro y á la unión que debe 
reinar entre todos los Senadores. 



TÍTULO XXI 



DE LAS PROPOSICIONES QUE NO SON DE I.EY 

Art. 175. Si durante una discusión se hiciese al- 
guna proposición incidental ó que tenga por objeto 
fijar el curso que deba darse á los negocios, el Sena- 
do, oyendo al autor de ella, acordará lo que juzgue 
oportuno. 

El discurso del autor en este caso, se ceñirá es- 
trictamente al objeto de la proposición, sin entrar de 
ninguna manera en la cuestión principal- 

Art. 176. La proposición de no haber lugar á 
deliberar, tendrá preferencia sobre cualquier otra, y 
procederá su apoyo cuando el Senado haya tomado 
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en consideración aquella á que se refiere; pero no po- 
drá presentarse en la discusión de los proyectos de ley. 

Art. 177. Las proposiciones de que tratan los 
dos artículos anteriores, podrán presentarse con la 
firma de un solo Senador. 

Art. 178, Las demás proposiciones que no ten- 
gan por objeto uno ley, necesitarán la firma de siete 
Senadores. 

Art. 179. De estas últimas proposiciones sedará 
lectura en la sesión en que se presenten, si se entre- 
gan antes de entrar en la orden del día, y si no en la 
inmediata. El Senado, sin discusión, acordará, á pro- 
puesta del Presidente, y cuando la presentación no se 
haya hecho en el dia señalado, si se ha de apoyar ac- 
to continuo ó dejarse para el día destinado á estos 
asuntos. 

Para su apoyo, cuando llegue el momento de ha- 
cerlo, se concederá la palabra á uno de sus autores, y 
el Senado decidirá si la toma ó no en consideración. 

Art. 180. El Senado decidirá también, una vez 
tomadas en consideración, si han de pasar á las Sec- 
ciones y ha de informar sobre ellas una Comisión, ó 
si se discutirán sin este trámite. 

No se dará, sin embargo, cuenta en el Senado, si- 
no con las formalidades prescritas para proposiciones 
de ley, de aquellas que tengan por objeto la acusación 
de algún Ministro. 

TÍTULO XXII 



DE LAS INTERPELACIONES Y PREGUNTAS 

Art. 181. Todo Senador tiene el derecho de in- 
terpelar á los Ministros, anunciándolo con anteriori- 
dad de palabra ó por escrito, y expresando en ambos 
casos de un modo explícito, el objeto de la interpela- 
ción. 

Art. 182. Podrá hacer el anuncio de palabra 
cuando se halle presente el Ministro del ramo, el cual 
contestará en el acto, ó se tomará tiempo para contes- 
tar si el Gobierno cree ó no conveniente dar explica- 



Clones sobre el objeto indicado, y en el día en que es- 
tará dispuesto á verificarlo. 

Lo mismo hará el Ministro cuando la interpela- 
ción se haya anunciado al Gobierno por la Secretaría 
del Senado. 

Art. 183. El día señalado parala interpelación, 
el Senador interpelante la explanará en los términos 
más convenientes; podrá replicar á la contestación 
del Gobierno, y sin que pueda tomar parte en el deba- 
te más que otro Senador, se pasará en seguida á otro 
asunto. 

Art. 184. De resultas de la interpelación, po- 
drán los Senadores presentar las proposiciones que 
crean convenientes, en la misma sesión ó en la inme- 
diata. 

Art. 185. Los Senadores pueden también dirigir 
preguntas al Gobierno sobre asuntos de interés publi 
co, á que aquél contestará, si to tuviere por conve- 
niente, ya en el acto, ya aplazaudo la contestación, y 
sobre ellas, aunque sean contestadas, no habrá dis- 
cusión. 

Art. 186. En igual forma podrán los Senadores 
dirigir preguntas á la Mesa y á las Comisiones sobre 
el estado de los asuntos sometidos á su examen. 



TITULO XXIII 

DE LOS MENS, 

Art. 187. Pa'ra la redacción de los mensajes que 
el Senado dirija á S. M., se nombrarán Comisiones es- 
peciales del modo que acuerde el Senado. 

Art. 188. El mismo resolverá, cuando llegue el 
caso, si el mensaje que se haya de dirigir á S. Mí] 
habrá de discutir y votar de 

Aun cuando los mensaje 
cualquier Senador podrá pi i 
adiciones que le parezca, 
las que deben ser admitida 
con prioridad al mensaje. 
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Art. 189. Las Comisiones de etiqueta y de raen- 
saje serán presididas por el Presidente del Senado ó 
por uno de los Vicepresidentes que él designare. 

TÍTULO XXIV 

DE LOS VOTOS DE CENSURA Y DE GRACIAS, Y DE LAS 
DECLARACIONES HONORÍFICAS 

Art. 190. Siempre que el Senado hubiere de 
acordar un voto de censura, se formulará éste por es- 
crito, firmando la proposición siete Senadores, y he- 
cho, pasará á las Secciones. 

Art. 191. Los votos de gracias, que deberán fir- 
mar también siete Senadores, se discutirán sin pasar 
á las Secciones y sin dictamen de i omisión. 

Art. 192. Para las declaraciones honoríficas, 
como la de haber merecido bien de la Patria, y la de 
haber de inscribirse algún nombre en las lápidas del 
del Salón de sesiones, precederá siempre dictamen de 
Comisión. 

Art. 193. Para hacer estas declaraciones deberá 
estar el Senado definitivamente constituido. 

TÍTULO XXV 

DE LAS PETICIONES 

Art. 194. De todas las peticionss que se dirijan 
al Senado, se dará cuenta por lista que indique el or- 
den de prioridad con que se hubieren recibido en la 
Secretaría, expresando únicamente el nombre del pe- 
ticionario y el objeto de la petición. 

Art. 19ó. Estas listas, y las peticiones á que se 
refieran, pasarán inmediatamente á la Comisión, para 
que informe á la mayor brevedad posible. 

Art. 196. Los informes de la Comisión se impri- 
mirán por Apéndice en el Diario de las Sesiones , á 
fin de que los lunes, por lo menos, de cada semana, se 
ocupe el Senado en resolverlas por el mismo orden 
con que han sido presentadas. 

Art. 197. Si la Comisión de peticiones creyese 
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que alguna de ellas no debe tomarse en consideración 
usará d la fórmula no há lugar á deliberar. 

Art. 198. Si creyese que son dignas de tomarse 
en consideración, pero que toca resolverlas al Gobier- 
no ó á los Tribunales, propondrá su remisión al Mi- 
nisterio á que correspondan. 

Art. 199. Si creyese que deben tomarse en con- 
sideración, por ser útiles para trabajos legislativos, 
propondrá que se tengan presentes en tiempo oportu- 
no. Estas peticiones quedarán en la Secretaría á dis- 
posición de todos los Senadores. 

Art. 200. Ninguna petición se remitirá al Go- 
bierno con recomendación directa ni indirecta por 
parte del Senado; pero sí se podrá acordar que dé 
cuenta de la resolución que sobre ella recaiga. 

TÍTULO XXVI 

DE LAS VOTACIONES 

Art. 201. El Senado votará de los cuatro modos 
siguientes: 

1.° Levantándoselos que aprueben y quedando 
sentados los que reprueben. 

2.° Por votación nominal. 

3.° Por papeletas. 

4.° Por bolas. 

Art. 202. La votación ordinaria es la primera 
de las cuatro que quedan expresadas. Su resultado lo 
anunciará uno de los cuatro Secretarios. 

Art. 203. Si el Secretario tuviese duda, ó algún 
Senador lo reclamase, aun después de publicada la 
votación, el Presidente nombrará un Senador de los 
que estén en pie, y otro de los que permanezcan sen- 
tados, para que cuenten los que aprueben, y otros dos 
en la propia forma para que lo verifiquen de los que 
reprueben, publicando en seguida el resultado. 

Art. 204. Ningún Senador podrá entrar en el 
salón ni salir de él mientras se recuenten los votos. 

Art. 205. Toda votación ordinaria se repetirá 
nominalmente siempre que la diferencia entre los que 
aprueben y reprueben no pase de uno, y además lo 
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pidan siete Senadores, ó cuando los que cuenten los 
votos no estén conformes después de haberlos contado 
dos veces. 

Art. 206. También será la votación nominal 
cuando lo pidan al menos siete Senadores antes que 
esté publicada la votación ordinaria. 

Art. 207. La votación nominal se verificará di- 
ciendo los Senadores sus nombres por el orden en que 
estuvieren sentados, y añadiendo sí ó no, según sea 
el voto de aprobación ó desaprobación 

Art. 208. Toda elección de personas se hará por 
papeletas. 

Estas votaciones se verificarán por el mismo or- 
den que las nominales, permaneciendo cada Senador 
en su puesto, y pasando dos porteros por ambos lados 
del salón con sus urnas á recoger las papeletas, que, 
concluida la operación, serán depositadas en la Mesa 
para proceder al escrutinio, conforme á lo dispuesto 
en los artículos 210 y 211. 

Los Secretarios llevarán la lista de los votantes. 

Art. 209. La elección de personas se hará siempre 
de una en una y por mayoría absoluta, menos en los 
casos de excepción marcados en este reglamento, 
guardándose la procedencia de aquéllas en los casos 
en que hubiere lugar, según el orden del nombra- 
miento, 

Art. 210. Si no hubiese elección por mayoría 
absoluta en la primera votación, se procederá á la se- 
gunda entre los Senadores que hayan obtenido mayor 
número de votos. 

Si resultaren más de dos con igual número, deci- 
dirá la suerte quién ó quiénes hayan de entrar en la 
segunda votación. 

Si en ésta hubiese empate, quedará nombrado el 
de mayor edad. 

Art. 21 1 . Son nulas las papeletas que contengan 
nombres ininteligibles, pero servirán para hacer el 
cómputo del número de los Senadores votantes y para 

lijar la mayoría de la votación. 

Art. 212 El escrutinio por bolas servirá para 
cualquiera votación en que se califiquen los actos ó la 
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conducta de una persona ó personas, ó cuando el Sé- 
nado lo acuerde por mayoría de dos terceras partes. 

Art. 213. La votación por bolas se verificará per- 
maneciendo los Senadores en sus asientos. Un portero 
por cada lado entregará una bola blanca y otra negra 
á cada Senador; otro portero pasara en seguida la ur- 
na de votación, en la cual irán los Senadores deposi- 
tando la bola blanca ó la negra, según aprueben ó de- 
saprueben, y otro tercer portero pasará después A 
recoger en la urna de sobrantes la bola que cada Se- 
nador hubiera dejado de emplear en su voto. 

Los Senadores dirán su nombre en alta voz al 
tiempo de votar, y los Secretarios llevarán la lista de 
los votantes. 

El Presidente y los Secretarios contarán las bolas 
y uno de éstos publicará la votación. 

Art. 214. La votación definitiva de las leyes es 
la única que, con arreglo al articulo 43 de la Consti- 
tución, requiere la presencia de la mitad más uno del 
número total de Senadores que tensan aprobadas sus 
actas y hayan sido admitidos por el Senado. (1) 

Art. 215. Cuando ocurriere empate en alguna 
votación ordinaria, nominal ó de las que se hagan por 
bolas á petición de los Senadores, se abrirá de nuevo 
el debate y se repetirá la votación. 

Si resultase nuevo empate, se volverá á votar en 
la sesión próxima; y si también hubiese entonces em- 
pate, se entenderá desechado el dictamen, articulo ó 
proposición. 

Art. 216. Lo mismo se hará, en caso preciso, 
respecto de las votaciones definitivas de los proyectos 
de ley, pero sin abrirse de nuavo la discusión. 

Art. 217. Tiene derecho á votar todo Senador 
que entre en el salón mientras no estén cerrajas las 



(1) Para computar la mitad más uno del núinci 
nadores que el artículo 43 de la Constitución y H 'J¡ 
glameoto del Senado exige en la votación definí c iv.i l 
yes, se contarán súlo los votos de los Senadores, qm , 
de haber sido admitidos, hayan además prestado iin 
(Véase el acuerdo primero del Apéndice de este regí; 
{Sesión de 10 de enero 




— 298 — 

votaciones que se hagan nominalmente, por papeletas 
ó por escrutinio de bolas. 

Art. 218. También tiene derecho cualquier Se- 
nador para hacer que se cuenten los presentes á la 
votación, á fin de comprobar si son ó no en número 
suficiente. 

Art. 219. Si un Senador pidiese que un artículo, 
dictamen ó proyecto se vote por partes, el Senado re - 
solverá lo que estime conveniente. 

Art. 220. Todo Senador que se halle . presente 
en una votación que no sea secreta, puede salvar su 
voto, sin motivarlo, en el Acta de la sesión inmediata, 
y podrán adherirse á las resoluciones del Senado to- 
dos los Senadores, aun cuando se hallen ausentes al 
tiempo de tomarlas. 

Art. 221. A toda votación precederá la pregun- 
ta si *<hd lugar á votar. * 

Antes que el Presidente declare cerrada la vota- 
ción, se preguntará dos veces seguidas en alta voz 
por uno de los Secretarios, si *ha dejado algún señor 
Senador de votar. » 

TÍTULO XXVII 

DE LAS TRIBUNAS 

Art. 222. Los espectadores guardarán profundo 
silencio y el mayor respeto y compostura, sin tomar 
parte alguna en las discusiones con demostraciones 
de ningún género. 

Art. 223. Los que perturben de cualquier modo 
el orden, serán expulsados de las tribunas ó galerías 
en el mismo acto; y siendo el exceso mayor, se toma- 
rá con ellos la providencia que haya lugar, á juicio 
del Presidente, deteniéndolos en caso necesario y en- 
tregándolos á las Autoridades competentes. 

En caso de que ocurra un desorden grave que el 
Presidente no pueda calmar, levantará la sesión. 

Art. 224. Si ocurriese algún suceso desagrada- 
ble dentro del edificio del Senado, el Presidente toma- 
rá las disposiciones preventivas que su prudencia le 
dicte, y será obedecido respetuosamente. 
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TITULO xxvm 



DEL GOBIERNO INTERIOR DEL SENADO 

Art. 225. Et Senado en cuerpo no asistirá ¡i nin- 
gún acto fuera de sus sesiones. 

Art. 226. La policía del Senado y del edificio 
en que celebre sus sesiones, corresponderá á su Pre- 
sidente, quien dará al efecto las órdenes oportunas á 
los empleados en él y al Jefe de la guardia militar, si 
la hubiere. 

Art. 227. Bajo la dirección é inspección de la 
Comisión de gobierno interior, estará el Diario délas 
Sesiones, en el que se insertarán é imprimirán inte- 
gra, fiel é imparcialmente todos los hechos que pasen 
y discursos que se pronuncien en sus sesiones publi- 
cas, debiendo organizarse su redacción ó impresión 
de manera que no deje de publicarse desde el primer 
día de las sesiones. 

Art. 228. La misma Comisión, con los Secreta- 
rios del Senado, hará la propuesta de los empleados 
de la Secretaría, Archivo y Redacción del Diario, y 
no podrá aumentarlos, disminuirlos ni destituirlos sin 
la aprobación del Senado. Ella sola, sin embargo, 
nombrará los otros dependientes, dando cuenta al Se- 
nado, y concederá en casos precisos licencias tempo- 
rales á los mismos y á los demás empleados. 

Art. 229. La referida Comisión formará el pre- 
supuesto anual de los gastos del Senado, percibirá y 
administrará los fondos que para cubrirlos se reciban 
del Tesoro público, y presentara mensual mente al Se- 
nado la correspondiente cuenta, que se aprobará en 
sesión secreta y se leerá luego en sesión pública el 
primer sábado de cada mes. 

Art, 230. La expresada Comisión formará lo: 
reglamentos particulares de las dependencias del 
Senado. 

Art. 231. En el intervalo de una á otra legislatu 
ra, el Presidente del Senado, con dos individuos de l;i 
Comisión de gobierno interior que lu misma designe, 
y su Secretario, desempeñarán Jas funciones Je esta. 
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TÍTULO XXIX 

DE LAS REFORMAS DFX REGLAMENTO DEL SEXADO 

Art. 232. La proposición de reforma del regla- 
mento, seguirá los trámites de una proposición de ley. 

Art. 233. De las resoluciones del Senado en ca- 
sos omisos ó dudosos, formará la Secretaría un Apén 
dice, que se repartirá á los Senadores al principio de 
cada legislatura, y se observarán en casos análogos 
como adiciones provisionales al reglamento. 

APÉNDICE AL REGLAMENTO 

ACUERDOS DEL SENADO 

Para computar la mitad más uno del número de 
Senadores que el articulo 43 de la Constitución y el 
214 del reglamento del Senado exigen en la votación 
definitiva de las leyes, se contarán sólo los votos de 
los Senadores que, después de haber sido admitidos, 
hayan además prestado juramento. 

(Sesión de 10 de enero de 1880). 

Al recibirse un proyecto de ferrocarril de la Se- 
cretaría del Congreso, así como las proposiciones de 
ley que emanen de la iniciativa del Senado, se pedirá 
al señor Ministro de Fomento, por la Secretaría del 
Senado, el expediente y planos del proyecto, así como 
nota de las observaciones que acerca del mismo quie- 
ra hacer la Dirección de Obras públicas, anunciándo- 
se en sesión pública el haberse recibido. 

(Sesión del 13 de marzo de 1883). 

Que no es contrario á lo dispuesto en el artículo 
% del reglamento, que cuando el Presidente de una 
Comisión no cumpla el deber que le impone dicho ar- 
tículo, pueda la mayoría reunirse y seguir funcionan- 
do en cumplimiento de su cometido. 

(Sesión del 29 de maizo de 1883). 



LEY DE PROCEDIMIENTO 



CUANDO EL SENADO SE CONSTITUYE EN TRIBUNAL DE JUSTICIA 



.! 



DoSa Isabel II, por la gracia de Dios y la Cons- 
titución de la Monarquía española, Reina de las Espa- 
ñas. A todos los que las presentes vieren y entendie- 
ren, sabed: Que las Cortes han decretado* y Nos 
sancionado lo siguiente: 

TITULO PRIMERO 

DE LA JURISDICCIÓN DEL SENADO, DE SU ORGANIZACIÓN Y 
DE LA FORMA DE CONSTITUIRSE EN TRIBUNAL 

SECCIÓN PRIMERA 
De la jurisdicción del Senado 

Artículo 1.° Corresponderá al Senado como Tri- 
bunal: 

1.° Juzgar á los Ministros, cuando para hacer 
efectiva su responsabilidad sean acusados por el Con- 
greso de los Diputados. 

2.° Conocer, en virtud de Real decreto acordado 
en Consejo de Ministros, de las causas sobre delitos 
graves contra la persona ó dignidad del Rey, ó contra 
la seguridad interior ó exterior del Estado. 

3.° Conocer también de todos los delitos que co- 
metan los Senadores que hayan jurado cargo. 
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Art. 2.° El Senado conocerá así del delito princi- 
pal como de los conexos con él que aparezcan durante 
el proceso. 

Art. 3.° No obstante lo dispuesto en el párrafo 
3.° del artículo 1°, cuando en virtud de lo que ordena 
el artículo 41 (1) de la Constitución del Reino se pidie- 
se autorización para procesar á un Senador, si éste 
fuese militar ó hubiese delinquido en campaña, podrá 
el Senado permitir, si lo estimare conducente al bien 
del Estado, que conozca de la causa el Tribunal que 
sea competente, con arreglo á lo prescrito ó que en 
adelante prescribieren las leyes y Ordenanzas mili- 
tares. 

Igualmente los Senadores eclesiásticos, por las 
faltas y delitos puramente eclesiásticos, serán juzga- 
dos por los Tribunales de su fuero, con arreglo á los 
cánones de la Iglesia y á las leyes del Reino. 

SECCIÓN SEGUNDA 
/).• ¿a organización del Senado como Tribunal 

Art. 4.° El Senado, como Tribunal, se compon- 
drá de los Senadores del estado seglar que hayan 
jurado su cargo. Será Presidente el que lo fuere del 
Senado, y hallándose cerradas las Cortes, el que lo 
hubiere sido en la última legislatura; y en su defecto, 
en uno y otro caso, el Vicepresidente á quien corres- 
ponda. 

Art. r>.° incumbirá al Presidente del Tribunal: 

1 . ü Mantener el orden v el decoro en los es- 
irados. 

2." Dirigir la actuación del proceso y decretar 
las diligencias que estime conducentes para la averi- 
guación de la verdad. 

3.° Firmar las sentencias definitivas é interlocu- 
lorias que dicte el Tribunal. 

Art. 6.° El Presidente será auxiliado en el ejer- 
cicio de su c-irgo por los Comisarios que el Tribunal 



1' Ks el artículo 47 de la Constitución de 1876. 
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crea conveniente elegir entre los individuos de su seno 
para cada causa. Cada uno de los Comisarios desem- 
peñará las atribuciones que el Presidente le delegare. 

Art. 7.° El Presidente nombrará en cada caso el 
Secretario del Tribunal. 

Art. 8.° En cada proceso desempeñará el cargo 
fiscal un Comisario nombrado por el Gobierno por 
medio de Real decreto acordado en Consejo de Minis- 
tros. Le asistirán en calidad de abogados fiscales los 
letrados que el fiscal nombre. 

Art. 9.° Los porteros del Senado ejercerán el 
oficio de porteros de estrados del Tribunal, á las órde- 
nes del Presidente. 

SECCIÓN TERCERA 

De la forma de constituirse el Senado en Tribunal 

Art. 10. Para constituirse el Senado y celebrar 
sus sesiones como Tribunal, ha de preceder Real con- 
vocatoria acordada en Consejo de Ministros, y han de 
concurrir 60 Senadores cuando menos. 

Art. 11. Todos los Senadores del estado seglar 
estarán obligados á concurrir. Los que tengan moti- 
vos justos para excusarse, los expondrán por escrito 
al Senado, y éste resolverá lo que estime. 

Art. 12. No podrán ser jueces los Senadores que 
hubiesen sido nombrados con posterioridad á la per-* 
petración del hecho que motive el procedimiento. 

TITULO II 

DEL ORDEN' DE PROCEDER EN EL SUMARIO Y EN EL 

JUICIO PÚBLICO 

SECCIÓN PRIMERA 

Del orden de proceder en el sumario 

Art. 13. En el sumario podrán emplearse todos 
los» medios de investigación admitidos en el derecho 
común, excepto la confesión. 
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Art. 14. A excepción de las Personas de la Real 
Familia, ninguna otra podrá excusarse de comparecer 
á prestar declaración como testigo á título de exención 
ó de fuero. La que resistiere sin asistirle impedimen- 
to justo, podrá ser compelida por todos los medios 
legítimos de apremio, y hasta por el de hacerla con- 
ducir á la Audiencia por la fuerza pública. 

Art. 15. Cuando el Comisario ó Comisarios no 
pudieren, por la distancia ú otro motivo igualmente 
fundado, instruir por sí alguna diligencia, el Presiden- 
te delegará el encargo en el juez local que le parezca 
más á propósito. 

Art. 16. El arresto de los culpables, el embargo 
de los bienes y la concesión de libertad conforme á 
derecho, se acordará por el Presidente y los Comisa- 
rios á pluralidad de votos. En caso de empate, el vo- 
to del Presidente será decisivo. 

Cuando habiendo de proceder como Tribunal no 
estuviere reunido el Senado, el Presidente designará 
Senadores que en calidad de jueces adjuntos le asistan 
interinamente, hasta que, constituido aquél, se nom- 
bren los Comisarios. 

Art. 17. A la posible brevedad, desde que á jui- 
cio del Presidente estuviere completo el sumario, el 
Comisario que aquél designe dará cuenta al Senado, 
por medio de informe, del resultado de las actua- 
ciones. 

Con i£ual brevedad el Tribunal declarará conclu- 
so el sumario, ó decretará las diligencias que estime 
indispensables. 

Art. 18. instruida formación sumaria ante cual- 
quier otro Juzgado ó Tribunal, si resultare que el deli- 
to es por su naturaleza de los atribuidos á la jurisdic- 
ción del Senado, el juez remitirá el proceso ai Ministerio 
de Gracia y Justicia para los efectos del artículo 1.° 
de esta ley. 

Art. i 9. Cuando se dé cuenta del resultado del 
sumario, si se dudare de la competencia del Tribunal, 
el Presidente someterá á la decisión de éste la cues- 
tión preliminar de competencia. 

Art. 20. En el término de tres á ocho días des- 
pués de concluso el sumario, ó resuelta en su caso la 
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cuestión de competencia, el Tribunal, á puerta cerrada 
y por votación secreta, declarará si ha ó no labrar á la 
acusación. 

Art. 21. Para que se declare haber lugar á la 
acusación, será necesaria la mayoría absoluta de los 
Senadores presentes. 

SECCIÓX SEGUNDA 

Del orden de proceder en el juicio público 

Art. 22. Luego que se declare concluso el su- 
mario, se requerirá al procesado para que nombre el 
defensor ó defensores que le hayan de asistir y defen- 
der en el progreso de la causa. Si no los nombrare, 
el Presidente lo hará de oficio. 

Art. 23. En el término más breve posible « el 
Secretario entregará al Fiscal una copia del sumario, 
y otra á cada uno de los acusados. 

Art. 24. El Fiscal, dentro del término que le se- 
ñale el Tribunal, á propuesta del Presidente, desde 
que haya recibido la copia del sumario, presentará el 
escrito de acusación v lista de los testigos de cargo 
que hayan de ser á su instancia examinados. 

Art. 25. Al fin del escrito de acusación, y antes 
de la petición correspondiente, hará el Fiscal un resu- 
men en párrafos numerados, en que se exprese: 

1.° El delito cometido v sus circunstancias agrá- 
vantes ó atenuantes. 

2.° La participación que en él hubieren tenido 
los acusados como autores, cómplices ó encubridores. 

3.° La pena legal que debe imponérseles. 

Art. 26. Para que prepare su defensa, se le con- 
cederá al acusado el término que el Tribunal estime 
bastante, no pudiendo bajar de diez días. Al efecto, 
se le comunicará al acusado copia del escrito de acu- 
sación y lista de los testigos de cargo y de los Sena- 
dores que hayan de juzgarle. * 

Dentro de aquel término presentará el acusado 
lista de los testigos de descargo, la cual se comunicará 
al acusador veinticuatro horas antes, por lo menos, 
del día que señale para la audiencia pública. 

20 
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Art, 27. No podrá ser examinado en el juicio 
público ningún testigo cuyo nombre no haya sido co- 
municado al acusador ó al acusado con la anticipación 
prevenida en. el artículo anterior. 

Art. 28. Sin expresar causa, podrán recusar res- 
pectivamente el acusador y el acusado ó acusados la 
décima parte de los Senadores. 

Art. 29. Transcurridos los términos de que ha- 
bla el articulo 26, el Presidente señalará día para la 
vista pública. 

A ésta concurrirán el acusado y sus defensores, y 
en ella leerá el Secretario todo el proceso, el escrito 
de acusación, y la lista de los testigos de cargo y des- 
cargo. 

Art. 30. Los testigos serán colocados en sala se- 
parada de la de audiencia, y entrarán en ésta cuando 
sean llamados á declarar. 

Adoptará el Presidente las demás precauciones 
que le aconseje su prudencia, para evitar confabula- 
ción entre los testigos. 

Art. 31. En cada uno de los días de la audiencia 
pública se leerá por el Secretario del Tribunal la lista 
de los Senadores presentes, haciéndose constar así en 
proceso. 

No podrá tomar parte en votaciones ulteriores el 
Senador que deje de asistir á cualquiera de las sesio- 
nes de la vista pública. 

Art. 32. El testigo no podrá ser interrumpido 
mientras no concluya su declaración. 

Art. 33. Terminada que sea la declaración del 
testigo, las partes podrán dirigirle preguntas y repre- 
guntas acerca de ella, por medio del Presidente, á 
menos que éste no las deseche por inoportunas. 

Art. 34. Así el Presidente como los Senadores 
harán al acusado y á los testigos las preguntas que se 
les ofrezcan en vista de las declaraciones dadas en la 
audiencia pública, de los documentos que se produz- 
can, ó de los otros medios de cargo y descargo que se 
hayan suministrado. 

Art. 35. El Secretario irá extendiendo un acta 
de cada sesión en el Tribunal, á medida que ésta se 
celebre. 
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Art. 36. Empezada la vista en audiencia publi- 
ca, se continuará diariamente y sin otras interrupcio- 
nes que las que, ajuicio del Tribunal, sean necesarias. 

Art. 37. Concluido el examen de los testigos, el 
acusador sostendrá de palabra la acusación con las 
modificaciones á que hayan dado lugar los debates, y 
le contestará el defensor del acusado, replicando el 
primero y contrarreplicando el segundo, si lo estima- 
ren conveniente. 

Cuantas veces pidan la palabra el acusado, le será 
concedida. 

Art. 38. El Presidente Ó el comisionado que él 
designe, hará en sesión secreta el resumen del debate, 
exponiendo antes los méritos de la causa, y en segui- 
da propondrá la cuestión en esta forma: «jBs culpable 
el acusado del delito que se le imputa?* 

Art. 39. En el caso de resolverse afirmativa- 
mente esta pregunta, se hará la siguiente: «¿Es culpa- 
ble el acusado con las circunstancias expresadas en el 
resumen del escrito de acusación?» 

Art. 40. Si de la vista pública hubiere apareci- 
do alguna circunstancia agravante ó atenuante omiti- 
da en el escrito de acusación, se preguntará al Tribu- 
nal si el acusado ha cometido el delito con aquella 
circunstancia. 

Art. 41. Si el acusado hubiere alegado en su 
defensa alguna de las circunstancias que según las 
leyes eximen de responsabilidad, el Presidente pre- 
guntará antes de la pregunta prevenida en el articulo 
38, si tal circunstancia está probada. 

Art. 42. En las votaciones sobre la calificación 
del hecho se atendrán los Senadores á lo que les dicte 
su conciencia. 

Art. 43. La declaración de culpabilidad se vota- 
rá siempre separadamente de la imposición de la pena,- 

Art. 44. Para la declaración de culpabilidad y 
de sus circunstancias agravantes, se necesitarán las 
dos terceras partes de votos. 

Art. 45. Cuando la declaración de culpabilidad 
y de sus circunstancias se hubiere hecho en conformi- 
dad de la acusación, se pondrá á discusión la pena que 
en ésta se pida. 
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Cerrada la discusión, se hará la votación por 
bolas. 

Art. 46. Si no se aprobare la pena pedida en la 
acusación, ó si la declaración de culpabilidad se hu- 
biere hecho con circunstancias diferentes de las expre- 
sadas en el resumen de la acusación, se nombrará por 
el Tribunal una Comisión de cinco individuos, la cual 
propondrá la nueva pena que crea procedente. 

El dictamen de esta Comisión se discutirá, y en 
seguida se votará por bolas. 

Art. 47. Si no resultare sentencia, la Comisión 
propondrá una nueva pena, y su dictamen se discutirá 
y votará como en el anterior. En el caso de ser aquel 
desaprobado, propondrá la Comisión nuevos dictáme- 
nes hasta que resulte sentencia. 

Art. 48. Para la imposición de la pena de muer- 
te se necesitarán las tres cuartas partes de votos de 
los Senadores presentes; para las demás bastará la 
mayoría absoluta. 

Art. 49. La sentencia será siempre motivada. 

No podrán imponerse en ella más penas que las 
señaladas por la ley, graduándolas según ésta pre- 
venga. 

Constituido el Tribunal para dictar sentencia, no 
podrá separarse sin haberla dictado. 

Art. 50. Cuando el Tribunal condenare á la re- 
paración de daños ó indemnización de perjuicios, sin 
determinar la cantidad, corresponderá á los Tribuna- 
les ordinarios la acción civil sobre la reclamación del 
importe. 

Art. 51. En sesión pública y sin estar presente 
el procesado, publicará el Presidente la sentencia, la 
cual causará siempre ejecutoria, y será inmediatamen- 
te notificada al acusado. De ella se pasará copia al 
Gobierno para su ejecución. 

Art. 52. Cuando el acusado no esté presente y á 
disposición del Tribunal, se sustanciará la causa en re- 
beldía. 

Art. 53. El Tribunal observará las leyes del de- 
recho común del Reino en lo que no se opongan á la 
presente. 
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TITULO III 

DISPOSICIONES PARTICULARES RELATIVAS Á LOS PROCESOS 

DE LOS MINISTROS 

Art. 54. En las causas que se formen á los Mi- 
nistros de la Corona para exigirles la responsabilidad, 
se guardarán las disposiciones anteriores, salvo las 
modificaciones que establecen los artículos siguientes. 

Art, 55. Para la acusación de los Ministros se 
formulará en el Congreso de los Diputados una pro- 
posición, que seguirá los mismos trámites que una de 
ley, hasta que recaiga resolución del mismo Congreso. 

Art. 56. Si el Congreso acordare haber lugar á 
la acusación, nombrará una Comisión de individuos de 
su seno para que la sostenga ante el Senado. 

Art. 57., Para decidir sobre la proposición de 
acusación, se necesitará el mismo número de Diputa- 
dos que para votar las leyes, y ha de hallarse el Con- 
greso definitivamente constituido. 

Art. 58. La discusión para declarar haber ó no 
lugar á la acusación, será pública, y siempre ordi- 
naria. 

Art. 59. Todas las votaciones relativas á la acu- 
sación de los Ministros serán secretas. 

Art. 60. Si los individuos de cuya responsabili- 
dad se trate pretendieren concurrir á defenderse, po- 
drán hacerlo, ocupando el lugar que á este fin les 
señale el Presidente, si no tuvieren asiento en el Con- 
greso. 

Art. 61. Los discursos que los mismos pronun- 
cien en su defensa, no consumen turno en la dis- 
cusión. 

Si en vez de concurrir personalmente, remitieren 
escritos ó documentos para su defensa, les serán ad- 
mitidos y leídos en la sesión. 

Art. 62. Los Ministros de cuya acusación se tra- 
te, estarán bajo la salvaguardia del Congreso hasta 
que se haya declarado haber ó no lugar á la acusa- 
ción ante el Senado. 

Art. 63. Sin necesidad de Real convocatoria se 
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Constituirá en Tribunal el Senado, luego que reciba el 
mensaje de acusación que le dirija el Congreso. 

Art. 64. La Comisión nombrada por el Congre- 
so sostendrá la acusación ante el Senado. El Ministro 
acusado podrá nombrar los defensores que tenga por 
conveniente. Acusadores y defensores guardarán lo 
prescrito en el artículo 37 de esta ley. 

Art. 65. En procesos contra Ministros no se pro- 
cederá por el Senado á la declaración de si há ó no 
lugar á la acusación. 

Art. 6b. Cuando por cualquiera causa cese de 
ejercer sus funciones el Congreso, la Comisión nom- 
brada por éste para sostener la acusación continuará 
desempeñando las suyas hasta la terminación del 
juicio. 

Por tanto. 

Mandamos á todos los Tribunales, Justicias, Jefes, 
Gobernadores y demás Autoridades, así civiles como 
militares y eclesiásticas, de cualquiera clase y digni- 
dad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar 
la presente ley en todas sus partes. 

Dado en Aranjuez á 11 de mayo de 1849.— YO 
LA REINA.— El Ministro de Gracia y Justicia, Lo- 
venzo Arrasóla. 
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correspondiente dotación de servicios adminis- 
trativos dentro de los recursos que ofrece la 
vigente Ley de presupuestos, he considerado 
lo más oportuno y conveniente, cuando no fue- 
re también de todo punto' indispensable, reor- 
ganizar previamente aquellas funciones de Go- 
bierno y Administración que en la actualidad 
se hallan concentralizadas en oficinas generales 
del Estado y que según el nuevo orden de co- 
sas han de ser desempeñadas por los organis- 
mos|autonómicos que van á constituirse. 

De esta manera al quedar establecido pro- fc 
visionalmente el Gobierno responsable de la 
colonia, reunirá las condiciones necesarias á su 
funcionamiento, podrá empezar á actuar con 
los servicios que le pertenecen y tendrá su de- 
bida asignación en los presupuestos generales 
de la Isla. 

En este sentido me ha parecido lo más 
procedente suprimir, desde luego, las actuales 
organizaciones de Hacienda, Gobernación y 
Fomento adscriptas á la Intendencia general de 
Hacienda con sus correspondientes Adminis- 
traciones provinciales y á la Secretaria general 
del Gobierno general y establecer las nuevas, 
destinadas á llenar los servicios que éstas ac- 
tualmente desempeñan, sobre las bases que 
para su instauración y funcionamiento prescri- 
be el título séptimo del expresado Decreto, do- 
tándolas con referencia á las asignaciones pre- 
supuestadas que resultan sobrantes en virtud 
de aquellas supresiones. 

Para operar la transición en estos térmi- 
nos no ha sido ciertamente recomendación po- 
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jDeten én su darácíter de representante de la 
Metrópoli y Jefe Supremo de la colonia. 

De acuerdo con lo prescripto en el artícu- 
lo 45 y en uso de la facultad que en él se me 
confiere, instituyese después el Consejo de Go- 
bierno responsable que se compondrá de la 
Presidencia y las Secretarías de Gracia y Justi- 
cia y Gobernación, Hacienda, Instrucción Pú- 
blica, Obras Públicas y Comunicaciones y A- 
gricultura, Industria y Comercio. 

La Presidencia, encargada de dar unidad 
á la acción del Consejo y de dirigir sus funcio- 
nes de Gobierno y Administración, se organiza 
con caracteres análogos á los que tiene en la 
Metrópoli su similar del Consejo de Ministros, 
aunque adaptada á la naturaleza especial del 
régimen y á las finalidades del Gobiefrió local. 

La Secretaría de Gracia y Justicia y Go- 
bernación se establece para los servicios inhe- 
rentes á sus funciones en el doble aspecto que 
ofrece su denominación ; y á ella quedan enco- 
mendados los Negociados que corresponde su 
correspondiente plantilla. 

La Secretaría de Hacienda desempeñará 
las funciones de la actual Intendencia general 
de Hacienda y atenderá á los servicios que le 
corresponden en la nueva organización que 
establece su plantilla. 

La Secretaría de Instrucción Pública abra- 
zará el despacho de los asuntos privativos en 
todas las funciones de gobierno y administra- 
ción relativas á la enseñanza de la Isla. 

t 

La Secretaría de Obras Públicas y Comu- 
nicaciones abarcará los servicios especiales en- 



ÁA 



VIII 

fen todo lo posible la organización que hoy Se 
da á' los servicios encomendados -al * Consejo 
del Gobierno responsable; én uso de las facul- 
tades que me están conferidas, he * tenido á 
bien dictar el siguiente 



Artículo i 9 Desde el próximo día prime- 
ro de enero quedarán suprimidas : totalmente 
los actúales Centros de la Intendencia genéfal 
de Hacienda con sus correspondientes Admi- 
nistraciones provinciales y Secretaría general 
del Gobierno general de la isla dé Cuba. 

Art. 2 9 En lugar de estas Oficinas gene- 
rales se establecen desde el mencionado día la 
Secretaría del Gobierno general y el Consejo 
dé gobierno responsable con arreglo á lo 'pre- 
ceptuado en los artículos 41, 42 y 45 del Real 
decreto de 25 de noviembre último que insti- 
tuye el nuevo régimen de Gobierno y Admi- 
nistración de la isla de Cuba. 

Art. 3 9 La Secretaría del Gobierno ge- 
neral auxiliará al Gobernador general ton la 
organización que le señala la plantilla tiútn. 1. 

Art. 4 9 Todos los servidos de Gobierno 
y Administración no incluidos en las funciones 
del Gobernador general auxiliado por' su Se- 
cretaría, serán desempeñados por el Consejo 
de gobierno responsable. 

Art. 5 9 Este Consejo se compondrá 1 tte 
las cinco Secretarías del Despacho que enume- 
ra el artículo 45 del mencionado decreto y ten- 
drá su Presidencia, según en el 'mismo se 'pre- 
viene. 



Art O La Presidencia del Consejo de 
gobierno se urbanizará coa las funciones, ser- 
vicios y doíadc-n ene le asigna la plántula nú- 



ArL 7 ? La Secretaría de Gracia y Justi- 
cia y Gobernación se organizará con las fun- 
ciones, servicios y dotación que le asigna la 
plántula número 5. 

ArL S^ La Secretaría de Hacienda se 
organizará con las funciones, servicios y dota- 
ción que le asigna la plántula número 4. 

ArL 9 ? La Secretarla de Instrucción pú- 
blica se organizará con las funciones, servicios 
y dotación que le asigna la plantilla número 5. 

ArL 1 a La Secretaria de Obras públicas 
y Comunicaciones se organizará con las fun- 
ciones, servicios y dotación que tienen esos 
ramos administrativos en los Presupuestos ge- 
nerales de la Isla y segin plántula número 6. 

ArL 11. La Secretaria de Agricultura, 
Industria y Comercio se organizará con las 
funciones, servicios y dotación que le asigna la 
plantilla número 7. 

ArL 1 2. Los gastos que se originen por 
la creación de la Secretaría del Gobierno gene- 
ral y por el establecimiento del Consejo de go- 
bierno y que en cada plantilla quedan especi- 
ficados, se cubrirán con cargo á los créditos 
presupuestados para la Intendencia general de 
Hacienda, Secretaría general del Gobierno ge- 
neral y Junta de Colonización suprimidas y á 
economías introducidas en Hacienda y Comu- 
nicaciones, según notas de las respectivas plan- 
tillas. 



X 

Art. 13. Tan pronto como quede esta- 
blecida la Secretaría del Despacho de Hacien- 
da dictará las reglas necesarias y medidas con- 
venientes para formalizar las variaciones intro- 
ducidas por este decreto en las plantillas y 
y organización de los servicios. 

Art. 1 4. Para el despacho de todos los 
asuntos encomendados á las funciones del Con- 
sejo de Gobierno regirán provisionalmente los 
respectivos reglamentos vigentes en la materia 
á que se refiere cada Secretaría. 

Art. 15. Todos los asuntos de carácter 
administrativo de que conoce actualmente la 
Junta Superior de Autoridades pasarán á la 
jurisdicción del Gobernador general en Conse- 
jo de Secretarios. 

Art. 1 6. El próximo día primero de ene- 
ro, á las nueve de la mañana, prestarán jura- 
mento y tomarán posesión de sus cargos el 
Presidente y los Secretarios del Despacho que 
han de constituir provisionalmente el Consejo 
de Gobierno responsable y cuyos nombramien- 
tos haré en su oportunidad. 

Articulo adicional. 

Para los gastos de instalación del Consejo 
de Gobierno se concede un crédito de seis 
mil pesos, oro, que se aplicará á la Sección de 
Presupuestos que en su día disponga la Secre- 
taría del Despacho de Hacienda. 

Habana, 29 de diciembre de 1897. 

Ramón Blanco. 



Plantilla núm. i. 

Secretaria del Gobierno general. 

Illmo. Sr. Secretario. 

1 Jefe de Administración de primera clase. 

NEGOCIADOS 

Registro general. 

Para anotación de entrada v salida de comunica- 
ciones: 1 escribiente de 1. a clase y 1 ídem de 2. a 

Política general. 

Relaciones Consulares y Diplomáticas, Curso y 
traducción de cablegramas, Órdenes metropoliticas. 
Colecciones de periódicos: 1 Jefe de Negociado de 3. a , 
2 oficiales primeros, 1 idero 2.°, 1 idem 4.°, 2 idem 
5.°, 1 escribiente de 1. a y 1 iuem de 2. a 

Registro de Ciudadanía, etc. Vice Real Patronato. 

Comprende cuanto se relaciona con el menciona- 
do Registro, y Patronato de Indias. 1 oticial 3.°, 2 es- 
cribientes de 1. a y 1 idem de 2. a 

Orden público central. 

Le corresponde entender en indultos, alta inspec- 
ción de Orden público y cuanto se relaciona con el nú- 
mero 4.°, artículo 42 % título 7.° del Real decreto de 27 
de noviembre; además los asuntos relativos á Quintos 
y Milicias y cuanto actualmente corresponde á Orden 
público especial. — 1 Jefe de Negociado de 2.*, 1 ofi- 
cial 4.°, 1 idem 5.° y 3 escribientes, 1 de 1. a y 2 de 2. a 

Personal, Honores y Condecoraciones. 

Expedientes y asuntos de personal de Secretaria, 
Archivo general de personal correspondiente á lo que 
es hoy Gobernación y Fomento y Honores y Conde- 
coraciones. 1 oficial 4.° y 1 escribiente de 2. a 

Archivo general. 

El mismo Negociado actual con 1 oficial 5.°, 1 es- 
cribiente de 1. a y 2 ordenanzas. 



XII 

Gabinete db.S. E. 

I oficial 5.°, 1 escribiente de 1. a y 1 de 2. a 

Portería. 

1 Portero mayor, 1 idem 2.° y 2 ordenanzas. 

Nota.— Además de los empleados adscríptos á la 
Secretaría del Gobierno general, que quedan señala- 
dos, l Jefe de Administración de 4. a con quien des- 
pachan los distintos Negociados, excepto el de Políti- 
ca, haciéndolo dicho Jefe con el Subsecretario. 

RESUMEN 



Gutoi 
de 



repre- 
8uMm. siiMoi. taeiói. TOTAL. 



Bota- M 



Illmo. Sr, Secretario 2500 3750 3750 10000 

1 Subsecretario Tefe de Admi- 

. nistración de 1. a 2000 3000 .... 5000 

1 Jefe de Administración de 

4. a clase 1300 1950 .... 3250 

1 Jefe de Negociado de 2. a 

clase 1000 1500 2500 

1 idem idem de 3. a ídem... 800 1200 .... 2000 

2 oficiales 1.° de Administra- 

ción 1400 2100 .... 3500 

1 oficial 2.° de idem 600 900 ... . 1500 

1 idem 3.°de idem 500 750 . 1250 

3 idem 4.° de idem 1200 1800 .... 3000 

5 idem 5.° de idem 1500 2750 .... 4250 

7 escribientes dé 1. a clase ... 4200 4200 

7 idem de 2. a idem 3500 3500 

1 Portero mayor 750 .• . 750 

1 idem 2.° 500 500 

4 ordenanzas 1600 1600 

Material 1800 

Total 48600 

i ■ . . . . ... __ .. ^ — _ — ^_^^ — ,. .. ¿. _^_ — 

% 
i 



XIII 



Plantilla núm. 2. 



Presidencia del Consejo de Secretarios, 



Illmo. Sr. Presidente del Despacho. 
I Subsecretaría, Jefe de Administración de 1. a 
clase. 

NEGOCIADOS 

Relaciones de secretarías. 

1 Jefe de Negociado de 2. a , 1 escribiente de 1. a y 
1 de 2. a 

Ejecuciones de acuerdos. 

1 oficial 1.°, 1 escribiente de 1. a y 1 de 2. a 

RESUMEN 



Gutoi 
de 

8obre- ¿. 
BmMn. «itWoi toiói. 



• • • 



• • 



Illmo. Sr. Presidente 2500 3750 3750 

1 Subsecretario, Jefe de Ad- 
ministración de 1 . a 2000 3000 

1 Jefe de Negociado de 2. a .. . 1000 1500 

1 oficial de 1.° 700 1050 

2 escribientes de 1. a 1200 .... 

2 idem de 2. a 1000 .... 

2 ordenanzas 800 .... 

Material 



TOTAL. 
10000 

5000 
2500 
1750 
1200 
1000 
800 
1000 



Total 



23250 



' ■ • 



XIV, 

Plantilla núm. 3. 



Secretaría de Gracia y Justicia y Gobernación. 



Illmo. Sr. Secretario del Despacho. 
1 Subsecretario Jefe de Administración de pri- 
mera clase. 

»■ 

NEGOCIADOS 

Gracia y Justicia. 

Asuntos de Magistratura y Judicatura relativos á 
nombramientos de funcionarios subalternos y auxiliares 
del orden judicial y demás asuntos relacionados con 
la Administración de Justicia. 1 oficial 2.° Letrado, 
1 olicial 5.° y 2 escribientes, 1 de 1. a y 1 de 2. a 

Despacha con 1 Jefe de Negociado de 1. a clase. 

Cárceles y Presidios. 

Lleva la dirección del Penal de la Habana y Cár- 
celes de la Isla; señala los lugares de corrección; en- 
tiende en nombramientos de Alcaides, cuentas del 
Presidio, libertad de confinados, etc. Presidios: 1 ofi- 
cial 5.° y 1 escribiente de 1. a Cárceles: 1 oficial 5.° 
v 1 escribiente de 1. a 

Despacha con 1 Jefe de Negociado de 2. a clase. 

Ayuntamientos, Diputaciones, Policía urbana y Elec- 
ciones. 

Abraza las distintas materias que sé enumeran 
como centro de alzada y entiende, además, en lo rela- 
tivo á nombramientos de Alcaldes, Concejales, etc.: 
1 oficial 2.° y 3 escribientes, 1 de 1. a y- 2 de 2. a 



ORDEN Pl'BLlCO V POLICÍA 



Estas dos mesas despachan con 1 .lele de Nego- 
ciado de 2. a clase. 

Beneficencl\. 

Asuntos del ramo, contabilidad administrativa de 
los establecimientos benéficos de la Isla. 1 oficial 4.''' 
y I escribiente de 1. a , 1 oficial 5. a y 1 escribiente 
de 2. a 

Asilo de Enajenados. 

Comprende el actual servicio de Beneficencia do 
los Presupuestos generales, Sección t». a . Capítulo XVII, 



Le comprende cuanto aleda á médicos del Puer- 
to, veterinarios, etc. 1 oficial 5.° y 1 escribiente 
de 2. a 

Prensa y Censura ue Ohras Dramáticas. 

Colecciónala prensa de la Isla, censura obras, 
dramáticas etc. 1 oficial 3." y 1 escribiente de 'J.' 1 

Estos dos Negociados y el de Beneficencia, dea 
pachán con 1 Jefe de Negociado de 3. a clase. 

Registro general. 



Portería. 

1 portero I ." y 2 ordenanzas, 



XVI 



RESUMEN 



Gutoi 

de 
repre- 
sei- 

8aeW«. neldos, ttriét 



Sobre- 



TOTAL 



Illmo. Sr. Secretario 

1 Subsecretario Jefe de Admi- 
nistración de 1. a 

1 Jefe de Negociado de 1. a ... . 

2 Jefes de Negociado de 2. a . . 

1 idem de idem de 3. a 

2 oficiales 2°de Administración 

1 idem 3.° de idem 

2 idem 4.° de idem 

5 idem 5.° de idem 

7 escribientes de 1. a 

7 idem de 2. a . 

1 portero 1 .° 

2 ordenanzas 

Material 



2500 3750 3750 10000 



2000 

1200 

2000 

800 

1200 

500 

800 

1500 

4200 

3500 

600 

800 



3000 
1800 
3000 
1200 
1800 
750 
1200 
2750 



5000 
3000 
5000 
2000 
3000 
1250 
2000 
4250 
4200 
3500 
600 
800 
1800 



Total 



46400 



«TOS PIHPUM 




XXI 

Plantilla núm. 5. 



Secretaría de Instrucción pública. 



Illmo. Sr. Secretario del Despacho. 
1 Subsecretario, Jefe de Administración de pri- 
mera clase. 

NEGOCIADOS 

Universidad, Institutos, Escuela Profesional, etc. 

Comprende cuanto se relaciona con los mismos. 
1 Oficial 3.°, 1 Escribiente de 1. a clase y 1 de 2. a 

Maestros. 

Id. id. 1 Oficial 4.° v 1 Oficial 5.° 2 Escribientes, 
l de 1. a y otro de 2. a 

Estas mesas despachan con 1 Jefe de Negociado 
de primera clase. 

Registro general. 

Para entrada y salida de comunicaciones. 1 Es- 
cribiente de 2. a clase. 



1 Portero 2." 
1 Ordenanza. 






i 



XXII 
RESUMEN 



Gaitoí 
de 

Sobre- re ' re ' 
Sueldos, ueldoi. Uciw. TOTAL. 



Illmo. Sr. Secretario del Des- 
pacho 2500 3750 3750 10000 

1 Subsecretario, Jefe de Ad- 
ministración de 1.» 2000 3000 ,5000 

1 Jefe de Negociado de 1. a . . . 1200 1800 .... 3000 

1 Oficial 3.° de Administración 500 750 1250 

1 id. 4.° 400 600.... 1000 

1 id. 5.° 300 550 ... . 850 

2 Escribientes de 1. a 1200 ... 1200 

3 id 2. a 1500 1500 

1 Portero 2.° ..,. 500 500 

1 Ordenanza 400 400 

Material 500 



Total 25200 

i 

Plantilla núm. 6. 

Secretaría de Obras públicas y Comunicaciones. 

Illmo. Sr. Secretario del Despacho. 
1 Subsecretario Jefe de Administración de pri- 
mera clase. 

NEGOCIADOS 

Ohkas Públicas. 

Comprende la actual Sección central, División de 
Ferrocarriles y Secciones Provinciales, Puertos y Fa-* 
ros, Boyas y Val izas, Reparación y Conservación de 
Edificios. Presupuestos generales, Sección 7. a , ca- 
pítulos VII al XIII. 



XXIII 

Comunicaciones . 

Comprende el actual servicio según los Presu- 
puestos generales, Sección 6. a , capítulos XII al XVI. 

RESUMEN 



Gaita 
de 

MAM. 

MI* 

Soeldoi. neldoi. Ueión. TOTAL. 



8obw- _.•_ * 



Illmo. Sr. Secretario del Des- 
pacho 2500 3750 3750 10000 

1 Subsecretario, Jefe de Ad- 
ministración de 1. a 2000 3000 .... 5000 

Total. 15000 



NOTA. 

Cuerpo de Comunicaciones de la isla de Cuba. 

Economías efectivas que pueden introducirse en el 
mismo. 

Supresiones. Pesos. 

1 Director de Sección de 2. a clase, Jefe de 
Administración de 3. a , (vacante la pla- 
za hace un año) 3000 

*1 Subdirector de Sección de 1. a clase, Jefe 
de Negociado de 2. a , (á. petición pro- 
pia pasa á la Península á continuar). . 2100 

1 Jefe de Estación que por igual concepto 
deja vacante y es oficial 1.° de Admi- 
nistración 1500 

1 ídem id. por fallecimiento del que la ocu- 
paba- 1500 



XXIV 



Pesos. 



1 Oficial 1.° de Estación 2.° de Adminis- 
tración, vacante por fallecimiento .... 1200 

1 Telegrafista 1.° oficial 4.° de Administra- 

ción, vacante ...%..." 800 

2 Telegrafistas segundos oficiales quintos, 

(también vacantes, con 600 pesos cada 

uno) 1200 

3 Capataces de 1 . a clase asignados á Cuba 

y Puerto Príncipe á 500 pesos cada 

uno 1500 

5 Celadores que se amortizan á 360 pesos 

cada uno 1800 

13 Ordenanzas que se amortizan de los con- 
signados íi Administraciones del inte- * 

rior d 200 pesos 2600 

Economías en los Conductores montados de 
la provincia de Santa Clara hecha deduc- 
ción de lo que se aumenta á los de mar 

y ferrocarril \ 4100 

ídem id. en los de la provincia de Puerto 

Príncipe 4350 

ídem id. en la de Santiago de Cuba 14510 

ídem id. en la de Pinar del Río 1700 

Total de economías en el Capítulo de Per- 
sonal 41860 

Material. 

Del Capítulo 13, Artículo único del Presu- 
puesto vigente, partida de 25000 pesos, 
consignada para gastos de adquisición y 
entretenimiento de mobiliario de la Ad- 
ministración general, Principales y subal- 
ternas, traslaciones de oficinas, adquisi- 
ción de aparatos, materiales, etc., etc., se 
rebajan 3140 

Importan las economías en Comunicaciones. . 45000 



XXV 

Plantilla núm. 7. 

Secretaría 
de Agricultura, Industria y Comercio. 

♦ 

Illmo. Sr. Secretario del Despacho. 
1 Subsecretario, Jefe de Administración de pri- . 
mera clase. 

NEGOCIADOS 
Agricultura. 

Entiende en colonias agrícolas, fomento de la agri- 
cultura y mejoramiento de sus elementos. 1 oficial 1.° 
y 2 escribientes 1 de 1. a y 1 de 2. a 

Industria y Comercio. 

Entiende en la concesión de patentes, privilegios, 
marcas de fábricas, Bolsas de Comercio, Corredores, 
pesas y medidas, traspasos, Banco, Cámara de Comer- 
cio, etc. 1 oficial 3.° y 1 5.°, 2 escribientes de 1. a y 1 
de 2. a 

Ambos negociados despachan con un Jefe de Ne- 
gociado de 2. a 

Montes. 

Comprende la actual Inspección, Sección Central 
y Secciones Provinciales. 

Minas. 

Comprende la actual Sección Central de Minas é 
Industria. 

Registro general. 

Para entrada y salida de comunicaciones: 1 es- • 
cribiente de 2. a 

Portería.— 1 Portero de 2. a y 2 Ordenanzas. 



XXVI 
RESUMEN 



Guio* 
de 

Sobre- f J¡J¡" 
SieMn. neldoi. tteiói TOTAL 



Illmo. Sr. Secretario del Des- 
pacho 2500 3750 3750 10000 

.1 Subsecretario, Jefe de Ad- 
ministración de 1 . a 2000 3000 .... 5000 

1 Jefe de Negociado de 2. a 1000 1500 2500 

1 Oficial 1.° de Admón. civil, . 700 1050 .... 1750 

1 id. 3.° id 500 750 ... . 1250 

1 id. 5.° id 300 550 ... . 850 

3 Escribientes de 1. a ... 1800 1800 

3 id. de 2. a , 1500 1500 

1 Portero de 2. a 500 500 

2 Ordenanzas a 800 800 

Material de oficinas 1000 



Total 26950 

CUENTA-RESUMEN de las plantillas de personal 
correspondientes Ü la Secretaria del Gobierno ge- 
neral, Presidencia del Consejo de Secretarios y 
Secretarias de Despacho, en relación con el Pre- 
supuesto general del Estado, vigente en la ac- 
tualidad. 

DISMINUCIONES Pesos. 

Presupuesto de la Junta de Colonización. 150,000 
ídem de Ja actual Secretaría del Gobierno 

general 57,500 

Rebajas de personal en Comunicaciones. . 45,000 

Presupuesto actual de Hacienda 762,125 

« 

Totai 1.014,625 



Plinlilt» aún. 1. — De la Secretaría del Gobierno 






48,600 


• » %.— De la Presidencia del Consejo 






1*3,1250 


• . 3. — De la Secretaría de Gracia y 




Justicia y Gobernación.... 


46,400 




62'.!, 528 


. » í. — De la id. de Instrucción pii- 






25,200 


> • t¡. — De la id. de Obras públicas y 






15,000 


■ > 7.— De la id. de Agricultura, ln- 






26,950 


Aumento en el sobresueldo de 3 oficiales 




quintos de los Gobiernos regionales y 




provinciales del interior de-la Isla 


300 




206,397 
1.014 625 
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